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presentación

Nuevos Territorios de Paz (NTP) es un programa financiado 
por la Unión Europea (UE) y Prosperidad Social (PS), que 
desde el 2011 busca hacer un aporte a los esfuerzos de 
construcción de paz y desarrollo que actualmente se están 
dando en el país, a través de la generación de  metodo-
logías, herramientas y rutas para la inclusión socioeconó-
mica de la población más vulnerable y afectada por el 
conflicto armado, la promoción de la tenencia de la tierra 
y el ordenamiento territorial, así como la generación de 
condiciones de gobernanza democrática, participación y 
fortalecimiento de organizaciones sociales. 

En este marco, el proyecto “Pilotos de Tierras de los Nuevos 
Territorios de Paz” buscó fortalecer las capacidades loca-
les para el ordenamiento del territorio, ocupación y uso de 
la tierra, ayudando a las comunidades a generar arraigo, 
salvaguardar su patrimonio, alcanzar la soberanía y segu-
ridad alimentaria y lograr autosuficiencia. La acción de la 
Organización Internacional para las Migraciones (OIM)  
se desarrolló en los departamentos del Atlántico, Bolívar, 
Magdalena, Guaviare y Caquetá. Su estrategia se centró 
en una apuesta donde el ordenamiento territorial es enten-
dido como un componente esencial para la paz territorial 
al ser un instrumento que facilita el acceso a la tierra, su 
formalización, la restauración de derechos cuando han sido 
vulnerados, contribuyendo de esta manera a la solución de 
conflictos de diferentes patrones por el uso inadecuado de 
la tierra, así como al fortalecimiento de la institucionalidad, 
la gobernabilidad y la participación ciudadana.

El presente documento recoge la expe-
riencia del Proyecto Piloto de Tierras  en 
los pasados tres años, hace un recuento 
breve del contexto de política pública en 
el que se desarrolla, explica de manera 
sencilla las rutas jurídicas y la normativi-
dad más relevante para la comprensión 
de los diferentes componentes, y presen-
ta los modelos de intervención que se di-
señaron e implementaron con resultados 
exitosos. También expone los desafíos y 
lecciones aprendidas que surgieron al 
pasar de la formulación a la realidad, 
y al identificar las dificultades institucio-
nales, ambientales y prácticas para este 
tipo de actividades. 

Por último, el documento presenta 
un conjunto de recomendaciones 
de políticas públicas con el fin de 
hacer un aporte concreto y prácti-
co desde la experiencia que pueda 
ser útil para tomadores de decisión 
del nivel central y territorial para el 
fortalecimiento de la agenda de po-
lítica pública de tierras y desarrollo 
rural, ahora que se reconoce como 
un elemento central para la cons-
trucción de paz de Colombia. 

Eduardo Medina

Coordinador programa Migración y Ruralidad
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El equipo de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) agradece a la 
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•	 Alcaldía de El Retorno, Guaviare	
•	 Alcaldía Municipal de Candelaria, Atlántico	
•	 Alcaldía Municipal de Cartagena del Chairá, Caquetá	
•	 Asociación de Agricultores y Pescadores de  Carreto 	
•	 Asociación de Campesinos del Corregimiento de Machado	
•	 Asociación de Pescadores Artesanales de la Ciénaga de Machado	
•	 Asociación de Pescadores de Campo de la Cruz	
•	 Asociación de Usuarios del Distrito de Riego de Sato y Machado	
•	 Asociación Municipal de Colonos del Pato (Amcop)	
•	 Asociación Municipal de Pequeños Pescadores y Agricultores de Candelaria	
•	 Asociaciones de Pequeños Agricultores y Ganaderos de Suan y Campo de la Cruz	
•	 Centro de Investigación y Educación Popular (Cinep) 
•	 Comité Departamental de Ganaderos de Caquetá	
•	 Comité departamental de Ganaderos del Huila	
•	 Corporación Autónoma del Canal del Dique	
•	 Corporación Autónoma Regional del Atlántico	
•	 Corporación para el Desarrollo Sostenible del Norte y el Oriente (CDA) 
•	 Corporación para la Investigación, el Desarrollo Sostenible y la Promoción Social    
     (Corprogreso)	
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•	 Delegación de la Unión Europea en Colombia
•	 Eguapsagro Ltda.	
•	 Eptisa
•	 Gobernación del Guaviare	
•	 Incoder Dirección Territorial Atlántico	
•	 Incoder Dirección Territorial Bolívar	
•	 Incoder Dirección Territorial Caquetá	
•	 Incoder Dirección Territorial Guaviare	
•	 Incoder Dirección Técnica de Baldíos	
•	 Incoder Dirección Técnica de Ordenamiento Productivo	
•	 Incoder Dirección Técnica de Procesos Agrarios	
•	 Incoder Instituto Colombiano de Desarrollo Rural – Subgerencia de Tierras	
•	 Instituto Colombiano Agropecuario (ICA)	
•	 Instituto Geográfico Agustín Codazzi I(GAC)	
•	 Instituto Latinoamericano para una Sociedad y un Derecho Alternativos (ILSA)	
•	 Junta de acción comunal del corregimiento de Sato	
•	 Juntas de acción comunal de las veredas de los municipios de San Vicente del Caguán  
     y de Cartagena del Chairá	
•	 Juntas de acción comunal de las veredas, de las ZRC del Guaviare y ZRC  
     Pato-Balsillas	
•	 Personería municipal de Plato	
•	 Personería municipal Mahates	
•	 Procuraduría  Ambiental  y Agraria  de Atlántico	
•	 Procuraduría  Ambiental y Agraria de Bolívar 	
•	 Prosperidad Social
•	 Redprodepaz 
•	 Secretaría de Gobierno de Plato	
•	 Socios estratégicos del Programa Nuevos Territorios de Paz
•	 UMATA municipio de Tenerife	
•	 Unidad de Restitución de Tierras – Nivel central	
•	 Unidad de Restitución de Tierras – Territorial Magdalena
•	 Unidad de Restitución de Tierras – Plato, Magdalena	
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•	 ACCU: Autodefensas Campesinas de 
Córdoba y Urabá

•	 ADR: Agencia de Desarrollo Rural

•	 AMCOP: Asociación Municipal de Colo-
nos del Pato

•	 AMPECA: Asociación Municipal de Pe-
queños Pescadores y Agricultores de Can-
delaria

•	 ANIF: Asociación Nacional de Institucio-
nes Financieras

•	 ANT: Agencia Nacional de Tierras

•	 ANUC: Asociación Nacional de Usuarios 
Campesinos

•	 ART: Agencia de Renovación del Territorio

•	 ASOPESCAR: Asociación de Pequeños 
Campesinos de Carreto

•	 AUC: Autodefensas Unidas de Colombia

•	 AUNAP: Autoridad Nacional de Pesca 

•	 BCB: Bloque Central Bolívar

•	 CARDIQUE: Corporación Autónoma Re-
gional del Canal de Dique

•	 CINEP: Centro de Investigación en Educa-
ción Popular

•	 CIPAV: Centro para la Investigación en 
Sistemas Sostenibles de Producción Agro-
pecuaria

•	 CISAN: Comisión Intersectorial de Seguri-
dad Alimentaria y Nutricional

•	 CMDR: Consejos Municipales de Desa-
rrollo Rural

•	 COLEGA: Cooperativa de Lecheros de 
Guatavita

•	 COLR: Comité Operativo Local de Restitu-
ción y Formalización de Tierras Despoja-
das y Abandonadas Forzosamente 

•	 CONSEA: Consejo Seccional de Desa-
rrollo Agropecuario

•	 CRA: Corporación Autónoma Regional 
del Atlántico 

•	 CTJT: Comités Territoriales de Justicia Tran-
sicional 

•	 DANE: Departamento Administrativo Na-
cional de Estadística

•	 DIH: Derecho Internacional Humanitario

•	 DPS: Departamento para la Prosperidad 
Social 

•	 DRET: Programa de Desarrollo Rural con 
Enfoque Territorial

•	 ECA: Escuelas de Campo

•	 ELN: Ejército de Liberación Nacional

•	 ENA: Encuesta Nacional Agropecuaria

•	 ENSIN: Encuesta Nacional de la Situa-
ción Nutricional en Colombia
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•	 EPL: Ejército Popular de Liberación Nacional

•	 FAO: Organización de las Naciones Uni-
das para la Alimentación y la Agricultura 
(por su sigla en inglés)

•	 FARC-EP: Fuerzas Armadas Revoluciona-
rias de Colombia - Ejército del pueblo

•	 ICO: Índice de Capacidad Organizacional

•	 IDH: Índice de Desarrollo Humano

•	 IGAC: Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi

•	 ILSA: Instituto Latinoamericano para una 
Sociedad y un Derecho Alternativos

•	 INCODER: Instituto Colombiano de Desa-
rrollo Rural 

•	 INCORA: Instituto Colombiano de Refor-
ma Agraria

•	 JAC: Juntas de Acción Comunal

•	 MADR: Ministerio de Agricultura y Desa-
rrollo Rural

•	 NTP: Nuevos Territorios de Paz 

•	 OIM: Organización Internacional para 
las Migraciones 

•	 OMS: Organización Mundial para la Salud

•	 ORIP: Oficina de Registro e Instrumentos 
Públicos

•	 PIB: Producto Interno Bruto

•	 PNSAN: Plan Nacional de Seguridad Ali-
mentaria y Nutricional 

•	 POMCA: Planes de Manejo y Ordenación 
de Cuencas

•	 PPT: Proyecto Piloto de Tierras

•	 PPTP: Proyecto de Protección de Tierras y 
Patrimonio

•	 PS: Prosperidad Social 

•	 RTDAF: Registro de Tierras Despojadas y 
Abandonadas de Manera Forzada

•	 SNR: Superintendencia de Notariado y 
Registro

•	 UAEGRT: Unidad Administrativa Especial 
para la Gestión de la Restitución de Tierras 

•	 UARIV: Unidad para la Atención y Repara-
ción Integral a las Víctimas

•	 UE: Unión Europea

•	 UMATA: Unidad Municipal de Asistencia 
Técnica Agropecuaria

•	 UNODC: Oficina de las Naciones Unidas 
contra la Droga y el Delito

•	 UNP: Unidad Nacional de Protección

•	 UPRA: Unidad de Planificación Rural 
Agropecuaria

•	 URT: Unidad de Restitución de Tierras

•	 ZFM: Zonas de Formalización Masiva 

•	 ZRC: Zonas de Reserva Campesina
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El desarrollo rural ha sido una de las estrategias de la Organiza-
ción Internacional para las Migraciones (OIM) en Colombia y 
el mundo, para abordar y dar respuesta al fenómeno de la mi-

gración. Esta estrategia busca mejorar las condiciones de los campesinos 
y contribuir a la generación de oportunidades sociales y económicas, con 
el fin de generar arraigo y hacer del campo un factor que aporte sustan-
cialmente al desarrollo. Adicionalmente, es una herramienta efectiva que 
permite mitigar los efectos adversos de los conflictos internos, incidir en la 
pobreza estructural, la desigualdad entre el campo y las ciudades, y las 
consecuencias negativas del desplazamiento forzado.

En Colombia, la OIM lleva a cabo el programa Migración y Ruralidad, cuyo 
objetivo principal es la promoción de la transformación productiva y social 
de los territorios, con miras a mejorar las condiciones de vida de los poblado-
res del campo y contribuir a la generación de estabilidad social y económica 
en las zonas rurales. 

La OIM concibe los territorios rurales y su desarrollo desde una perspectiva 
multidimensional, donde se reconocen procesos históricos de ocupación, de 
construcción social e institucional, dotados de una base de recursos natura-
les, de una cultura, formas de gobierno y de relaciones económicas, sociales 
y político-institucionales, tanto en su interior como en centros urbanos y otros 
territorios, que les otorgan una relativa homogeneidad e identidad. De esta 
manera, las intervenciones de la OIM se diseñan e implementan desde una 
visión de planificación integral del territorio, con amplia participación de sus 
actores, con el fin de lograr su competitividad y el bienestar de los poblado-
res. Esto es lo que se conoce como enfoque territorial.
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1	 OIM. Expertos ayudan a campesinos 
de comunidades apartadas a poner en 
regla la situación de sus tierras. Recupe-
rado de: http://www.oim.org.co/pro-
yectos-destacados-myr.html

El programa se compone de tres líneas 
estratégicas: 

de tierras

de predios rurales

rural con enfoque territorial

Programa 
Migración y Ruralidad

Para cada una de estas líneas, la OIM viene desarrollando 
programas y proyectos que buscan apoyar la implementa-
ción y consolidación de estas políticas públicas, a través 
de asistencia técnica para la aplicación de sus rutas y pro-
cedimientos, generación de instrumentos de planificación y 
empoderamiento de actores beneficiarios. 

Entre las acciones desarrolladas por la OIM se encuentra el 
apoyo al proyecto de Protección de Tierras y Patrimonio de la 
Población Desplazada (PPTP) de la Agencia Presidencial para 
la Acción Social y la Cooperación Internacional, que busca-
ba “el reconocimiento y la protección de los derechos sobre 

la tierra y el territorio, involucrando pro-
cesos de regularización de la tenencia, 
restitución y reparación de las víctimas 
del despojo y el abandono de tierras” 
(Acción Social, 2010). La OIM acom-
pañó esta iniciativa desde su inicio en 
2002 hasta su tránsito para convertirse 
en la Unidad Administrativa Especial de 
Restitución de Tierras en 2010, que ac-
tualmente hace parte del Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural. 

De igual forma, la OIM brinda apoyo 
técnico al Programa de Formalización 
de Predios Rurales del Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural (MADR), 
desde su formación en 2010 para la 
recepción de solicitudes, análisis docu-
mental y posterior resolución de caso. 
Algunos de los municipios focalizados 
han sido Chaparral (Tolima), Buenos Ai-
res (Cauca), Jamundí (Valle del Cauca), 
Leiva (Nariño) y Ramiriquí (Boyacá). 
Aproximadamente 4.000 campesinos 
de estas regiones recibieron acompa-
ñamiento para formalizar y poner en 
regla la situación de su propiedad1.  

Con esta trayectoria y la experiencia 
adquirida en el programa Migración y 
Ruralidad, la OIM y Prosperidad So-
cial (PS) suscribieron el Contrato de 
Subvención 191 del 30 de diciembre 
de 2013 (DCI/ALA/2013/334-489) 

Desarrollo

Formalización  

Restitución
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denominado “Piloto de tierras de los Nuevos Terri-
torios de Paz”, con el fin de “promover la tenen-
cia, el acceso, ordenamiento y uso del territorio 
de manera segura, sostenible y democrática para 
mitigar conflictos, el desarrollo y la paz de acuer-
do con el contexto y necesidades específicas de 
los Nuevos Territorios de Paz”2.

El contrato de subvención entre PS y la OIM hace 
parte a su vez del Convenio Marco de Financia-

ción firmado entre la Unión Europea y el PS bajo 
el nombre “Nuevos Territorios de Paz” (NTP) 
DCI/ALA/2010/022-248, cuyo objetivo prin-
cipal es “contribuir a la construcción de paz y 
desarrollo en Colombia a través de la promo-
ción de condiciones territoriales que favorezcan 
una cultura de paz, democracia y Estado de 
Derecho, y que fomenten condiciones de vida 
digna y oportunidades de desarrollo para todos 
los ciudadanos”.

2	 OIM, DPS. Subvención. Contrato de Subvención 1919 de 2013 “Piloto de Tierras de los Nuevos Territorios de Paz”. 
DCI/ALA/2013/334-489.

El programa Nuevos Territorios de Paz 
se desarrolla en cuatro territorios del país: 

META

VICHADA

AMAZONAS

CAQUETÁ

GUAINÍA

VAUPÉS

CHOCÓ

ANTIOQUIA

GUAVIARE

CAUCA

NARINO

CASANARE

CESAR

TOLIMA

HUILA

ARAUCA

BOYACÁ

SANTANDER

CÓRDOBA

PUTUMAYO

BOLÍVAR

MAGDALENA

LA GUAJIRA

SUCRE

CUNDINAMARCA

VALLE DEL CAUCA

NORTE DE SANTANDER

CALDAS

RISARALDA

ATLÁNTICO

QUINDÍO

CONVENCIONES
ZONA INTERVENCION

CANAL DEL DIQUE

BAJO MAGDALENA

CAQUETÁ

GUAVIARE

Guaviare

Caquetá

Canal  
del Dique 
y Zona 
Costera

Bajo 
Magdalena
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Con este se busca hacer un aporte 
a los esfuerzos de construcción de 
paz y desarrollo que actualmente se 
adelantan en el país, a través de la 
generación de metodologías, herra-
mientas y rutas para la inclusión so-
cioeconómica de la población más 
vulnerable y afectada por el conflicto 
armado, la promoción de la tenencia 
de la tierra y el ordenamiento territo-
rial, así como la generación de con-
diciones de gobernanza democráti-
ca, participación y fortalecimiento de 
organizaciones sociales. 

En este marco, el proyecto Piloto de Tie-
rras  (PPT) de los Nuevos Territorios de Paz 
responde con especial énfasis al resultado 
2 del programa NTP, el cual pretende for-
talecer las capacidades locales para el 
ordenamiento del territorio, ocupación y 
uso de la tierra, ayudando a las comuni-
dades a generar arraigo, salvaguardar su 
patrimonio, alcanzar la soberanía y segu-
ridad alimentaria y lograr autosuficiencia.

La acción de la OIM se desarrolla en 
los departamentos del Atlántico, Bolívar, 
Magdalena, Guaviare y Caquetá. Su 
estrategia se centra en el ordenamiento 
territorial, entendido como un compo-
nente esencial para la paz, al ser un ins-
trumento que facilita el acceso a la tie-
rra, su formalización, la restauración de 
derechos cuando han sido vulnerados, 
contribuyendo a la solución de conflic-
tos, así como al fortalecimiento de la 
institucionalidad, la gobernabilidad y la 
participación ciudadana.

Las acciones principales del proyecto de la OIM se centraron en 
las siguientes líneas de acción:

De manera complementaria y desde una visión 
integral, se realizaron las siguientes acciones:

Restitución del derecho a 

la tierra a hogares víctimas. 

Reconversión productiva 

para el ordenamiento en 

zonas de reserva campesina.

Formalización de la propiedad 

sobre predios rurales a hogares 

campesinos vulnerables o víctimas 

del conflicto armado de NTP.

Implementación de proyectos de 

seguridad alimentaria y de buenas 

prácticas ambientales.

Fortalecimeinto de organizaciones 

sociales.

Formulación de reglamentos 

de uso y manejo de terrenos 

comunales.
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El programa NTP surge a partir de las experiencias 
y aprendizajes derivadas de procesos apoyados 
por la Unión Europea y el gobierno de Colombia 
a través de iniciativas regionales como los Labora-
torios de Paz que han promovido y afianzado inter-
venciones donde la población civil ha tenido un rol 
protagónico en el marco de movimientos amplios 

y participativos que, apoyados en los instrumentos 
propios del Estado de Derecho, han favorecido el 
desarrollo, la paz, la gobernanza y la construc-
ción de región; en zonas altamente afectadas por 
la violencia, estos instrumentos se han constituido 
como mecanismos pacíficos de resistencia, protec-
ción y arraigo para la población civil.
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La política de tierras y desarrollo rural: 
oportunidades y desafíos para el posconflicto

En los últimos años y cada vez con más fuerza, Colom-
bia empieza a reconocer el valor y potencial del 
país rural, aquel del que depende la producción de 

alimentos y materias primas, donde se encuentran los más valiosos 
activos de la nación en materia de biodiversidad y recursos natura-
les, acervo cultural y oportunidades para el desarrollo económico y 
social. El país rural se ha convertido en el centro de atención y es 
punto cardinal en los debates a nivel técnico y político, incluyendo 
el proceso de negociación de La Habana, donde se ha entendido 
que la construcción de paz solo será posible si se hace de manera 
conjunta con la población de estas zonas del país y se revalúan las 
estrategias para su desarrollo. 

En este contexto, el programa NTP surge como la apuesta conjunta 
del gobierno nacional, específicamente de PS y la UE, para el 
fortalecimiento de algunas regiones consideradas estratégicas por 
su potencial político, económico, social y cultural para aportar a 
la construcción de la paz y a la convivencia pacífica, pero a la 
vez por ser zonas fuertemente afectadas por la violencia, con altos 
índices de desplazamiento forzado, pobreza e inequidad social. El 
proyecto Piloto de Tierras de la OIM se inscribe en este marco; te-
niendo como base las políticas de tierras y desarrollo rural, orientó 
sus acciones a promover el ordenamiento territorial como principal 
herramienta de planificación para garantizar la tenencia, el acceso 
y el uso productivo y sostenible de la tierra. Todo esto, a través de 
una estrategia integral y comprehensiva que involucra el apoyo 
a procesos de  restitución de tierras; la formalización de predios 
rurales, baldíos y privados; la reglamentación de uso y manejo de 
terrenos comunales; la reconversión productiva; la seguridad ali-
mentaria y el fortalecimiento de organizaciones de base.
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El sector agropecuario en Colombia:  
un sector de contrastes

Aunque por mucho tiempo la agricultura fue central para la 
economía colombiana, gradualmente el modelo de desa-
rrollo migró a uno que subordinó lo rural a lo urbano, así 
como la agricultura a la industria, lo que creó una brecha 
entre uno y otro. Este modelo llevó a un rezago significativo 
de la participación del sector agropecuario en el Producto 
Interno Bruto (PIB) nacional, pasando del 4,5% entre 1965 y 
1980, a 1,5% entre 2007 y 20133. Esta contracción pone 
de manifiesto una intrincada red de factores históricos y co-
yunturales para el análisis multicausal del rezago del desa-
rrollo rural, que conduce a la conclusión de la necesidad de 
una profunda transformación social, productiva y económica 
para dinamizar el sector, de forma que se produzca un cre-
cimiento que sea a su vez sostenible y socialmente inclusivo.  

Colombia se caracteriza por su diversi-
dad social, cultural, productiva y geográ-
fica. No en vano es un país de regiones, 
que reflejan esta heterogeneidad. Esta 
construcción regional ha propiciado a su 
vez significativas diferencias de desarro-
llo entre una y otra región, especialmen-
te al tomar como puntos de referencia 
los centros urbanos y las zonas rurales. 
Según cifras del Departamento Adminis-
trativo Nacional de Estadística (Dane) 
(2015), la pobreza multidimensional en 
las cabeceras municipales es de 15,4%, 
mientras que en las zonas rurales (centros 
poblados y rurales dispersos) alcanza el 
44,1%.  Esta diferencia contribuye a que 
Colombia se encuentre entre los países 
con mayor desigualdad en el mundo, 
con un Gini de 0,538, según la última 
medición de esta misma entidad. 

No obstante estos indicadores, el país 
es reconocido por su enorme potencial 
agropecuario, siendo catalogado como 
una de las grandes despensas de alimen-
tos del mundo, pese a los retos estruc-
turales que supone el aprovechamiento 
de este potencial en mayor proporción. 
Perfetti et al., citando cifras del Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (Igac) de 
2012, menciona que “[…] de las 22,1 
millones de hectáreas con vocación para 
uso agrícola, Colombia solo utiliza 5,3 
millones; en otras palabras, únicamente 
se emplea el 24,1% del potencial. Adi-
cionalmente, el potencial agropecuario 
del país se aproxima al 36,2% del te-
rritorio, comprendido por los sistemas 
tradicionales, en donde a la agricultura 
le corresponde el 19,3%; a la ganade-

3	 Cifras tomadas de “Misión para la Transformación del Campo. Saldar 
la deuda histórica con el campo”. Marco conceptual de la Misión 
para la Transformación del Campo. Documento elaborado por el 
equipo técnico de la Misión para la Transformación del Campo. 
Bogotá D.C., octubre de 2014.

Gráfico 1. Fuente: Dane.  
Misión para la Transformación del Campo.
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ría, el 13,3%, y a los integrados con el bosque, 
es decir, el agrosilvopastoril, el 3,55%” (2013, p. 
28). En contraste con la subutilización de la tierra 
en materia agrícola, la ganadería tiene una tenden-
cia a la expansión y a la sobreutilización del suelo. 
La vocación ganadera asciende a 8 millones de 
hectáreas aproximadamente, mientras la cobertura 
y uso (demanda social productiva) a 38 millones de 
hectáreas en áreas de pastos, para una actividad 
que en el modelo tradicional extensivo genera un 
importante impacto ambiental (UPRA, 2015). Estas 
cifras ponen en evidencia el conflicto entre uso y 
vocación de la tierra que se presenta en el país4.

A 2012, las cifras del Dane (Perffeti et al., 2013) 
mostraban que una población de 11.204.685 
de habitantes vive en zonas rurales y subsiste de 
las actividades agropecuarias, lo que la convier-
te en uno de los mayores nichos de desarrollo. 
No obstante, el índice de subempleo de 31% 
demuestra la dificultad para incorporarse al mer-
cado laboral rural, así como las oportunidades 
insuficientes de estudio y especialización, o de 
empleo directo. Esta cifra guarda relación con 
los altos niveles de pobreza de las zonas rurales, 
donde, según la Misión para la Transformación 
del Campo. Saldar la deuda histórica con el cam-
po (2014), “[…] para 2013 solo el 7,3% de la 
población rural podía considerarse de clase me-
dia, una quinta parte de dicha proporción en las 
zonas urbanas (36,4%). Es decir, más del 90% 
de la población rural es así pobre o vulnerable, 
o con alta probabilidad de caer en pobreza” 

(p. 10). Todo esto plantea importantes desafíos si 
se quiere hacer una verdadera apuesta para con-
vertir al campo en un dinamizador del desarrollo. 

Ambas variables —pobreza y desempleo— tam-
bién guardan una estrecha relación con otro indica-
dor que en Colombia cobra una importancia signifi-
cativa, el índice Gini, que mide la concentración de 
la propiedad rural y la riqueza. De acuerdo con el 
informe de desarrollo humano del Programa de Na-
ciones Unidas para el Desarrollo (PNUD, 2011), 
Colombia rural, razones para la esperanza, “para 
el año 2009 el Gini de propietarios ascendió a 
0,87, y el de tierras, a 0,86. Ambos datos son 
alarmantes y ubican a Colombia como uno de los 
países con más alta desigualdad en la propiedad 
rural en América Latina y el mundo”. 

Por otro lado, el conflicto armado que ha afecta-
do el país por más de 50 años ha tenido en el 
campo colombiano una mayor incidencia, y la 
tierra, como activo de extrema valía, ha estado 
siempre en sus raíces. La violencia y el conflicto 
se han vivido de manera distinta en las diferentes 
regiones del país; no obstante, algunos de sus 
fenómenos más frecuentes reflejan la gravedad 
de la situación y el impacto en el campo colom-
biano. Por ejemplo, en relación con el despla-
zamiento forzado, la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas (UARIV) calcula 
en 7.999.663 el número de personas víctimas 
registradas históricamente y en 6.183.1055 las 
que son sujetas de asistencia y reparación, lo 
que correspondería al 16,4% de la población co-
lombiana en el primer caso, y al 12,71% en el 

4	 Hay diferencias entre distintos autores e instituciones en 
el número o porcentaje de hectáreas cuyo uso se dedica 
a la agricultura, ganadería y actividades silvopastoriles, 
igual que a la vocación del suelo para cada una de 
ellas. Para el caso de este documento, lo importante 
es subrayar el conflicto que se produce entre uso y 
vocación, tanto en agricultura como en ganadería, lo 
cual es presentado por todos los autores.

5	 Cifras de la Unidad para la Atención y Reparación Inte-
gral a las Víctimas, con fecha de corte del 01.04.16. 
Recuperado de: http://www.unidadvictimas.gov.co/
es/inicio
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segundo6. Descontando el número de población 
víctima de desplazamiento de las grandes ciuda-
des —1.291.253 personas—, el 83,8% de la 
población afectada por este fenómeno proviene 
y reside en zonas rurales7.

Otro fenómeno en el que se ha expresado el con-
flicto armado con fuerza es en el abandono o 
despojo forzado de tierras. Si bien no hay una ci-
fra oficial en el país por esta causa, se estima que 
alrededor de 7 millones de hectáreas8 podrían 
haber sido afectadas y, en este sentido, ser sujetas 
a la restitución de tierras. Tanto el desplazamiento 
como el despojo y el abandono han afectado 
de manera directa y severa las posibilidades de 
desarrollo de algunos territorios, contribuyendo a 
distorsionar las condiciones productivas y el mer-
cado de tierras, y generado un incremento signifi-
cativo de la pobreza rural y la inequidad social. 

Políticas públicas para un 
sector estratégico
Este panorama breve y general del campo colom-
biano, si bien muestra las grandes dificultades, 
desigualdades y riesgos que aún persisten, tam-

bién destaca el potencial y la oportunidad que 
hay en este momento para que se le dé al país 
rural el protagonismo que merece y vuelva a ser 
motor de la economía y desarrollo. No obstante, 
para que esto suceda, las políticas públicas de-
ben realmente orientarse a resolver aspectos es-
tructurales críticos que han incidido durante años 
en la configuración del orden social rural y en la 
estructura agraria actual. 

Diversos factores llevaron en los últimos años al 
reconocimiento de las falencias en las políticas 
para el campo, las cuales no estaban generando 
los resultados esperados y, por el contrario, am-
pliaban la brecha de desigualdad y pobreza del 
sector rural frente al urbano,  en detrimento de su 
desarrollo. En esta línea, la Misión para la Trans-
formación del Campo. Saldar la deuda histórica 
con el campo (2014, p. 2), llevada a cabo por 
destacados expertos entre 2013 y 2015, seña-
la la necesidad de “proponer políticas de Estado 
para que el país salde su deuda histórica con el 
campo como elemento esencial para construir la 
paz”. Esta intención ha sido reiterada en los últimos 
años por diferentes sectores (gobierno, gremios, 
academia, cooperación internacional, sociedad 
civil, entre otros), al reconocer que la marginalidad 
y el letargo del campo han facilitado también la 
reproducción de prácticas desfavorables en los te-
rritorios que limitan sus posibilidades de desarrollo. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, Pros-
peridad para Todos, hizo una apuesta importan-
te por fortalecer el sector agropecuario del país, 
entendiendo que esto pasa por la formulación de 
políticas públicas innovadoras que permitan trans-
formar su estructura agraria, así como reorganizar 
la institucionalidad de cara a responder a las exi-
gencias de un mundo globalizado, competitivo y 
altamente tecnificado. 

6	 El Dane calcula la población total de Colombia en 
48.637.864 de acuerdo con su página web: http://
www.dane.gov.co/ (16 de abril de 2016).

7	 Este ejercicio se realizó descontando del número total de 
víctimas históricas registradas, la población desplazada 
de Bogotá, Medellín, Cartagena, Barranquilla, Popayán, 
Tunja, Manizales, Armenia, Pereira y Cali. Cifras tomadas 
de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a 
Víctimas con corte al 01.04.16.

8	 Cifras tomadas del Segundo informe al Congreso de la 
República 2014-2015 de la Comisión de Seguimiento y 
Monitoreo al Cumplimiento de la Ley 1448.
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En este sentido, se pusó en marcha una serie 
de políticas agrarias de carácter integral, que 
como en su momento lo dijo el exministro de 
Agricultura y Desarrollo Rural, Juan Camilo Res-
trepo Salazar (2014), “tratan de sentar las ba-
ses para un desarrollo sostenible y justo para 
que las gentes del campo colombiano se acer-

quen, en cuanto a condiciones y calidad de 
vida, a las que prevalecen en las zonas urba-
nas del país” (p. 26).

Es así como las políticas agrarias de este periodo 
se diseñaron en una lógica de tríada articulada 
de la siguiente manera: 

a) Para atender a la población víctima de desplazamiento forzado y despojo se 
diseñó y promulgó la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, 
que busca restituir el derecho a la tierra y a la propiedad, de las cuales fueron 
despojados muchos campesinos colombianos debido al conflicto armado. 

b) Para abordar lo relacionado con la tenencia y la precariedad de los títulos, 
se promovió una política agraria centrada en la formalización como herramienta 
para dar seguridad y claridad jurídica a los propietarios, y facilitar el acceso a 
este bien de campesinos pobres y vulnerables. En esta línea, la adjudicación de 
baldíos continuó siendo una prioridad y parte esencial del componente de tierras, 
al igual que la formalización de la propiedad privada rural. 

c) Como último pilar está el desarrollo rural, orientado hacia una perspectiva que 
va más allá de las actividades agrícolas y pecuarias, y comprende una mirada 
integral de provisión de bienes y servicios públicos en salud, educación, ciencia y 
tecnología, etcétera.

Durante este periodo (2010-2014) se creó la Uni-
dad Administrativa Especial para la Gestión de la 
Restitución de Tierras Despojadas (UAEGRT), ads-
crita al Ministerio de Agricultura, encargada “de di-
señar y administrar el registro de tierras despojadas 
y abandonadas, en donde, además del predio, se 
inscriben las personas sujeto de restitución, su rela-
ción jurídica con la tierra y su núcleo familiar. Las 
solicitudes o demandas de restitución se llevan ante 
los jueces o magistrados de restitución de tierras, a 
nombre de las víctimas, y, en caso de que no sea 
posible la restitución, y previa orden judicial, se 
compensa a la víctima y a los terceros de buena fe 

exentos de culpa”9. Esta política se fortalece con la 
creación de jueces especializados en esta materia, 
quienes, después de examinar a profundidad los 
casos, las pruebas y testimonios de las diferentes 
partes, emiten un fallo final. 

La Política de Restitución de Tierras, en sus cinco 
años de implementación, ha tenido avances 

9	 Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución 
de Tierras. Recuperado de: https://www.restitucionde-
tierras.gov.co/web/guest/-quienes-somos-
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significativos, si se tiene en cuenta la complejidad 
de la problemática. Con corte a agosto de 
2016, la URT ha recibido 92.629 solicitudes 
de restitución de tierras presentadas por 62.308 
titulares, correspondientes a 77.057 predios. 
35.687 casos cuentan con trámite administrativo 
finalizado, 189.036 hectáreas tienen sentencia 
restitutiva y alrededor de 23.000 personas se 
han beneficiado de esta política10. 

Para abordar los temas de la estructura de la pro-
piedad agraria y la tenencia de la tierra, se han 
dado acciones encaminadas al fortalecimiento 
del programa de titulación de baldíos, con el fin 
de favorecer el acceso de campesinos y parce-
leros, reducir el fenómeno de acumulación de 
tierras y generar equidad en el campo11. Igual-
mente, se creó el programa de Formalización de 
Predios Rurales, que busca la clarificación, el sa-
neamiento de la propiedad y ofrecer seguridad 
jurídica a los propietarios. 

La administración de los baldíos de la nación  ha 
sido por mucho tiempo un factor controversial. 

Aunque existe un andamiaje normativo claro que 
sienta sus bases en la Ley 160 de 1994, las prác-
ticas poco transparentes que se presentan en los 
territorios y en muchas entidades han facilitado la 
entrega de estos a personas por fuera del marco del 
programa de adjudicación, e incluso han sido aca-
parados por grupos armados y narcotraficantes que 
han visto en la usurpación de terrenos adjudicados 
una manera fácil de tomar el control del territorio.

La Ley 160 tenía como uno de sus principales 
objetivos “[…] reformar la estructura social 
agraria por medio de procedimientos [orientados] 
a eliminar y prevenir la inequitativa concentración 
de la propiedad [rural] o su fraccionamiento 
antieconómico, y dotar de tierras a los hombres 
y mujeres campesinos de escasos recursos 
mayores de 16 años que no la posean, a los 
minifundistas, mujeres campesinas jefes de hogar, 
a las comunidades indígenas y a los beneficiarios 
de los programas especiales que establezca el 
gobierno nacional”12. La administración de estos 
bienes estuvo inicialmente a cargo del Incora 
(Instituto Colombiano de la Reforma Agraria) y 
posteriormente del Incoder (Instituto Colombiano 
de Desarrollo Rural). Pese a que el país ha contado 
con instrumentos normativos para adjudicar tierras 
a los campesinos desde 1936, no ha existido 
nunca un inventario completo de baldíos que 
permita conocer con certeza cuáles son las 
tierras de la nación, en dónde se encuentran o 
qué capacidad productiva tienen. Esta falta de 
información también ha facilitado la apropiación 
inescrupulosa de la tierra por algunas personas, 
así como la confusión y falta de seguridad jurídica 
en la tenencia de la tierra.  

10	Cifras con corte a agosto 2016,  tomadas de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tie-
rras. www.restituciondetierras.gov.co/estadisticas-de-res-
titucion-de-tierras

11	Un baldío se define como “bienes sobre los que no es 
posible acreditar propiedad privada, bien sea porque 
nunca han salido del patrimonio de la nación, o bien, 
porque pese a haber sido de un particular, su titularidad 
retornó a la nación por alguno de los procedimientos 
previstos por la Ley Agraria”. Definición del Incoder. 
Proyecto de inversión, vigencia 2014: Implementación 
programa para la recuperación de predios despojados 
a la nación y a las familias rurales, a nivel nacional. 
Recuperado de: http://www.incoder.gov.co/documen-
tos/A%C3%91O_2014/Gestion_Incoder/Programas_
Proyectos/Proyectos_2014/16.PDF 12	 Ley 160 de 1994, artículo primero.
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Sumado a lo anterior, Colombia enfrenta un serio 
problema de subregistro de la propiedad rural, 
lo cual hace que la modalidad de la tenencia 
sea precaria (posesiones de predios ajenos, he-
rencias no legalizadas, ocupación indebida de 
baldíos, escrituras o títulos no registrados, etcéte-
ra), siendo esto un factor que incide de manera 
directa en los altos índices de pobreza rural. De 
acuerdo con el Ministerio de Agricultura, existen 
1,7 millones de predios rurales sin formalizar, y 
48% de los 3.718.000 predios rurales inscritos 
en el Catastro Nacional no tienen títulos registra-
dos13. La informalidad en la tenencia termina por 
distorsionar el mercado de tierras, pone obstácu-
los a la producción agropecuaria al restringir las 
oportunidades de asistencia técnica y acceso a 
créditos y dificulta la tributación a partir de la in-
formación catastral, lo que disminuye la inversión 
pública. La formalización es entonces una oportu-
nidad para mejorar la gobernanza de las tierras.

Por otro lado, Colombia también cuenta con un 
número significativo de terrenos comunales “cons-
tituidos por sabanas y playones comunales que 
periódicamente se inundan a consecuencia de las 
avenidas de los ríos, lagunas o ciénagas, sobre 
los que el Estado colombiano no puede adelantar 
programas de adquisición o adjudicación, pero 
que pueden ser objeto de uso y manejo por po-
blación campesina”14. Muchos de estos terrenos, 
debido a la falta de información y claridad en sus 

linderos así como a la dificultad para implementar 
a cabalidad el marco normativo que las regula, 
han sido objeto de apropiación por diversos ac-
tores para usos productivos como la ganadería, 
lo que con el tiempo ha generado un impacto 
inmenso en estos ecosistemas, llegando incluso al 
punto de reducirlos o hacerlos desaparecer. Aun-
que existe una reglamentación clara frente al uso 
de estos bienes establecida en Ley 160 de 1994 
y en el Acuerdo 114 de 2007, las acciones para 
preservarlos y hacer respetar su carácter público 
son aún limitadas. El impacto social y ambien-
tal que se está generando hace urgente revisar y 
fortalecer los procesos e instrumentos técnicos y 
jurídicos relacionados con la reglamentación de 
los usos de bienes públicos.

Otro elemento de la tríada en las políticas del 
gobierno Santos es el desarrollo rural: una de las 
políticas más anheladas y al mismo tiempo difícil 
de formular e implementar en el país. Por un lado, 
las precarias condiciones de vida de los campe-
sinos colombianos, la vulnerabilidad en la que se 
encuentran debido a los altos niveles de  informali-
dad en lo rural y una producción poco tecnificada 
y moderna hacen urgente una intervención profun-
da en el sector que realmente promueva una trans-
formación de la estructura agraria. 

Por otra parte, la divergencia de intereses entre 
gremios, empresarios, institucionalidad pública, 
academia y la misma sociedad civil ha dificultado 
llegar a acuerdos básicos sobre cómo abordar 
el desarrollo rural. Durante el primer periodo 
de gobierno del presidente Santos se formuló 
un Proyecto de Ley de Tierras y Desarrollo Rural 
Integral con Enfoque Territorial, con una visión 
holística que se desmarcaba de lo estrictamente 
productivo para abarcar otros aspectos relevantes 
como la provisión de bienes públicos en general 

13	Disponible en: https://www.minagricultura.gov.
co/ministerio/programas-y-proyectos/Paginas/Pro-
grama-de-Formalizacion-de-la-Propiedad-Rural.aspx. 
[19.04.16]

14	Incoder, Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
Procomún. Asignación de uso y manejo de los terrenos 
comunales de la nación. Condiciones y procedimientos, 
Convenio 517 de 2014.
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y el ordenamiento territorial como herramienta 
estratégica para la planificación de los territorios 
de manera articulada y con una visión de territorio 
(no exclusivo a fronteras entre municipios y 
gobernaciones). Este último aspecto, el territorial, 
se considera estratégico en esta mirada, ya que en 
este enfoque “se parte de reconocer las diferencias 
regionales como marco de referencia para 
formular políticas públicas y programas acordes 
con las características y capacidades de cada 
región, teniendo en cuenta las particularidades 
de sus diversos grupos poblacionales”15. 

Aunque este proyecto de ley no llegó al Congre-
so de la República, marcó una pauta importante 
para redefinir la ruta hacia el desarrollo rural en el 
país y sirvió para hacer ajustes estratégicos como 
la reingeniería que se hizo a la mayoría de las ins-
tituciones del sector agropecuario, comenzando 
por el Ministerio de Agricultura, el cual reinstauró 
el Viceministerio de Desarrollo Rural y creó varias 
direcciones para el diseño de políticas en esta 
materia. En este marco también se creó la Unidad 
de Planificación Rural Agropecuaria (Upra) y la 
Autoridad Nacional de Pesca (Aunap) y se hicie-
ron ajustes a otras entidades. 

El segundo periodo de gobierno del presidente 
Juan Manuel Santos tiene como hoja de ruta el 
Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, Todos 
por un Nuevo País, el cual mantiene una línea 
consecuente con el anterior, haciendo énfasis en 
la necesidad de ordenar el territorio rural para 
dar un mayor acceso a la tierra, promover el uso 
eficiente del suelo y brindar seguridad jurídica 

sobre los derechos de propiedad. Igualmente, 
retoma el objetivo de proveer bienes públicos 
como una herramienta para promover el desarrollo 
humano y buscar la inclusión productiva de la 
población rural. La restitución de tierras continúa 
siendo uno de los programas bandera del 
gobierno, y la formalización de predios rurales 
sigue ampliando su accionar a nuevas regiones 
del país. La política de desarrollo rural busca aún 
abrirse camino;  un ejemplo de esto es el Tercer 
Censo Agropecuario, que se llevó a cabo en 
el país entre 2014 y 2015 y que proporcionó 
información estadística actualizada y amplia del 
sector agropecuario en Colombia. 

Paralelo a esto, un grupo de expertos del sector en-
cabezado por José Antonio Ocampo, conformó la 
Misión para la Transformación del Campo bajo el 
liderazgo del Departamento Nacional de Planea-
ción (DNP), la cual propuso ajustes a las políticas 
públicas actuales para responder a la realidad y a 
las verdaderas necesidades del sector agropecua-
rio, con miras a impulsar verdaderamente su poten-
cial y desarrollo. Dichas propuestas y análisis se 
encuentran plasmadas en el conjunto de informes 
técnicos presentados por la Misión a manera de 
recomendaciones de política pública16.  

Una nueva institucionalidad 
para el campo en el 
posconflicto

Otro de los ajustes que ha vivido el sector en el 
segundo gobierno del presidente Santos ha sido 

15	Incoder. Estrategia de Desarrollo Rural con Enfoque Terri-
torial. Recuperado el 19 de abril de 2016 de: http://
www.incoder.gov.co/Estrategia_de_Desarrollo_Rural/
Estrategia_de_Desarrollo_Rural.aspx. 

16	Para ver más información sobre la Misión para la Trans-
formación del Campo, se recomienda visitar la página: 
https://www.dnp.gov.co/programas/agricultura/Pa-
ginas/Informes-t%C3%A9cnicos.aspx
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la liquidación del Incoder y la creación de tres 
nuevas entidades bajo la figura de agencias17, 
mediante el Decreto 2365 de 2015, que asumen 
los programas y temas que este tenía a su cargo, 
argumentando que existe “la necesidad de contar 
con un arreglo institucional integral y multisectorial 
que tenga presencia territorial, de acuerdo con 
las necesidades de los pobladores rurales y los 
atributos del territorio, que permita corregir las 
brechas de bienestar y oportunidades de desarro-
llo entre regiones rurales” (Ministerio de Agricultu-
ra y Desarrollo Rural, 2015). Estas entidades son: 

La Agencia Nacional de Tierras (ANT), respon-
sable de la administración de las tierras como 
recurso para el desarrollo rural, de la política de 
acceso a tierras y la gestión de la seguridad jurí-
dica para consolidar y proteger los derechos de 
propiedad en el campo (Decreto 2363, 2015).

La Agencia de Desarrollo Rural (ADR), responsable 
de gestionar, promover y financiar el desarrollo rural 
y agropecuario con el fin de acercar al territorio la 
presencia institucional del orden nacional para la 
transformación del campo y adelantar programas 
con impacto regional (Decreto 2364, 2015) .

La Agencia de Renovación del Territorio (ART), “en-
cargada de promover la consolidación económi-
ca, social e institucional de dichos territorios, y de 
adelantar intervenciones integrales locales que res-
pondan de manera estructural al limitado desarro-
llo de las zonas del país afectadas por el conflicto, 
con el fin de romper su marginalidad histórica, a 
través de su reactivación económica y del involu-
cramiento en las dinámicas económicas naciona-

les, permitiendo que en el mediano y largo plazo 
los habitantes de estas zonas mejoren sus condi-
ciones de vida e incrementen su movilidad social 
mediante el ejercicio de actividades económicas 
competitivas y sostenibles” (Decreto 2366, 2015). 

Este es el andamiaje institucional con el que el go-
bierno del presidente Santos espera hacer frente a 
los desafíos del sector agropecuario, así como a los 
retos que plantea el proceso de paz con las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejército del 
Pueblo (FARC- EP) y el Ejército de Liberación Na-
cional (ELN) y el posconflicto. Sin embargo, esta 
reestructuración institucional del sector agropecuario 
genera preguntas en torno a cómo se van a articu-
lar las recién creadas agencias con los territorios y 
cómo se va a superar la desconexión que por años 
ha existido entre el nivel central y las regiones. 

En diferentes momentos, la OIM ha acompaña-
do de cerca los cambios que se han hecho en 
el sector e incluso ha apoyado el desarrollo de 
varios programas y políticas como la  restitución 
de tierras y la formalización de predios rurales, por 
ejemplo. En este momento coyuntural se encuentra 
haciendo aportes desde su programa de Desarro-
llo Rural con Enfoque Territorial (DRET), que desarro-
lla en conjunto con las gobernaciones de Cauca 
y Nariño. En el marco de este se han formulado 
mecanismos que podrían fortalecer la articulación 
y coordinación interinstitucional entre nación-te-
rritorio. Édgar González, consultor para la OIM, 
menciona que es esencial que los departamentos 
“cuenten con una instancia institucional capaz de 
recibir la oferta estatal de naturaleza multisectorial. 
Pero en especial, que estén en la capacidad de 
articular y canalizar los recursos para el desarrollo 
productivo, en lo que respecta a la provisión de 
bienes públicos relacionados con la producción 
(agropecuaria y no agropecuaria), agregación de 

17	Estas agencias hacen parte de la Rama Ejecutiva del 
Orden Nacional del sector descentralizado. 
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valor, comercialización (centros de acopio, distritos 
de riego, centros de asistencia técnica, informa-
ción y apoyo empresarial, etcétera) y, en general, 
todo lo referido a inversiones y capacidades para 
dinamizar la economía del territorio y para hacerla 
más incluyente” (OIM, 2016). 

Esto implicaría para algunos departamentos fortale-
cer las secretarías de Agricultura o instancias ope-
rativas similares, con el fin de que se encarguen de 
la planificación y articulación entre el nivel central 
y el ente territorial, puedan canalizar las necesida-
des de sus territorios hacia el gobierno nacional y 
promuevan la participación ciudadana local en la 
toma de decisiones, entre otras funciones. 

En el marco del posconflicto y frente a la nueva 
estructura institucional, los Consejos Municipales 
de Desarrollo Rural (CMDR), establecidos en el 
artículo 89 de la Ley 160 de 1994, continúan 
cobrando una importancia estratégica como es-
pacio de concertación y deberían por tanto for-
talecerse. Teniendo en cuenta que son el único 
punto de encuentro entre las autoridades locales, 
las comunidades rurales y las entidades públicas 
para la planeación del desarrollo rural, es pre-
ciso promover su conformación (en los casos en 
que no existan), dándoles una estructura práctica, 
funcional y dinámica, con una agenda específi-
ca, metas, indicadores y un sistema eficiente de 
información y seguimiento, de forma que cumplan 
con su objetivo y sean un punto estratégico para 
la democratización del campo colombiano.

González afirma que “es necesario construir una 
institucionalidad basada en principios de gober-
nanza participativa. En este nivel del territorio se 
desenvuelve la actividad vital de la sociedad rural 
agraria —productores y no productores—, distin-
tas formas de economía rural, actores diversos en 

juego, que deben ser fortalecidos y empoderados 
bajo formas de organización y liderazgo, en la 
definición de la visión de su propio desarrollo, en 
las decisiones de asignación de presupuesto y en 
la gestión y cogestión de recursos. El municipio, 
sus planes y presupuestos deben verse integrados 
con la gobernanza participativa” (OIM, 2016) .  

La nueva institucionalidad se presenta entonces 
como una apuesta importante para la moderni-
zación del campo y para dar respuesta a pro-
blemáticas que por años han mantenido el sector 
rezagado. Lo que sigue es que los cambios con-
cebidos en el nivel nacional se integren con las 
realidades territoriales y se generan mecanismos 
de diálogo y comunicación que promuevan un 
verdadero trabajo mancomunado entre nación-te-
rritorio en pro del país rural para una exitosa im-
plementación de estas políticas.  

El Proyecto Piloto de Tierras: 
aprendizajes de un modelo de interven-
ción territorial

El Proyecto Piloto de Tierras (PPT) inició activida-
des en el año 2014. Durante el proceso de ne-
gociación, previo a la firma y aprobación por 
Prosperidad Social y la Unión Europea, se reali-
zaron encuentros con el Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural, la Unidad de Restitución de 
Tierras (URT), la Superintendencia de Notariado 
y Registro (SNR) y el Incoder, así como con las 
alcaldías y gobernaciones de los cuatro territorios 
donde este se llevaría a cabo. Esto le permitió a 
la OIM tener una idea clara para ese momento 
del estado de las políticas agropecuarias en mar-
cha, de las necesidades institucionales y posibles 
apoyos requeridos para impulsar dichas políticas 
y de las dificultades y oportunidades presentes en 
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los territorios, haciendo uso de sus experiencias 
previas en materia de tierras, procesos agrarios y 
desarrollo rural para impulsar el proyecto.

Cuando el PPT inició actividades, el Incoder era la 
institución responsable de los programas de adju-
dicación de baldíos, procesos agrarios y desarro-
llo rural, entre otros. Ya para este entonces (enero 
de 2014), la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión para la Restitución de Tierras llevaba al 
menos tres años en marcha y venía realizando su 
labor de recibir, analizar, sustanciar y tramitar a 
los jueces (cuando fuera pertinente) los casos de 
restitución de tierras. Por su parte, el Programa de 
Formalización de la Propiedad Rural, del Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural, llevaba tres años 
implementándose y la política de desarrollo rural 
continuaba en fase de formulación y consulta. Para 
el desarrollo de sus actividades, la OIM estableció 
una serie de acuerdos, alianzas y convenios con 
las entidades, que facilitaron el trabajo técnico, la 
intervención en terreno y la transferencia de conoci-

miento y capacidad instalada a las entidades con 
competencias en cada área de intervención. 

La transición a una nueva institucionalidad en ma-
teria de ordenamiento y desarrollo rural pone de 
manifiesto un escenario de grandes retos de cara 
al cierre de las negociaciones de paz con las 
Farc en La Habana y el inicio de la implementa-
ción de acuerdos en la materia. Se espera que 
estos ajustes estructurales sean la piedra angular 
para que el sector agropecuario pueda encarar 
los desafíos de elevar el campo al nivel de com-
petitividad y tecnificación del mercado global, en 
un modelo de desarrollo equitativo e inclusivo con 
enfoque territorial. 

Es en este contexto que el PPT, ad portas de termi-
nar actividades, desea presentar su experiencia 
como modelo técnico de intervención, útil,  prác-
tico e integral, que amerita ser analizado como 
insumo para el apoyo a la implementación de 
políticas públicas en los territorios.  
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ordenamiento

Subregión BAJO 
MAGDALENA 

Contexto territorial:
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ordenamiento territorio

El 
Bajo Magdalena es conocida por ser la tierra del hombre cai-
mán, un personaje con cabeza de hombre y cuerpo de caimán 
que espía a las mujeres bellas que se bañan a orillas del río 

Magdalena. Es una región exuberante que se construye culturalmente alre-
dedor de este gran afluente, así como por los otros ríos, humedales, ciéna-
gas y zonas pantanosas que la cubren, alimentan y definen su identidad. 
La vida en esta región brota a partir de la conjugación de agua y tierra, así 
como lo reconoció Orlando Fals Borda (1980), al llamar “hombre anfibio” 
a quienes habitan en este territorio.   

Los 34 municipios que lo conforman son Magangué, Achí, Pinillos, Santa 
Bárbara de Pinto,  El Banco, Guamal, Chimichagua, Barranco de Loba, 
Hatillo de Loba, San Martín de Loba, Altos del Rosario, El Peñón, Mompox, 
Margarita, Talaigua, San Fernando y Cicuco (Bolívar). Santa Ana, Pijiños 
del Carmen, San Zenón, San Sebastián, Plato, Nueva Granada, Ariguaní, 
El Difícil, San Ángel, Tenerife, Chibolo, Cerro de San Antonio, Pedraza, 
Zapayán, Salamina, Concordia, Pivijay y Piñón (Magdalena).  

El Bajo Magdalena es en gran parte un ecosistema donde se conectan 
ciénagas, ríos y otros cuerpos de agua que ayudan a regular los ciclos hi-
drológicos, siendo así zonas de amortiguación y de control de inundaciones 
(De la Hoz, Citado por Porras Eduardo, 2014). Las principales actividades 
económicas que se desarrollan en este territorio son la agricultura, la gana-
dería extensiva, la pesca y la minería. El río Magdalena actúa como eje 
articulador entre el sur y el norte del país, lo que promueve un importante 
intercambio comercial a lo largo de sus diferentes poblados. Es así como 
“el recurso hídrico es su principal activo ambiental y el eje del sostenimiento 
económico y cultural de las comunidades asentadas allí”, como lo mencio-
na María Aguilera Díaz (2006). 

zonas
sostenible

predios
territorio

paz
acceso

seguridad
territoriouso
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Caracterización productiva  
y uso de la tierra	

Gracias al conjunto cenagoso y de ríos que com-
ponen esta región, la pesca es la actividad eco-
nómica más importante; predomina la artesanal. 
Desde esta región se abastece de pescado una 
gran parte del caribe colombiano, teniendo en-
tre las principales variedades que se comercia-
lizan el bocachico y el bagre, aunque también 
se pescan y se distribuyen otras especies como 

la arenca, la corvina, la corvinata, la mojarra, la 
dorada y especies anfibias cazadas en las orillas 
de los ríos, como la hicotea, la tortuga, la babilla 
y la iguana. Estas últimas son especies en vía de 
extinción, cuya comercialización está prohibida 
por ley; sin embargo, el poco control de las auto-
ridades facilita que su caza continúe hoy en día.

Infortunadamente, como consecuencia del constan-
te vertimiento de residuos líquidos y sólidos a los 
ríos y demás cuerpos de agua que componen esta 
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región, así como a la deforestación, la ampliación 
de la frontera agraria y la expansión de los pobla-
dos urbanos, el proceso de sedimentación de estos 
ecosistemas ha impactado de forma negativa la ac-
tividad pesquera, tanto en su calidad como en el vo-
lumen del pescado que se obtiene18.  Esta situación 
prende las alarmas frente a los riesgos económicos 
y sociales que puede enfrentar esta región, a menos 
que autoridades, centros de investigación, corpora-
ciones ambientales, asociaciones de pescadores y 
pobladores definan medidas para contrarrestar las 
amenazas ambientales que pueden afectar esta y 
otras actividades productivas.

Otro de los renglones importantes en la economía de la 
región es la ganadería. Esta actividad es desarrollada 
en pequeña y gran escala por productores de la 
región, aunque predomina la segunda que data de 
la estructura agraria latifundista que se impuso desde 
épocas de la colonia en la zona (Porras, 2014). 

En esta zona, la trashumancia bovina es una prácti-
ca común en la que se presenta un desplazamiento 
cíclico de las reses de acuerdo con las temporadas 
de lluvias o de sequía. Esta tradición se ha converti-
do en una importante forma de adaptación al clima 
y a la geografía de este territorio19, así como en una 
práctica representativa de la cultura de la región. 

En cuanto a la agricultura, la mayoría de los cultivos 
que produce el Bajo Magdalena son de pancoger, 
en buena parte debido a los periodos de lluvia 
(aproximadamente dos veces al año), que generan 
extensas inundaciones, al igual que el acceso limi-
tado a la tierra de la población campesina y al uso 
casi exclusivo que se le da para la ganadería. En 
la época apta para la agricultura, los principales 
productos que se cultivan en la región son el maíz, 
el fríjol, los cítricos, el plátano, el ajonjolí, el taba-
co negro, el arroz, el sorgo y otros frutales. 

En relación con el uso de la tierra, en Bolívar predo-
minan el microfundio (menos de 3 hectáreas), con 
21.920 predios, y el minifundio (entre 3 y 10 hec-
táreas), con 13.760 predios, lo que corresponde al 
50%  de la totalidad de los predios rurales en ese 
departamento (65.534 predios). En el Magdalena, 
el microfundio lo conforman 24.900 predios y el 
minifundio, 9.004, lo que corresponde al 52% de 
los predios rurales totales (63.273) (Upra, 2015).

Todo esto da una buena idea de la alta concentra-
ción de la tierra que enfrenta la región, donde la 
mediana y la gran propiedad cubren el 91% de 
hectáreas en el Magdalena, y 90% de hectáreas 
en Bolívar (Upra, 2015). Esta situación influye no-

18	De acuerdo con Juan Darío Restrepo Ángel, coordinador 
de la maestría de Ciencias de la Tierra en la Universidad 
Eafit, “la variable humana, expresada en los índices de 
erosión a partir de las tasas de deforestación, calculados 
para los 32 afluentes principales del Magdalena, explica 
el 32% de la erosión en el Magdalena. Una tercera 
parte de los sedimentos que transporta el río Magdalena 
hacia las partes bajas, como La Mojana y la Depresión 
Momposina (unos 53 millones de toneladas por año), 
son atribuibles a la deforestación”. Recuperado el 29 
de marzo de 2016 de: http://www.propiedadpublica.
com.co/los-sedimentos-del-rio-magdalena-reflejo-de-la-
crisis-ambiental/.

19	 Por trashumancia se entiende: “Un movimiento recurrente, 
pendular y funcional. La periodicidad del movimiento 

   está regulada por el ritmo cíclico de las estaciones y las 
actividades desarrolladas en las unidades domésticas 
de producción se ajustan a ellas. Esto origina un cambio 
temporal de asentamiento seguido por una situación 
de retorno que da comienzo a un nuevo ciclo”. El 
desplazamiento involucra tanto a pobladores como 
al ganado, con lo cual se convierte en un “estilo de 
vida” que termina configurando la estructura social de 
la zona. Luz Mercedes Botero Arango. Trashumancia 
y dinámicas socioculturales. Sabanas de Magangué y 
Planicie Inundable de Santa Cruz de Mompox, región 
Caribe Colombiano. Universidad Javeriana, Facultad de 
Estudios Ambientales y Rurales, 2010.
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toriamente en el desarrollo de la región, así como 
en las condiciones de vida de los pobladores, 
que, como se ha visto, dependen casi de manera 
exclusiva de la producción local en pesca, agri-
cultura y ganadería. Es importante tener en cuenta 
que las primeras cifras corresponden a la can-
tidad de predios, mientras las segundas hablan 
de áreas de cobertura (hectáreas). Es aquí donde 
se ve la desproporción, al ser el microfundio y 
el minifundio los que mayor cantidad de predios 
tienen, pero la mediana y la gran propiedad, las 
que concentran la mayor cantidad de tierra.

En cuanto a la formalización de predios rurales, 
la Upra define 1.351 disponibles para formali-
zar en el departamento del Magdalena, lo que 
corresponde a un 58,4% del territorio (2015). El 
resto corresponde a áreas de protección ambien-
tal, reservas o territorios étnicos, entre otros. Por 
su parte, en el departamento de Bolívar, el área 
disponible para formalización de propiedad pri-
vada es de 1.502 hectáreas, es decir, el 56% del 
territorio del departamento (Upra, 2015). De esta 
manera, si esta se materializa, facilitaría el acce-
so a la tierra, lo que permitiría reducir la inequi-
dad social de la zona y promover la tecnificación 
y la asistencia técnica para el pequeño productor.  

Con respecto a las áreas destinadas a la agricultu-
ra, se considera que en Bolívar solo el 17,1% del 
territorio es apto para esta actividad. No obstante, 
actualmente se utiliza el 19,4%. Mientras tanto, en 
Magdalena se presenta una subutilización, ya que 
el territorio tiene una capacidad del 43% de sus 
suelos para ser utilizados en agricultura cuando en 
realidad solo utilizan 17% (Upra, 2015).

En ganadería, la proporción del uso de suelos es 
inverso. En Magdalena, por ejemplo, mientras 
solo es apto el 4% del territorio, se utiliza el 46%. 

En Bolívar, la situación es similar; el área disponi-
ble es del 7% del territorio y la utilización es del 
24,7% (Upra, 2015). El conflicto en el uso de sue-
los en ambas actividades se refleja también en el 
fenómeno de concentración de tierras mencionado 
anteriormente. Es por esto que impulsar modelos 
económicos que den cabida y más amplia partici-
pación a los pequeños productores y propietarios 
se convierte en una necesidad para contrarrestar 
los altos índices de pobreza de la región.

Sumado al problema de la concentración de la tie-
rra por grandes terratenientes y a la prevalencia de 
una agricultura ineficiente y poco tecnificada, así 
como a la dominación de la ganadería extensiva 
como principal actividad económica, se encuentra 
el alto grado de corrupción político-administrativa 
que se presenta en la región20, lo que claramente 
ha conducido a bajos niveles de desarrollo social 
en los municipios, y aumentado la pobreza, la in-
equidad y la desconfianza ciudadana. 

Configuración territorial  
y conflicto armado

En esta región se presenta una situación grave de 
pobreza, como lo muestra el Índice de Desarrollo 

20	De acuerdo con Seguimiento.co, citando a la Fiscalía 
General de la Nación, “el único departamento de la 
costa que figura en alerta roja por un alto número de 
casos por corrupción fue Magdalena”. Recuperado el 
2 de enero de 2016 de: http://www.seguimiento.co/
magdalena/magdalena-departamento-de-la-costa-don-
de-hay-mas-casos-de-corrupcion-1411. Por su parte, el 
director del Departamento Nacional de Planeación, 
Simón Gaviria, comentó que “Bolívar es el departa-
mento del país donde se han tenido que suspender el 
mayor número de recursos por regalías por casos de 
corrupción”. Recuperado el 7 de febrero de 2016 de: 
http://caracol.com.co/emisora/2016/02/06/carta-
gena/1454782888_333226.html
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Humano (IDH)21, que da cuenta de las difíciles 
condiciones en las que se encuentra la mayor par-
te de los pobladores de estos departamentos. Así, 
Bolívar, tenía un IDH de 0,82 para 2010, mien-
tras que el departamento del Magdalena tenía un 
IDH de 0,78. Para tener un punto de referencia, 
el Distrito Capital de Bogotá presenta el IDH más 
alto del país con 0,90, mientras que La Guajira 
tenía el IDH más bajo con 0,69. Esta situación es 
confirmada por las cifras del Dane, que muestran 
que el 52,3% de las personas que viven en el 
departamento del Magdalena están en condicio-
nes de pobreza y el 17,4%, en condiciones de 
pobreza extrema. En Bolívar, las personas pobres 
corresponden al 44,2%, y las que viven en pobre-
za extrema, al 13,2% (Dane, 2012).

Por otro lado, esta región se ha visto seriamente 
afectada por los grupos armados ilegales y el nar-
cotráfico, que han visto en la tierra un activo para 
favorecer sus actividades ilícitas. Su presencia en 
esta región ha promovido el desplazamiento for-
zado y despojo de tierras. 

Como lo menciona Verdad Abierta (2014), “la 
historia de la distribución de la tierra en el Mag-
dalena podría ser el más claro ejemplo del pulso 
que por décadas han mantenido los ganaderos 
con los campesinos”. Inicialmente, los campesi-

nos, ubicados en pequeñas parcelas, trabajaban 
en las grandes haciendas y arrendaban parte de 
estas tierras para sembrar sus productos a cambio 
de sembrar pastos. Esta situación cambió al impul-
sarse una reforma agraria durante el gobierno de 
Carlos Lleras Restrepo (1966-1970) con la que 
se buscaba mejorar el acceso a la tierra de los 
campesinos y fortalecer las organizaciones cam-
pesinas. Esta situación llevó a que los grandes 
terratenientes reaccionaran expulsando a los cam-
pesinos que por años habían vivido en sus tierras. 
Fue así como se llevó a cabo una contrarreforma 
que terminó por fortalecer los latifundios. Es en 
la era de Carlos Lleras que surgió la Asociación 
Nacional de Usuarios Campesinos (Anuc) como 
mecanismo para promover la reforma agraria.

La incursión de las Farc - EP en esta región se dio 
hacia principios de los años ochenta, motivada 
en parte por la gran inequidad en la distribución 
de la tierra y las condiciones de pobreza de los 
campesinos de la zona. Sin embargo, su modus 
operandi se mueve rápidamente hacia la extorsión 
y secuestro de ganaderos y agricultores de palma 
y banano, lo que llevó a que los hacendados se 
organizaran conformando grupos de seguridad que 
posteriormente dieron pie a grupos paramilitares 
que azotaron con violencia este territorio. 

De acuerdo con cifras del Registro Único de Víc-
timas de la Unidad de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas (UARIV, 2016), las vícti-
mas del conflicto armado en el departamento del 
Magdalena corresponden a 338.744 personas, 
mientras que en el departamento de Bolívar hay 
322.818 personas. Es importante mencionar que 
esta región es representativa en relación con el 
robo y el abandono de tierras, debido no solo 
al número de hectáreas afectadas por este fe-
nómeno, sino a los diferentes tipos de despojo 

21	El Índice de Desarrollo Humano es un indicador social 
estadístico definido por el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) con el que se miden 
tres parámetros: vida larga y saludable, educación 
y nivel de vida digno. Se creó para hacer hincapié 
en que las personas y sus capacidades —y no el 
crecimiento económico por sí solo— deben ser el 
criterio más importante para evaluar el desarrollo de 
un país. Human Development Reports. Recuperado de: 
http://hdr.undp.org/es/content/el-%C3%ADndice-de-
desarrollo-humano-idh
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que se dieron en la región. La Superintendencia 
de Notariado y Registro, después de un análisis 
exhaustivo, identificó que, además del robo de 
la tierra después de forzar el desplazamiento u 
obligar a las familias a vender a muy bajo pre-
cio, la modalidad de despojo más frecuente fue 
a través de la vía administrativa o jurídica, en la 
que se utilizaba el aparato institucional para dar 
la apariencia de legalidad utilizando documen-
tos públicos para transferir ilegalmente la propie-
dad. “[…] De 352 títulos que el Incora entregó 
a los campesinos del Magdalena entre 1996 y 
el 2003, revocó posteriormente 214, la mayo-
ría (132) en 2003, cuando ya los paramilitares 
estaban conversando con el gobierno sobre su 
desmovilización” (Verdad Abierta, 2014). En ma-
teria de revocatorias, Sabanas de San Ángel y 
Chibolo son los municipios que registran el mayor 
número de casos, seguidos por Pivijay, Tenerife y 
Pueblo Nuevo. Estos estuvieron bajo la influencia 
del paramilitar de alias ‘Jorge 40’.

De acuerdo con el informe de gestión de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 
Tierras Despojadas (UAEGRTD, 2015), con corte 

a diciembre 31 de 2015, para todo el país, el 
total de solicitudes inscritas en el Registro de Tie-
rras Abandonadas o Despojadas (RTDAF) fue de 
87.119, de las cuales para el departamento de Bo-
lívar corresponden al 7,1%, con 6158 solicitudes, 
mientras que para el departamento de Magdalena 
corresponden al 6,91%, con 6021 solicitudes. 

El Bajo Magdalena es una región estratégica por 
ser corredor y zona de amortiguación del prin-
cipal río del país, por donde se mueve buena 
parte de la economía colombiana. Su potencial 
se ve reflejado en las grandes oportunidades 
para incrementar la producción agrícola y buscar 
modelos de ganadería eficiente y sostenible que 
ayuden a preservar un ecosistema frágil pero fun-
damental para la vida social, cultural y económi-
ca de este territorio. Esto requiere, sin embargo, 
de un esfuerzo claro y decidido para contrarrestar 
la alta concentración de la propiedad; apo-
yar la organización social y campesina y ampliar 
su participación en espacios de poder; enfrentar 
con contundencia la corrupción y el clientelismo; 
fortalecer las instituciones, y crear alternativas pro-
ductivas para disminuir la pobreza. 
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Subregión del CANAL 

DEL DIQUE Y ZONA COSTERA 

Contexto territorial:

zonas
sostenible

ordenamiento
predios

territorio
paz
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El 
Canal del Dique es un territorio de 
la costa caribe colombiana. Se 
caracteriza por contar con un sistema 

hídrico de gran importancia regional compuesto 
por el río Magdalena, el conjunto de ciénagas y 
humedales que lo rodean y el océano Atlántico. 
En consecuencia, es una llanura aluvial con 
una riqueza hídrica y una vasta extensión de 
suelos inundables, lo que da como resultado 
un ecosistema con una gran biodiversidad de 
especies y vegetación acuática.

Esta subregión está conformada por municipios 
ubicados en tres departamentos. Por una parte, 
en el departamento Bolívar se encuentran Ar-
jona, Arroyohondo, Calamar, Cartagena, Cle-
mencia, Mahates, María La Baja, San Cristóbal, 
San Estanislao, Santa Catalina, Santa Rosa de 
Lima, Soplaviento, Turbaná y Villanueva. Por otro 
lado, en el departamento de Atlántico, se en-
cuentran Barranquilla, Candelaria, Campo de la 
Cruz, Juan de Acosta, Luruaco, Manatí, Piojó, 
Puerto Colombia, Repelón, Santa Lucía, Sabana-
larga, Suan, Tubará y Usiacurí. Finalmente, San 
Onofre, ubicado en el departamento de Sucre. 

ordenamiento
predios acceso

tenenciaseguridad
territoriouso
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El Canal del Dique es una vía de comunicación 
fluvial de 113 kilómetros, que va desde el muni-
cipio de Calamar hasta la Bahía de Cartagena. 
Fue construido en el siglo XVI para facilitar la na-
vegación entre Cartagena y el río Magdalena y 
hoy en día es una importante arteria fluvial para 
la navegabilidad comercial en el país. Al mismo 
tiempo, las aguas del canal abastecen acueduc-
tos y distritos de riego, dinamizando la vida eco-
nómica y social de las comunidades aledañas.

La navegación y el transporte por el río Magda-
lena han sido desde siempre actividades funda-
mentales para la dinámica económica del país, 
tanto así que hoy en día ambas son consideradas 
un “aspecto de conveniencia nacional”22, que se 
confirma con los grandes volúmenes de carga que 
se mueven por este corredor (el 85% de la carga 
que se transporta por el río Magdalena se hace 
a través del Canal del Dique), principalmente de 
carbón e hidrocarburos (Duarte et al., 2007).

De acuerdo con cifras aportadas por Duarte et al. 
(2007, p. 119), entre 2000 y 2004, el promedio 
anual de carga transportada por el Canal fue de 
1,7 millones de toneladas, con una proyección fu-
tura para movilizar 10 millones de toneladas, si se 
garantiza la navegabilidad. Esta meta, no obstan-
te, puede verse seriamente afectada por la fuerte 
sequía que durante 2015 y 2016 se presentó en 
el país, así como por la sedimentación del río Mag-
dalena y el secamiento de ciénagas y humedales. 

Como se mencionó anteriormente, la región po-
see una importante infraestructura de distritos de 
riego que han contribuido a promover el desarro-

llo de la región en las últimas décadas y del cual 
dependen en gran parte las pequeñas y media-
nas parcelas de la región. El área de distritos cu-
bre aproximadamente 64.368 hectáreas, de las 
cuales 56.920 son aprovechables y benefician 
en promedio a 3.812 usuarios, lo que correspon-
de a unos 4.350 predios. Los principales cultivos 
de la zona son de yuca, maíz, arroz, plátano, 
sorgo, palma africana, frutales y pastos para la 
ganadería. Hoy en día se encuentran en opera-
ción los distritos de Repelón y Santa Lucía, San 
Estanislao y Conejos (Duarte et al., 2007).

No obstante este gran potencial en materia de 
riego, transporte y navegabilidad que ofrece el 
Canal, esta región se ha visto altamente afectada 
por los cambios en los ecosistemas de la zona 
debido a la intervención antrópica, lo que hace 
cada vez más difícil la función natural del control 
y regulación de inundaciones del sistema hídrico 
de la región. Esto se debe a la pérdida del es-
pejo de agua de las ciénagas del canal por se-
camiento y contaminación, así como al frecuente 
taponamiento de los corredores hidráulicos de in-
terconexión de las ciénagas con el Canal y otros 
complejos cenagosos. Todo esto ha reducido la 
capacidad del sistema hídrico para recibir las 
aguas adicionales en épocas de invierno, lo que 
ha generado un desbalance entre los periodos de 
lluvia y de sequía. 

Respecto a la población, según estimaciones del 
Dane, citadas por Reyes (2014), para 2013 “la 
región se encontraba poblada por 2.660.487 
personas, de las cuales los habitantes del Atlántico 
representaban el 60,8% de la población depar-
tamental, mientras que los de Bolívar, el 58,5%”, 
siendo en su mayoría población urbana con una 
alta movilidad hacia las zonas rurales para reali-
zar actividades agropecuarias y pesqueras.

22	Ministerio del Medio Ambiente. Resolución 0260 del 
31 de marzo de 1997.
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Caracterización productiva  
y uso de la tierra

Con respecto a las actividades económicas que se 
desarrollan en los municipios de la zona (excluyendo 
a Cartagena y Barranquilla), estas son preferente-
mente agropecuarias y acuícolas. La ganadería bo-
vina23 de doble propósito está entre las principales 

actividades económicas de la región; no obstante, la 
agricultura es una de las que más empleo generan. 

Buena parte de la actividad agrícola del territorio 
se lleva a cabo de manera artesanal y está destina-
da al autoabastecimiento, a excepción de la pal-
ma africana que es el segundo cultivo permanente 
con mayor área sembrada en esta región. 

23	Según la Encuesta Nacional Agropecuaria (ENA) del 2011, casi la mitad de la producción de ganado en el departamento 
de Bolívar tuvo como destinación el doble propósito (47%), es decir, producción de leche y carne. Esta característica de 
la producción ganadera es aún más marcada en el Atlántico (58%). Lo anterior contrasta con la orientación del ganado 
a nivel nacional, pues el 48% existente es para carne, mientras que el 36%, para doble propósito.
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De acuerdo con cifras de la Upra (2015), el de-
partamento del Atlántico tiene 154.728 hectáreas 
(46,7%) disponibles para la agricultura, de las cuales 
solo utiliza 117.829 (33,7%); es decir, que hay una 
subutilización del 13% del potencial. En ganadería, 
por el contrario, se presenta una sobreexplotación 
del suelo disponible, ya que cuenta con 27.682 
hectáreas (8,4%) y destina 111.481 (33,7%).

Una situación similar se presenta en el departamento 
de Bolívar. Aunque en agricultura la diferencia entre 
los suelos disponibles y los utilizados es mucho 
menor, el departamento tiene disponibles 455.198 
hectáreas (17,1%) y utiliza 516.184 (19,4%). Sin 
embargo, la tendencia a la ganadería extensiva se 
repite, con 659.132 hectáreas (24,7%) en uso y una 
disponibilidad de solo 185.659 (7%) (Upra, 2015). 

En general, estas cifras muestran que la estructura 
agraria de la zona se caracteriza por el uso inefi-
ciente de las tierras productivas y un riesgo am-
biental alto debido al peso que tiene la ganade-
ría extensiva en la economía local. Esta situación 
presiona la frontera agrícola, ocasiona un progre-
sivo deterioro ambiental y podría desencadenar 
otro tipo de tensiones sociales y económicas.

Con respecto a la estructura de la propiedad priva-
da en el Canal del Dique, los datos existentes indi-
can que prevalece la mediana propiedad sobre la 
pequeña y que hay un alto grado de concentración 
de la propiedad, reflejado en un coeficiente Gini 
de 0,75 para el Atlántico y 0,70 para Bolívar, 
para el año 2012 (Caneo et al., 2014, p. 112). 

En cuanto a la formalización de la propiedad pri-
vada, el departamento del Atlántico cuenta con 
306.086 hectáreas disponibles, es decir, el 92% 
del territorio total, de las cuales tan solo 25.074 (el 
8% del territorio) cuentan con restricciones ambienta-

les, de titulación a grupos étnicos o de ordenamiento 
territorial urbano (Upra, 2015). Para el caso de Bolí-
var, el departamento cuenta con 1.502.400 hectá-
reas para este fin (formalización), que equivalen al 
56% del territorio, de las cuales 1.163.096 (44%) 
cuentan con restricciones como las ya mencionadas.

Si bien la formalización de predios privados es un 
aspecto crítico y ambos departamentos tienen 
un gran potencial en este sentido, es preciso que 
se establezcan criterios para un uso efectivo del 
suelo a fin de que exista concordancia entre su 
vocación con el uso final, y se protejan y regulen 
aquellos ecosistemas vitales para la vida econó-
mica, social y cultural de la región. 

Configuración territorial en el 
marco del conflicto armado 

La dinámica del conflicto armado, al igual que en 
otras regiones del país, ha marcado la configura-
ción del territorio en sus distintas dimensiones, pese 
a que, como lo afirma Reyes (2014), el Canal del 
Dique ha sido escenario subsidiario del conflicto 
armado y no el centro de las disputas o de las con-
frontaciones armadas. Esto puede atribuirse en par-
te a las dificultades para su navegación en algunas 
partes del canal, a la existencia de corredores mu-
cho más eficientes como la troncal de Occidente y 
a la pobreza relativa de sus suelos. 

En total, en el periodo comprendido entre 1993 y 
2012, se cometieron 31 masacres en la región del 
Canal del Dique que dejaron 138 víctimas direc-
tas en ambos departamentos. El mayor número de 
masacres ocurrió entre los años 1996 y 2001, que 
coinciden con el periodo de expansión de grupos 
de autodefensas en la región. A partir de 2000, los 
hechos violentos han disminuido, pero surgen nue-
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vas amenazas provenientes del auge de grupos de-
lincuenciales ligados al narcotráfico, al microtráfico 
y a la extorsión, que aún ven la zona como un lugar 
estratégico para sus actividades ilícitas.

El desplazamiento forzado ha sido en Colombia 
una de las consecuencias más trágicas del conflic-
to armado debido a su impacto en las familias, las 
comunidades y en el desarrollo de las regiones. 
El Canal del Dique no ha sido ajeno a este fenó-
meno y ha contribuido al 2% del total de víctimas 
que presenta el país, con 161.212 personas en 
esta situación (11.116 pertenecientes a los muni-
cipios de Atlántico; 125.701, a los de Bolívar, y 
24.395, a San Onofre, Sucre) (UARIV, 2015).

El desplazamiento forzado está estrechamente rela-
cionado con el fenómeno del abandono y el des-
pojo de tierras en esta región. De acuerdo con el 
informe de gestión de la UAEGRTD de 2015, el to-
tal acumulado de solicitudes de ingreso al Sistema 
de Registro de Tierras Abandonadas o Despojadas 
entre 2011 y 2015 fue de 350, equivalentes a 
aproximadamente 25.000 hectáreas. 

En conclusión, el Canal del Dique es una subre-
gión con un amplio potencial de desarrollo 
económico y social, con base en sus activos 
ambientales, su capital humano y su ubicación 
estratégica como una de las rutas navegables 
y de conexión multimodal más importantes del 
país. Sin embargo, enfrenta complejos desafíos 
como la concentración de la tierra, un modelo 
productivo poco eficiente, la presión que aún 
ejercen actores armados ilegales en la zona, la 
informalidad la propiedad de la tierra, el dete-
rioro ambiental y una baja gobernabilidad de la 
mayoría de los territorios, entre otros. 

En este escenario, la construcción de paz deberá 
integrar en un enfoque multidimensional una estrate-
gia que contemple estos elementos. Desde el PPT, se 
hicieron importantes avances en materia de formali-
zación y reglamentación de predios, tanto privados 
como baldíos, entre otras acciones, no obstante se 
requiere que esta gestión se extienda en alcance y 
se sume a otras iniciativas que permitan avanzar en 
las demás problemáticas de forma sistemática, par-
ticipativa y articulada entre las instituciones. 
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CAQUETÁ 
Contexto territorial:
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El departamento de Caquetá es conocido como el co-
razón de la Amazonía Colombiana, no solo por su 
ubicación, en el centro de esta importante región, sino 

por su potencial productivo y riqueza ambiental, social y cultural. 
Es uno de los departamentos megabiodiversos del país, gracias 
a que cuenta con una importante extensión de bosques montanos 
(bosques subandinos, andinos, subpáramos y páramos), una fau-
na característica donde predomina una gran variedad de aves, 
anfibios, primates, reptiles, felinos y mariposas, entre otros, y don-
de son representativos sus caudalosos ríos, humedales, lagunas, 
riachuelos, caños y arroyos, que, además de cumplir una impor-
tantísima función ambiental, han hecho parte del proceso de cons-
trucción social, territorial y cultural de esta región. 

El Caquetá concentra el 86% de toda la población de la región, 
con un crecimiento demográfico considerable en los últimos 50 
años, como resultado de una colonización marcada por la atrac-
ción de las bonanzas económicas y las dinámicas del conflicto 
armado interno, que ha tenido en este departamento un nivel de 
incidencia importante en su propia configuración. Desde sus orí-
genes, este departamento ha vivido oleadas migratorias producto 
del desplazamiento interno de personas afectadas por los conflictos 
sociales del interior del país (Agenda 21 para el Caquetá, 2015).

La colonización del Caquetá, como ocurrió en muchos otros luga-
res del país, se vio marcada por el interés que generan las activi-
dades extractivas como la quina y el caucho; posteriormente, por 
la explotación de la fauna y maderas finas, y en las últimas déca-
das, por los cultivos ilícitos. En los años cuarenta, la colonización 
también se impulsó como consecuencia de la violencia partidista 

sostenible paz
acceso

tenenciaseguridad
territorio

uso
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de la época, lo que derivó en la conformación de 
muchos de los pueblos que hoy se encuentran en 
la cordillera oriental. Se promovió entonces una 
colonización “dirigida y espontánea”, que trajo 
consigo la construcción de vías, escuelas y pues-
tos de salud. También llegaron a la zona algunas 
instituciones como la Caja Agraria, que otorgaba 
créditos a los campesinos, y el Incora, que inició 
el proceso de titulación de baldíos (Agenda 21 
para el Caquetá, 2015). 

En la década de los setenta, se dio un nuevo pe-
riodo de colonización motivado por la producción 
de marihuana inicialmente y después por el cultivo 
de coca. Esta bonanza atrajo población pobre del 
interior del país, que fue asentándose en el territo-
rio y que paulatinamente obtuvo parcelas, lo que 
contribuyó al crecimiento demográfico del departa-
mento. Para este periodo, la ganadería ya estaba 
ampliamente establecida como una de las activi-
dades productivas más importantes de la región.

Solano

San Vicente del Caguán

Cartagena del Chairá

Puerto Rico

Florencia

Milán

Solita

Montanita

El Paujil

Valparaiso

El Doncello

Curillo

Morelia
San José del Fragua

Albania

Belen de los Andaquíes

CAQUETÁ

META

GUAVIARE

HUILA

AMAZONAS

VAUPÉS

PUTUMAYO

CAUCA

TOLIMA VICHADA

Esri, DeLorme, GEBCO, NOAA NGDC, and other contributors

MUNICIPIOS FOCALIZADOS DEPARTAMENTO DEL CAQUETA
Municipios focalizados departamento del Caquetá
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Configuración territorial en el 
marco del conflicto armado

El conflicto armado ha sido otro factor con alta 
incidencia en la dinámica poblacional del depar-
tamento. De acuerdo con Teófilo Vásquez (2014), 
consultor del PNUD, las tendencias temporales del 
conflicto se pueden dividir de la siguiente forma: 
“Entre 1990 y 1997, caracterizada por la violen-
cia política por poder local y el estancamiento del 
conflicto armado; posteriormente, entre 2000 y 
2006, cuando se desarrollaron los frustrados diá-
logos entre el gobierno de Andrés Pastrana y las 
Farc, que tuvieron como epicentro San Vicente del 
Caguán, y cuando se adelantó la ofensiva militar 
contra este mismo grupo, implementada por el go-
bierno de Álvaro Uribe, con graves consecuencias 
para los derechos humanos de los habitantes de 
Caquetá; finalmente, entre 2006 y 2012, cuando 
se produjo la reactivación de esta guerrilla ante el 
agotamiento de la Seguridad Democrática”.

Son varias las circunstancias que han llevado a 
que el departamento del Caquetá haya sido epi-
centro del conflicto armado. Por un lado, la débil 
presencia del Estado en este territorio, un desarro-
llo económico con gran potencial, pero débil y es-
trechamente ligado al vaivén de las bonanzas; y 
por el otro, la marginalidad de las poblaciones y 
un terreno aún selvático e inhóspito. Todo esto ha 
facilitado la entrada y asentamiento de diversos 
actores armados ilegales, que han encontrado en 
este lugar un nicho para el desarrollo de sus acti-
vidades ilícitas y la confrontación armada.

Las Farc han hecho presencia en el territorio des-
de 1964. La entrada y crecimiento de esta gue-
rrilla en la zona está vinculada estrechamente 
con los procesos de colonización de mediados 
de siglo XX, así como con el desplazamiento 

generado por la violencia política de los años 
cincuenta. Según un testimonio recogido por el 
sitio web de opinión Verdad Abierta (s.f.), los 
primeros asentamientos campesinos guerrilleros 
no llegaron a la zona como columnas militares, 
sino como comunidades organizadas con moti-
vaciones políticas, que buscaban establecer fin-
cas al tiempo que ampliaban su incidencia en el 
territorio. En la década de los setenta y comien-
zos de los ochenta, con un nuevo proceso de 
colonización cocalera y la inserción del grupo 
armado en esta actividad, las Farc afianzaron 
su presencia y autoridad en la zona, al tiempo 
que aumentaron su poder económico y militar. 
El narcotráfico añadió entonces un ingrediente 
nuevo al conflicto, lo que generó más violencia: 
la inseguridad y la radicalización en el territorio.

En la década de los noventa, más precisamente en 
1996, ocurrieron las marchas cocaleras en las que 
los campesinos se oponían a la designación de sus 
tierras como zonas especiales de orden público y a 
las fumigaciones a las plantaciones de coca. La res-
puesta del ejército para evitar que los campesinos 
pudieran llegar a Florencia consistió en la imposición 
de la fuerza, lo que dejó como resultado un alto nú-
mero de muertos y heridos, especialmente de los ma-
nifestantes, y ahondó aún más el distanciamiento y la 
prevención entre los dos grupos (Verdad Abierta, s.f.).

Paralelo al proceso de expansión de la guerrilla 
de las Farc, se dio el ingreso de los grupos parami-
litares desde finales de la década de los ochenta. 
De acuerdo con el Centro de Memoria Histórica 
(2013), la incursión paramilitar se sucedió en tres 
oleadas: “En primer lugar, un grupo irrumpió en la 
zona, impulsado por el narcotráfico en los años 
1987 y 1989. En segundo lugar operaron las 
Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá 
(ACCU), quienes conformaron el Frente Caquetá, 
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que hizo presencia entre 1997 y 2001. El tercer 
momento lo marcó la incursión del Bloque Sur de 
los Andaquíes, entre 2001 y 2006, el cual hizo 
parte del Bloque Central Bolívar (BCB) de las Au-
todefensas Unidas de Colombia (AUC)”.

La incursión de los paramilitares en el territorio de-
terioró aún más la situación de seguridad de la 
zona, aumentó el número de asesinatos, torturas y 
prácticas de desaparición forzada, así como otros 
actos terroristas que resultaron en muchos casos en 
desplazamientos masivos de la población. También 
debilitaron la gobernabilidad local, que permeó la 
clase política, las administraciones municipales y las 
instituciones locales, que actuaron en complicidad 
con miembros de la fuerza pública y ejercieron de 
manera progresiva el control del narcotráfico.

De acuerdo con cifras oficiales, desde 1991 se han 
registrado 362.210 víctimas del conflicto armado 
en el Caquetá. De este número, 46.513 son consi-
deradas víctimas directas de desaparición forzada, 
homicidio, fallecidos y no activos para la atención. 
De igual forma, desde esta fecha se han presenta-
do 928 incidentes de minas antipersonal en este 
territorio, dando como resultado184 heridos y 29 
víctimas mortales civiles, 633 heridos y 82 víctimas 
mortales de las fuerzas armadas (UARIV, 2016).

En 1998, durante el periodo presidencial de An-
drés Pastrana, se iniciaron nuevos diálogos de paz 
entre el gobierno y las Farc, cuyo centro de negocia-
ción fue el municipio de San Vicente del Caguán, 
en el Caquetá24. Estos diálogos se caracterizaron 

por una negociación en medio de la confrontación 
militar (a excepción de la zona de despeje); la de-
finición de la “Agenda común por el cambio hacia 
una nueva Colombia”, que incluyó temas como el 
empleo, los derechos humanos, la política agraria, 
los recursos naturales, el modelo de desarrollo eco-
nómico y social, la reforma a la justicia y al Estado, 
las relaciones internacionales, entre otros; la reali-
zación de  “audiencias públicas”, transmitidas por 
televisión, en las que participaron más de 25.000 
delegados y en las que se presentaban propuestas 
de distintos grupos y sectores sociales; la participa-
ción en calidad de observadores y facilitadores de 
representantes de gobiernos europeos y americanos 
(Centro Nacional de Memoria Histórica, 2014). 
Después de tres años de negociación, el 21 de 
febrero de 2002, el presidente Pastrana abolió la 
zona de distención y ordenó a las fuerzas militares 
retomar el control de la zona, dando fin al proceso. 

En todos los periodos presidenciales, desde  Julio 
César Turbay hasta Juan Manuel Santos, ha habido 
intentos de establecer acercamientos para la paz 
con los diferentes grupos guerrilleros presentes en el 
país (Farc, M-19, ELN, el grupo indigenista Quin-
tín Lame, el EPL y el Partido Revolucionario de los 
Trabajadores), algunos con logros importantes como 
desmovilizaciones y reinserción de combatientes, y 
otros fallidos (Centro Nacional de Memoria Histó-
rica, 2013). Actualmente se desarrolla un nuevo 
proceso de paz entre el gobierno de Juan Manuel 
Santos y la guerrilla de las Farc, cuya característica 
principal ha sido negociar en el marco del conflicto. 

Caracterización productiva  
y de uso de la tierra

La manera como se ha configurado este territorio 
también tiene estrecha relación con la tenencia de la 

24	Durante las negociaciones entre las Farc y el gobierno de 
Andrés Pastrana se acordó la creación de una zona de 
distención o zona de despeje, en la cual se concentraría 
la guerrilla en el marco del proceso. Los municipios que 
hicieron parte de esta zona fueron La Uribe, Mesetas, La 
Macarena, Vista Hermosa, en el departamento del Meta, 
y San Vicente del Caguán, en el Caquetá.
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tierra25. De acuerdo con la Upra (2015), el depar-
tamento del Caquetá tiene un área de 9.010.823 
hectáreas, lo que corresponde al 7,9% del territorio 
nacional, así como una población total de 420.337 
habitantes, de los cuales 189.135 corresponden a 
población rural. En cuanto a la vocación del sue-
lo, se ha identificado que el 1% de estos deberían 
estar dedicados a la agricultura; 0,1%, a la gana-
dería; 0,003%, a la producción forestal, y 3,6%, a 
lo agroforestal. No obstante, el uso que se les da 
a los suelos es muy diferente: 4% se utiliza para la 
agricultura; 13%, para áreas de pastoreo para la 
ganadería, y 0%, para la producción forestal. Esta 
situación se refleja en el conflicto de uso de zonas 
diferentes a las áreas naturales, donde el 39,9% 
de los suelos es utilizado adecuadamente; 58,5%, 
sobreutilizado, y 1,6%, subutilizado. 

En materia de formalización de la propiedad 
social, el Caquetá cuenta con 2.070.966 hec-
táreas sin restricción para formalizar (23% del 
territorio) y otras 6.938.863 (77% del territorio) 
con restricciones. De estas, 6.306.278 hectá-
reas corresponden a áreas ambientales protegi-
das y 387.096, (4% del territorio) a áreas étni-
cas y zonas urbanas (Upra, 2015). En este tema 
también es importante mencionar que la mayor 
parte del departamento no cuenta con formación 
catastral, lo que dificulta los procesos de adju-

dicación de baldíos, formalización de predios 
privados, así como procesos intrínsecos al orde-
namiento territorial.

Aunque la agricultura es una de las actividades 
productivas representativas de la zona, sus suelos 
han sido aprovechados especialmente para la ga-
nadería. Desde la producción agrícola se puede 
hablar de dos tendencias: la agricultura lícita tradi-
cional típica de la colonización (fríjol, café, maíz, 
cacao, arazá, copoazú y frutas amazónicas, entre 
otros) más algunos cultivos comerciales promovidos 
por el Estado (palma africana y caucho, por ejem-
plo) y la producción de la coca, que por muchos 
años estuvo en los primeros renglones de la econo-
mía de la región (Arcila et al., 2002). 

Por otro lado, está la ganadería, actividad eco-
nómica principal del departamento, de carácter 
extensivo y de poco nivel tecnológico. Según 
la Secretaría de Agricultura del departamento 
del Caquetá, para el año 2013 se calculaban 
2.052.459 de hectáreas dedicadas a la activi-
dad ganadera bovina, con 660.476 estableci-
das en praderas tecnificadas y 1.342.546 en 
praderas tradicionales distribuidas en los 16 
municipios que conforman el Caquetá (Beltrán y 
Torrijos, 2013). Es importante mencionar que la 
producción de leche y carne, la explotación de 
la madera y la producción de coca son las acti-
vidades económicas que más impactos negativos 
ejercen sobre el medioambiente.

El gran potencial en la oferta de servicios ambien-
tales es otro aspecto que se destaca como una 
oportunidad económica para el departamento. 
No obstante, el rápido proceso de deforestación 
puede amenazar esta alternativa, así como poner 
en riesgo la misma sostenibilidad de sus ecosis-
temas y de sus poblaciones. De acuerdo con la 

25	La FAO define la tenencia de la tierra como la 
relación, definida en forma jurídica o consuetudinaria, 
entre personas, en cuanto a individuos o grupos, 
con respecto a la tierra. Las reglas sobre la tenencia 
definen de qué manera pueden asignarse dentro de 
las sociedades los derechos de propiedad de la tierra. 
En otras palabras, los sistemas de tenencia de la tierra 
determinan quién puede utilizar qué recursos, durante 
cuánto tiempo y bajo qué circunstancias. Recuperado 
el 12 de marzo de 2016 de: http://www.fao.org/
docrep/005/y4307s/y4307s05.htm. 
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Universidad Nacional, el departamento del Ca-
quetá “es el segundo lugar de América Latina más 
deforestado (después de la provincia del Chaco, 
en Paraguay), con 21.440 hectáreas perdidas 
(214 kilómetros cuadrados) en lo corrido del año” 
(UN Periódico, 2012).

Actualmente, una porción del departamento del 
Caquetá hace parte de la Zona de Reserva Fores-
tal de la Amazonía, creada en 1959 por medio 
de la Ley 2. El objetivo de estas zonas es promover 
el desarrollo de la economía forestal y la protec-
ción de los suelos, las aguas y la vida silvestre en el 
territorio colombiano. Igualmente, existen en el de-
partamento 1.313.199 hectáreas constituidas en 
parques nacionales naturales bajo la jurisdicción 
de la Unidad Administrativa Especial del Siste-
ma de Parques Nacionales Naturales del Minis-
terio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. 
También convergen entre las diferentes figuras jurí-
dicas 47 resguardos indígenas que cubren un área 

aproximada de 684.708 hectáreas, así como la 
Zona de Reserva Campesina (ZRC) del Pato-Balsi-
llas, en el municipio de San Vicente del Caguán, 
con una extensión aproximada de 145.155 hec-
táreas. La ZRC fue creada por la junta directiva del 
Incora, según la Resolución 055 de diciembre de 
1997 (Corpoamoazonía, 2012).

El panorama jurídico presentado anteriormente 
muestra la intención del Estado de crear condi-
ciones para la protección de los ecosistemas am-
bientales y sociales del departamento (parques 
naturales y ZRC). No obstante, la forma como 
se han dado tradicionalmente los procesos de 
poblamiento en el territorio —motivados en gran 
medida por las bonanzas extractivas y el uso de 
modelos productivos de impacto ambiental basa-
dos en la ampliación de la frontera agrícola—, en 
conjunto con la dificultad para hacer efectivas las 
medidas de protección, han puesto en riesgo su 
potencial ambiental. 
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GUAVIARE 
Contexto territorial:
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El departamento del Guaviare es conocido como “la puerta a la tierra prome-
tida” debido a sus recursos naturales, su gran diversidad de flora, fauna y 
recursos hídricos y por ser la entrada a la Amazonía colombiana desde los 

Llanos Orientales. Limita al norte con la Orinoquía26, con los departamentos del Meta 
y Vichada; al oriente, con los departamentos del Vaupés y Guainía, y al sur, con los 
departamentos del Vaupés y Caquetá. Abarca una superficie de 52.927 kilómetros 
cuadrados, de los cuales la mayor parte se encuentran cubiertos por vegetación bos-
cosa (50.563 kilómetros cuadrados, de acuerdo con cifras del Instituto Sinchi)27.

26	La Orinoquía colombiana está compuesta por llanuras de los departamentos del Vichada, Meta, 
Arauca y Casanare.

27	Instituto Sinchi. El corto camino a la deforestación. Recuperado el 16 de marzo de 2016 de: http://
www.sinchi.org.co/index.php/historial/775-el-corto-camino-a-la-deforestacion. 
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Con la promulgación de la Ley 2 de 1959 se le 
dio el estatus de Zona de Reserva Forestal o Bos-
que de Interés General, con lo cual se buscaba 
proteger los suelos, las aguas y la vida silvestre, 
y promover una economía forestal orientada al 
cuidado del medioambiente como bien público28.

Entre 1971 y 1988 se llevaron a cabo cuatro 
sustracciones, con el fin de cubrir los poblados de 
colonos que llegaron a la región a mediados del 
siglo XX29, para un total de 486.000 hectáreas, de 

las 5.552.727 de la superficie total del territorio 
departamental (Tarazona, 2007). En la actualidad, 
2.383.498 hectáreas aún hacen parte de la figu-
ra de reserva forestal, mientras que las restantes 
2.683.229 se encuentran repartidas entre las figu-
ras de parques nacionales naturales y resguardos 
indígenas (2007). El 4 de julio de 1991, la nueva 
Constitución Política de Colombia dio vida jurídica 
al departamento. Previo a esto, era considerado una 
comisaría, que en otra época perteneció a la comi-
saría del Vaupés, de la cual se separó en 1977.

28	Ley 2 de 1959. Recuperado de: https://www.parquesnacionales.gov.co/PNN/portel/libreria/pdf/ley2de1959.pdf

29	Áreas de sustracción: Acuerdo 21 de 1971, Acuerdo 31 de 1987, Resolución 128 de 1987 del Inderena y Resolución 
521 de 1998 del Minambiente.

Municipios focalizados departamento del Guaviare

Calamar

Miraflores

 El Retorno

   San Jose del Guaviare

GUAVIARE

VAUPES

META

CAQUETA

GUAINIA

VICHADA

Esri, DeLorme, GEBCO, NOAA NGDC, and other contributors

MUNICIPIOS FOCALIZADOS DEPARTAMENTO DEL GUAVIARE
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Aspectos demográficos  
y territoriales 

La diversidad étnica y cultural de la población del 
Guaviare es una de las riquezas más valiosas de 
este departamento. Entre los grupos étnicos de la 
región se encuentran los nukak maku, los jiw o 
guayaberos, y los tucano. Todas estas poblacio-
nes nativas están en permanente tránsito por el 
territorio, como los nukak maku, cuyo nomadismo 
los mantuvo aislados hasta finales del siglo XX. 
Los nukak hacen parte de la familia lingüística 
maku puinave, “conformada por los habitantes 
más antiguos del noroeste de la Amazonía co-
lombiana” (Ministerio de Cultura). Entre los años 
2003 y 2005 se vieron fuertemente afectados 
por el conflicto armado en el departamento, lo 
que obligó a un gran número de ellos a despla-
zarse a San José del Guaviare y otros destinos, y 
modificó radicalmente su relación con el territorio, 
con los recursos naturales y con su modo de vida.  

Los jiw, también conocidos como guayaberos, 
son el pueblo con mayor número de habitantes 
indígenas del departamento del Guaviare. Igual-
mente, se encuentran los tukano, con rasgos más 
sedentarios. Ambos grupos se han visto afectados 
en los últimos años por los efectos del conflicto 
armado, debido al asesinato de varios de sus lí-
deres y al desplazamiento forzado de gran parte 
de su población en varias ocasiones.  

Las cifras del último censo nacional (Dane, 2005) 
muestran que la población indígena del depar-
tamento está compuesta por aproximadamente 
2.117 habitantes, lo que corresponde al 4,30% 
del total; la población afrocolombiana está con-
formada por 2.883 personas, es decir, el 5,85%, 
y quienes no se reconocen parte de ninguna etnia 
corresponden al 89,85% restante. 

La configuración territorial del Guaviare, como la 
mayoría de los departamentos de la Amazonía co-
lombiana, se ha generado en el marco de la ac-
ción colonizadora de los últimos 50 años. Como lo 
explica Jorge Iván Marín Taborda (2002), en Co-
lombia “la colonización ha sido el resultado de los 
problemas agrarios, como la falta de una verdadera 
reforma, de la cual se ha convertido prácticamente 
en su sustituto; los desequilibrios entre la agricultura 
empresarial o comercial, y la economía campesina; 
las condiciones de atraso y pobreza del agro, y el 
papel asignado al agro en el modelo de desarrollo 
durante la segunda mitad del siglo XX”.

Las primeras olas de colonización del depar-
tamento se dieron hacia finales del siglo XIX, 
a raíz del interés que despertó la explotación 
del caucho y, posteriormente, la caza de espe-
cies exóticas, como el tigrillo. En la época de 
la Violencia, entre 1948 y 1957, el conflicto 
político agudizó el desplazamiento forzado de 
numerosas personas que llegaron al Guaviare. 
José Jairo González, citado por Marín Taborda 
(2002), menciona que las guerrillas liberales de 
los llanos vieron en esta zona un área de refugio 
y abastecimiento y, posterior a la desmoviliza-
ción, permanecieron en el territorio en busca de 
nuevas alternativas de vida. 

Con la introducción de la marihuana y la coca 
a finales de los setenta, se dio una nueva ola 
migratoria que continuó en los ochenta y noven-
ta y acentuó los procesos de poblamiento de 
los cuatro municipios: San José del Guaviare, 
Calamar, Retorno y Miraflores. Los cultivos de 
coca en el departamento del Guaviare han li-
derado la producción ilícita de drogas en las 
últimas décadas, con un periodo corto de apro-
ximadamente tres años, en el que se presentó la 
bonanza marimbera (marihuana), que, aunque 
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generó ingresos importantes a los productores, 
rezagó la producción agrícola para el autoabas-
tecimiento y terminó generando una crisis social. 
Cuando esta bonanza finalizó hacia finales de 
los años setenta, los campesinos introdujeron la 
coca, motivados en buena parte por el precio 
promovido por los narcotraficantes. Esta fue la 
posibilidad de generar grandes ingresos para la 
economía campesina, lo que favoreció la expan-
sión del cultivo de esta planta (Marín, 2012). Si 
bien en los 30 años que han transcurrido des-
de que inició la producción del alcaloide en el 
departamento han ocurrido varias crisis debido 
a la volatilidad del precio del producto y a la 
sobreproducción, la coca ha logrado mantener 
su importancia en la economía local.

Los cultivos ilícitos y la 
problemática social del 
territorio

De acuerdo con la la Oficina de las Naciones Uni-
das contra la Droga y el Delito (UNODC) (Marín, 
2002): “En 2001, los cultivos de coca en Guaviare 
representaban un 18% del total nacional, ocupando 
el segundo lugar detrás del Putumayo. En 2002 se 
produjo un aumento significativo que llevó al depar-
tamento a ocupar el primer lugar en área sembrada, 
concentrando un 27% del total de hectáreas a nivel 
nacional, con 27.380. En 2012 se identificaron 
3.851 hectáreas, el valor mínimo registrado duran-
te la serie histórica, con una representación nacio-
nal del 8%, que reflejó una reducción del área en 
44% respecto a 2011. Sin embargo, en 2013 se 
apreció un aumento del 23% respecto a 2012, con 
4.725 hectáreas identificadas, que representaron 
un 10% del total nacional” (p. 35).

Colombia implementa desde hace 30 años30 
una política de drogas que busca enfrentar 
esta problemática en una estrategia integrada 
por varios programas: fumigación con glifosa-
to, erradicación manual (forzada o voluntaria), 
programas de desarrollo alternativo y restitución 
de cultivos ilícitos, destrucción de la infraestruc-
tura de producción, control de sustancias quími-
cas, control del tráfico nacional e internacional 
y desmantelamiento de las redes de narcotráfi-
co (Marín, p. 44). Esta política, si bien se ha 
mantenido relativamente estable y con pocos 
cambios, ha sido sometida en los últimos años 
a una revisión de su efectividad e impacto. 
Como resultado, se han tomado decisiones tras-
cendentales como la suspensión de las fumiga-
ciones con glifosato en 2015 (de acuerdo con 
la Organización Mundial de la Salud (OMS), 
puede causar daños a la salud), aunque aún 
deben analizarse los efectos de la anterior de-
cisión con respecto al aumento o reducción de 
los cultivos ilícitos en el país.

Según Ministerio de Justicia - UNODC, un 31% 
del territorio de Guaviare presenta áreas afec-
tadas constantemente por cultivos de coca (p. 
34). Todas estas zonas de concentración de la 
producción se encuentran en límites o dentro 
de parques nacionales y las áreas declaradas 
como reserva forestal, lo que ha generado un 
impacto negativo en ecosistemas vitales y estra-
tégicos para el país.

30	La Ley 30 de 1986, conocida también como el Estatuto 
Nacional de Estupefacientes, creó la arquitectura 
institucional y dio vida al Consejo Nacional de 
Estupefacientes como máxima instancia del tema de 
drogas en el país.
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La situación jurídica del territorio del Guavia-
re ha favorecido el desarrollo de actividades 
ilícitas, así como la confluencia de grupos ar-
mados ilegales, que ven en la alta informali-
dad de la propiedad y en el traslape de las 
diferentes figuras jurídicas del territorio, una 
oportunidad para ejercer presión sobre la tierra 
y la población. Al respecto, Édgar Cipagauta, 
profesional del Incoder de la Oficina Territorial 
del Guaviare, comenta que el contexto jurídico 
territorial del departamento es muy complejo. 
Para comenzar, menciona que hay diferencias 
en las cifras sobre el área real del departamen-
to, una definición esencial para facilitar el orde-
namiento territorial. Añade que a esto se suma 
que el departamento tampoco cuenta con una 
cartografía completa, lo que dificulta identificar 
con claridad los límites de las diferentes figuras 
y se presta para confusiones. 

Cipagauta explica que inicialmente todo el depar-
tamento estaba inmerso en la Reserva Forestal de 
Ley 2 de 1959; sin embargo, desde 1971 hasta 
1988 fueron sustraídas 486.000 hectáreas, apro-
ximadamente, para legalizar la propiedad de los 
colonos. En 1989 se zonificó el Área de Manejo 
Especial de La Macarena, de la cual el departa-
mento hizo parte con la Zona de Recuperación 
para la Producción Sur, que cobijó parte de lo que 
era la Zona de Reserva Forestal. Se dio entonces el 
primer traslape con tres figuras diferentes: Zona de 
Reserva forestal, Zona Sustraída y Zona de Recu-
peración para la Producción Sur. Para hacer efec-
tiva esta última área, la autoridad ambiental debía 
presentar el plan de manejo ambiental, con el fin 
de orientar la titulación de baldíos. Sin embargo, 
esto se realizó hasta finales de 2015 (casi 30 años 
después) cuando fue elaborado por la CDA con el 

apoyo del Incoder31. Por varios años, se debieron 
suspender todo tipo de actividades (especialmente 
acciones de formalización) e inversión debido a la 
ausencia de dicho plan.

Dados los conflictos con los cocaleros en los 
años noventa, se dio la necesidad de implemen-
tar la figura de Zona de Reserva Campesina, 
creada con la Resolución 054 de 1998. Esta 
es la ZRC más grande del país y comprende la 
Zona de Recuperación para la Producción Sur y 
la Zona de Reserva Forestal. De acuerdo con el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, los 
objetivos principales de las ZRC son: “Controlar 
la expansión inadecuada de la frontera agrope-
cuaria del país; evitar y corregir los fenómenos 
de concentración inequitativa; crear las condi-
ciones para la adecuada consolidación y de-
sarrollo sostenible de la economía campesina, 
regular la ocupación y aprovechamiento de las 
tierras baldías, dando preferencia en su adjudi-
cación a los campesinos o colonos de escasos 
recursos; crear y construir una propuesta integral 
de desarrollo humano sostenible, de ordena-
miento territorial y de gestión política; facilitar la 
ejecución integral de las políticas de desarrollo 
rural, y fortalecer los espacios de concertación 
social, política, ambiental y cultural entre el Es-
tado y las comunidades rurales” (Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural, 2015).

De acuerdo con Cardoza (2015), entre los 
aspectos positivos que han generado las ZRC 
en el país, se cuentan el fortalecimiento de 

31	Entrevista realizada al señor Édgar Cipagauta, 
profesional técnico del Incoder de la Oficina Territorial 
del Guaviare, el 5 de febrero de 2016.
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capacidades de gestión para manejar recursos 
económicos, el fortalecimiento del capital social 
y el fortalecimiento de procesos organizativos, de 
asociatividad y resolución de conflictos en algunas 
zonas (p. 5). La mayor parte de estas acciones se 
han llevado a cabo a nivel interno por las mismas 
organizaciones sociales de las zonas.

De la misma forma, entre las dificultades y falen-
cias, se encuentran la fuerte estigmatización y 
persecución que enfrentaron los pobladores de 
las ZRC, especialmente entre los años 2002 y 
2010; los pobres resultados económicos frente a 
las expectativas generadas para esta figura y los 
planes de desarrollo sostenible que no pudieron 
llevarse a cabo por falta de financiación e inver-
sión de la nación, entre otros aspectos (pp. 6-8).

La figura de la ZRC del Guaviare se ha desdibu-
jado, entonces, en buena parte por la dificultad 
para concretarla a través de inversión y accio-
nes reales para su sostenibilidad, así como por 
la transposición con las otras figuras jurídicas y 
de ordenamiento territorial que existen en el de-
partamento. Por otro lado, la falta de claridad 
en los límites de las diferentes zonificaciones, la 
dificultad para formalizar y regular la propiedad, 
así como la tensión entre el modelo de produc-
ción y la necesidad de conservación ambiental, 
generan confusión y dificultan las acciones que 
propenden por el desarrollo del departamento, a 
la vez que favorecen la ampliación improvisada 
de la frontera agrícola y las actividades ilegales.

Caracterización productiva  
y de uso de la tierra 

La economía de la zona gira en torno a la agricul-
tura y la ganadería extensiva. Debido a su condi-

ción de departamento amazónico, su producción 
debe orientarse con una perspectiva de sostenibi-
lidad ambiental, de viabilidad económica y acep-
tabilidad social, lo cual ha contribuido a que las 
principales apuestas productivas sean el caucho, 
el cacao, el ecoturismo, los frutales amazónicos, 
los servicios ambientales y la ganadería sostenible. 

De acuerdo con cifras de 2009 de la Secretaría 
del Sector Agropecuario del departamento del 
Guaviare (2009), el uso del suelo en las diver-
sas actividades productivas se distribuye así: la 
ganadería, 430.000 hectáreas (88,4% del área 
sustraída en 1988); los cultivos permanentes de 
caucho y cacao, 1.504 hectáreas; los cultivos 
intermedios de plátano y caña, 5.477 hectáreas,  
y los cultivos transitorios de yuca, maíz, fríjol y 
arroz, 8.000 hectáreas. En total, 15.000 hectá-
reas se destinan a cultivos agrícolas.

La ganadería es la principal actividad económica del 
departamento. Sin embargo, se caracteriza por ser 
de tipo extensivo, poco eficiente y de gran impacto 
ambiental. El promedio de uso del suelo por hectárea 
en esta actividad es de media cabeza de ganado, 
en suelos ácidos y poco oxigenados. Para 2009 se 
calculaba una población de 225.000 cabezas de 
ganado en un área de 430.000 hectáreas (Secreta-
ría del Sector Agropecuario, Guaviare).

El departamento del Guaviare se ha visto fuertemen-
te afectado en los últimos años por la deforestación 
a causa de la expansión de la ganadería extensiva 
y el arraigo de los cultivos ilícitos. Según el Instituto 
Sinchi (2014), entre 2002 y 2012, el Guaviare 
perdió más de 220.000 hectáreas de bosques. 
Hoy en día, el gobierno nacional, el gobierno de-
partamental y las instituciones ambientales hacen 
un gran esfuerzo por detener la acelerada pérdi-
da de bosque. Sin embargo, como se mencionó 
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anteriormente, la región enfrenta grandes desafíos 
debido a la informalidad de la propiedad, la falta 
de claridad en las limitaciones jurídicas del territorio 
y la permanencia de los cultivos ilícitos como alter-
nativa para la economía campesina.

El Guaviare es un Nuevo Territorio de Paz debi-
do al gran potencial económico, social y cultural 

que ofrece como departamento amazónico, que 
en los últimos años ha logrado un avance im-
portante en infraestructura, indicadores sociales 
y económicos, pese a los desafíos actuales en 
materia ambiental, de tenencia de tierras y go-
bernabilidad. Teniendo en cuenta este cúmulo de 
factores, apostarle al Guaviare es, sin duda, una 
apuesta a la paz y al desarrollo. 
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de Tierras
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a la tierra a hogares víctimas del despojo32
RESTITUCIÓN del derecho

Introducción	

El conflicto armado que ha azotado este país por más de 50 años ha tenido en el 
campo colombiano su mayor expresión, y la tierra, como activo de extrema valía, 
ha estado siempre en sus profundas raíces. La violencia y el conflicto se han vivido 
de manera distinta en las diferentes regiones del país; no obstante, algunos fenó-
menos como el desplazamiento forzado y el despojo de tierra reflejan la gravedad 

32	 La OIM y el equipo de sistematización agradecen la contribución de Raúl Guzmán, Coordinador 
de la Unidad de Restitución de Tierras en Plato, Magdalena, por sus aportes a la elaboración de 
este documento.



uso

61

territorio
de la situación y el impacto en el campo. Más 
de 8 millones de víctimas (UARIV, 2016) y aproxi-
madamente 7 millones de hectáreas (Comisión) de 
seguimiento, 2014-2015) de tierras despojadas o 
abandonadas muestran cómo el conflicto armado 
terminó por reconfigurar los territorios, generar nue-
vos patrones de ocupación y poblamiento, romper 
dinámicas de desarrollo productivo y elevar los ín-
dices de violencia y pobreza en todo el país.

Con la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras o Ley 
1448 de 2011, el gobierno nacional reconoce el 
impacto que ha tenido el conflicto en la población 
colombiana y la necesidad de brindar atención 
integral, reparación y justicia a las víctimas de la 
violencia. El despojo y abandono forzado de tierras 
se consideran entonces hechos victimizantes, por 
lo cual desde el Estado se crean los instrumentos 
normativos e institucionales para enfrentar estos 
fenómenos, garantizar los derechos sobre la 
propiedad de la tierra, mejorar las condiciones de 
vida y crear oportunidades dignas para las víctimas.

La OIM ha apoyado de manera activa el desarrollo 
de la política desde sus inicios, primero, al brindar 
asistencia técnica, administrativa y financiera al 
Proyecto de Protección de Tierras y Patrimonio, 
dirigido por Acción Social —antecedente 
técnico de la política— y, posteriormente, con 
la creación de la Unidad Administrativa Especial 
para la Gestión de Restitución de Tierras, 
entidad responsable de impulsar su desarrollo. 
En el marco del programa NTP, la OIM apoyó 
la puesta en marcha de una sede adscrita a la 
Dirección Territorial de Restitución de Tierras de 
Magdalena, ubicada en el municipio de Plato y 
cuya oficina principal se encuentra en la ciudad 
de Santa Marta. El Plato y la región que cubre 
esta oficina es una zona representativa en cuanto 
a despojo y abandono forzado de tierras. 

ordenamiento seguridad
El apoyo de la OIM consistió especialmente en 
ayudar con el montaje de la oficina, así como 
en el establecimiento de un equipo técnico para 
respaldar la labor de sustanciación de casos en 
la fase administrativa del proceso. El objetivo es-
pecífico de este componente fue “documentar y 
tramitar 300 solicitudes de ingreso al registro de 
tierras despojadas al finalizar octubre de 2015” 
(Proyecto Piloto de Tierras).

A continuación se presenta un contexto breve del 
marco normativo de la restitución de tierras y se 
describen las acciones realizadas por el PPT en el 
marco de este componente. Igualmente se presen-
tan los logros, desafíos, y lecciones aprendidas 
que surgen de este ejercicio. 

Restitución de tierras: marco 
conceptual

La política de restitución de tierras lleva 
aproximadamente cinco años de implementación, 
y aunque en cifras el volumen de fallos sigue 
siendo pequeño, su avance resulta significativo 
al demostrar que sí es posible promover una 
acción integral coordinada por el Estado para 
la restitución y protección de los derechos de las 
víctimas. En el marco del proceso de paz y del 
posconflicto, esta política es fundamental para 
contribuir a crear las condiciones que se requieren 
para promover el desarrollo en el campo, generar 
arraigo y ayudar a reconstruir el tejido social.

Además de esto, como lo manifiesta la Unidad 
de Restitución de Tierras (2014), “la política de 
restitución también cumple un papel fundamental 
de fortalecimiento en los dos elementos esenciales 
para la consolidación democrática del país: la 
resolución institucional de los conflictos a través 
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de la administración de justicia y el imperio de la 
ley. Y la recuperación de la presencia del Estado 
en las regiones antes olvidadas, con la creación 
de los jueces y magistrados especializados en 
restitución de tierras”.

En Colombia, el conflicto armado ha estado es-
trechamente entrelazado con el conflicto agrario, 
constituyéndose lo que el informe de desarrollo 
humano del PNUD de 2011, Colombia rural, 
razones para la esperanza, denomina “conflicto 
rural mayor”, en el que la concentración de la tie-
rra, las dinámicas tradicionales de ocupación y la 
violencia como mecanismo para ejercer presión 
sobre la población y resolver disputas muestran 
cómo lo rural ha sido siempre el centro del conflic-
to y la tierra, una de sus principales raíces. 

El fenómeno de la concentración de la tierra es 
uno de los factores más importantes en la genera-
ción de pobreza, inequidad y violencia. El índice 
Gini, con el cual es posible medir el grado de 
concentración de la propiedad rural y de los in-
gresos, muestra a Colombia como uno de los paí-
ses con más alta desigualdad en América Latina y 
en el mundo. De acuerdo al PNUD “para el año 
2009, el Gini de propietarios ascendió a 0,87 y 
el de tierras, a 0,86” (PNUD, 2011 p. 47). 

La concentración de la tierra no es un fenómeno 
reciente en Colombia; por el contrario, refleja la 
manera tradicional como se han moldeado las re-
laciones de poder desde la Colonia, favorecien-
do intereses particulares y marginando o exclu-
yendo la participación de campesinos, indígenas 
y población pobre en general. Esto ha contribuido 
a configurar una estructura agraria inequitativa, 
poco flexible y generadora de tensiones sociales, 
pobreza y mucha violencia. 

Por otro lado, el conflicto armado ha tenido un 
efecto devastador en el campo, donde el des-
plazamiento forzado fue utilizado como arma de 
guerra para obtener el control de los territorios; 
las masacres fueron usadas para despoblar zonas 
enteras y el asesinato selectivo de líderes, para 
destruir el tejido social. La Unidad para la Aten-
ción y Reparación Integral a las Víctimas (2016) 
calcula en 7.999.663 el número de personas víc-
timas registradas históricamente y en 6.183.105 
las que son sujetas de asistencia y reparación, 
lo que correspondería al 16,4% de la población 
colombiana, en el primer caso, y al 12,71%, en 
el segundo33. Descontando el número de pobla-
ción víctima de desplazamiento de las grandes 
ciudades (1.291.253 personas), el 83,8% de la 
población afectada por este fenómeno proviene 
y reside en zonas rurales34.

Otro fenómeno en el que se ha expresado el 
conflicto armado con fuerza es en el abando-
no o despojo forzado de tierras. Si bien no hay 
una cifra oficial se estima que alrededor de 7 
millones de hectáreas (Comisión de seguimiento, 
2014-2015) podrían haber sido afectadas por 
este fenómeno y, por lo tanto, ser sujetas a la 
restitución de tierras. El desplazamiento así como 
el despojo y abandono han afectado de manera 
directa y severa las posibilidades de desarrollo 

33	El Dane calcula la población total de Colombia en 
48.637.864. Corte abril de 2016.

34	Este ejercicio se realizó descontando del número total de 
víctimas históricas registradas, la población desplazada 
de Bogotá, Medellín, Cartagena, Barranquilla, Popayán, 
Tunja, Manizales, Armenia, Pereira y Cali (Unidad para 
la Atención y Reparación Integral a Víctimas, con corte 
del 01.04.16).
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de los territorios, han contribuido a distorsionar las 
condiciones productivas y el mercado de tierras 
y han generado un incremento significativo de la 
pobreza rural y la inequidad social. 

Tipologías del despojo

El despojo se ha presentado de diferentes formas 
a lo largo del país. Básicamente se traduce en “la 
acción por medio de la cual, aprovechándose de 
la situación de violencia, se priva arbitrariamen-
te a una persona de su propiedad, posesión u 
ocupación, ya sea de hecho, mediante negocio 
jurídico, acto administrativo, sentencia o median-
te la comisión de delitos asociados a la situación 
de violencia” (Ley 1448 de 2001, artículo 74). 
El despojo de un bien se configura cuando se 
da: (i) una situación de violencia, (ii) una relación 
jurídica de propiedad, posesión u ocupación, y 
(iii) una privación arbitraria de aquella como con-
secuencia de la primera”. 

En muchos casos, como lo explica el Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural, el despojo se 
ha facilitado por la anuencia y colaboración de 
funcionarios públicos de los territorios, quienes, 
a través de negocios jurídicos, actos administra-
tivos, sentencias y otros delitos como la falsifica-
ción de documentos y firmas, transfieren el bien a 
los actores armados, a sus testaferros o a terceros, 
que aprovecharon la situación de violencia para 
acaparar tierras. 

Este a su vez ocurre cuando las personas se ven 
obligadas a vender a precios muy bajos debido 
a las circunstancias de violencia o por presiones. 
Otro caso común de despojo se presentó cuando 
el Incoder (liquidado mediante Decreto 2365 del 

7 de diciembre de 2015), antes Incora, después 
de adjudicar un terreno baldío a una persona y 
presumiendo que ésta dejó abandonado el pre-
dio, aplicó la figura de caducidad administrativa 
y lo adjudicó a otra persona (MADR, 2016).

De acuerdo con la Superintendencia de Notaria-
do y Registro y a la Unidad Administrativa Espe-
cial de Gestión de Restitución de Tierras (2014), 
se han detectado por lo menos 15 formas ilega-
les de despojo de tierras: 

1.	 Ventas forzadas: aquellas que de mane-
ra obligada realiza el dueño de un predio; 
es decir, ventas realizadas bajo presión.

2.	 Ventas por un precio injustamente 

menor al de la cosa que se compra: 
suceden cuando se adquiere un predio 
por un valor muy inferior a su avalúo 
comercial o catastral, aprovechando la 
situación de vulnerabilidad del vendedor. 
La Ley 1448 de 2011, en su artículo 77,  
numeral 2, literal D, la consigna como una 
presunción de hecho que admite prueba 
en contrario, cuando se presume la 
ausencia de consentimiento o causa lícita 
en los contratos. 

3.	 Suplantación: ocurre cuando una perso-
na que finge ser el vendedor suscribe una 
escritura de transferencia de dominio.

4.	 Falsedad en documento público: 
una alteración en las declaraciones que 
contiene un documento de transferencia 
de dominio, o en los documentos que se 
requieren para la correspondiente trans-
ferencia. 
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5.	 Despojo masivo por transferencia 

de dominio: una misma persona jurídica 
adquiere para sí gran cantidad de predios 
rurales ubicados en zona de desplazamien-
to forzado, sin la autorización para enaje-
nar del respectivo comité.

6.	 Titulación indebida de predios: el 
Incora adjudica un baldío o un predio del 
Fondo Nacional Agrario a un campesino; 
posteriormente le revoca la adjudicación y 
le adjudica al mismo tiempo el predio a un 
testaferro de un grupo al margen de la ley.

7.	 Oficinas paralelas Incoder, Incora 

e Igac: un grupo de personas organiza 
oficinas donde se expiden de manera frau-
dulenta resoluciones presuntamente expedi-
das por el Incora, el Incoder o el Igac.

8.	 Actualización de linderos en bal-

díos de la nación: mediante actualiza-
ción de áreas de predios vecinos, se apro-
pian de predios baldíos que colindan con 
las fincas objeto de actualización.

9.	 Concentración de la propiedad con 

predios provenientes de los baldíos: 
una misma persona natural o jurídica adquiere 
una cantidad de predios provenientes de ad-
judicación de baldíos, superando con ellos el 
área establecida para la UAF de esa región.

10.	 Ampliación del área a través de de-

claraciones extrajuicio: el propietario del 
predio, a través de declaraciones ante notario 
o ante juez, aumenta sin fundamento jurídico ni 
respaldo de la entidad competente el área del 
predio inicialmente referida en el primer título 
con el cual adquirió la propiedad o derecho.

11.	 Predios con falsa tradición con có-

digo registral 600: sucede cuando se 
adquiere un predio sin su pleno dominio. 
Se debe inscribir en la Orip con el código 
registral 600 (falsa tradición); con el paso 
del tiempo, sin que haya habido plena ad-
quisición del dominio,  la Orip inscribe los 
actos posteriores con el código registral 100 
(pleno dominio).

12.	 Aumento de área a través de venta 

de personas que ocupan terrenos 

baldíos con folio de matrícula de 

mejoras: inicialmente se registran mejoras 
en terrenos baldíos de la nación sobre un 
área determinada y a medida que se va 
haciendo la transferencia de derechos de 
cuota se va aumentando arbitrariamente el 
área del predio. 

13.	 Aumento de áreas a través de 

compraventas de los titulares del 

predio: se presenta cuando el título 
con el cual se adquiere inicialmente el 
dominio tiene un área determinada que 
se va aumentado a través de las ventas 
que se efectúan.

14.	 Aumento del área en predios bal-

díos través de la figura de accesión, 

aluvión, etcétera: cuando el cauce de 
un río cambia o se seca, se pretende por 
escritura pública apropiarse de esas áreas 
utilizando dichas figuras.

15.	 Destrucción de títulos adquisiti-

vos de dominio: con ello se preten-
de borrar la historia jurídica del predio 
consagrada en los folios de matrícula 
inmobiliaria.
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La Unidad Administrativa Especial de Restitución 
de Tierras complementa esta tipología con los tres 
siguientes casos:

16.	Creación de folios paralelos de matrí-

culas inmobiliarias: va acompañado de 
cierres de los folios de matrícula inmobilia-
rios verdaderos.

17.	 Despojo material o de hecho: cuando 
simplemente expulsan de sus tierras a los 
campesinos y se apoderan de ellas sin reali-
zar ninguna acción jurídica.

18.	Despojo judicial: cuando, aprovechándo-
se del abandono del predio, inician sobre él 
acciones judiciales y generalmente impiden el 
acceso a la justicia de los campesinos despla-
zados, adquiriendo la propiedad del inmueble 
a través de sentencia judicial. Las sentencias 
más frecuentes son declaración de pertenencia 
y remates por acciones ejecutivas.

Por su parte, el Ministerio de Agricultura y Desa-
rrollo Rural (2016) define el abandono forzado 
como “la situación temporal o permanente a la 
que se ve abocada una persona forzada a des-
plazarse, razón por la cual se ve impedida para 
ejercer la administración, explotación y contacto 
directo con los predios que debió desatender en 
su desplazamiento”. 

Ley de Víctimas y Restitución 
de Tierras o Ley 1448  
de 2011

La Ley de Víctimas y de Restitución de Tierras fue 
aprobada por el Congreso y sancionada por el 
presidente Juan Manuel Santos el 10 de junio de 

2011. Es una herramienta legal orientada al re-
conocimiento de las víctimas, así como a garanti-
zar la reparación y restablecimiento de todos los 
derechos que les fueron vulnerados por causa del 
conflicto armado interno. 

Entre los antecedentes de la Ley 1448 se encuen-
tra la Sentencia T-025 de 2004, mediante la cual 
se advirtió la lamentable situación en la que se en-
contraba la población desplazada por la violen-
cia en los lugares de recepción a lo largo y ancho 
del país, lo que llevó a la Corte Constitucional a 
declarar la existencia de un estado de cosas in-
constitucionales en todo lo relacionado con dicha 
situación de vulnerabilidad de esta población. 

Dicho fallo se convirtió en un aspecto fundamen-
tal en materia de política pública sobre despla-
zamiento forzado en Colombia, pues con este 
se inició un proceso en el cual se realiza un se-
guimiento más riguroso y sistemático a todas las 
entidades implicadas en la atención a dicha po-
blación víctima del conflicto armado. 

Como segundo antecedente, se encuentra el Auto 
008 de 26 de enero de 2009, emitido por  la 
Corte Constitucional, por medio del cual se des-
cribe el balance que realizó la Corte respecto al 
grado de cumplimiento de la política pública de 
atención integral a la población desplazada, que 
concluyó con la necesidad de replanteamiento 
total de algunos componentes de la política, así 
como la complementación y avances en otros. Al 
respecto, la Corte estableció que el componente 
de tierras es uno de los que necesitaban replantear-
se en su totalidad, por lo cual ordenó al Ministerio 
del Interior y de Justicia, al Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural, al entonces director de Acción 
Social y al Departamento Nacional de Planeación 
que reformularán la política de tierras teniendo en 
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cuenta algunas características mínimas del conteni-
do que debería tener dicha política35. 

Con el fin de dar cumplimiento a las órdenes de 
la Corte Constitucional, el gobierno expidió la Ley 
1448 de 2011, con la cual propone un meca-
nismo especial para recibir, tramitar y resolver las 
reclamaciones sobre restitución de tierras.

De acuerdo con la Unidad Administrativa Espe-
cial de Gestión de Restitución de Tierras Despo-
jadas (UAEGRT) (2015), la restitución de tierras 
es un procedimiento mixto que se compone de 
una etapa administrativa (inscripción en el regis-
tro de tierras despojadas) y de un recurso judicial 
(acción de restitución). Para su adecuado desa-
rrollo se requiere de un alto compromiso de las 
entidades con funciones y responsabilidades en 
los temas concernientes a los derechos sobre la 
tierra, con el fin de garantizar la articulación y 
el intercambio fluido y en tiempo real de informa-
ción con la UAEGRT. 

En este sentido, participan en el nivel central y en 
el territorial, la Superintendencia de Notariado y 
Registro, el Incoder (liquidado mediante Decreto 
2365 del 7 de diciembre de 2015 y remplaza-
do por la Agencia Nacional de Tierras, instituida  
mediante Decreto 2363 del 7 de diciembre de 
2015) y el Igac, entre otras entidades. Estas con-

forman el llamado Sistema Nacional de Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas (SNARIV), 
que se define como el conjunto de entidades pú-
blicas, en los órdenes nacional y territorial, encar-
gadas de formular o ejecutar los planes, progra-
mas, proyectos y acciones específicas tendientes 
a la atención y reparación integral a las víctimas, 
y que de acuerdo con sus funciones, apoyan el 
desarrollo de este proceso en sus distintas etapas: 
administrativa, judicial y postfallo.

Su principal objetivo, consiste en participar en la 
formulación e implementación de la política integral 
de atención, asistencia y reparación a las víctimas, 
integrando esfuerzos públicos y privados para la 
adecuada atención integral, garantía de los de-
rechos humanos y de la aplicación del Derecho 
Internacional Humanitario (DIH), que les asisten a 
las víctimas. Para esto, debe garantizar de manera 
oportuna y eficiente la canalización de los recursos 
humanos, técnicos, administrativos y económicos 
que sean indispensables para el cumplimiento de 
la política (Ley 1448, artículo 161). 

En igual sentido, el SNARIV debe garantizar una 
coordinación interinstitucional permanente, la 
articulación de su oferta con otros sectores, así 
como la programación, asignación, focalización 
y ejecución de recursos y la provisión de bienes y 
servicios públicos de acuerdo con las soluciones 
definidas. Igualmente, debe realizar el monitoreo, 
seguimiento y evaluación del cumplimiento de las 
responsabilidades asignadas por la Ley 1448 de 
2011, por lo cual debe apoyar la implementación 
de una plataforma de información que permita in-
tegrar, desarrollar y consolidar los datos de las dife-
rentes entidades que hacen parte de este Sistema.

La  restitución se ha convertido entonces en una 
política de Estado respaldada por la Ley 1448 e 

35	 Informe de auditoría a la Unidad Administrativa Especial 
De Gestión para la Restitución de Tierras Despojadas 
(UAEGRTD) “Auditoría a la política pública para la res-
titución de tierras despojadas y a la Unidad Administra-
tiva Especial de Gestión para la Restitución de Tierras 
Despojadas” (Vigencia fiscal 2012) CGR–CDSA junio 
de 2013. Recuperado de: www.contraloriagen.gov.
co/documents/10136/176635901/INFORME+AU-
DITORIA+UAEGRTD+2012.pdf/a748ff46-5f5c-4d4e-
8681-210994c7c91d?version=1.0
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implementada desde el año 2011, en especial  
por la Unidad Administrativa Especial de Gestión 
de Restitución de Tierras, con la cual el gobierno 
nacional busca responder a la difícil situación que 
vive la población desplazada y víctima del con-
flicto armado, en particular aquellos que tengan 
vínculos jurídicos de propiedad, posesión y ocupa-
ción con algún predio y que hayan sido obligados 
a abandonarlo o despojados de estos en ocasión 
al conflicto armado y con posterioridad a 1991.

Esta Unidad, adscrita al Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural, se especializa en la ejecución 
de la fase administrativa del proceso restitutivo y 
representa judicialmente, ante los jueces y magis-
trados de restitución, a las víctimas que lo solici-
ten. También realiza las gestiones y el monitoreo 
para dar cumplimiento a las sentencias de restitu-
ción (posfallo). De acuerdo con la Ley 1448, está 
encargada “de diseñar y administrar el Registro 
de Tierras Despojadas y Abandonadas, en don-
de además del predio, se inscribirán las personas 
sujeto de restitución, su relación jurídica con la 
tierra y su núcleo familiar. La UAEGRT compila el 
acervo probatorio, sustancia y presenta las de-
mandas de restitución ante los jueces o magis-
trados de restitución de tierras, representando a 
las  víctimas. Por su parte los jueces y magistra-
dos especializados de restitución de tierras —ju-
risdicción creada igualmente por la Ley 1448 de 
2011— ordenan la restitución y entrega material 
y jurídica de los bienes; en el caso que no sea 
posible la restitución, compensan a la víctima y 
exentan de culpa a los terceros de buena fe”. 

La Ley 1448 también establece “la creación de 
cargos de jueces civiles del Circuito y magistrados 
de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial de 
la Sala Civil, especializados en restitución de tie-
rras, para resolver las solicitudes en escenarios de 

justicia. Estos también tienen bajo su responsabi-
lidad tomar las decisiones de fondo sobre las re-
clamaciones y pretensiones conexas en el marco 
de la reparación integral. Deciden los procesos 
en única instancia y de manera definitiva conser-
van la competencia hasta tanto se garantice la 
restitución material del bien despojado; esto es, el 
goce efectivo del derecho restituido. La sentencia 
constituirá pleno título de propiedad”.

En cuanto a los beneficiarios de este proceso, de 
acuerdo con la Ley 1448, tienen derecho a la 
restitución de tierras todos aquellos propietarios o 
poseedores de predios o explotadores de baldíos 
susceptibles de adjudicación que hayan sido o sean 
víctimas del despojo o abandono forzado de sus 
tierras a causa del conflicto armado, desde el 1 de 
enero de 1991 hasta el 10 de junio de 2011. Sin 
embargo, es importante precisar que cuando se 
habla de propietarios, la Ley se refiere a aquellas 
personas que tienen una escritura pública, una re-
solución del Incoder o del Incora o una sentencia 
de un juez que posteriormente fue registrada ante la 
Oficina de Registro de Instrumentos Públicos (ORIP) 
correspondiente. Esto significa que para que una 
persona sea considerada propietaria, debe cumplir 
dos requisitos: tener un título y registrarlo. Los posee-
dores, quienes también son beneficiarios del proce-
so, son las personas que se “creen y actúan como 
dueñas de un predio, y por tanto lo usan, explotan o 
incluso arriendan a otros, pero no tienen el título de 
propiedad y/o el registro del título ante la Oficina 
de Registro de Instrumentos Públicos”. Los ocupantes 
a su vez son las personas que viven o explotan di-
rectamente un terreno baldío.

Por otro lado, las personas que adquirieron los 
predios de buena fe y que no tuvieron conoci-
miento de hechos violentos detrás de la venta ori-
ginal tienen derecho a presentar un recurso de 
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reposición a través del cual se realizan nuevas 
pruebas y se determina si deben o no ser com-
pensados y el predio, restituido. Este aspecto de 
la política ha mostrado ser de gran complejidad 
y de difícil abordaje en la práctica, ya que re-
quiere de una atención diferente y especializada, 
que parta de una caracterización completa de las 
familias que se encuentran en dicha situación, así 
como de recursos técnicos y presupuestales con el 

fin de no desmejorar sus condiciones de vida una 
vez se dicta la sentencia final del proceso y se 
realiza la restitución del predio. El 11 de marzo 
de 2016 se expidió el Decreto 440, con el cual 
se busca apoyar y favorecer a través de aseso-
rías e indemnizaciones, cuando así se requiera, 
a campesinos que compraron tierras de manera 
legal que se han visto involucrados en procesos 
de restitución de tierras.

para acceder a la 
restitución de tierras

Ruta
1.

i.

La restitución de tierras es un procedimiento mixto que se desarrolla en 
dos etapas claramente definidas en la ley. En la primera, de carácter 
administrativo, se realiza todo el análisis documental de la solicitud y 
se lleva a cabo el proceso de inclusión de los predios en el Registro 
de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente (RTDAF),  lo cual  
es requisito de procedibilidad para continuar con la siguiente etapa. 
Esta primera fase de la ruta es adelantada por la UAEGRTD y se co-
noce como la ruta administrativa del proceso. La segunda etapa es 
la judicial, en la cual los jueces y los magistrados especializados en 
restitución de tierras adelantan los procesos y fallan de fondo sobre las 
pretensiones de las solicitudes de las mismas. 

Focalización

Previo al comienzo de la ruta administrativa, la Unidad de Restitución 
de Tierras debe definir las zonas geográficas donde se llevarán a 
cabo sus acciones, proceso que se denomina focalización. Este es 
un prerrequisito para esta primera etapa así como para el posfallo.

La macrofocalización o la definición de amplias áreas geográficas para 
la restitución se define de manera conjunta por el Ministro de Defensa 
Nacional y el Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural o sus delegados; 
este último cuenta con el acompañamiento del director general de la 
UAEGRTD o su delegado. La microfocalización o la definición especí-
fica de municipios, veredas y corregimientos que cumplen los requisitos 
para restituir es asumida por la UAEGRTD, para lo cual de manera pre-
via se convoca al Comité Operativo Local de Restitución y Formalización 
de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente (COLR).
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De acuerdo con el informe de gestión de la UAEGRT de 2015 con corte a diciembre 31, 
se estableció un total de 17 macro regiones y 358 resoluciones de microfocalización en 18 
departamentos. Estas últimas cubren un territorio de 181 municipios, 5 zonas urbanas, 428 co-
rregimientos, 1.344 veredas, 70 inspecciones de policía y 165 predios de mayor extensión. 

ii.
Etapa  
adminis-
trativa

El proceso de restitución 
de tierras se puede re-
sumir en cuatro etapas 
básicas:

1.	 Recepción de las solicitudes del titular, de oficio o por remi-
sión de otras autoridades. 

2.	 Individualización del predio e identificación del solicitante.

3.	 Establecimiento de la relación jurídica con el predio.

1.	 Examen de procedibilidad de la petición.

2.	 Da paso al estudio formal o lo excluye. La decisión se 
notifica al solicitante, y procede el recurso de reposición.

Análisis previo: Priorización de los sujetos de protección.

3.	 Georeferenciación de los predios.

4.	 Etapa probatoria. Tiene un término a 30 
más, prorrogables hasta por 30 días. Con 
la modificación del Decreto 1071 de 2015, 
a través del Decreto 440 de 2016, esta eta-
pa probatoria ya no existe. Al contrario, se 
pueden pedir pruebas en cualquier momento 
del proceso administrativo.

1.	 Resolución de apertura, medida de pro-
tección del predio, orden de inscripción 
folio de matrícula inmobiliario o apertura 
de este.

2.	 Comunicación a los terceros que resi-
den en el predio, sobre el inicio formal 
de una solicitud de inscripción en el re-
gistro de tierras.

Solicitud

Análisis  

previo

Estudio formal  

de caso
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Registro

Presentación  
de la demanda

Admisión y traslado

1.	 Resolución de inclusión en el registro.  Notificación al solicitante (siem-
pre garantizando el derecho al debido proceso administrativo —Senten-
cia T653 de 2006).

2.	 Procede recurso de reposición. 

3.	 Finaliza fase administrativa. Da paso a la presentación de la demanda.

iii.
Etapa judicial

Una vez finaliza la etapa administrativa, la Unidad o un abogado 
de confianza, dependiendo de lo que el solicitante decida, lleva las 
solicitudes o demandas de restitución de tierras ante los jueces y ma-
gistrados para el fallo judicial final.

La etapa judicial está conformada por las siguientes fases:

La UAEGRTD presenta la demanda individual bajo cri-
terios de priorización o colectiva. 

El titular de la acción puede presentarla por sí mismo 
o a través de un apoderado.

Un auto de admisión dispone inscripción de la solici-
tud en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos.

Se dan las notificaciones y traslados que sean al caso.

Se establecen medidas cautelares, acumulación 
procesal y reconocimiento de opositores, una vez 
estos presentan sus oposiciones; el juez se pronun-
cia al respecto.
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Periodo  
probatorio

Fallo

Se practican las pruebas solicitadas y decretadas en 
el proceso.

Se da un término de 30 días para practicarlas.

El fallo favorable ordena la restitución y acciones com-
plementarias. 

Un fallo desfavorable admite grado de consulta. Pro-
cede recurso extraordinario de revisión.

iv.
Etapa 
posfallo

De acuerdo con el artículo 91 de la Ley 1448, “la sentencia se pro-
nunciará de manera definitiva sobre la propiedad, posesión del bien u 
ocupación del baldío objeto de la demanda y decretará las compen-
saciones a que hubiera lugar, a favor de los opositores que probaron 
buena fe exenta de culpa dentro del proceso. Por lo tanto, la sentencia 
constituye título de propiedad suficiente”. Posterior a la decisión del juez 
por medio de sentencia, la restitución de tierras pasa a la etapa de pos-
fallo, con la cual se busca que la entrega del predio se acompañe de 
otras acciones complementarias que permitan generar las condiciones 
de vida necesarias para facilitar el regreso de los campesinos a sus tie-
rras. Esta etapa se desarrolla de manera coordinada con el SNARIV. El 
juez de restitución mantiene la competencia para proteger la restitución 
adelantada. La sentencia constituye un título de propiedad suficiente.

Es posible interponer un recurso de revisión, de acuerdo con el artículo 
92 de la Ley 1448, ante la Sala de Casación Civil de la Corte Supre-
ma de Justicia, en los términos del artículo 379 y siguientes del Código 
de Procedimiento Civil. La Corte proferirá los autos interlocutorios en 
un término no mayor de diez días y tomará una decisión en un término 
máximo de dos meses.
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Es importante mencionar que la ley y otros instrumentos normativos que han surgido 
desde 2011 también contemplan la compensación y atención de aquellos opositores 
o segundos ocupantes que demostraron buena fe exenta de culpa dentro del proceso, 
pero que debido al fallo, pierden su relación con el predio. Le corresponde entonces a la 
Unidad de Restitución de Tierras, “establecer el reglamento para el cumplimiento de las 
medidas judiciales que se ordenen a favor de los segundos ocupantes dentro del marco 
de la acción de restitución con el fin de  garantizar la sostenibilidad y efectividad de la 
restitución, prevenir la conflictividad social que pueda suscitar el fallo de restitución entre 
los beneficiarios de restitución y los segundos ocupantes; garantizar, en el transcurso de 
la acción de restitución, la protección e integridad de las partes involucradas; promover 
las condiciones para que la restitución de tierras contribuya a la superación de las condi-
ciones históricas de vulnerabilidad que enfrentan las comunidades involucradas, e iden-
tificar las problemáticas más urgentes de las comunidades en el proceso de restitución 
para priorizar acciones interinstitucionales encaminadas a la intervención y superación 
de las mismas” (UAEGRTD, Acuerdo 21 de 2015).

Logros de la Política

Respecto a las solicitudes presentadas para 
inclusión en el Registro de Tierras Abandonadas 
o Despojadas (RTDAF), el total fue de 87.119 de 
acuerdo con el informe de gestión de la UAEGRTD 
de 2015. El mayor número de estas se registró 
en el departamento de Antioquia representando 
el 19%, seguidamente por los departamentos 
de Bolívar (7,1%), Cesar (6,94%), Magdalena 
(6,91%), Tolima (6,72%) y Meta (6,56%). De 
estas solicitudes, 42.079 se hallan en zonas 

microfocalizadas. Aquellas incluidas en el RTDAF 
llegaron a 14.931 para 31 de diciembre de 
2015. Las incluidas en el RTDAF para restitución 
a esa misma fecha fueron 11.374, igualmente se 
registraron 618 sentencias y 1.308 resoluciones, 
que corresponden a 17 departamentos. Las 
hectáreas con orden de restitución son 179.502; 
los predios con orden de restitución en sentencia, 
2.529 y los núcleos familiares beneficiarios de las 
órdenes de restitución, 4.445.



73
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Drenaje_doble

departamentos

Vías

El Bajo Magdalena no ha sido una región ajena 
a la problemática del despojo. Por muchos años, 
sus pobladores han vivido en medio del conflicto 
y presionados por los diferentes grupos armados, 
como paramilitares, guerrillas y hoy en día ban-
das criminales, y se han visto muchas veces obli-
gados a desplazarse de manera forzada con el 
fin de proteger su vida y la de su familia, por lo 
cual dejaron de explotar, dominar y usufructuar 
sus tierras. Otros se han visto obligados a vender 
por bajos precios sus propiedades, desmejoran-
do así su calidad de vida, afectando el desarrollo 
económico y social de estos territorios e incremen-
tando la pobreza en la zona.

Son conocidos los casos de despojos emblemá-
ticos en los municipios de Chibolo, Sabanas de 

San Ángel, Plato y Tenerife, donde los paramilita-
res, particularmente, actuaron con la anuencia y 
colaboración de funcionarios públicos que facili-
taron la titulación ilegal de muchas de estas tie-
rras, llevando a lo que se conoce como “despojo 
por vía administrativa”.

En este territorio, la Unidad de Restitución de Tierras 
microfocalizó las siguientes zonas de intervención 
en materia de restitución: Plato, Chibolo, Ciénaga, 
Sabanas de San Ángel, Fundación, Aracataca, 
Zona Bananera, Pivijay, Sitionuevo, Remolino, Pue-
bloviejo, Ariguaní, El Piñón, Santa Marta, Cerro 
San Antonio, El Banco, Santa Ana, Pijiño del Car-
men, Nueva Granada, Algarrobo, San Sebastián 
de Buenavista, Guamal, San Zenón, Tenerife, San-
ta Bárbara de Pinto, Zapayán, El Retén. 



74

De estos municipios, los siguientes corresponden 
al programa NTP: Plato, Chibolo, Sabanas de 
San Ángel, Pivijay, Sitionuevo, El Piñón, El Banco, 
Santa Ana, Pijiño del Carmen y Tenerife.

Es en este escenario regional donde intervino la 
OIM a través del PPT en su componente de restitu-
ción, el cual tuvo como principal objetivo apoyar 
la fase administrativa del proceso de restitución 
del derecho a la tierra a hogares víctimas de des-
pojo. Con esto se contribuyó a reparar por vía 
judicial a víctimas del conflicto armado interno, 
respecto de los derechos de propiedad que les 
fueron vulnerados. 

En ese sentido, se planteó la necesidad de 
crear una oficina satélite de la Unidad de Res-
titución de Tierras, que dentro de los territo-
rios intervenidos por NTP pudiera colaborar 
en este objetivo, puntualmente en los temas 
que corresponden a la creación de procesos 
locales de desarrollo territorial integral, gene-
ración de arraigo de las personas en condi-
ción desplazada por la violencia que desean 
retornar, recuperación del tejido social, for-
talecimiento de las organizaciones y estabili-
zación socioeconómica de las comunidades. 
Estos resultados a su vez crean condiciones de 
gobernabilidad democrática en los territorios 
que viabilizan su desarrollo integral y sientan 
bases para la construcción de paz.

Durante los dos años de implementación del pro-
yecto, el PPT apoyó el montaje y la operación de 
una oficina satélite de la UAEGRT en el municipio de 
Plato, así como la instalación y operación del equi-
po técnico humano que se encargó de documentar 
las solicitudes de restitución de las víctimas. Lo que 
se buscó con la implementación de esta oficina fue 
contribuir a la reparación integral de las víctimas del 

conflicto armado en la zona centro y sur del depar-
tamento de Magdalena, especialmente a quienes 
resultaron vulnerados en sus derechos de propiedad, 
posesión u ocupación, con una expectativa de aten-
ción de alrededor de 1.100 familias, haciendo de 
la restitución de tierras uno de los ejes centrales de la 
reconciliación y de la construcción de NTP. 

La sede inicialmente tenía como único objetivo im-
pulsar los procesos administrativos encomendados 
por la Dirección Territorial, empezando por el aná-
lisis de aproximadamente 75 solicitudes de inscrip-
ción en el registro de tierras, que recaían sobre pre-
dios ubicados en la vereda Oceanía, municipio de 
Sabanas de San Ángel. Sin embargo, para el año 
2015, la Unidad de Restitución de Tierras definió 
una estrategia de barrido. Como mecanismo para 
ampliar su acción. Su objetivo era focalizar los es-
fuerzos en ciertas zonas del país, entre las que se 
escogió el Magdalena, uno de los departamentos 
donde se presentaron más casos de restitución de 
restitución; de ahí que fuera necesario robustecer 
el equipo de trabajo con contratistas de todas las 
áreas.

Vale la pena señalar que la sede inició con siete cola-
boradores. Sin embargo, en la actualidad la oficina 
cuenta con una coordinación y un número superior a 
25 contratistas, por lo cual pasó de ser una microuni-
dad a extender su acción a otros municipios.

La oficina inició como parte del componente de 
restitución de tierras del PPT, pero su alcance tomó 
mayor dimensión en respuesta a los requerimientos 
de la estrategia regional de la URT. En el radio 
de acción de la oficina hay 13 municipios 
(centro y sur del Magdalena, con 1.100 casos 
aproximadamente). Inicialmente en el marco del 
proyecto se buscaba resolver solicitudes en cinco 
municipios con un alcance de 300 casos de los NTP. 
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Esto suponía una dualidad en la implementación, lo 
cual obligó a replantear el plan de acción llevando 
a ampliar la cobertura a una zona geográfica más 
amplia y a incrementar el recurso humano y técnico 
de la oficina. 

Uno de los retos fue y sigue siendo la incidencia 
política de las personas que actualmente están en 
los predios frente al proceso. Esto se relaciona 
con la compleja problemática de los segundos 
ocupantes. En el tema de tierras se mueven intere-
ses económicos y políticos que han dificultado el 
avance de los procesos de restitución. 

El conflicto armado generó fenómenos como el 
desplazamiento forzado y abandono de los 
predios de cientos de familias. A inicios de los 
noventa, el Incora compró grandes extensiones de 

tierra que fueron adjudicadas entre campesinos 
como parte de una “reforma agraria”. Con la 
llegada de los grupos paramilitares entre 1996 
y 1997 al departamento del Magdalena, se 
dio el despojo de quienes habían recibido la 
tierra por esta vía, asociando a estas dinámicas 
sociales campesinas a la guerrilla. Esto derivó 
en desplazamientos masivos, ocupación ilegal 
de predios, testaferrato, modificación del uso 
del suelo, entre otros fenómenos. Durante la 
década que duró la presencia de este grupo en 
la zona, se crearon alianzas con las autoridades 
y grupos económicos locales que dieron lugar 
a nuevas adjudicaciones ilegales y a reformas 
al ordenamiento territorial para favorecer a los 
ocupantes de estas tierras. Por esta razón, el 
Magdalena es uno de los departamentos con 
más casos de restitución, después del Cesar. 
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Todo este fenómeno hace que la restitución sea muy 
compleja en esta zona; encontrar el histórico de 
los predios en relación a la propiedad no es ta-
rea fácil. Es claro que existen segundos ocupantes 
de buena fe, que no incidieron en los eventos de 
despojo y que también son vulnerables en el pro-
ceso de restitución, con riesgo de convertirse en 
víctimas. Sin embargo, actualmente se presenta una 
situación difícil debido a que muchos terratenientes, 
testaferros y despojadores directos, aprovechando 
esta figura, buscan incidir en la política de restitu-
ción y obstaculizar los procesos, constituyéndose en 
grupos de presión que pretenden estigmatizar a los 
reclamantes y polarizar el proceso. 

En varias regiones del país se han presentado in-
cidentes de seguridad que han puesto en riesgo 
la vida e integridad de los líderes de víctimas que 
apoyan el proceso. En el caso del Bajo Magda-
lena se tiene conocimiento de menos de 1% de 
solicitantes amenazados, ante lo cual se activan 
los protocolos de seguridad.

La URT tiene un área llamada de prevención y pro-
tección, que conoce de estas amenazas, mas no 
asigna las medidas de protección. Ante cualquier 
evento del que se tenga conocimiento, esta lle-
na un formulario que se envía a los enlaces UNP, 
quienes a su vez realizan el estudio de seguridad 
y asignan las medidas de protección a que haya 
lugar. Sin embargo, como se mencionó anterior-
mente, los casos de los que se tiene conocimiento 
son muy pocos. 

La política pública de restitución funciona de ma-
nera microfocalizada, teniendo en cuenta los si-
guientes puntos:

•	 Densidad histórica del despojo 

•	 Condiciones de seguridad para los 
funcionarios 

•	 Condiciones para el retorno de las víctimas

En este sentido, la estrategia para agosto de 
2016 de la URT buscaba resolver con mayor ce-
leridad las solicitudes, por lo cual se microfocalizó 
toda la zona del Magdalena, lo que implicaba 
realizar un estudio de casos colectivo. De esta 
microfocalización, la URT de Plato actúa en 13 
municipios. Sin embargo, desde el punto de vista 
catastral y técnico, tramitar este volumen de casos 
es mucho más complejo. Desde lo social y jurídi-
co son menos arduos estos procedimiento. Desde 
lo catastral, la georreferenciación de cada predio 
se debe hacer de forma individual; ahí a que el 
esfuerzo sea mucho mas grande. Esa ha sido sin 
duda una de las dificultades: obtener los insumos 
desde lo catastral. 

La apuesta que hizo la Unidad ha mostrado ser 
adecuada ya que a la fecha se han podido definir 
la situación de fondo de más de la mitad de los 
casos que había en el departamento, para que 
pasen a los jueces y magistrados especializados 
de restitución. 

Actualmente existen cuatro casos de sentencias de 
restitución jurídica material de parcelas dentro de 
predios de mayor extensión: La Pola, en Chibolo; 
Villa Luz y Las Planadas I y II, veredas de Plato. 
Estos fueron de los primeros predios microfocaliza-
dos y en este momento están en fase de retorno. 
Estos procesos fueron los pilotos tramitados inicial-
mente desde la territorial Magdalena y son con-
siderados como sitios emblemáticos de despojo. 
Luego pasaron a la oficina de Plato para culminar 
el proceso. Con estas sentencias se beneficia un 
número importante de familias, así:
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Municipio Vereda Predio
N.° 

familias

Chibolo La Pola

El Radio 14

Las Tolúas 6

Santa 
Rosa

11

Plato
Las Planadas I 12 

Villa Luz 6 

Sabanas de San 
Ángel

Planadas II 1

A la Unidad le corresponde adelantar la materialización 
de las órdenes de las sentencias en el posfallo. Esto inclu-
ye proyectos productivos y monitoreo al cumplimiento de 
otras disposiciones, de mejoramiento o construcción de 
vivienda rural nueva; igualmente proveer alivios de pasi-
vos, brindar asistencia y reparación integral a las víctimas 
en materia de salud, educación, empleo, atención psico-
social, etcétera, como se estipula en el rol de a URT para 
cada etapa del proceso:

•	 Administrativa (URT)

•	 Judicial (como representantes judiciales de las víctimas 
en algunos casos) 

•	 Posfallo (URT y otras entidades, según lo asigne la 
sentencia)

Logros y dificultades de los 
procesos de retorno

El abandono de los predios hace que el arraigo se pierda, 
y recuperarlo es un proceso complejo. En este sentido, es un 
reto tanto para las familias como para la URT ayudarles a 
reconstruir el proyecto de vida y elaborar un plan para el uso 
del proyecto. 

Uno de los logros es precisamente ese, 
que las personas recuperen su sentido 
de pertenencia y arraigo por su tierra, 
es decir, reparar el tejido social. En La 
Pola ya se tienen procesos organizati-
vos que contribuyen a este resultado. 

Si bien se está en una etapa transicio-
nal en el marco del proceso de paz, 
aún existe conflicto. El reto principal es 
llegar a donde no se ha podido: luga-
res que aún representan riesgos para 
la seguridad de los funcionarios y las 
víctimas, especialmente en el zonas 
del sur del país (Caquetá, algunas zo-
nas de Nariño, Putumayo, Meta, orien-
te antioqueño, Chocó, algunas zonas 
de Norte de Santander, entre otras). 
El reto está en consolidar la seguridad 
en estas zonas para que se den todas 
las garantías que posibiliten la restitu-
ción, así como superar las divisiones y 
oposiciones donde se mueven intereses 
contrarios al proceso. 

Gracias a la implementación progresi-
va de la estrategia 2015 de la URT y 
al apoyo del PPT en los NTP, la oficina 
Plato tiene injerencia en 13 municipios 
del centro y sur del departamento de 
Magdalena (Chibolo, Sabanas de San 
Ángel, Tenerife, Plato, Nueva Grana-
da, Ariguaní, Santa Bárbara de Pinto, 
Santa Ana, Pijiño del Carmen, San 
Zenón, San Sebastián de Buenavista, 
Guamal y El Banco), todos ya microfo-
calizados y con solicitudes en trámite 
administrativo. A la fecha se tienen los 
siguientes resultados:
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El Banco, Plato, Sabanas  
de San Ángel y Tenerife597

385

171 99

61214

212

MUNICIPIOS

Solicitudes con decisión de fondo

Total de solicitudes 
recibidas

Casos 
documentados

análisis del precio e inicio de estudio
administrativa

casos en etapa

Cifras de la URT de Plato, Magdalena a agosto del 2016

en estudio 
previo

inscritas en 
el registro de 

tierras

Solicitudes 
presentadas ante 

los jueces
con solicitud  

de fondo

Logros del proyecto

Aunque en el componente de restitución de tierras el 
PPT tuvo una orientación más  técnica-administrativa, 
es fundamental tener presente siempre que detrás de 
cada caso o solicitud se encuentran familias benefi-

ciarias y que el proceso tiene un impacto concreto en 
los territorios donde se busca que la claridad de los 
derechos sobre la tierra y sobre la propiedad rural 
contribuya a generar desarrollo, paz y equidad.
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Esto significa que la Oficina de Restitución de Tie-
rras recibió 597 solicitudes desde su apertura a 
principios de 2015 hasta Agosto de 2016. De 
esas, 212 se encuentran en etapa administrativa, 
es decir, aquella en que se hace una primera re-
visión de cumplimiento de las condiciones para  
iniciar la ruta (calidad jurídica del solicitante, tiem-
po en que se produjo el despojo o abandono y 
causa). Por otro lado, 385 fueron documentadas, 
de las cuales 214 ya cuentan con decisión de 
fondo. Esto significa que ya fueron estudiadas y 
se tomó una decisión administrativa, de éstas, 99 
se encuentran inscritas en el registro de tierras y 
61 fueron presentadas como solicitudes de resti-
tución ante los jueces. 171 se encuentran en pro-
ceso de recaudación de pruebas y se encuentran 
próximas a decidir de fondo. 

logros es abrirse paso en medio de contextos de 
gran dificultad y poco a poco crear rutas, meto-
dologías e instrumentos normativos y pedagógicos 
que van fortaleciendo su acción en los territorios. 

Desde el marco del PPT, uno de los principales lo-
gros fue haber apoyado de manera directa la im-
plementación de una política pública que reviste 
gran importancia para el contexto actual del país 
y con la que se espera abonar el terreno para la 
paz y el posconflicto. Al haber dado respuesta a una 
necesidad concreta de la Unidad de Restitución de 
Tierras a través del apoyo financiero y técnico para 
la implementación de la oficina de Plato, se pudo in-
tervenir en una zona de alta influencia en materia de 
despojo y abandono forzado de tierras, donde se 
encuentran varios de los casos más representativos 
de despojo. Igualmente, se contribuyó a fortalecer 
la presencia del Estado en zonas que anteriormen-
te estaban marginadas y bajo el control de actores 
armados, así como a regresarle la importancia a la 
ley y a la norma como mecanismos legítimos para la 
resolución de conflictos.

Por otro lado, con esta intervención se contribuyó a 
ampliar el espectro de acción de la UAEGRT en el 
sur del departamento del Magdalena. Se logró que 
la comunidad conociera la entidad, se familiarizara 
con sus procedimientos y accediera a información 
sobre la ruta para la restitución del tierras.  

Desafíos para la restitución 
de tierras

La política de restitución de tierras enfrenta grandes 
retos y dificultades; por un lado, aumentar el 
volumen de fallos, que si bien es significativo para 
tan poco tiempo, sigue siendo pequeño. Teniendo 
en cuenta la importancia de este tema para el 

“Un sentimiento muy 
grande y a la vez una gran 
alegría regresar a la tierra 

donde nacieron los hijos. Llegar 
de nuevo a trabajar. Ese es 
el sueño”. Testimonio de un 
solicitante de restitución de 

tierras. Documental sobre la 
restitución de tierras. Unidad de 

Gestión de Restitución.

Resultados obtenidos

La política de Restitución de Tierras ha demostrado 
en los pasados cinco años que es posible llevar 
a cabo acciones dirigidas al restablecimiento de 
derechos, al fortalecimiento de la institucionalidad 
y a la prevalencia de la norma, aun en condiciones 
donde está vigente el conflicto armado y la presen-
cia del Estado es precaria. Uno de sus principales 
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contexto actual, impulsar y dinamizar el proceso 
es urgente para generar confianza institucional y 
demostrar que es viable como instrumento para la 
apuesta por la paz y el posconflicto.

En relación con este tema, cabe mencionar que aun-
que los tiempos están claramente establecidos en la 
ruta administrativa, los fallos judiciales no se están 
generando en el tiempo previsto. Esto básicamente 
sucede porque el proceso judicial de restitución se 
encuentra definido mas no reglamentado, lo que in-
fluye en un menor compromiso de los jueces, pues 
debido a la falta de tiempo y a sus múltiples obliga-
ciones no dan celeridad a los procesos. 

Por otro lado, desde la experiencia del PPT se evi-
denció una falta de articulación entre el gobierno 
nacional y los gobiernos locales; igualmente falta 
articulación interinstitucional en el desarrollo de 
este proceso, pues a pesar de que la ley estable-
ció criterios en tiempos, formas y procedimientos 
para un trabajo articulado, en la práctica esto ha 
sido difícil de cumplir. En este sentido, la necesi-
dad de fortalecer los mecanismos para el inter-
cambio de información interinstitucional continúa 
siendo fundamental para que la ruta administrati-
va de la restitución pueda llevarse a cabo plena-

mente. Además, en el territorio se presenta una 
falla frecuente relacionada con la participación 
de las entidades acompañantes del proceso, lo 
que genera retrasos y dificulta el proceso en ge-
neral. Un ejemplo de esto es el acompañamiento 
de las Unidades Municipales de Asistencia Téc-
nica Agropecuaria (Umatas), que por falta de re-
cursos a nivel territorial muchas veces no pueden 
acompañar las visitas de campo donde se recoge 
la información social y técnica de los predios, ac-
tividad que se requiere para el proceso.

Otro desafío importante es lograr un apoyo y 
sostenido de la comunidad. Aunque en muchas de 
las zonas su participación es muy buena, en otras 
sigue estando dominada por algunos grupos de 
interés, excluyendo población clave para lograr 
una buena implementación del proceso.  

Para finalizar, la seguridad sigue siendo un asunto 
de total importancia. A pesar de los esfuerzos por 
neutralizar a los actores armados, aún persisten 
zonas donde las autoridades muchas veces se 
encuentran limitadas por la presencia de grupos 
al margen de la ley, y donde líderes comunitarios 
son amenazados constantemente por trabajar en 
favor de la restitución de tierras.
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FORMALIZACIÓN  
de predios rurales y ordenamiento  
social de la propiedad

zonas
sostenible

ordenamiento
predios

territorio
paz



territorio83

ordenamiento
uso seguridad

violencia, desolación y atraso en los territorios. 
En el marco de un acuerdo de paz y con una 
perspectiva de posconflicto, la formalización de 
predios es una necesidad urgente, así como una 
oportunidad para ordenar el territorio, mejorar la 
capacidad de inversión de los entes regionales y 
locales, generar confianza y arraigo y propender 
por el desarrollo humano y social del campo rural.  

Introducción    

La informalidad de la tenencia de la tierra en 
Colombia ha sido una constante en la dinámica 
de ocupación del territorio y ha incidido en 
acentuar la pobreza rural, al ser un factor de 
exclusión y de inequidad social. También ha sido 
vista como una ventaja por actores del conflicto 
armado y oportunistas para usurpar las tierras 
de pequeños campesinos, lo que ha generado 
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La OIM viene apoyando los procesos de formaliza-
ción desde hace varios años, a través de la asisten-
cia técnica brindada de manera directa al Incoder 
y al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, así 
como del acompañamiento en campo a experien-
cias específicas en formalización. El Proyecto Piloto 
de Tierras, en el marco del programa Nuevos Te-
rritorios de Paz (NTP), recoge estas experiencias, y 
de forma articulada con ambas entidades y otras 
instancias locales ha desarrollado un modelo de 
intervención que propone rutas, instrumentos y me-
todologías para contribuir a la formalización de 
predios rurales baldíos y privados.

Inicialmente, el objetivo del resultado de forma-
lización era “apoyar financiera, jurídica y técni-
camente, entre otros asuntos, en el trámite de al-
gunos de sus procesos administrativos agrarios, 
con el objetivo de formalizar 1.100 predios a 
hogares campesinos vulnerables o víctimas del 
conflicto, en las regiones definidas por el pro-
grama NTP”. Con el fin de ajustarse a tiempos, 
cambios internos de las entidades, así como a 
funciones y sus competencias exclusivas, a me-
diados de la intervención este objetivo se mo-
dificó pasando a ser “acompañamiento para 
la formalización de la propiedad a favor de 
hogares campesinos vulnerables o víctimas del 
conflicto en los NTP”.

Es así como el apoyo del Proyecto Piloto de Tie-
rras consistió en un proceso de acompañamiento 
al Incoder, a través del cual se suministró asisten-
cia técnica para la ejecución de las actividades 
que facilitaran la toma de decisiones de carácter 
administrativo de la entidad en los procesos agra-
rios de titulación baldíos. En una segunda fase, el 
trabajo se direccionó al acompañamiento a los 
hogares vulnerables o víctimas del conflicto arma-
do para la formalización de predios rurales.

A continuación se describe el proceso de la ac-
ción, comenzando por un marco conceptual que 
contextualiza la problemática de la informalidad 
en la propiedad rural en Colombia. Posteriormen-
te se explica cómo se diseñaron las actividades, 
qué elementos estratégicos se tuvieron en cuen-
ta para alcanzar los objetivos propuestos, cómo 
se llevaron a cabo las actividades y los logros 
(qué funcionó bien), dificultades (qué no funcionó 
tan bien), aprendizajes y recomendaciones para 
próximas intervenciones en este tema.

Formalización de predios 
rurales y ordenamiento social 
de la propiedad:  
marco conceptual

De acuerdo con cifras del Ministerio de Agricul-
tura y Desarrollo Rural (2016), aproximadamente 
1,7 millones de predios rurales se encuentran sin 
formalizar y 48% de los 3.718.000 predios rura-
les inscritos en el Catastro Nacional no tienen tí-
tulos registrados. Esta informalidad en la tenencia 
de la tierra, “entendida como la ausencia de títu-
los de dominio válidamente registrados, presente 
en su mayor parte en predios de particulares y 
algunas zonas en terrenos baldíos de la nación”, 
tiene una incidencia importante en el desarrollo 
del campo y profundiza la brecha de la pobreza. 
Por su parte, la Misión para la Transformación del 
Campo (2015) acepta que “el atraso en materia 
de formalización de los predios es muy grande, 
pues solamente 71 municipios (6%) tienen un nivel 
de formalidad mayor al 75%” (p. 16).

Es importante mencionar que en el medio rural co-
lombiano es una tradición la prevalencia de los arre-
glos informales sobre los derechos de propiedad de 
la tierra, por lo que pocos pequeños campesinos 
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poseen títulos formales, y el acceso a la tierra se 
concentra, por lo general, en la posesión —en mu-
chos casos sin legalizar—, la ocupación y la tenen-
cia. Incluso, el arrendamiento de tierras y la aparce-
ría se rigen por contratos de palabra, y los arreglos 
formales son poco frecuentes (Helo et al., 2008).

Sumado a esta situación, en Colombia se presen-
ta una “dinámica de ocupación perversa”, como 
lo evidencia la Misión Rural (2013), en la cual la 
especulación con la tierra y su alto costo alrede-
dor de centros poblados hacen que los producto-
res agrícolas se ubiquen en zonas apartadas, de 
baja densidad poblacional y, por lo tanto, con 
difícil acceso a bienes públicos.

En consecuencia, el pequeño productor se ve li-
mitado en sus posibilidades de vender y hacer 
transacciones con su propiedad, carece de opor-
tunidades de crédito y de acceso a asistencia téc-
nica, lo que reduce las posibilidades de mejorar el 
volumen y la calidad de sus productos, además de 
encontrarse en un alto grado de vulnerabilidad por 
la inseguridad jurídica alrededor de la propiedad.  

Hay numerosas causas para la informalidad en 
Colombia. El Banco Mundial en su documento 
Mejora de la gobernanza de la tierra en Colom-
bia (2013) menciona entre las principales causas 
las siguientes:

a.	El alto grado de desconocimiento de la po-
blación rural acerca de los diferentes tipos de 
derechos que existen sobre la tierra.

b.	La falta de tramitación de las sucesiones 
en las que la titulación queda a nombre 
del propietario fallecido, requiriéndose la 
adjudicación a los herederos. Además, los 
altos costos que conlleva el trámite notarial o 

el proceso de sucesión judicial, el pago de 
honorarios a quien la tramita y los impuestos 
que genera son aspectos que desestimulan la 
formalización de los predios rurales.

c.	Costos, falta de conocimiento y trámites rela-
cionados con los procedimientos de registro.

d.	La costumbre de acudir a documentos infor-
males como las cartas-ventas y documentos 
privados para comprar y vender predios. Esta 
práctica contribuye a que el sistema legal es-
tatal sea visto como algo alejado e inaplica-
ble y, por lo tanto, se genere un subregistro. 

A lo anterior hay que añadir otras razones para la 
informalidad en la tenencia de los bienes inmue-
bles rurales, como la dispersión en las funciones 
de las entidades responsables de la formaliza-
ción, los trámites administrativos complejos, la fal-
ta de una jurisprudencia agraria, pocos jueces ex-
perimentados en este tipo de procesos, así como 
la carencia de incentivos para formalizar. 

Existen diferentes tipos de informalidad. La ruta y 
los procedimientos para la formalización depen-
den gran parte de la identificación de esta situa-
ción. Los tipos de informalidad que se identifican 
en la actualidad son (Programa de Formalización 
de la Propiedad Rural, 2016):

1.	 Títulos no registrados: cuando se tiene 
una escritura pública, una sentencia de un 
juez o una resolución de adjudicación del an-
tiguo Incora o el actual Incoder, pero no se la 
ha registrado en la Oficina de Registro.

2.	Bienes baldíos no adjudicados: cuan-
do sus ocupantes cumplen con las condicio-
nes y requisitos establecidos por la ley.
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3.	Posesiones: que han cumplido con los requisi-
tos y condiciones para solicitar la declaración de 
prescripción adquisitiva de dominio a su favor, 
que no se han formalizado por vía judicial con-
forme las normas legales vigentes en la materia.

4.	Falsa tradición: inscripción realizada en el 
folio que se hace a favor de una persona a 
quien otra que carece de dominio sobre el 
bien o el derecho vendido le ha hecho un 
acto de transferencia.

5.	Sucesiones ilíquidas: predios cuyo pro-
pietario falleció y no se ha llevado a cabo la 
liquidación de su herencia.

6.	Predios cuyos actos no se han protocolizado 
en debida forma.

La formalización de la propiedad rural se presen-
ta entonces como la mejor opción para contrarres-
tar los efectos de la informalidad, así como para 
promover el desarrollo en el campo y fortalecer la 
gobernabilidad en los territorios. 

Teniendo en cuenta esta necesidad y los importan-
tes beneficios de la formalización para el desarro-
llo rural, el gobierno nacional la convirtió en polí-
tica pública y creó el programa de Formalización 
de la Propiedad Rural, con el propósito de “hacer 
propietarios de pleno derecho a quienes ocupan 
o poseen de manera informal los predios rurales 
para promover una mayor seguridad jurídica en 
los derechos sobre la tierra, propiciar un funcio-
namiento más ágil de la justicia en lo relacionado 
con derechos de propiedad, impulsar el desarro-
llo agrario sostenible, prevenir el despojo y faci-
litar la protección de los predios abandonados o 
en riesgo de abandono forzado” (Programa de 
Formalización de la Propiedad Rura, 2016).

Con esta política se busca “estimular el desarrollo 
rural y mejorar la calidad de vida de los cam-
pesinos, convirtiendo en patrimonio la tierra que 
ocupan y trabajan, desarrollando un mercado de 
tierras rurales con seguridad jurídica, que funcio-
ne en forma abierta, ágil y transparente”. El pro-
grama está diseñado para llevarse a cabo en un 
periodo de diez años, con cobertura nacional. El 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural fijó las 
metas del programa en 110.000 familias atendi-
das entre 2012 y 2021.

Al respecto, es importante precisar que existen 
dos modalidades de formalización: 

1.	 Formalización de predios baldíos de la na-
ción y del Fondo Nacional Agrario, cuya 
responsabilidad correspondía al Incoder (li-
quidado mediante el Decreto 2365 del 7 de 
diciembre de 2015), y que en adelante sería 
la Agencia Nacional de Tierras (ANT, institui-
da mediante el Decreto 2363 de la misma 
fecha) la que se encargó de esta labor.

2.	 Formalización de predios rurales privados, 
programa que actualmente es coordinado por 
el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 

Proceso de formalización de 
predios baldíos y bienes del 
Fondo Nacional Agrario 

La Constitución de 1991 dispuso en cabeza del 
Estado el deber de promover el acceso a la pro-
piedad de la tierra por los pequeños producto-
res, en forma individual o asociativa, además 
de proveer otros bienes y servicios con el fin de 
mejorar el ingreso y calidad de vida de los cam-
pesinos colombianos.
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Al respecto, la misma Constitución de 1991 aclara 
que los bienes públicos que forman parte del terri-
torio, dentro de los cuales se encuentran las tierras 
baldías, pertenecen a la nación. Esto significa que 
esta ostenta el dominio sobre estos bienes y al mis-
mo tiempo ejerce soberanía sobre ellos. 

De acuerdo con la Corte Constitucional en la Sen-
tencia C-595 del 7 de diciembre de 1995, los 
bienes públicos se clasifican de la siguiente forma:

1.	 Fiscales propiamente dichos: aquellos que 
poseen las entidades de derecho público y 
sobre los cuales ejercen un dominio pleno, 
esto es, igual al que ejercen los particulares 
respecto de sus propios bienes. En otras pala-
bras, todos aquellos bienes de la nación cuyo 
uso le pertenece a esta.

2.	 Bienes de uso público: destinados al uso co-
mún de los habitantes.  

3.	 Bienes fiscales adjudicables: aquellos que 
tiene la nación para traspasarlos a los parti-
culares que cumplan determinados requisitos 
exigidos por la ley.

La Ley 160 de 1994 creó el Sistema Nacional de 
la Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, 
que estableció un subsidio para la adquisición de 
tierras y reformó el Incora, entre otras cosas. En 
esta se incorporó un capítulo especial respecto de 
los “bienes nacionales” (XII, artículos 65 al 78), 
refiriéndose a los baldíos adjudicables, que solo 
pueden adquirirse a través de un título de dominio 
otorgado directamente por el Estado36.

Los predios baldíos solo pueden otorgarse cuando 
se ha verificado la ocupación previa de tierras con 
aptitud agropecuaria que estén siendo explotadas 
de acuerdo con las normas sobre protección am-
biental. La titulación se hace en favor de personas 
naturales, empresas comunitarias y cooperativas 
campesinas, en las extensiones y condiciones de-
signadas para cada municipio o región del país37. 

Para solicitar la adjudicación de un predio baldío, el 
Incoder, y actualmente la Agencia Nacional de Tie-
rras, debe verificar que los solicitantes cumplan con 
los requisitos para ser adjudicatarios. Estos son38:

1.	 Ocupación previa de tierras con aptitud agro-
pecuaria o forestal, que se estén utilizando 
productivamente, no inferior a cinco años. La 
ocupación anterior de persona distinta del peti-
cionario no es transferible a terceros (artículo 8, 
Ley 160 de 1994).

2.	 Patrimonio neto no superior a 1.000 salarios 
mínimos mensuales legales vigentes. Cuando 
se trate de empresas comunitarias y de coo-
perativas campesinas, para efectos de la pro-
hibición anterior, deberá tenerse en cuenta, 
además, la suma de los patrimonios netos de 
los socios cuando estos superen el patrimonio 

36	Artículo 65, inciso primero. Ley 160 de 1994.

37	 Lo dispuesto por la Ley 160, respecto de la adjudicación 
de baldíos a campesinos, de forma individual, se 
encuentra reglamentado actualmente por el Decreto 
Único Reglamentario 1071 de 2015, título 10, capítulos 
1 al 5 (antes Decreto 2664 de 1994, capítulos 1 al 5). 
Adicionalmente, lo referente a las Unidades Agrícolas 
Familiares, las cuales constituyen los límites máximos 
y mínimos sobre los que se puede adjudicar, está 
reglamentado en la Resolución 041 de 1996, inciso 5.

38	Incoder. Titulación de Baldíos. Recuperado de: http://
www.INCODER.gov.co/contenido/contenido.aspx?-
catID=869&conID=292
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neto de la sociedad (artículo 69, Ley 160 de 
1994, y artículo 8, Decreto 2664 de 1994).

3.	 Demostrar que tiene bajo producción econó-
mica las dos terceras partes de la superficie 
cuya adjudicación solicita y que la utilización 
adelantada corresponde a la aptitud del suelo 
establecida en la inspección ocular (artículo 
69, Ley 160 de 1994, y artículo 8, Decreto 
2664 de 1994). 

Si los solicitantes cumplen con dichos requisitos, 
se inicia la ruta de adjudicación que consta de 
las siguientes etapas:

a.	Se expide un acto administrativo, que para 
el efecto es un auto, en el cual se acepta la 
solicitud y se realiza un procedimiento de 
comunicación a las autoridades pertinentes 
(procurador agrario, autoridades ambientales 
municipales, etcétera) y a los colindantes.

b.	Publicación de la solicitud mediante un aviso 
público.

c.	 Inspección ocular del predio en el que se 
identifican beneficiarios, el predio solicitado, 
las condiciones en las que se encuentra (nom-
bre del predio y ubicación exacta con sus lin-
deros, uso, explotación y ocupación). En esta 
diligencia también se reciben los testimonios 
y pruebas aportadas de los colindantes o de 
cualquier persona que se oponga a la adjudi-
cación. Al finalizar, se deja constancia en un 
acta, en la cual se indicarán las personas que 
intervinieron, los hechos y casos examinados 
y se incorporan los testimonios, documentos, 
constancias y oposiciones que se formulen. 
Todas las partes participantes deben firmarla.

d.	Publicación de un aviso mediante el cual se 
dan tres días hábiles para solicitar cualquier 
aclaración con relación a la inspección ocular.

e.	Una vez vencido este plazo, se fija nueva-
mente otro aviso por cinco días hábiles para 
presentar cualquier oposición. 

f.	 Si no se presenta oposición o si esta es extem-
poránea o resuelta de manera desfavorable, y 
cumplidos todos los requisitos contemplados en 
las leyes vigentes, se expide la resolución de ad-
judicación del terreno baldío correspondiente. 

g.	En caso de alguna oposición, para esta eta-
pa del proceso se permite usar un recurso de 
reposición, el cual debe interponerse dentro 
de los cinco días siguientes a la notificación 
de la resolución. 

h.	Una vez surtido este trámite, se procede a la 
inscripción del predio en la Oficina de Re-
gistro de Instrumentos Públicos. El registrador 
devuelve al Incoder (ahora ANT) el original y 
una copia de la resolución, con la correspon-
diente anotación de su registro. 

Los predios del Fondo Nacional Agrario correspon-
den al “conjunto de bienes y recursos destinados a 
realizar la inversión social del Estado colombiano en 
materia de reforma agraria”39. Fue creado por la Ley 
135 de 1961 y en su momento administrado por 
el Incora, posteriormente por el Incoder y ahora por 
la ANT. Este fondo también busca dotar de tierras 
a hombres y mujeres campesinas de escasos recur-

39	Incoder. Fondo Nacional Agrario. Recuperado de: http://
www.incoder.gov.co/metasformalizacion/fna.aspx.
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sos y a pequeños y medianos productores rurales, 
a través de la adjudicación regulada por la consti-
tución de Unidades Agrícolas Familiares (UAF) que 
promuevan su uso eficiente, racional y sostenible.  

Proceso de formalización  
de predios privados

En 2010, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, mediante la Resolución 452 de ese mismo 
año, creó el programa de Formalización de la 
Propiedad Rural, con la finalidad de lograr la re-
ducción de la informalidad en la tenencia de la 
tierra por la población rural, garantizar y facilitar 
el acceso a la tierra, así como a los servicios pú-
blicos y privados a los campesinos.

Por medio de la Resolución 181 de 2013, el pro-
grama de Formalización fue reestructurado con 
base en la expedición de la Ley 1561 de 2012, 
a través de la cual se creó el proceso verbal espe-
cial para otorgar títulos de propiedad al poseedor 
material de bienes inmuebles urbanos y rurales 
de pequeña entidad económica y sanear así la 
falsa tradición. A partir de esta reestructuración, 
se crearon también las Zonas de Formalización 
Masiva (ZFM), las cuales son áreas del territorio 
nacional definidas por el Ministerio de Agricultura 
para llevar a cabo los proyectos de formaliza-
ción, teniendo en cuenta los criterios y lineamien-
tos definidos por la Upra.

El proceso de formalización masiva comprende 
diez pasos:	

1.	 Establecer la ZFM.

2.	Crear y organizar el Grupo Técnico de For-
malización (GTF).

3.	Realizar el inventario inicial de la información 
disponible en la ZFM.

4.	Comunicar el programa a las autoridades lo-
cales y a la comunidad.

5.	Recibir y clasificar las solicitudes.

6.	Programar y ejecutar las visitas de campo y 
consolidar la información recogida. 

7.	 Estudiar las solicitudes y preparar los docu-
mentos para la legalización de la tenencia.

8.	Exponer públicamente los resultados  a través 
de las jornadas de “exposición pública de re-
sultados preliminares”.

9.	Direccionar e impulsar los procedimientos de 
formalización.

10. Registrar y realizar el acompañamiento local.

El 7 diciembre de 2015, a través del Decre-
to Presidencial 2365, la Presidencia de la Re-
pública liquidó el Incoder y creó la Agencia 
Nacional de Tierras (ANT), “responsable de la 
administración de las tierras como recurso para 
el desarrollo rural, de la política de acceso a 
tierras y la gestión de la seguridad jurídica para 
consolidar y proteger los derechos de propie-
dad en el campo”40. 

40	Decreto 2363 del 7 de diciembre de 2015, por el 
cual se suprime el Incoder, se ordena su liquidación y 
se dictan otras disposiciones. Recuperado de. https://
www.minagricultura.gov.co/Normatividad/Decre-
tos/2365-2015.pdf
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Esta agencia sería entonces la responsable de 
continuar los procesos de ordenamiento social de 
la propiedad, ejecutar los programas de acceso 
a tierras y adjudicación de baldíos, e implemen-
tar las acciones de formalización de predios rura-
les; igualmente, de articular acciones y propen-
der por una adecuada coordinación y gestión de 
información con otras entidades del Estado con 
competencia en estos temas. 

En este momento no se conoce a profundidad la 
nueva estructura institucional para el sector agro-
pecuario. Sin embargo, es posible vislumbrar al-
gunos retos y posibles riesgos, como la necesidad 
de dar continuidad a los procesos de adjudica-
ción de baldíos que anteriormente llevaba el In-
coder, hacer una buena gestión de información 
que permita que los casos puedan tener respuesta 
en tiempos adecuados, así como identificar rá-
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pidamente mecanismos de articulación con los 
territorios que faciliten el flujo de información y el 
desarrollo de actividades en campo.

Modelo de intervención

Aunque existe una ruta definida desde la institu-
cionalidad pública para la formalización de pre-
dios rurales, la experiencia del PPT muestra que 
es en los detalles donde está el éxito o la falla del 
proceso. Es decir, que aunque el camino jurídico 
y administrativo estén claros y definidos, así como 
los criterios para presentar las solicitudes y los 
tiempos para las respuestas, los retos se encuen-
tran en las realidades de los territorios, ya que 
es allí donde se expresan la falta de articulación 
institucional, las prácticas tradicionales de tran-
sacciones de bienes, la ausencia de información, 
entre otros aspectos clave para adelantar estos 
procesos. El PPT busca hacer un aporte concreto 
a través de su experiencia en campo y su modelo 
de intervención para la formalización de predios 
rurales, el cual puede dar luces de aquellos ele-
mentos estratégicos que deben tenerse en cuenta 
para ampliar y escalar estos programas, así como 
de las dificultades que se pueden enfrentar y algu-
nas apuestas realizadas para superarlas.

A continuación se describen los elementos claves 
del modelo de intervención del PPT:

I. Alianzas interinstitucionales

El programa Migración y Ruralidad de la OIM 
ha tenido como una de sus apuestas, apoyar 
a la institucionalidad pública colombiana en el 
desarrollo de sus programas y políticas para el 
sector rural y el fortalecimiento de capacidades. 

Por esto, un elemento estratégico en la intervención 
fue el establecimiento de alianzas en las que las 
entidades y la OIM aunaron esfuerzos para un 
objetivo común. En casos como este, es fundamental 
establecer vínculos que puedan permanecer en 
el tiempo, más allá de los cambios institucionales 
que puedan presentarse, cuyos compromisos y 
recursos financieros y técnicos estén respaldados 
por un convenio formal que pueda soportar la 
acción durante toda su ejecución. No obstante, es 
importante tener en cuenta que el tiempo que toma 
establecer la alianza y firmar el convenio puede ser 
significativo de forma que se incorpore como un 
aspecto clave en la elaboración del plan de acción.

Para este resultado del proyecto, durante la fase 
de negociación y formulación, la OIM hizo un pri-
mer contacto con el Incoder, que era la institución 
responsable de los programas de adjudicación 
de baldíos, procesos agrarios y desarrollo rural, 
entre otros. Una vez socializada la propuesta, se 
identificó la manera como esta se articularía con la 
política y los programas institucionales en marcha y 
se exploraron las implicaciones de un trabajo con-
junto. Este convenio contó con recursos técnicos y 
financieros de ambas partes, lo que implicó tam-
bién una serie de procedimientos internos dentro 
del Incoder para asegurar la contrapartida.

Una vez firmado el convenio de financiación, la 
OIM estableció una serie de acuerdos específicos 
o reglas de juego con las entidades involucradas, 
que facilitaron el trabajo técnico y su interven-
ción en terreno. Para formalizar la alianza con 
el Incoder, el 3 de diciembre de 2014, las dos 
entidades firmaron el Convenio de Cooperación 
892, en el cual se estableció el objetivo de “au-
nar esfuerzos para apoyar las labores en materia 
de formalización a través de recursos financieros, 
administrativos y técnicos”. 
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Durante la ejecución de este resultado, gran parte 
de las dificultades que enfrentó estuvieron asocia-
das a los cambios institucionales que vivió el sector 
rural en el marco de dos años (2013-2015), que 
incluyeron varios relevos en los ministros de Agri-
cultura y Desarrollo Rural, los gerentes del Incoder, 
así como de funcionarios del nivel directivo. Esto 
llevó a una especie de “reinicio”, ya que se de-
bió socializar el proyecto cada vez que entraba 
un nuevo funcionario, explicar alcances y compro-
misos, construir relaciones de confianza y poner 
en marcha nuevamente los mecanismos de trabajo 
operativo y de seguimiento. Más allá de la existen-
cia de un convenio firmado entre las partes, la vo-
luntad de las organizaciones es esencial para que 
las acciones realmente puedan llevarse a cabo.

Al respecto de este tema, una de las asesoras 
técnicas del PPT dice: “El proyecto se tuvo que 
adaptar a las situaciones particulares de las insti-
tuciones públicas, debido a los cambios internos. 
Además, los tiempos que toman las cosas y la vo-
luntad política en general han hecho más retador 
el acceso a la información y el trabajo articulado 
con ellos. Sin embargo, funcionó bien que a tra-
vés de una concertación constante, la realización 
de reuniones periódicas y la formalización del tra-
bajo a través de convenios y protocolos se logra-
ra avanzar en varios temas operativos”41. 

En este sentido, uno de los aprendizajes más im-
portantes que arrojó el proyecto en relación con 
el trabajo directo con la institucionalidad pública 
se centra en la necesidad de establecer desde 
el inicio mecanismos de coordinación claros (efi-
cientes y operativos) que permitan abordar las 

dificultades intrínsecas a este tipo de interven-
ciones. Sin embargo, aunque estas condiciones 
y mecanismos se establezcan, el trabajo con la 
institucionalidad pública implica un margen de 
riesgo asociado a factores de coyuntura política y 
la itinerancia observada en los cargos operativos 
y de toma de decisiones. 

II. Mecanismo de seguimiento y 
evaluación

Un aspecto esencial para el desarrollo del conve-
nio con el Incoder fue la puesta en marcha de un 
mecanismo de seguimiento que se llevó a cabo a 
través de mesas técnicas en las cuales se revisa-
ron los avances en las gestiones operativas y se 
estudiaron las dificultades administrativas para el 
avance en los objetivos. Desde mayo hasta no-
viembre de 2015, se realizaron seis mesas técni-
cas de evaluación y seguimiento.

En estas mesas se construyó el plan de acción, se 
acordaron los mecanismos para la focalización 
de los municipios por intervenir, se identificaron 
los primeros posibles beneficiarios del proyecto 
y se cruzó información para realizar ajustes en 
las metas y replantear algunas acciones para 
avanzar en el logro de los objetivos durante 
la ejecución. El resultado de las mesas se 
consignó en actas de cada reunión, en las que 
se registraron los avances y dificultades del 
proceso. 

Sin duda, las mesas técnicas posibilitaron el 
diálogo entre las instituciones y la OIM, por 
lo cual se considera importante establecer 
este tipo de espacios como mecanismos para 
la coordinación interinstitucional de progra-
mas territoriales. 

41	Entrevista a Ledys Patricia Lara Rodelo, profesional de 
formalización de predios rurales.
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III. Focalización de la intervención

Focalizar la población objeto de la intervención 
fue parte de la ruta crítica de la intervención. 
Para asegurar que esta focalización fuera perti-
nente, el proyecto trabajó con personas que se 
encontraban en la base de datos del Incoder, 
preseleccionados por esta entidad como posibles 
adjudicatarios. Esto facilitó la caracterización y 
georreferenciación de los solicitantes, lo que hizo 
más ágil el proceso en esta etapa inicial. 

Con esta información inicial, facilitada por la en-
tidad al inicio del convenio, se llevó a cabo un 
primer cruce de información con los municipios de 
intervención del programa NTP, y de esta forma se 
estableció la población sujeto de las acciones de 
acompañamiento a la formalización, como parte 
de la meta trazada para ese momento de 1.100 
predios formalizados en las regiones focalizadas.

Las dos entidades acordaron que el trabajo se 
concentraría específicamente en Caquetá y en la 
costa Atlántica (Bolívar, Magdalena y Atlántico), 
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regiones con un alto grado de probabilidad para 
la adjudicación efectiva de predios baldíos. No 
se incluyó al Guaviare debido a que el departa-
mento se encuentra dentro del Área de Manejo 
Especial de La Macarena y parte de este tam-
bién se encuentra dentro de la Zona de Reserva 
Ambiental de Ley 2 de 1959. En este sentido, 
se acordó establecer una meta global de 550 
solicitudes para atender en las regiones de Canal 
del Dique y Bajo Magdalena. Una cifra igual se 
estableció para el departamento de Caquetá.

El departamento de Caquetá fue focalizado por 
solicitud del Incoder, priorizando Cartagena del 
Chairá y la ZRC ubicada en San Vicente del 
Caguán, teniendo en cuenta que las comunidades 
asentadas en esos territorios han sufrido con la 
presencia de grupos al margen de la ley y de 
procesos relativamente recientes de colonización, 
sumado a una baja oferta institucional de 
programas de titulación de baldíos.   

Una vez firmado el convenio, se estableció 
comunicación entre el equipo técnico del PPT 
y las direcciones territoriales del Incoder, a 
fin de revisar las acciones conjuntas para la 
implementación del plan de acción. Durante 
visitas iniciales de aprestamiento, el equipo 
técnico contrastó la información suministrada por 
el nivel central con la que se encontraba en las 
oficinas regionales, e identificó diferencias en 
el número de solicitudes registradas por una y 
otras. Como resultado de este cotejo quedaron 
dos bases de datos finales, con un total de 140 
solicitudes en Cartagena del Chairá y 162 en 
la ZRC de Pato-Balsillas, del municipio de San 
Vicente del Caguán. Por otro lado, en la zona 
norte, se identificaron 277 solicitudes viables 
de revisión remitidas por la Dirección Territorial 
de Bolívar. Esto redujo de manera importante el 

número inicialmente acordado para revisión en 
materia de adjudicación de baldíos.

A partir de esto, se puede hablar de dos momen-
tos de la focalización. El inicial, mencionado 
anteriormente, y una segunda etapa que ocurre 
hacia finales de 2015, en la que se requiere un 
replanteamiento de la acción que permita ampliar 
el número de solicitudes, para lo cual se tomó la 
decisión de incluir la ruta para la formalización 
de predios privados.  

Esta decisión implicó varios ajustes a la interven-
ción. Por un lado, se definió que la formalización 
de predios baldíos se concentraría exclusivamen-
te en el Caquetá (San Vicente del Caguán y Car-
tagena del Chairá), desarrollándose a partir de 
los acuerdos establecidos en el convenio con el 
Incoder. Por otra parte, la formalización de pre-
dios privados se concentraría en la costa Atlán-
tica, donde existe una gran informalidad en la 
tenencia de la tierra y, más que procesos de adju-
dicación de baldíos, se presenta un gran número 
de predios privados no saneados.

Conforme a los criterios planteados para esta nueva 
focalización en el Canal del Dique, el PPT procedió 
a realizar el cruce de la información cartográfica, en 
el cual se determinó que a excepción de Cartagena 
de Indias y Mahates, todos los municipios de los 
NTP en Bolívar se encuentran microfocalizados 
por la Unidad de Restitución de Tierras, lo que los 
excluye de una posible intervención en formalización 
de predios rurales. De la misma manera, en el 
departamento del Atlántico, Repelón, Sabanalarga, 
Manatí y Piojó presentan zonas microfocalizadas 
por esta entidad. 

Con la información clara y depurada, se realizó 
una primera visita a Santa Catalina, Santa Rosa, 
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Mahates y Turbaná (en el departamento de Bolí-
var), y Piojó, Usiacurí, Sabanalarga y Candelaria 
(en el departamento del Atlántico), con la finalidad 
de presentar el PPT-NTP, el equipo de trabajo y 
las acciones y resultados esperados relacionados 
con la formalización de tierras. De igual forma, 
se estableció contacto con las autoridades locales 
(Secretaría de Planeación, Umata, Tesorería, Se-
cretaría de Gobierno, etcétera) y se solicitaron los 
esquemas de ordenamiento territorial con planos. 
Este proceso se hizo de manera paralela a la  con-
vocatoria de los líderes campesinos para asegurar 
la participación e inclusión de la comunidad en el 
proceso desde el primer momento. 

En el caso de Candelaria, Atlántico (donde 
el PPT estaba trabajando en el proceso de 
reglamento de uso y manejo de la ciénaga 
de Sábalo) y Mahates, Bolívar (donde el PPT 
estaba trabajando el proceso de fortalecimiento 
a organizaciones sociales), la convocatoria fue 
exitosa y se evidenció el interés de la comunidad 
en el programa. Por consiguiente, estos se 
definieron como los municipios focalizados en el 
departamento de Bolívar.

Como se puede ver, la focalización es una etapa 
crítica en el desarrollo de la acción y debe pre-
pararse desde la etapa de formulación, a fin de 
prever imprevistos y mitigar riesgos que puedan 
afectar los resultados de la intervención. Si bien 
es importante contar con información sobre la 
georreferenciación y datos de los solicitantes con 
que cuentan las entidades públicas, antes de de-
finir metas y establecer la acción con base en di-
cha información, es importante hacer una primera 
revisión de esta en terreno que permita corroborar 
si en efecto coincide con la realidad local para 
definir el alcance del proyecto. 

En relación con esto, para el caso de formaliza-
ción de predios baldíos de la nación que se desa-
rrolló en el Caquetá, Misael Guependo (2016), 
presidente de la Asociación Municipal de Colo-
nos del Pato (Amcop), manifestó que “aunque el 
proyecto llegó con una base de datos del Inco-
der con los beneficiarios listos, la realidad mostró 
que esa información estaba desactualizada, no 
era clara y tenía muchos vacíos. Esto hizo que el 
acompañamiento de la comunidad en terreno fue-
ra muy importante para saber realmente quiénes 
podían ser objeto de formalización y quiénes no”. 

Finalmente, la focalización requiere el apoyo de 
numerosas entidades, del nivel nacional y territo-
rial, con el fin de obtener información precisa, ac-
tualizada y oportuna en materia catastral, predial 
y técnica; por lo tanto, una buena articulación 
institucional y cooperación es vital. 

IV. Desarrollo de las acciones en los 
territorios focalizados 

El enfoque territorial es la clave en los procesos de 
formalización de predios rurales. Es allí donde es 
posible adquirir información de fuentes primarias, 
donde las autoridades y pobladores pueden dar 
cuenta de lo que ha sucedido en los últimos años 
en materia de tenencia y donde la ruta adminis-
trativa establecida es puesta a prueba. Las diná-
micas territoriales orientan las acciones, pues solo 
la comprensión y el ajuste a los contextos hacen 
que las intervenciones sean viables en términos 
de eficacia, eficiencia, pertinencia y resultado. 

Como se mencionó en el punto anterior, la inter-
vención se llevó a cabo en dos territorios: Caque-
tá y la costa Atlántica (Mahates y Candelaria).
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Caquetá

En el departamento del Caquetá se trabajó en el 
municipio de San Vicente del Caguán, en la ZRC 
del Pato-Balsillas y en Cartagena del Chairá. Para 
el inicio de las acciones en estos lugares, se contó 
con el apoyo de los líderes de la zona, en este caso, 
los directivos de la Amcop y los presidentes de las 
juntas de acción comunal, quienes acogieron la pro-
puesta, la socializaron con la comunidad e hicieron 
seguimiento a las diferentes actividades realizadas, 
lo que contribuyó significativamente a la transparen-
cia y construcción de confianza.

Por otro lado, el acompañamiento de la oficina te-
rritorial del Incoder, ubicada en Florencia, también 
facilitó en gran medida el desarrollo del proyecto; 
brindó la información inicial para llevar a cabo 
la focalización y aportó la documentación con la 
que se contaba de los diferentes casos. También 
se mantuvo contacto y comunicación frecuente con 
las alcaldías de San Vicente del Caguán y Carta-
gena del Chairá, y la Gobernación del Caquetá. 

a. Análisis de información 

La información resultante de la identificación de 
las solicitudes se registró en una base de datos 
para el análisis y la verificación del cumplimiento 
de los requerimientos establecidos en el artículo 
11 del Decreto 2664 de 199442 (actualmente ar-

tículo 2.14.10.5.1 del Decreto 1071 de 2015), 
para la adjudicación de baldíos. Con esta infor-
mación se descartaron las solicitudes de inmue-
bles ubicados en áreas de influencia de la ZRF, 
establecida por la Ley 2 de 1992. Así mismo, 
se contrastó la información de los predios con la 
información geográfica disponible, que en este 
caso correspondió a mapas veredales desactua-
lizados (de años anteriores), suministrados por la 
Dirección Territorial del Incoder, y al mapa de co-
bertura de la Ley 2 de 1959, disponible en la 
página web del Ministerio de Ambiente.  

Para descartar las veredas ubicadas en zona de 
Ley 2, se contó con la circular de la Corpora-
ción para el Desarrollo Sostenible del Sur de la 
Amazonía (Corpoamazonía), la cual, infortunada-
mente, también presentaba un sistema de veredas 
desactualizado. Por otro lado, se identificaron las 
zonas de parques nacionales naturales, aquellas 
donde se adelantan explotaciones de recursos 
naturales no renovables, y las establecidas como 
zona de expansión urbana, con el fin de descar-
tar las veredas y municipios susceptibles de pre-
sentar conflictos para la adjudicación de predios. 
Como resultado del análisis de esta información, 
se identificó que el número de solicitudes finales 
para la región de Caquetá fue de 302: 140 en 
Cartagena del Chairá y 162 en Pato-Balsillas, 
San Vicente del Caguán.

b.	Levantamiento de la información 
predial y estudio de solicitudes 
individuales 

Una vez finalizada la etapa de análisis docu-
mental, se llevó a cabo el estudio de solicitudes 
individuales. Para esto se hizo el levantamiento 

42	Decreto 2664 de 1994 del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, por el cual se reglamenta el capítulo XII 
de la Ley 160 de 1994 y se dictan los procedimientos 
para la adjudicación de terrenos baldíos y su recuperación. 
Recuperado de: http://www2.igac.gov.co/igac_web/
normograma_files/DECRETO_2664_DE_1994.pdf
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43	 El levantamiento topográfico consiste en llevar a cabo 
la descripción de un terreno en concreto realizando 
el escrutinio de una superficie, incluyendo tanto las 
características naturales de esa superficie como las que 
haya hecho el ser humano. Con los datos obtenidos se 
pueden trazar mapas o planos en los que también se 
describen las diferencias de altura de los relieves o de 
los elementos que se encuentran en el lugar donde se 
realiza el levantamiento. Definición tomada de: https://
topografiacartografia.wordpress.com/2014/04/03/
levantamiento-topografico-2/.

44	 Artículo 2.14.10.4.2. Decreto 1071 de 2015 (antes 
Decreto 2664 de 1994, artículo 9).

45	 Antes Decreto 2664 de 1994, artículo13, modificado 
por el Decreto 982 de 1996, artículo 3, parágrafo 2 
adicionado por el Decreto 2333 de 2014, artículo 11.

topográfico de los predios43, actividades en terre-
no para su identificación real y la caracterización 
de los beneficiarios. De manera paralela se avan-
zó en la creación de los expedientes físicos para 
cada solicitud, a la vez que se realizó la verifica-
ción de la información básica suministrada por 
los solicitantes y la de su cónyuge o compañero 
permanente. Así mismo, se apoyó a la Dirección 
Técnica de Baldíos, en el comparativo preliminar 
de cada predio identificado, cruzando la informa-
ción geográfica del Incoder y la información de 
catastro del Instituto Geográfico Agustín Codazzi 
(Igac), con el fin de obtener un concepto que per-
mitiera establecer si los predios se encontraban 
en zonas adjudicables44.

Finalmente, una vez se contó con los usuarios fil-
trados en el aplicativo y el protocolo guía para la 
ejecución de las actividades ante la Dirección Terri-
torial Caquetá del Incoder, se procedió a comple-
tar el estudio de la información de los solicitantes y 
sus cónyuges con la información que suministra el 
sistema del Incoder, con base en sus archivos y los 
del extinto Incora, en concordancia con el artículo 
2.14.10.5.3., del Decreto 1071 de 201545. 

c.	Autos, comunicaciones, avisos  
y publicaciones

Con base en los resultados del cruce de informa-
ción de predios y el estudio de la información de 
los solicitantes y sus cónyuges, se proyectaron 
actos administrativos por los cuales el Incoder, 
aceptó o negó la solicitud. Posteriormente, se no-
tificó de la decisión al solicitante en cumplimiento 
de lo establecido por la ley. Vale la pena seña-
lar que durante el transcurso del procedimiento 
de titulación de baldíos se archivaron algunos 
procesos, teniendo en cuenta que se advirtieron 
incumplimientos de los requisitos de ley que los 
hacían inviables. En estos casos, igualmente se 
notificó personalmente a cada solicitante.

Como se mencionó en la ruta, los actos admi-
nistrativos se deben difundir mediante aviso tanto 
en entidades públicas como a través de emisoras 
radiales o medios masivos de difusión. Esta acti-
vidad se llevó a cabo bajo la supervisión de la 
Dirección Territorial de Caquetá de la entidad.

d.	Inspecciones oculares

Con base en los planos y el expediente confor-
mado, se realizaron las inspecciones oculares 
a los predios, actividad que consiste en que el 
inspector realiza un examen y reconocimiento fí-
sico para verificar la información aportada por el 
solicitante, y comprueba y conceptúa acerca de 
su explotación económica, uso adecuado y ocu-
pación (Ministerio de Agricultura, 2013). Duran-
te las visitas se advirtió la necesidad de realizar 
ajustes en algunos planos de los levantamientos 
topográficos, específicamente en relación con los 
nombres de los colindantes. Una vez realizadas 
las modificaciones, se continuó con la solicitud 
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de numeración de estos ante el funcionario co-
rrespondiente de la Dirección Territorial Caquetá, 
y se procedió a archivarlos en los expedientes 
específicos, acompañados de las redacciones 
técnicas de linderos. Finalmente, con los planos 
debidamente numerados, se ingresaron y valida-
ron los conceptos de las inspecciones oculares en 
el aplicativo de baldíos del Incoder.

e.	Presentación de los resultados a los 
participantes y entrega de resoluciones 
finales

Aunque el proceso de formalización consiste en 
su mayoría de recolección y análisis de informa-
ción documental y procedimientos técnicos rela-
cionados con la verificación de las condiciones 
de los predios, es importante reconocer que de-
trás de las formalidades de este mecanismo técni-
co-jurídico están las familias solicitantes de la ad-
judicación, a quienes la formalización les otorga 

seguridad jurídica sobre su propiedad y libertad 
para tomar decisiones sobre este.

En el caso del proyecto, la comunidad fue funda-
mental durante todo el proceso. Inicialmente, en 
la etapa de socialización, se requirió el apoyo de 
los líderes para explicar de qué trataría el proyec-
to y cuál sería su alcance. Durante la recolección 
de información, cada solicitante debía aportar 
la mayor cantidad de documentos posible, que 
facilitara determinar el estado del predio, en las 
visitas a campo que se realizaron para los levan-
tamientos topográficos y las visitas oculares.  

“Yo no entiendo mucho de eso de 
formalización, pero sé que es para revisar 

mi predio y si soy o no su dueño. Eso es 
importante, porque si tengo el título nadie 

me lo puede quitar”. Odilia Celada. Zona 
de Reserva Campesina de Pato-Balsillas 

(entrevista para la sistematización). 
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Por otro lado, el apoyo de los solicitantes y la co-
munidad fue esencial para identificar la historia de 
los predios, los diferentes ocupantes, los colindan-
tes, así como los cambios físicos que se hubieran 
podido producir a lo largo del tiempo (nuevas ca-
rreteras, construcciones, infraestructura, etcétera). 
Este es tal vez el mayor valor agregado del modelo 
de intervención: un trabajo mancomunado con los 
beneficiarios que aporte con claridades al análisis 
de los predios, al mismo tiempo que la comunidad 
se involucra, comprende la ruta y los procedimien-
tos, y se empodera frente al tema.

Es importante mencionar que debido a la finaliza-
ción del convenio con el Incoder a finales de no-
viembre del 2015 y la liquidación de la entidad 
en diciembre del mismo año, el proceso de forma-
lización de las solicitudes de adjudicación de bal-
díos no pudo llegar hasta la etapa de resolución, 
como se hubiera deseado. Para diciembre de 
2015 se tramitaron 530 solicitudes de adjudica-
ción con levantamiento topográfico, de las cuales 
aproximadamente 200 se acompañaron hasta la 
realización de la diligencia de inspección ocular.

Esta información fue socializada en el territorio 
con los beneficiarios, a quienes se les explicó la 
situación y se les animó a continuar con el proce-
so, estando atentos a los cambios institucionales 
que se estaban llevando a cabo con la creación 
de la nueva ANT, que asumió la competencia de 
expedición de las resoluciones finales y el Progra-
ma de Adjudicación de Tierras.

Costa Atlántica  
(Mahates y Candelaria)

Como se ha mencionado, el componente de for-
malización del PPT estaba enfocado en predios 

baldíos inicialmente. Sin embargo, para el caso 
de la costa Atlántica, en la etapa de focalización 
se identificó una brecha importante en la informa-
ción institucional, lo que no permitía tener mayor 
certeza del estado real de la tenencia en la zona, 
con lo cual se corría alto riesgo de estar frente a 
un porcentaje significativo de predios de propie-
dad privada y pocas opciones para la adjudica-
ción de baldíos de la nación. Sumado a esto se 
dieron condiciones institucionales que en el curso 
de 2014 y 2015 no permitieron el inicio de la 
intervención de forma coordinada con el Incoder 
en la zona, tal como se hizo en el Caquetá. 

Por otro lado, es importante tener en cuenta que 
esta región ha sido objeto de procesos de colo-
nización muy antiguos, así como de numerosas 
intervenciones del Estado y programas de reforma 
agraria para dotación de tierras, por lo cual era in-
dispensable la consulta institucional que permitiera 
tener claridad de la situación real de la tenencia 
de la tierra en la zona. Esta información fue reque-
rida por la OIM al Igac desde el mes de enero del 
año 2015, pero no se obtuvo respuesta. 

Debido a la necesidad de contar con esta infor-
mación para dar continuidad al estudio de las 
solicitudes, y teniendo en cuenta que el alcance 
del proyecto estaba delimitado en el marco del 
acompañamiento y contribución al análisis técni-
co de los procesos, fue preciso realizar un ajuste 
al marco lógico del proyecto para adaptar dicho 
alcance a la coyuntura institucional y a la dispo-
nibilidad de información, considerando que las 
competencias en la gestión de la información y 
las resoluciones sobre las solicitudes recaen es-
pecíficamente en las instituciones competentes. 
Por consiguiente, se redefinió este componente 
como el “acompañamiento para la formalización 
de la propiedad a favor de hogares campesinos 



100

vulnerables o víctimas del conflicto en los NTP”. 
Esto clarificó que el trabajo de intervención del 
PPT no se encontraría ligado a la entrega de las 
resoluciones de adjudicación, competencia exclu-
siva del Incoder, o de la formalización de predios 
privados, sino a un acompañamiento a los soli-
citantes para la presentación de sus casos a las 
entidades competentes. 

Con este panorama y teniendo en cuenta que el 
número de solicitudes identificadas como viables 
en Caquetá también se había reducido, en sep-
tiembre de 2015 el equipo técnico del PPT dise-
ñó un plan de acción que permitiera el logro de 
objetivos precisos en los plazos pactados para la 
ejecución del programa NTP.

En la reorientación de la ruta de acción se plan-
tearon los siguientes objetivos:

1.	 Realizar la caracterización jurídica de la tenen-
cia de los inmuebles rurales, formulando la ruta 
jurídica de saneamiento o regularización con-
forme a la normatividad agraria vigente.

2.	 Realizar la caracterización socieconómica de 
las familias participantes.

3.	 Realizar la caracterización agrológica, pro-
ductiva y ambiental de los bienes objeto del 
programa identificando su uso y vocación.

4. Realizar la caracterización predial y el levan-
tamiento topográfico para la producción de 
insumos técnicos en las rutas de formalización 
de la popiedad rural.

En ese orden de ideas, para llevar a cabo la foca-
lización en las posibles áreas de intervención en 
la costa Atlántica, fue necesario precisar el alcan-
ce de las actividades en relación con los tipos de 
casos que podían ser atendidos. En este sentido, 
se determinó que podrían ser acompañados no 
solamente los solicitantes que presentaran casos 
de adjudicación de baldíos de la nación, sino 
los casos de predios que implicaran situaciones 
irregulares en la tenencia de la tierra, y en los 
que el acompañamiento pudiera generar insumos 
técnicos y jurídicos para impulsar los trámites ne-
cesarios que contribuyeran al saneamiento o regu-
larización. Las situaciones que podían ser objeto 
de intervención fueron entonces las siguientes:

üü Proceso verbal especial para otorgar títulos 
de propiedad al poseedor material de bienes 
inmuebles rurales de pequeña entidad eco-
nómica y saneamiento de la falsa tradición 
dispuesto en la Ley 1561 de 2012.

üü Proceso ordinario de declaración de perte-
nencia conforme a lo dispuesto en el artículo 
375 del Código General del Proceso cuando 
recaiga sobre inmuebles rurales y sus benefi-
ciarios sean sujetos vulnerables. 

üü Impulso para el procedimiento de adjudica-
ción de bienes baldíos o bienes fiscales con-
forme a las disposiciones y requisitos de la 
Ley 160 de 1994.

üü Protocolización de actuaciones sobre bienes 
rurales de propiedad privada y ruta de re-
gistro para la adecuada formalización del 
pleno dominio.
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üü Registro de títulos eficaces para perfecciona-
miento del modo, conforme a las normas vi-
gentes en materia de registro. 

üü Impulso de proceso de conciliación cuyo ob-
jeto recae sobre bienes inmuebles rurales.

üü Ruta para la resolución de sucesiones ilíquidas. 

üü Rutas colectivas para la formalización de la 
tenencia en bienes de ocupación colectiva 
permitida por la Ley Agraria.

Una vez finalizado el proceso de reorientación de 
la focalización y los protocolos de acción en la 
nueva ruta, los pasos definidos fueron: 

1.	 Socialización del alcance y objetivo de la 
intervención a las comunidades. Esto se hizo 
de manera participativa, con el apoyo de 
los líderes y presidentes de las juntas de ac-
ción comunal.

2.	 Jornada de recepción de solicitudes, en la cual 
se prestó la asesoría social, jurídica, topográ-
fica-catastral y agronómica-productiva en rela-
ción con sus predios. De manera previa a la 
jornada y contando con el apoyo de los líde-
res en todos los casos, se hizo una convoca-
toria pública en los diferentes municipios para 
asegurar la mayor participación posible.

3.	Conformación del expediente por cada caso, 
el cual contiene:

üü Formatos de recepción de solicitud

üü Documentos suministrados por el solicitante

üü Gestión inmobiliaria

üü Levantamiento topográfico

üü Caracterización agrotécnica

üü Ruta jurídica en cada caso

üü Minutas

üü Acta de devolución del expediente

Una vez recibidos los documentos y consolidado 
el caso, se revisa desde una perspectiva técnica 
en materia jurídica, agrofísica y topográfica.

Entrega del expediente al solicitante y el acompa-
ñamiento individual, presentando la ruta adminis-
trativa a seguir para la formalización de predio.

En virtud de lo anterior, se organizaron seis jorna-
das de recepción de solicitudes entre noviembre 
y diciembre de 2015. Para mayo de 2016 se re-
cibieron en total 576. Cabe señalar que de este 
número 25 no fueron viables.

Una vez revisados los expedientes, se identificó 
una insuficiencia en los aportes documentales de 
los solicitantes. La falta de información y soportes 
fue un gran desafío para el proceso. En su gran 
mayoría, las solicitudes solo se soportaban con 
copia del documento de identidad tomada por el 
proyecto o por las declaraciones de posesión o 
‘carta-venta’, pero al final no permitían la identifi-
cación completa del predio. Por esta razón, para 
el desarrollo del análisis jurídico, se hizo necesa-
ria la georreferenciación de estos con el fin de 
tener la identificación catastral y así indagar en 
los antecedentes de registro.
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“Mi familia ha sido dueña de 
la finca desde mis abuelos, pero 

con la ola invernal perdí todos 
los papeles y ahora lo único que 
tengo es la copia de la cédula. 

¿Será que con eso se puede 
mirar si existe el título? Eso está 
seco ahora, pero lo poco que 

gano lo saco de esa tierra”. 
Asdrúbal Hernández, solicitante. 

Candelaria, Atlántico. Jornada 
de recepción de solicitudes. 

en general información sobre el avance y el 
estado de los estudios técnico-jurídicos. 

Finalmente, en febrero se realizó el contacto 
con universidades ubicadas en las zonas de 
intervención, para que a través de los consultorios 
jurídicos se continúe con el acompañamiento a los 
solicitantes en todo el proceso hasta su culminación. 
Se buscó establecer relación con la Universidad 
del Norte, la Universidad de Cartagena y la 
Universidad de San Buenaventura, con las que 
se espera dar continuidad al acompañamiento 
técnico una vez finalice la intervención del PPT. 

Para el estudio catastral, se partió de la informa-
ción presentada de forma pública por el Igac en 
el Geoportal, realizando a partir de ella un estudio 
de gestión inmobiliaria que permitió identificar la in-
formación de registro asociada. De esta manera se 
obtuvieron los folios de matrícula inmobiliaria reque-
ridos para los análisis, que se sumaron al conjunto 
de documentos aportados por los solicitantes.

Paralelamente, en diciembre y enero fueron 
radicadas en el Incoder (en liquidación) 
comunicaciones dirigidas a indagar por 
resoluciones de adjudicación asociadas a las 
solicitudes, entre otra información relacionada. 
La entidad respondió indicando la existencia o 
no de dichas resoluciones, pero no se obtuvieron 
las copias solicitadas, por lo que no fue posible 
analizar estas actuaciones. Con la información 
disponible se continuó en la formulación de las 
rutas jurídicas. En enero de 2016, los equipos 
territoriales de la OIM se desplazaron a los 
corregimientos intervenidos, con el objeto de 
presentar a los solicitantes y a la comunidad 



103

530

1.106576

CAQUETÁ

ZONA COSTERA

Logros del proyecto

solicitudes

solicitudes
recibidas
estudiadas

TOTAL
200 hasta inspección ocular

25 no viables

solicitudes

Baldíos

Predios privados

Canal del Dique

de

y



104

Aunque no pudo firmarse un convenio formal con 
las universidades en el marco del proyecto, esta 
opción se considera como una excelente alternativa 
para dar continuidad a las acciones jurídicas en la 
ruta de formalización de predios rurales.

Resultados obtenidos

En primera instancia, es importante destacar como 
un importante resultado del proyecto el diseño y 
la puesta en marcha de un modelo de interven-
ción para la formalización de predios rurales, en 
el que se articulan tres aspectos estratégicos para 
la implementación de las rutas en los territorios: 
institucional (niveles nacional y territorial), trabajo 
técnico-jurídico y el trabajo conjunto con la comu-
nidad. Aunque se presentan numerosos desafíos 
en la implementación de ambas rutas, la coordina-
ción interinstitucional y la participación activa de la 
población pueden ayudar a mitigar los riesgos de 
atrasos y otros obstáculos. De igual forma, el traba-
jo técnico integral, de alta calidad y estructurado, 
permite avanzar en aspectos fundamentales de la 
ruta, lo que constituye un aporte significativo para 
la implementación de este tipo de programas.

Por otro lado, el PPT contribuyó a garantizar los 
derechos de los campesinos, en la medida en 
que permitió a los solicitantes tener claridad sobre 
la situación jurídica de sus predios, identificando 
sus derechos sobre estos, así como las rutas para 
hacerlos efectivos. Esto constituye una forma de 
empoderamiento y fortalecimiento de la autoges-
tión como elemento esencial de la gobernanza 
sobre la tierra. De otra parte, la entrega de in-
formación técnica, en particular de los planos, 
supone una herramienta fundamental de gestión 
para las familias atendidas ante las autoridades 
administrativas y judiciales.

El proyecto también hizo un aporte importante 
en la articulación de la institucionalidad del nivel 
central y territorial al promover un diálogo enfo-
cado en casos y objetivos precisos, a partir de 
lo cual se evidenció que existen discrepancias y 
vacíos en la información que ambos tienen, lo 
que se convierte en un desafío para responder 
en tiempos a las solicitudes de adjudicación o 
formalización. También se comprobó en terreno 
como una necesidad urgente, el enlace entre dife-
rentes entidades nacionales con competencia en 
el tema, que cuentan con sistemas de información 
desarticulados y desactualizados. Sin la forma-
ción catastral rural, la articulación del catastro y 
el registro, y la concordancia de las bases de 
datos de beneficiarios, el proceso general de ad-
judicación y formalización tendrá siempre obstá-
culos que harán difícil llevarlo a la escala que se 
requiere en el marco del posconflicto. 

Como lo manifestó José del Carmen Silvera, uno 
de los beneficiarios entrevistados en Candelaria, 
el principal logro es el impacto que han tenido 
las acciones del PPT en la vida de las familias 
que participan en este proceso, pues “les dio los 
insumos para conocer sus derechos, así como la 
ruta normativa para acceder a la formalización 
de sus predios”. Debido a la complejidad 
técnica de este tema, la socialización de una 
manera sencilla y pedagógica a los campesinos 
contribuye en gran medida a reducir la falta de 
información y el temor que genera realizar un 
trámite de este tipo.

El trabajo en formalización también aportó al 
fortalecimiento de las capacidades locales 
para el ordenamiento del territorio, ocupa-
ción y uso de la tierra, a través de una buena 
gestión de la información, socialización de 
las acciones y formación general en las rutas 
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administrativas, lo que contribuye a generar 
arraigo, salvaguardar el patrimonio y tener 
más herramientas para estar protegidos en el 
marco de la regulación existente.

Para finalizar, se debe presentar como un resulta-
do importante la existencia en Caquetá de 530 
solicitudes de adjudicación con levantamiento to-
pográfico, de las cuales aproximadamente 200 
se trabajaron hasta la realización de la diligencia 
de inspección ocular, así como 576 en la cos-
ta Atlántica, para un total de 1.106 solicitudes 
acompañadas en el marco del proyecto.

Desafíos para la 
formalización de la 
propiedad 

La mayor dificultad a la que se enfrenta quien 
emprende las acciones para la formalización 
de derechos de tierras rurales es la definición 
de la situación jurídica de tenencia en la que 
se encuentran los predios que se intervienen. 
Esto se da por diversas razones: por un lado, la 
desactualización del catastro y la disociación 
entre este y la información del registro. Por otro 
lado, la falta de documentación aportada por 
los solicitantes debido en parte a la informalidad 
con la que se manejan en las zonas rurales las 
transacciones de compra-venta de predios. 
La poca información suministrada por los 
solicitantes en muchas ocasiones no fue clara 
o precisa y en su gran mayoría carecía de 
soportes documentales.

Otro desafío crítico se relaciona con la alta ines-
tabilidad administrativa producto del constante 
cambio de funcionarios directivos, así como quie-
nes están a cargo de los procesos de forma direc-
ta. Los ritmos, cambios constantes y las dificulta-
des intrínsecas de las instituciones para avanzar 
con procedimientos administrativos, contractuales 
y financieros generaron retrasos que impidieron 
lograr los objetivos en los tiempos propuestos. Por 
otro lado, el tránsito a la nueva institucionalidad 
en materia de tierras tiene los procesos suspendi-
dos desde diciembre de 2015, lo que ha dificul-
tado avanzar en aspectos clave de estos. 

A lo anterior, se suma otro aspecto que se observa 
como limitante a la eficacia y eficiencia de las ac-
tuaciones de los funcionarios, y se relaciona con su 
falta de experiencia en temas relacionados con el 
sector agrario. La complejidad de la normatividad, 
los contextos y las rutas jurídicas y administrativas 
de actuación requiere que se den procesos espe-
ciales de formación de funcionarios en la materia, 
y se asegure que el acompañamiento a los solici-
tantes parte del conocimiento profundo de todo lo 
que estos procesos comprenden. 

Para finalizar, la reforma del sector agropecuario 
decretada el 7 de diciembre de 2015 genera 
inquietudes con respecto a los casos pendientes 
de resolución o que se encuentran en revisión, así 
como a los mecanismos que se van a utilizar para 
que las políticas y los programas tengan un enfoque 
territorial con todo lo que esto implica, teniendo en 
cuenta la necesidad de fortalecer la  institucionalidad 
territorial y la articulación nación-territorio.
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Introducción

Colombia cuenta con una valiosa riqueza hídrica 
representada en una extensa red superficial de 
aguas que cubre el país a través de ríos, que-
bradas, canales, así como numerosos lagos, 
pantanos y humedales. Todos estos importantes 
ecosistemas se consideran bienes de uso público 
que cumplen funciones sociales prioritarias para 
la sociedad en general y en particular para las 
comunidades aledañas. 

Los playones y sabanas comunales tradicionalmen-
te objeto de explotación agrícola por las comuni-
dades locales han sido definidos por la Ley 160 
de 1994 como terrenos comunales, propiedad de 
la nación y reserva territorial, cuyo uso puede ser 
reglamentado con el fin de fortalecer la economía 
de subsistencia, así como garantizar usos adecua-
dos dirigidos a la preservación de la función eco-
lógica de los ecosistemas de los que hacen parte.

Los terrenos comunales, al igual que las tierras 
baldías de la nación, se han visto fuertemente 
afectados por la falta de un inventario actualiza-
do, el alto grado de informalidad en la tenencia 
y la poca efectividad de la normatividad rela-
cionada con su uso y ocupación. Todo esto ha 
terminado por facilitar su apropiación indebida 
por particulares, ha promovido el uso irracional e 
inadecuado de los recursos naturales y ha contri-
buido a aumentar la inequidad en el acceso de 
los campesinos a los factores productivos.
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Fortalecer los procedimientos de reglamentación 
de uso y manejo de los terrenos comunales se 
convierte entonces en una gran necesidad para 
promover un ordenamiento adecuado del uso del 
suelo rural de acuerdo con su vocación natural, 
generar mecanismos para la convivencia pacífica 
en el territorio y facilitar condiciones que permitan 
el aprovechamiento económico del suelo en con-
diciones de productividad, competitividad y sos-
tenibilidad ambiental (Incoder, Convenio 517 de 
2014), elementos esenciales en el contexto de la 
firma de los acuerdos de paz y del posconflicto.

En el marco del programa NTP, financiado por 
la Unión Europea y Prosperidad Social, el PPT 
apoyó este tema a través de la elaboración de 
tres reglamentos de uso y manejo en baldíos no 
adjudicables (terrenos comunales) deslindados 
en la región del canal del dique y la zona 
costera. Los casos que se abordaron fueron 
la Ciénagas de Sato y Machado (Calamar y 
Arroyohondo, Bolívar), y la Ciénaga de Sábalo 
(Candelaria, Atlántico). 

A continuación se presenta un contexto del marco 
normativo de la reglamentación de uso de terrenos 
comunales, y se describen el modelo de interven-
ción y las acciones realizadas por el PPT, en el mar-
co de este componente. Igualmente se presentan 
los logros y desafíos derivados de este ejercicio. 

Reglamentos de uso de 
terrenos comunales:  
marco conceptual

La reglamentación de uso y manejo es un proceso 
de ordenamiento del territorio que se orienta a la 
satisfacción de dos bienes jurídicos de relevancia 
constitucional: por un lado, garantizar un ambien-

te sano, como derecho colectivo, que involucra 
a todos los asociados, materializado en accio-
nes preventivas, de mitigación o reparación de 
los efectos adversos al ambiente. De otro lado, 
asegurar la seguridad alimentaria, como derecho 
de especial incidencia en el mejoramiento de 
la calidad de vida de la población campesina, 
contenido en los artículos 64 y 65 de la Cons-
titución Política, orientada a la protección de las 
actividades agropecuarias, pesqueras, forestales 
y agroindustriales, con el apoyo estatal en su ejer-
cicio mediante la promoción de la investigación y 
transferencia de tecnología para tal fin.

Es un procedimiento que recae sobre bienes de 
características especiales cuya ordenación requie-
re la intervención de autoridades como el Incoder, 
ente facultado en el adelanto de la actuación ad-
ministrativa; la autoridad ambiental, como ejecutor 
de la política ambiental; la Procuraduría Delegada 
en Asuntos Ambientales y Agrarios, en calidad de 
garante de los derechos humanos en el territorio, 
y las autoridades locales, considerando su papel 
activo en el proceso de selección de usuarios y 
vigilante de los compromisos adquiridos por estas 
instituciones (Incoder y corporaciones ambientales), 
en torno al aprovechamiento adecuado del terreno 
comunal y a la formulación de las políticas públi-
cas en beneficio del campesinado.

En la legislación agraria colombiana se estable-
cen claramente los procesos de administración y 
regulación de los predios rurales que son propie-
dad de la nación, como la adjudicación de bal-
díos, y de predios del Fondo Nacional Agrario, 
así como las herramientas que permiten aplicar 
las sanciones en los casos que se presenten viola-
ciones a estos o en los que no se cumpla con la 
función social y ecológica de la propiedad. Esto 
también aplica a las islas, playones, madreviejas 
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y humedales que conforman estos bienes públicos 
o bienes de dominio, acceso y uso común, los 
cuales, de acuerdo con la ley, son inembarga-
bles, imprescriptibles e inalienables. 

Estos elementos se observan en los terrenos 
comunales intervenidos en el marco del PPT en 
la zona del Canal del Dique. Por su naturaleza 
jurídica, su uso tradicional pertenece a todos los 
habitantes, y el interés colectivo predomina en su 
regulación y funcionamiento, de ahí la importancia 
socioeconómica de su reglamentación. 

La ocupación y utilización de estos bienes requie-
ren la definición de estrategias que aseguren el 
mantenimiento de los bienes colectivos, concilian-
do la oferta ambiental y su uso. Igualmente, de-
mandan la actuación técnica especializada de las 
entidades responsables de la gobernanza de estos 
territorios, así como de entidades especializadas 
que participen en el ejercicio de su administración.

Al respecto, el Código de los Recursos Naturales 
y del Medioambiente, vigente desde 1974, en su 
artículo 18146  reconoce la existencia de playones 
y sabanas comunales de dominio público como 
terrenos constituyentes del suelo agrícola sobre 
los cuales la “administración reglamentará su uti-
lización”47. Posteriormente, la Ley 160 de 1994, 

en desarrollo de los principios constitucionales en 
particular, de  los preceptos respecto de la función 
social y ecológica de la propiedad48  y de las fun-
ciones de regulación del aprovechamiento y ocu-
pación de las tierras rurales, y reconociendo la 
tradición de las comunidades locales, estableció 
una protección especial a los terrenos comunales 
conformados por tierras inundables que tradicio-
nalmente han sido explotadas por campesinos al 
constituirlas, en reserva territorial del Estado.

En consecuencia, el artículo 69 de la Ley 160 de 
1994 dispone:

“(…) En las sabanas y playones comu-
nales que periódicamente se inunden a 
consecuencia de las avenidas de los ríos, 
lagunas o ciénagas, no se adelantarán 
programas de adquisición de tierras. En 
las reglamentaciones que dicte el Institu-
to sobre uso y manejo de las sabanas y 
playones comunales, deberán determi-
narse las áreas que pueden ser objeto de 
ocupación individual, pero solo para fines 
de explotación con cultivos de pancoger. 
Los playones y sabanas comunales cons-
tituyen reserva territorial del Estado y son 
imprescriptibles. No podrán ser objeto 
de cerramientos que tiendan a impedir el 
aprovechamiento de dichas tierras por los 
vecinos del lugar. (…)”.

Como se mencionó anteriormente, estos terrenos 
comunales tienen la calidad de ser inalienables, 
inembargables e imprescriptibles, de acuerdo con 

46	“(…) administrar y reglamentar la conveniente utiliza-
ción de las sabanas y playones comunales e islas de 
dominio público (…)”.

47	Decreto 2811 de 1974 (18 de diciembre), reglamen-
tado por el Decreto Nacional 1608 de 1978, regla-
mentado parcialmente por el Decreto Nacional 1715 
de 1978, reglamentado parcialmente por el Decreto 
Nacional 704 de 1986, reglamentado parcialmente 
por el Decreto Nacional 305 de 1988, reglamentado 
por el Decreto Nacional 4688 de 2005, reglamenta-
do por el Decreto Nacional 2372 de 2010 ordenado 
por el Decreto 2333 de 2014, artículo 11.

48	Constitución Política de Colombia, artículo 58, reformado 
por el artículo 1 del Acto Legislativo 01 del 30 de julio 
de 1999: “(…) La propiedad es una función social que 
implica obligaciones. Como tal, le es inherente una 
función ecológica. (…)”.
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lo establecido en el artículo 63 de la Constitución 
Política49, ya que reúnen  condiciones de bienes 
de uso público que gozan de especial protección 
y regulación a través de las autoridades competen-
tes, pero admiten actividades compatibles con la 
preservación y protección de los recursos natura-
les, lo que contribuye a mejorar las condiciones de 
vida de las comunidades que hacen uso de estos.

Es allí donde entra en juego el proceso de regla-
mentación de uso del suelo de terrenos comunales 
de sabanas y playones. Este es un proceso admi-
nistrativo y jurídico mediante el cual se definen el 
uso y las condiciones de manejo adecuado (sos-
tenible) de los terrenos comunales para quienes 
la ley establece como usuarios, determinando la 
cantidad de campesinos o pescadores que pue-
den hacer uso del terreno, así como los deberes 
y derechos —individuales o colectivos—para su 
uso (Convenio 517 de 2014).

En ese sentido, los reglamentos de uso y manejo 
de estos terrenos comunales constituyen un impor-
tante instrumento para el ordenamiento territorial 
y ambiental, que por sus condiciones de bienes 
de uso público se erigen como un valiosísimo pa-
trimonio. Su formulación permite el reconocimien-
to de las actividades campesinas tradicionales 
como motor productivo de los territorios, lo que 
promueve y fortalece la relación de sus activida-
des con la conservación y protección de ecosis-
temas claves para la región, como los complejos 
de humedales de donde emergen los playones y 
sabanas comunales. 

Igualmente, a través de los reglamentos de uso 
y de manejo, se fortalece el ordenamiento para 
el acceso, ocupación y utilización del  factor 
productivo del suelo y de los recursos hidrobio-
lógicos asociados a estas zonas comunales, y se 
contribuye a minimizar los conflictos sociales por 
ocupación y uso de la tierra y sus recursos vincu-
lados para mejorar los ingresos de estos hogares, 
mitigar su afectación por inundaciones y, lo más 
importante, conservar y aprovechar de forma sos-
tenible las Ciénagas y playones de uso colectivo. 

Estos procedimientos se enmarcan en los planes 
de ordenamiento territorial formulados por los mu-
nicipios, y en los de manejo y gestión ambiental 
diseñados y ejecutados por las autoridades am-
bientales regionales (Corporaciones Autónomas 
Regionales). 

Servicios y funciones 
ambientales, económicas 
y sociales de los terrenos 
comunales
Los terrenos comunales tienen tres características 
importantes que determinan su regulación y uso: 

1.	 Son bienes baldíos de la nación que deben 
disponerse para el cumplimiento de los prin-
cipios constitucionales y legales, con el fin de 
servir a los trabajadores agrarios cuya ocupa-
ción debe regularse conforme a lo dispuesto 
en la Ley 160 de 1994 y sus normas regla-
mentarias. 

2.	Son bienes de uso público de alta impor-
tancia ambiental, que por sus condiciones 
y características naturales cumplen funciones 
ecosistémicas relevantes, y su utilización ade-

49	 “Los bienes de uso público, los parques naturales, 
las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de 
resguardo, el patrimonio arqueológico de la nación y 
los demás bienes que determine la ley son inalienables, 
imprescriptibles e inembargables”. 
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cuada garantiza la conservación de impor-
tantes recursos. No existe en el ordenamiento 
jurídico prohibición alguna relacionada con 
el uso de estos bienes. 

3.	Son bienes que han sido utilizados por co-
munidades altamente vulnerables para ga-
rantizar su seguridad alimentaria; de allí la 
importancia de una regulación que asegure 
que estos no sean objeto de apropiación y 
cerramiento indebidos, y garantice el acceso 
y uso de manera regulada. Por ello, el pro-
cedimiento para el establecimiento de los 
reglamentos de uso y manejo requiere de la 
participación comunitaria y de la constante 
articulación institucional de las entidades que 
participan en el desarrollo y ejecución de este 
proceso, buscando asegurar la colaboración 
armónica de las autoridades administrativas.

Importancia de la 
reglamentación de uso de los 
terrenos comunales

Mediante la reglamentación del uso y la asigna-
ción de terrenos comunales (Incoder, 2015), se 
promueven: 

(a) El ordenamiento del uso del suelo rural y 
de los ecosistemas de los que hace parte, de 
acuerdo con su vocación natural, con las po-
sibilidades técnico-productivas disponibles del 
terreno comunal y obviamente con los dere-
chos y necesidades de la población que se-
rán los usuarios de estos terrenos.

(b) Se generan mecanismos conducentes a 
una convivencia pacífica en el territorio, de 
acuerdo con el uso y aprovechamiento que se 

da a estos terrenos comunales, su vocación, y 
las condiciones de competitividad, productivi-
dad y sostenibilidad ambiental. 

(c) Se dan características que permiten el 
aprovechamiento económico de estos ecosis-
temas que se encuentran en altas condiciones 
de productividad y sostenibilidad ambiental, 
logrando con ello una integración a la cultura 
local y un claro mejoramiento de las condicio-
nes de vida de la población beneficiaria.

(d) Finalmente, la implementación de estos 
procesos contribuye a promover mecanismos 
de participación ciudadana, que se encuentra 
informada y en condiciones de tomar decisio-
nes sobre el uso productivo de estos ecosiste-
mas, como ya se mencionó, altamente pro-
ductivos, pero a su vez, frágiles y vulnerables. 

Ruta jurídica para la 
implementación de los 
reglamentos de uso en los 
terrenos comunales
El marco jurídico para adelantar estos procesos 
data de 1994 con el artículo 69 de la Ley 160 
y el Acuerdo 114 de 2007. Sin embargo, por 
capacidades técnicas del Incoder, posterior a la 
expedición de este acuerdo no se habían adelan-
tado estos procesos, hasta que hace pocos años 
la entidad retomó el tema. 

El Acuerdo 114 de 2007, expedido por la Junta 
Directiva del Incoder (ahora Agencia Nacional 
de Tierras), regula el procedimiento de reglamen-
tación de uso de los terrenos comunales, con el 
objeto de “contribuir a la solución de los conflictos 
que se presentan y de procurar el ordenamiento 
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del territorio y la defensa de las tierras de la nación”. A 
través de este procedimiento se establecen criterios de 
elegibilidad, registro y selección de usuarios, y espacios 
participativos para las comunidades, donde se vincule a 
las autoridades locales para garantizar el desarrollo y la 
ejecución transparentes del proceso (Constitución Políti-
ca, artículo 113). Las autoridades con competencia en el 
tema son el Ministerio Público, las alcaldías, el Ministerio 
del Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, el Incoder, 
entre otros (OIM, 2015). 

En el Acuerdo 114 de 2007 se establecen tres compo-
nentes claves en el proceso de regulación y uso de los 
terrenos comunales:

bien público por las autoridades competen-
tes en el tema. Una vez culminada esta fase, 
se inicia el proceso de reglamentación de 
uso y manejo, ordenado en la Ley 160 de 
1994 y desarrollado por el Acuerdo 114 
de 2007. La responsabilidad institucional 
para adelantar estos procesos de deslinde 
y reglamentación de uso correspondía al In-
coder, ahora Agencia Nacional de Tierras.

Por otro lado, el numeral 5 del artículo 3 de 
la Ley 99 de 1993 asigna como función 
a las Corporaciones Autónomas Regiona-
les participar con los demás organismos y 
entes competentes en el ámbito de su juris-
dicción en los procesos de planificación y 
ordenamiento territorial, con el fin de que 
el factor ambiental sea tenido en cuenta en 
las decisiones que se adopten.

Los beneficiarios del proceso son defini-
dos con base en unos principios y fines 
esenciales en materia agraria: fomentar el 
acceso progresivo a la tierra de los cam-
pesinos de bajos recursos; elevar su cali-
dad de vida; promover su mejoramiento 
económico, social y cultural estimulando 
su participación, y generar su seguridad 
alimentaria. En consecuencia, son benefi-
ciarios los “campesinos o pescadores de 
escasos recursos económicos que reúnen 
los requisitos previstos en el reglamento, 
que al ser seleccionados, se les permite el 
uso de los terrenos comunales, en forma 

Técnico Administrativo Social

Identi�cación del área 
y la información

Registro

Cali�cación de 
solicitudes

Fortalezamiento de 
los procesos sociales

Reconocimiento de 
los usuarios

Asignación de uso Juntas de terrenos 
comunales

Acompañamiento Ejercicio de control
 y autogestión

Visita técnica

Propuesta de 
ordenamiento

Concepto de la 
autoridad ambiental

Para iniciar el proceso de reglamentación, es necesario 
haber adelantado en su totalidad el correspondiente pro-
ceso de deslinde50, esto es, la delimitación formal del 

50	 Artículo 2.14.19.7.1. del Decreto 1071 de 2015. Título 19 Procedimientos administrativos especiales agrarios de 
clarificación de la propiedad, delimitación o deslinde de las tierras de la nación, extinción del derecho de dominio, 
recuperación de baldíos indebidamente ocupados o apropiados, reversión de baldíos adjudicados y se dictan otras 
disposiciones. Capítulo 7: “Deslinde de tierras de la nación”. Objeto. “(…) El objeto de este procedimiento es deslindar 
las tierras de propiedad de la nación, en especial los baldíos y los bienes de uso público, para delimitarlas de aquellas 
que le son colindantes (…)”.  

Adaptado del acuerdo 114 de 2007 por parte de la OIM 
 en el marco del proyecto PPT 
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individual o colectiva, con el compromiso de cum-
plir los deberes de conservación y demás que el 
reglamento les exija, pero solamente como meros 
tenedores de los mismos”51. Cabe señalar, que 
al momento de la expedición del reglamento se 
debe dar prioridad a las mujeres y hombres cabe-
za de hogar52 y al aspirante que se encontrara en 
estado de desprotección social y económica por 
causa de violencia, abandono o viudez. 

Modelo de intervención  
del PPT

Como se mencionó en la introducción, la interven-
ción del PPT consistió en la realización de activida-
des técnicas para contribuir a reglamentar el uso y 
manejo productivo en tres baldíos no adjudicables 
(terrenos comunales) deslindados en la región del 
Canal del Dique y en zona costera. Para este caso 
se focalizaron la ciénaga de Sábalo, en el muni-
cipio de Candelaria (Atlántico), y las ciénagas de 
Sato y Machado, en los municipios de Calamar y 
Arroyohondo (Bolívar). Estas ciénagas fueron priori-
zadas, ya que son las únicas que han sido deslin-
dadas por el Incoder en los municipios focalizados 
y que, por lo tanto, cumplen con las condiciones 

para la formulación de su reglamentación. Adicio-
nal a estas tres ciénagas, el PPT contribuyó al es-
tudio técnico para el procedimiento administrativo 
de deslinde de tierras de la nación para la Ciéna-
ga Real, ubicada entre los municipios de Suan y 
Campo de la Cruz (Atlántico).

Es importante mencionar que en los últimos años 
las ciénagas de la región se han visto fuertemen-
te afectadas por la sedimentación, la contamina-
ción, el secamiento y la apropiación de terrenos 
para la agricultura y la ganadería. En este senti-
do, la intervención en estos ecosistemas resulta 
de valioso interés para las comunidades, quienes 
dependen de ellos como sustento de trabajo.

51	 Es pertinente resaltar que los usuarios de los terrenos co-
munales solo adquieren calidad de tenedores, es decir, 
se benefician únicamente de un uso mas no de su pro-
piedad, dado su carácter imprescriptible, inembargable 
e inalienable otorgado por el artículo 63 de la Constitu-
ción Política. 

52	 Esta condición se entiende en virtud de lo consignado en 
el artículo 102 de la Ley 160 de 1994, que establece: 
“Para todos los efectos previstos en esta ley, se entiende 
por jefe de hogar al hombre o mujer campesino pobre 
que carezca de tierra propia o suficiente, de quien de-
pendan una o varias personas unidas a él por vínculos 
de sangre, de afinidad o de parentesco civil”.

 “Hace 40 o 50 años, mi 
papá pescaba en la ciénaga de 

Sábalo; mi mamá y yo recibíamos 
los peces y los llevábamos al 

mercado en Candelaria. Había 
hasta caimanes, era una belleza 

de ciénaga. Las canoas salían 
en la madrugada a pescar y 

regresaban al final de la mañana. 
Hoy da lástima ver cómo la 

ciénaga se ha disminuido. En 
1999 se comenzó a bajar el 

agua. Ahora, los arroyos traen 
basura que poco a poco se 

ha ido sedimentando. Hoy en 
día nos hemos quedado sin la 

ciénaga. Nos sentimos mal. 
La vida que teníamos nos la 

daba ella. Era nuestra fuente 
de trabajo”. José Manuel Uribe, 

representante legal de Asopescar. 
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a.	 Focalización de las ciénagas 
por intervenir

b.	 Consecución y sistematización de 
información secundaria

c.	 Estudio multitemporal de imágenes 
satelitales de las ciénagas

d.	 Diagnóstico de los terrenos comu-
nales

5.	Aprestamiento administrativo

a.	 Socialización y concertación de la 
propuesta de intervención con enti-
dades del nivel nacional, regional y 
local. 

b.	 Socialización del marco norma-
tivo de la intervención (Acuerdo 
114 de 2007).

c.	 Convocatoria a participar en los 
cronogramas de la intervención a 
las instituciones.

6.	Aprestamiento social

a.	 Socialización del alcance de la 
intervención con las comunidades 
de las ciénagas.

b.	 Caracterización de las organiza-
ciones sociales de las ciénagas.

El modelo de intervención aplicado por la OIM consistió 
en los siguientes componentes:

ACTIVIDADES  
preliminares a la intervención:

1.	 Establecimiento de alianzas institucionales

2.	Mecanismos de seguimiento y evaluación

3.	Coordinación interinstitucional en el nivel 
local, regional y nacional

4.	Aprestamiento técnico

Ciénagas 
intervenidas  
en el proyecto

Manati

Calamar

Suan

Arroyohondo

Candelaria

Campo de la Cruz

Santa Lucia

Cerro de San Antonio

Pedraza

El Pinon

Concordia

Repelon

San Cristobal

ATLANTICO

BOLIVAR
MAGDALENA

Esri, DeLorme, GEBCO, NOAA NGDC, and other contributors, Sources: Esri,
GEBCO, NOAA, National Geographic, DeLorme, HERE, Geonames.org, and other
contributors

Ciénaga de Sábalo

Ciénaga de Machado

Ciénaga de Sato
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Caracterización agronómica, 
topográfica, ambiental y 
productiva del territorio, y 
socioeconómica de las familias 
del área de influencia del 
terreno comunal

Durante la intervención, los diferentes compo-
nentes se llevan a cabo de manera simultánea:

1.	 Componente técnico

a.	 Caracterización topográfica del terreno 
comunal (verificación estudio multitempo-
ral vs. relieve del territorio).

b.	 Caracterización catastral del terreno co-
munal (identificación de la ocupación del 
terreno comunal).

c.	 Caracterización  agronómica y produc-
tiva del terreno comunal (verificación de 
los usos actuales y análisis de suelos).

d.	 Caracterización  ambiental del terreno 
comunal (identificación de la flora y fau-
na propia del terreno comunal y análisis 
del agua).

e.	 Caracterización socioeconómica. 

2.	Componente administrativo 

a.	 Socialización de avances técnicos y re-
sultados específicos de la intervención 
con las instituciones. 

b.	 Socialización y presentación de resulta-
dos del proyecto a las instituciones.

3.	Componente social

a.	 Desarrollo de talleres de socialización y 
empoderamiento para las comunidades 
en los siguientes temas:

i.	 Cartografía social y acercamiento a la 
cartografía técnica realizada por el equi-
po de OIM.

ii.	 Reglamentos de uso y manejo de playo-
nes y sabanas comunales (Acuerdo 114 
de 2007 del Incoder).

iii.	Gestión de los recursos y actividades pro-
ductivas sostenibles.

iv.	Entrega de resultados finales y presenta-
ción de elementos de exigibilidad de de-
rechos para la conservación del terreno 
comunal y preservación del reglamento 
de uso y manejo.

ACTIVIDADES de seguimiento

1.	 Seguimiento técnico

a.	 Seguimiento al concepto de la autoridad 
ambiental.

2.	Seguimiento administrativo

a.	 Seguimiento al inicio del proceso de 
convocatoria e inscripción por el Incoder, 
ahora Agencia Nacional de Tierras. 
(Esta actividad no alcanzó a realizarse 
en el marco del proyecto).
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DESCRIPCIÓN del modelo  
de intervención

Fases previas al trabajo en campo

1.	 Establecimiento de alianzas 
institucionales

Como fase previa al inicio de la intervención, se 
llevó a cabo una etapa importante de concertación 
entre el Incoder como entidad competente y la 
OIM. Una vez se presentó y aprobó la propuesta 
de trabajo y sus alcances, se definieron el apoyo 
técnico y los compromisos financieros de las 
partes, se hizo una preidentificación de posibles 
zonas de intervención, y se establecieron los 
mecanismos de trabajo conjunto. 

Para formalizar este acuerdo, se firmó el Convenio 
de Cooperación 892, en el cual se estableció 
el objetivo de “aunar esfuerzos para apoyar las 
labores en materia de formalización a través de 
recursos financieros, administrativos y técnicos”. 
Este contó con recursos técnicos y financieros de 
ambas partes, lo que implicó también una serie 
de procedimientos internos dentro del Incoder 
para asegurar la contrapartida.

Cabe mencionar que en buena parte los retrasos 
y dificultades que enfrentó el proyecto se 
debieron a los cambios institucionales que vivió 
el sector rural entre 2013 y 2015, especialmente 
con ministros de Agricultura y Desarrollo Rural, 
gerentes del Incoder, así como de funcionarios 
del nivel directivo. 

En este sentido, varios de los aprendizajes que 
arroja el proyecto en relación con el trabajo 
directo con la institucionalidad pública se 
centran en la necesidad de establecer desde 

el principio mecanismos de coordinación claros 
(eficientes y operativos) que permitan abordar 
las dificultades intrínsecas a este tipo de 
intervenciones. Igual, es importante mencionar 
que a pesar de que estos mecanismos 
existan, la comunicación entre las entidades 
debe ser fluida y debe haber claridad en las 
acciones y responsabilidades. El trabajo con 
la institucionalidad pública implica un margen 
de riesgo, debido a que esta depende de los 
cambios políticos y coyunturales del momento.

2.	Mecanismo de seguimiento y 
evaluación

Un aspecto esencial para el desarrollo del 
convenio con el Incoder fue la puesta en marcha 
de un mecanismo de seguimiento que se llevó a 
cabo a través de mesas técnicas en las cuales 
se revisaban los avances en las gestiones 
operativas y se estudiaban las dificultades 
administrativas para el avance en los objetivos. 
Desde mayo hasta noviembre se realizaron seis 
mesas técnicas de evaluación y seguimiento, 
en las que se construyó el plan de acción, 
se acordaron los mecanismos para hacer la 
focalización de los municipios por intervenir, se 
identificaron los primeros posibles beneficiarios 
del proyecto y, durante la operación, se cruzó 
información para realizar ajustes en las metas y 
replantear algunas acciones para avanzar en el 
logro de los objetivos.

Este mecanismo de seguimiento mostró ser 
esencial en el desarrollo del proyecto; fue la 
instancia operativa a través de la cual también se 
pudo canalizar y dar a conocer algunas de sus 
dificultades durante la ejecución.
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3.	Coordinación interinstitucional en el 
nivel local y regional

Las entidades y dependencias territoriales asocia-
das a la reglamentación de uso y manejo de te-
rrenos comunales fueron la Dirección Técnica de 
Procesos Agrarios del nivel central del Incoder, las 
Direcciones Territoriales de Bolívar y Atlántico de 
esta misma entidad, la Corporación Autónoma 
Regional del Atlántico, la Corporación Autónoma 
Regional del Canal del Dique y las Procuradurías 
Ambientales y Agrarias de Bolívar y Atlántico. 

En el marco del proceso de concertación institucio-
nal, el PPT realizó nueve mesas técnicas territoriales 
(cinco en Atlántico y cuatro en Bolívar) a las entida-
des anteriormente mencionadas, así como al Igac 
y a la Corporación de Paz y Desarrollo del Canal 
del Dique. El objetivo de estas mesas era concertar 
la intervención en terreno, presentar los avances 
del proceso y generar acuerdos de acción interins-
titucional para realizar acciones coordinadas. 

Este proceso de concertación institucional ha cons-
tituido un importante instrumento para que las en-
tidades se apropien del procedimiento y articulen 
acciones que les permitan realizar mejor sus funcio-
nes y competencias institucionales para apoyar la 
formulación de procesos integrales que transformen 
los territorios. 

Es importante mencionar que aunque el proyecto 
hizo un esfuerzo valioso por promover la coor-
dinación interinstitucional y esto se vio reflejado 
en resultados concretos en las comunidades y en 
los procesos, se pudo observar la falta de articu-
lación entre las dependencias del orden central 
y las del orden territorial; cada entidad tiene or-
ganizados su presupuesto y su plan de acción, 
y trabaja de manera independiente. Este es un 
aspecto importante que debería tenerse en cuenta 
en el marco del fortalecimiento institucional por el 
que pasa el sector agropecuario actualmente.

Por otra parte, en el marco de la coordinación 
interinstitucional, se realizó un ejercicio de 
socialización del proceso ante la nueva 
administración municipal de Candelaria, con 
el fin de presentar las acciones en el marco del 
PPT en esta zona, escuchar a los representantes 
de las comunidades y alcanzar compromisos 
para el acompañamiento de las mismas en su 
interés por continuar impulsando los procesos de 
reglamentación de uso y manejo de los terrenos 
comunales. También se trabajó con la Alcaldía de 
Candelaria en la elaboración de un derecho de 
petición dirigido al Incoder, con el fin de solicitar 

 “Para nosotros fue muy 
importante el trabajo que se realizó, 

porque nos permitió conocer de 
primera mano el estado actual de 
estas ciénagas, cómo venían las 

comunidades aledañas trabajando 
alrededor de estas, cómo les servían. 

Nos sirvió también para tener un 
paralelo con la información que 
tenía la Corporación… Para la 
Corporación queda un trabajo 
positivo con la comunidad que 

nos va a permitir a futuro mejorar 
nuestra intervención en esa zona”. 
Amira Mejía Barandica, abogada 

de la Gerencia de Gestión 
Ambiental de la Corporación 

Autónoma Regional del Atlántico.
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la remisión formal del informe técnico elaborado 
por el PPT a la autoridad ambiental, para que 
esta (la Corporación Regional del Atlántico) se 
pronunciara respecto al mismo y se continuara 
con el proceso para reglamentar el uso y manejo 
de estos terrenos comunales.

4.	Aprestamiento técnico

a.	 Focalización de las ciénagas por 
intervenir.

b.	 Consecución y sistematización de infor-
mación secundaria.

c.	 Estudio multitemporal de imágenes de sa-
télite de las ciénagas.

d.	 Diagnóstico de los terrenos comunales.

Esta etapa consistió en una revisión detallada 
de los expedientes de deslinde que ya contaban 
con decisión de fondo en lo concerniente a la 
delimitación de las tierras de la nación (ciénagas) 
en el área de intervención del PPT de los NTP, a 
partir de la información reportada por el Incoder.

Para este primer momento, se realizó un primer 
filtro aplicando los requisitos de procedibilidad 
establecidos por el Acuerdo 114 de 2007 al área 
definida para la intervención, encontrando cuatro 
ciénagas cuyos playones podrían ser objeto 
de reglamentación, ya que fueron previamente 
deslindados por el Incoder y contaban con 
decisión de fondo. Estas ciénagas son:

TERRENOS COMUNALES

Bien/ predio Departamento Municipio Ha Mt2 Estado

Resolución 

final 

deslinde

Fecha

Ciénaga de 

Sábalo
Atlántico Candelaria 75 Ejecutoriada 362 10/12/2004

Ciénaga El 

Hobo
Bolívar Calamar 3048 8642

Resolución final 

notificada
111 10/03/2009

Placita o 

Sato
Bolívar Calamar 118 400

Notificación 

de la decisión 

final

168 08/02/2013

Machado Bolívar Arroyohondo 360 360 Ejecutoriada 2166 31/10/2012
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En el marco de la identificación de los predios 
referidos, se solicitó al Incoder precisar si la 
ciénaga El Hobo se encontraba dentro del 
área de influencia del proceso de titulación 
colectiva del Consejo Comunitario de Hato 
Viejo, lo que impediría la formulación del 
reglamento de la ciénaga. Esta situación fue 
confirmada por la entidad.

Al respecto, vale la pena precisar que la titulación 
colectiva de territorios habitados por comunidades 
negras, conforme a lo previsto en la Ley 70 de 
1993, implica el reconocimiento legal de los usos 
sobre determinados bienes públicos cuando en ellos 
se llevan a cabo prácticas tradicionales para su 
explotación. Es por esto que hasta que no se resuelva 
el proceso administrativo para adjudicar los bienes 
baldíos ocupados por el Consejo Comunitario, no 
es viable realizar el proceso de reglamentación de 
uso de este terreno comunal. Esto llevó a que se 
iniciara el estudio de otros expedientes de deslinde 
dentro del área de cobertura para desarrollar 
la intervención sobre un cuarto terreno comunal 
conforme a las condiciones de operación definidas 
en el plan de acción. Como resultado se encontró 
que el Incoder no tenía procedimientos de deslinde 
que hayan finalizado y cumplan las condiciones 
jurídicas necesarias para adelantar el procedimiento 
dispuesto por el Acuerdo 114 de 2007.

No obstante, a solicitud de la autoridad ambiental 
y de la Procuraduría Ambiental y Agraria del 
departamento del Atlántico se revisó la situación 
de la Ciénaga Real, ubicada en los municipios de 
Suan y Campo de la Cruz, que también hacen parte 
del Programa NTP. Una vez identificada el área 
por el equipo técnico de la OIM, se precisó que 
este bien de uso público no había sido objeto del 
procedimiento agrario de deslinde por el Incoder. 
Por esta razón, se entregó la información técnica 

recolectada al esta última entidad, que inició las 
diligencias pertinentes para determinar si había lugar 
al inicio de alguno de los procedimientos agrarios 
de la Ley 160 de 1994. Este procedimiento de 
análisis se encuentra aún en curso. 

Durante esta etapa, el equipo técnico de la OIM 
elaboró el primer informe técnico sobre sistemati-
zación de información secundaria, que presenta 
un diagnóstico de las ciénagas, de acuerdo con 
las consultas que se pudieron llevar a cabo con in-
formación de los esquemas de ordenamiento terri-
torial, los registros catastrales del Igac, los planes 
de ordenación y manejo ambiental de cuenca 
hidrográfica (Pomca), entre otros. 

5.	Aprestamiento administrativo

a.	 Socialización y concertación de la propuesta 
de intervención con entidades del nivel nacio-
nal, regional y local. 

b.	 Socialización del marco normativo de la 
intervención (Acuerdo 114 de 2007).

c.	 Acompañamiento a la convocatoria a 
participar en los cronogramas de la in-
tervención a las instituciones. (Esta acti-
vidad es competencia del Incoder).

Esta etapa consistió en la articulación y poste-
rior alineación de las instituciones frente a la in-
tervención en el tema. De igual forma, se buscó 
fortalecer las capacidades de las instituciones en 
relación con sus roles dentro del procedimientos 
para la reglamentación de uso y manejo de los 
terrenos comunales. En el marco del aprestamien-
to administrativo también se socializó el marco 
normativo de la intervención (Acuerdo 114 de 



120

2007) con las autoridades territoriales en ejerci-
cio, así como con las autoridades electas para el 
periodo 2016-2020 y se elaboró un cronograma 
de trabajo y visitas a terreno, de manera que las 
instituciones pudieran participar en las diferentes 
actividades técnicas organizadas con las comuni-
dades alrededor de las ciénagas.

6. Aprestamiento social

a.	 Socialización del alcance de la inter-
vención con las comunidades de las 
ciénagas.

b.	 Caracterización de las organizaciones 
sociales de las ciénagas.

En el aprestamiento social se presentó 
la propuesta a los pobladores, quienes 
conocieron con más detalle los aspectos 
jurídicos y administrativos que regulaban el 
uso y el manejo de las ciénagas, así como la 
propuesta de trabajo para su reglamentación. 
En estas reuniones pudieron mostrar su posición 
al respecto, aclarar dudas que tuvieran frente 
al tema, retroalimentar la propuesta con su 
experiencia y conocimiento práctico en el 
terreno, así como organizarse para participar 
de manera directa en el desarrollo de las 
actividades relacionadas con el tema de 
formulación de reglamentos de uso y manejo 
de terrenos comunales.

Debido a que en varias de las ciénagas existía un 
grupo de juntas de acción comunal y organiza-
ciones de pescadores y campesinos productores, 
también se consideró pertinente la caracterizarlas, 
con el fin de articularlas al proceso y empoderar-
las como defensoras de los terrenos comunales.

Acerca del proceso de fortalecimiento de organi-
zaciones y formulación de reglamentos de uso y 
manejo de terrenos comunales, Juan Manuel Bo-
lívar Marriaga, representante legal de Ampeca 
(Asociación Municipal de Pescadores de Can-
delaria), manifiesta: “Ha sido muy bueno porque 
nos ha permitido conocer más sobre lo que de-
bemos hacer para la recuperación y dragado de 
la ciénaga. También sabemos dónde y a quién 
nos debemos dirigir para exigir nuestros derechos 
como pescadores. Ya sabemos hacia dónde va-
mos como organización”. 

Caracterización agronómica, topográfica, am-
biental y productiva del territorio, y socioeconó-
mica de las familias del área de influencia del 
terreno comunal

Durante la intervención, los diferentes componentes 
se llevan a cabo de manera simultánea:

1.	 Componente técnico

a.	 Caracterización topográfica del terreno 
comunal (verificación estudio multitempo-
ral vs. relieve del territorio).

b.	 Caracterización catastral del terreno co-
munal (identificación de la ocupación del 
terreno comunal).

c.	 Caracterización  agronómica y produc-
tiva del terreno comunal (verificación de 
los usos actuales y análisis de suelos).

d.	 Caracterización  ambiental del terreno 
comunal (identificación de la flora y la 
fauna propia del terreno comunal y aná-
lisis del agua).



121

e.	 Caracterización socioeconómica. 

Una vez finalizada la etapa de aprestamiento 
técnico y elaborado el primer informe técnico 
sobre sistematización de información secundaria 
sobre las ciénagas, se adelantó la caracterización 
agronómica, topográfica, ambiental y productiva 
del territorio, y socioeconómica de las familias 
del área de influencia del terreno comunal en las 
ciénagas previamente deslindadas de Placita, 
Machado y Sábalo. Este trabajo consistió en 
verificar las condiciones de las ciénagas, sus 
pobladores, sus actividades económicas y 
sociales, así como sus condiciones ambientales. 

Las principales preguntas que lideraron la carac-
terización fueron:

-	 ¿Cuál es el estado de la tenencia de la tierra 
al interior de las ciénagas?

-	 ¿Cuál es en realidad el tamaño de las ciéna-
gas? ¿Cuáles son sus linderos?

-	 ¿Hay población dentro de las ciénagas? ¿En 
qué condiciones se encuentra?

-	 ¿Qué actividades se realizan en ellas?

-	 ¿Cuál es la calidad de los suelos de las ciéna-
gas y para qué se pueden utilizar?

-	 ¿Cuál es la calidad del agua y para qué 
sirve?

De este ejercicio se produjo como resultado un do-
cumento titulado “Segundo informe técnico sobre la 
caracterización agronómica, topográfica, ambien-
tal y productiva del territorio, y sobre las caracterís-
ticas socioeconómicas de las familias del área de 

influencia del terreno comunal”. Este informe, que 
presenta toda la información primaria y secundaria 
relacionada con las áreas de intervención, así como 
la propuesta de zonificación del área, la determi-
nación del número de usuarios por ciénaga y los 
usos permitidos en las mismas, fue entregado a la 
Dirección Técnica de Procesos Agrarios del Incoder 
sede central, a la Dirección Territorial de Bolívar y a 
la Dirección Territorial del Atlántico.

2.	Componente administrativo 

a.	 Socialización de avances técnicos y re-
sultados específicos de la intervención 
con las instituciones. 

b.	 Socialización y presentación de resulta-
dos del proyecto a las instituciones.

Durante toda la implementación del proyecto, las 
instituciones del nivel nacional, regional y local es-
tuvieron involucradas y participaron activamente no 
solo en la revisión de los avances y resultados técni-
cos, sino apoyando las acciones en terreno. Esto les 
permitió acercarse a las comunidades, conocer de 
primera mano las realidades de la zona y fortalecer 
su gestión en asuntos relacionados con los regla-
mentos de uso y manejo de terrenos comunales.

3.	Componente social

a.	 Desarrollo de talleres de socialización y 
empoderamiento para las comunidades 
en los siguientes temas:

i.	 Cartografía social y acercamiento a la 
cartografía técnica realizada por el equi-
po de OIM.
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ii.	 Reglamentos de uso y manejo de playo-
nes y sabanas comunales (Acuerdo 114 
de 2007 del Incoder).

iii.	Gestión de los recursos y actividades pro-
ductivas sostenibles.

iv.	Resultados finales y presentación de ele-
mentos de exigibilidad de derechos para 
la conservación del terreno comunal y 
preservación del reglamento de uso y 
manejo.

Este componente se llevó a cabo de manera 
paralela al técnico y al administrativo. Consistió en 
la socialización, concertación y difusión comunitaria 
e institucional para los acuerdos sobre reglamentos 
de uso y manejo de terrenos comunales. 

Como inicio del proceso en el terreno, 
el programa realizó un diagnóstico rural 
participativo, con el fin de conocer más a fondo 
las condiciones de las comunidades. Por otra 
parte, se contrató al Instituto Latinoamericano 
para una Sociedad y un Derecho Alternativo 
(Ilsa), que se encargó de realizar los talleres de 
empoderamiento comunitario con los pobladores 
de las ciénagas. De manera general, en estos 
talleres se dio a conocer el objetivo del proceso 
de formulación de reglamentos de uso y manejo 
de terrenos comunales, sus características, sus 
posibles resultados, entre otros aspectos. Con 
ello se buscaba que los pobladores pudieran 
impulsar con más insumos sus actividades 
sociales, económicas y políticas, para mejorar 
su calidad de vida y capacidad de incidencia.  

La participación consciente e informada en la toma 
de decisiones y la mediación de las organizaciones 
de la sociedad local fueron esenciales para el 

acompañamiento técnico y la construcción de la 
ruta de la reglamentación. En la ciénaga de Sábalo 
se contó con el apoyo de Ampeca, asociación 
campesina de la zona. En Carreto se trabajó con 
Asopescar (Asociación de Pequeños Campesinos 
de Carreto) ; en Machado, con la Asociación 
Campesina de Machado y con la Asociación de 
Usuarios del Distrito de Riego de Machado; en 
Sato, con la junta de acción comunal de Sato. 

También se llevaron a cabo tres capacitaciones 
sobre el Acuerdo 114 de 2007 y la ruta 
jurídica del proceso de reglamentación de uso 
de bienes públicos, en las que participaron 
las entidades que intervienen en el proceso 
y las comunidades. Adicionalmente, en estas 
se firmaron actas en las cuales se incluyeron 
los compromisos para cada una de estas 
entidades, y se entregó copia de los proyectos 
de los autos que dan apertura al proceso y 
de las resoluciones de reglamentos de uso las 
cuales ya habían sido remitidas al Incoder.

Finalmente, se realizaron dos mesas técnicas en 
las cuales se socializó el segundo informe técnico 
con el Incoder (territorial), las Corporaciones 
Autónomas Regionales, las Procuradurías Agrarias 
y Ambientales regionales y los representantes de 
la comunidad. Igualmente se entregó copia de 
este informe a todos los asistentes. 

Las Juntas de Defensa de los Terrenos Comunales 
son convocadas directamente por el Incoder 
(ahora ANT) una vez inicie el proceso de 
reglamentación de la ciénaga. En este caso, el 
PPT contribuyó en la generación de capacidades y 
al fortalecimiento de las asociaciones campesinas 
y pesqueras para ayudar en la construcción de 
juntas empoderadas, una vez inicie el proceso 
por parte de la agencia.
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“Aquí no permitimos que se agarren 
los bocachicos pequeños. Esperamos 
que el pez crezca para sacarlo. Así 

podemos vivir toditos. De la ciénaga 
vivimos 75 familias, más o menos. 
La ciénaga es la empresa de este 

pueblo, por esta razón la cuidamos. Si 
la ciénaga se acaba, no sé qué va a 
pasar con la gente. Aquí no quedaría 
nada que brindar. Si no hay agua, no 

hay peces ni trabajo”. José V. Ortiz, 
pescador de la ciénaga de Machado.

ACTIVIDADES de seguimiento

1.	 Seguimiento técnico

a.	 Seguimiento al concepto de la autoridad 
ambiental

Una vez concluidas las actividades de este 
componente del proyecto y elaborados los 
productos técnicos que se esperaban, la OIM 
hizo la entrega formal a las instituciones con 
competencia en el tema, con el fin de que 
procedieran a su revisión, a la elaboración de 
los elementos técnicos y al establecimiento de los 
procedimientos para la aprobación final de la 
reglamentación de uso y manejo de los terrenos 
comunales intervenidos.

Los productos entregados fueron:

•	 Primer informe de sistematización de la in-
formación secundaria, en el que se presen-
tó, entre otros, un estudio multitemporal de 
imágenes de satélite de las ciénagas y un 
diagnóstico de los terrenos comunales. 

•	 Segundo informe técnico sobre la caracteri-
zación agronómica, topográfica, ambiental y 
productiva del territorio, y socioeconómica de 
las familias del área de influencia del terreno 
comunal.

En el momento, se espera la respuesta de las 
autoridades ambientales en relación con los ha-
llazgos y recomendaciones de estos informes, y 
la ruta a seguir. 

Vale la pena señalar que los pobladores han 
entendido la reglamentación como una herramienta 
para organizar la actividad productiva, y rescatar 
este recurso que ellos mismos llaman “la vida”, 
teniendo en cuenta que la pesca es su principal 
actividad productiva, seguida de la cría de 
caprinos, la porcicultura y la ganadería. 

En ese sentido, sienten que en este escenario adverso, 
el acompañamiento del PPT ha sido fundamental 
para mejorar la comprensión acerca de la dimensión 
del daño y de otros aspectos relacionados con las 
restricciones de estos ecosistemas, los linderos de 
la ciénaga y playones, al igual que los elementos 
normativos referentes a la reglamentación.

 “Cuando vimos lo que era antes la 
ciénaga y lo que es ahora, quedamos 

sorprendidos. Hemos acabado con nuestra 
fuente de trabajo”. “[…] Estamos dispuestos, 

si es necesario, a aprender nuevas formas 
de trabajo para que no se acabe la 

ciénaga y se aplique la reglamentación”. 
Representantes de la comunidad de la 
ciénaga de Machado, Arroyohondo. 
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y por las comunidades. Igualmente, la conciencia 
generada en los territorios sobre la importancia 
social, productiva y  ambiental de las ciénagas 
y la necesidad de formular reglamentos de 
uso y manejo para permitir la recuperación, la 
conservación y el aprovechamiento sostenible de 
los terrenos comunales.

Del mismo modo, una contribución importante fue-
ron los estudios multitemporales realizados por el 
equipo técnico de la OIM, que contaron con pro-
fesionales de varias disciplinas, lo que permitió 
darles a los informes un enfoque integral y multidis-
ciplinario. Estos estudios contienen la argumenta-
ción técnica para los procedimientos de deslinde 
y evitan que este se lleve a cabo solo basado en 
información desactualizada o en testimonios que 
pueden resultar poco objetivos y que se presten 
para malas interpretaciones. Por otro lado, la me-
todología y los resultados de los informes técnicos 
son una importante herramienta para los procesos 
de ordenamiento, ya que permiten a las autori-
dades de las entidades territoriales, así como a 
las autoridades ambientales, contar con elemen-
tos técnicos que determinen con mayor certeza 
el comportamiento de los humedales y ciénagas 
como ecosistemas estratégicos para el territorio. 

2.	Seguimiento administrativo

a.	 Seguimiento al inicio del proceso de 
convocatoria e inscripción por el Incoder.

Al igual que se hizo con las autoridades 
ambientales, locales y regionales, los resultados 
técnicos del proyecto para este tema fueron 
entregados a la Subdirección de Procesos 
Agrarios del Incoder, con el fin de que la entidad 
revisara los documentos y continuara el proceso 
de reglamentación de uso y manejo de terrenos 
comunales. Aún no ha habido respuesta de la 
entidad, que entró en liquidación en diciembre 
de 2015 y cuyas acciones están en tránsito 
hacia la Agencia Nacional del Tierras.

Resultados obtenidos

El mayor logro del proyecto en el componente 
de reglamentación de uso de terrenos comunales 
fue la apropiación de la metodología y del 
instrumento por las entidades territoriales, las 
agencias del Estado en el orden nacional y local, 
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Teniendo en cuenta que promover una ordenación 
adecuada para los terrenos objeto de intervención 
es una acción coherente con las metas y objetivos 
trazados por el Plan Nacional de Desarrollo 2014-
2018, Todos por un Nuevo País, la reglamentación 
de uso y manejo de terrenos comunales fomenta la 
producción sostenible, a la par que se recuperan 
los bienes de uso público y los servicios ecosistémi-
cos que prestan, elevando la calidad de vida de 
los habitantes.

De este proceso también se destaca la importan-
cia de los espacios de diálogo y concertación en-
tre las diferentes entidades, que generó un mayor 
interés de las instituciones territoriales en la recu-
peración y protección efectiva de las ciénagas, y 
contribuyó al acercamiento y generación de con-
fianza con los pobladores. 

Por otro lado, la comunidad adquirió una clara 
comprensión de todo lo relacionado con la regla-
mentación de uso y manejo de los terrenos co-
munales y la importancia de la regularización del 
uso, bien sea en la actividad agrícola o pesquera. 
Igualmente estuvo de acuerdo con la creación de 
un marco de actuación que los incluya en la con-
servación de este bien, que establezca normas y 

sanciones y que les oriente sobre las mejores prác-
ticas para su uso sostenible y sustentable. 

Los participantes también destacaron el conocimien-
to técnico adquirido acerca del comportamiento bio-
lógico y ambiental de la ciénaga y la importancia 
de los estudios realizados para establecer linderos, 
áreas de ocupación y grado de deterioro medioam-
biental. En esta misma línea, se han apropiado de la 
importancia del documento técnico, y lo identifican 
como una herramienta para el diálogo, concertación 
y negociación directa con las autoridades ambien-
tales, como la Corporación Autónoma Regional del 
Canal de Dique (Cardique) y la Corporación Autó-
noma Regional del Atlántico, a las que constante-
mente hacen referencia porque consideran que tiene 
la mayor incidencia en la resolución del problema 
que las aqueja en relación con la ciénaga. 

3
intervenidas
Ciénagas Productos específicos:

Sato y Machado 
(Bolívar) Sábalo 
(Atlántico)

•	 Informe técnico (estudio multitemporal de 
imágenes satelitales)

•	 Segundo informe técnico sobre la caracterización 
de las ciénagas

3 Ruta jurídica del proceso de reglamentación de uso y manejo de 
terrenos comunales Ciénagas

Capacitaciones a la comunidad en:

Logros del proyecto

“Estamos muy agradecidos con OIM, 
porque gracias a ellos tenemos este 

documento, y ya con eso nosotros no 
vamos a pelear, sino que tenemos los 

elementos para decirles, miren, esto es lo 
que hay que hacer”. Representantes de la 
comunidad de la ciénaga de Machado, 

Arroyohondo.
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Por su parte, la Procuraduría Delegada para 
Asuntos Ambientales y Agrarios manifestó que el 
desarrollo del proyecto ha contribuido a mejorar 
el desempeño de esta oficina en este tema 
específico. Esto en gran parte se debe a dos 
factores: 1) El trabajo investigativo plasmado en 
el informe técnico del estudio sobre las ciénagas, 
que sirvió de insumo para la realización de 
otras acciones dentro de la institución, así como 
para la ejecución de procesos similares. 2) Se 
fortaleció la relación entre la Procuraduría y las 
comunidades, y entre esta y otras entidades que 
participan en el proceso. 

DESAFÍOS: ¿qué sigue para 
que se haga efectiva la 
reglamentación de uso  
y manejo de terrenos 
comunales? 

Los desafíos identificados de cara a lograr una 
efectiva implementación de la ruta de la reglamen-
tación pueden articularse en tres componentes: 

a.  Desafíos institucionales 

El desafío central está en que la nueva instituciona-
lidad pueda hacer una efectiva articulación con los 
territorios, lleve a cabo una planeación armonizada 
que tenga en cuenta las realidades y retos de las 
áreas rurales, implemente mecanismos que promue-
van la participación de las comunidades, e integre 
la comunicación como elemento estratégico para 
una adecuada gestión de tierras y desarrollo rural. 

Debido a que la nueva institucionalidad aún está 
en proceso de configurar su operación, surgen va-

rias preguntas claves para los procesos agrarios en 
general: ¿cómo va a llegar la nueva institucionali-
dad a los territorios? ¿Cómo se va a promover la 
equidad social en la gestión de las tierras rurales? 
¿Cómo se va a continuar con los casos vigentes de 
procesos agrarios y deslinde tierras de la nación?

Frente al proceso de reglamentación de uso y ma-
nejo de terrenos comunales, el reto es que cada 
una de las instituciones que intervienen en su de-
sarrollo y ejecución cumplan efectivamente, de 
manera armónica y coordinada, con las funcio-
nes que les competen, y que se ejecuten desde 
el territorio, no desde el nivel central; la realidad 
casi nunca coincide con la visión macro que el 
gobierno nacional tiene de estos. 
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Por otro lado, es fundamental realizar una delimita-
ción precisa y exacta de todos los terrenos comu-
nales (identificar plenamente estos terrenos y deslin-
darlos), para que no sean objeto de procesos que 
vayan en contravía de su naturaleza de bienes inem-
bargables, imprescriptibles e inalienables. La delimi-
tación debe realizarse a través de la elaboración de 
estudios multitemporales de imágenes satelitales con 
una verificación posterior de campo, con apoyo de 
los estudios de suelo y la comunidad, que juega un 
rol estratégico al tener la memoria histórica de los 
cambios que han tenido las ciénagas.

También es fundamental fortalecer el conocimien-
to de los funcionarios en todo lo relacionado con 
la normatividad, procedimientos e instrumentos 

para la reglamentación de uso y manejo de terre-
nos comunales. Para esto es preciso que se reali-
cen capacitaciones y procesos de formación de 
manera regular en el tema agrario a todos los pro-
fesionales que trabajan en entidades del sector.

Otro desafío importante es la sostenibilidad del proce-
so de recuperación ambiental de la ciénaga, el cual 
requiere la participación activa de las comunidades, 
así como de acuerdos entre la autoridad ambiental, 
el gobierno local, e incluso el departamental; se de-
ben direccionar esfuerzos técnicos y presupuestales 
para tal fin, y trabajar en un plan de corto, media-
no y largo plazo en donde se dé una garantía de 
abastecimiento de agua y de la conservación y uso 
sostenible de los complejos cenagosos.



sostenible
territorio

128

Introducción

El sector agropecuario tiene un peso importante en la economía colombiana, a la 
cual contribuye aproximadamente con el 8,5% del PIB nacional, siendo la gana-
dería el subsector con la participación más alta: 1,6% del PIB nacional, el 20% 
del PIB agropecuario y el 53% del PIB pecuario. La ganadería colombiana dobla 
y triplica a otros sectores a otros sectores como el avícola, el cafetero y el floricultor 
(Vergara, 2010). Adicionalmente, es un alto generador de empleos al aportar más 
del 25% de total de puestos de trabajo en el sector agrícola y aproximadamente el 
7% del total de la economía del país (Profesionales de Bolsa, 2011). No obstante, 
a pesar de su importante desempeño económico, la ganadería es un subsector 
controversial en la medida en que el modelo tradicional predominante —la gana-
dería extensiva— es poco eficiente e insostenible. 

RECONVERSIÓN para
el ordenamiento productivo en Zonas  de 
Reserva Campesina 
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De acuerdo con cifras del Dane de 2013, Colom-
bia dedicaba 30 millones de hectáreas aproxima-
damente para la producción de los diferentes tipos 
de ganado para 2012, mientras solo utilizaba 2,75 
millones de hectáreas para la siembra de productos 
agropecuarios, con una reducción de 2,96 millones 
de hectáreas en los últimos años (Portafolio, 2014). 

Esta situación no es nueva. Según la Upra (2015), 
la vocación ganadera asciende a 15 millones de 
hectáreas aproximadamente, mientras la cobertura 
y uso (demanda social productiva) en ganadería as-
ciende a 38 millones de hectáreas (33% del área 
total) en pastos y herbazales, de los cuales solo 5 
millones están cubiertos con pastos mejorados. Esta 
circunstancia genera conflictos de uso con repercu-
siones sociales, económicas y ambientales. 

En opinión de distintos investigadores y ambienta-
listas, la ganadería representa una gran amena-
za para los ecosistemas y agroecosistemas por el 
desgaste, la erosión, la degradación y compacta-
ción de los suelos que esta genera, sumado a la 
contaminación del agua y las emisiones de gases 
de efecto invernadero producidas por la que-
ma de combustibles fósiles durante el transporte 
terrestre y fluvial de animales vivos o sus productos 
(Murgueitio, 2003). Además, genera una gran 
afectación de bosques tropicales y páramos al 
impulsar la expansión de la frontera agrícola. 

Es conocido también que el modelo tradicional 
de ganadería extensiva se sustenta en una exce-
siva concentración de la tierra, donde la mayor 
parte de esta es propiedad de los grandes hacen-
dados, lo cual genera pobreza, exclusión social 
y conflictos sociales asociados a estos modelos 
productivos. Frente a este panorama se vienen im-
pulsando nuevas alternativas de ganadería soste-
nible o de bajo impacto ecológico, que busquen 

la eficiencia, la productividad y, en especial, el 
mejoramiento y enriquecimiento de la oferta am-
biental. En el marco de la paz y el posconflicto, 
son prioridad la protección y la sostenibilidad del 
medioambiente, por lo cual este tipo de modelos 
resultan de gran valor y referentes para replicarse 
en diferentes áreas del país. 

Modelo de intervención

El PPT, liderado por la OIM en el marco del pro-
grama NTP, financiado por la Unión Europea y 
Prosperidad Social, impulsó el establecimiento de 
sistemas silvopastoriles en Caquetá y Guaviare, 
con los que se busca contrarrestar los efectos des-
favorables de los sistemas de producción de gana-
dería extensiva, así como promover experiencias 
piloto dirigidas a incrementar la oferta de servicios 
ambientales en estos sistemas productivos. 

Los modelos de reconversión productiva a partir de 
sistemas silvopastoriles, o agrosilvopastoriles, han 
sido reconocidos por “contribuir a la protección de 
fuentes de agua (nacimientos, humedales, y cauces 
de los ríos y quebradas); incrementar la cobertura 
arbórea y proteger el suelo; reducir la erosión y el 
ingreso de sedimentos y nutrientes a los cauces; 
mejorar el suministro de agua de buena calidad 
para consumo humano y proteger la diversidad de 
organismos acuáticos” (Cipav, 2011).

De igual forma, este tipo de modelo contribuye 
en buena medida a mitigar los efectos del cam-
bio climático a través de la siembra de cobertura 
arbórea y el incremento de materia orgánica en 
el suelo para así capturar y almacenar dióxido de 
carbono (CO2). También contribuye a reducir las 
emisiones de gas invernadero al evitar las que-
mas y la deforestación (Cipav, 2011). 
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CAQUETÁ

GUAVIARE

BOLIVAR

MAGDALENA

ATLANTICO

CONVENCIONES
ZONAS DE RESERVA CAMPESINA

ZONA INTERVENCION
CAQUETÁ

GUAVIARE

Bogotá

Medellín

Barranquilla

Cali

Bucaramanga

Pasto

“Los proyectos de 
reconversión productiva 

no son nuevos en el 
país. Sin embargo, no 
había antecedentes de 
proyectos de este tipo 
en las dos zonas. Este 
fue un trabajo integral, 

porque los participantes 
pusieron su mano de 
obra y su disposición 

para aprender y cumplir 
con los compromisos 

de cada capacitación. 
El proyecto brindó 
insumos, asistencia 

técnica, capacitación y 
acompañamiento para 

llevar a buen término 
toda la actividad. Es 

un éxito compartido”. 
Hernán Darío Peñalosa, 

líder reconversión 
productiva, equipo 

técnico OIM. 

Las metas iniciales se dirigieron a apoyar 140 familias con 
proyectos de reconversión productiva en los municipios de San 
José del Guaviare y El Retorno, Guaviare, y 100 familias con 
proyectos de reconversión productiva en la Zona de Reserva 
Campesina de Pato-Balsillas, Caquetá.

El proyecto inició actividades en septiembre de 2014. Para concertar 
su implementación en la región del Pato-Balsillas, fue necesario 
hacerlo a través de la Asociación Municipal de Campesinos de 
Pato (Amcop), que apoyó la socialización del proyecto a través de 
27 juntas de acción comunal que hacen parte de la asociación. 
En el Guaviare se trabajó con el apoyo del Incoder regional, así 
como con los presidentes de las juntas de acción comunal de 
San José del Guaviare y El Retorno. Es importante anotar que en 
ninguno de los dos territorios había antecedentes de este tipo de 
modelos alternativos de reconversión productiva.

Municipios 
focalizados 

Reconversión productiva
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Se implementaron sistemas silvopastoriles y se 
acordó con las comunidades que las acciones 
se llevarían a cabo en mínimo 2 hectáreas de 
terreno con divisiones de lotes para la rotación 
del ganado. En la ZRC de Pato-Balsillas, el mo-
delo consistió en cercas vivas flexibles, mientras 
en Guaviare se trató de cercas vivas, más media 
hectárea de banco de proteínas.

En ambos territorios, la ganadería representa una de 
las actividades económicas más importantes para 
las familias, así como para los municipios y la re-
gión, a pesar de que el modelo tradicional de gana-
dería extensiva genera un gran impacto ambiental, 
propicia conflictos en el uso de la tierra, dinamiza 
la ampliación de la frontera agrícola y ocasiona 
fenómenos de compactación del suelo, entre otros 
problemas asociados a este patrón productivo.

Metodología para el diseño e 
implementación de un sistema 
silvopastoril intensivo en áreas 
seleccionadas de las Zonas 
de Reserva Campesina de 
Pato-Balsillas (Caquetá) y 
Guaviare

Para la puesta en marcha de un sistema silvopas-
toril en la ZRC de Pato-Balsillas y en la de Gua-
viare, el equipo técnico de la OIM definió las 
siguientes fases con sus respectivas actividades:

Es preciso advertir que este es un proyecto 
de largo plazo, cuyo ciclo biológico permite 
obtener su sostenibilidad a 20 años.

Estrato 1

Estrato 2

Estrato 3

Arbustos forrajeros

Aporte de Biomasa

Árboles maderables 
o frutales

Praderas mejoradas

“Los campesinos venimos de 
tumbar el monte por muchos años, 
así se ha hecho siempre. ¿Quiere 

tener más vacas? ¿quiere ganar 
más? Tumbe más monte. Cuando 

el proyecto llegó y nos dijeron 
que podíamos tener más vacas 

por hectárea, tener mejores pastos 
en menos tierra y ganar más, no 

creímos; así no es como se hace. 
Pero nos explicaron y nos mostraron 

cómo hacerlo. La verdad es que 
la tierra está agotada y el monte 

no da más. Tenemos que cambiar, 
y el proyecto nos mostró que sí 
es posible”. Pedro Hernández, 

presidente de la Junta de Acción 
Comunal vereda Chaparral Medio, 

El Retorno, Guaviare.

En general, el sistema silvopastoril (forestal-gana-
dería) diseñado e implementado consistió en las 
siguientes combinaciones y estratos:
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I.	Investigación sobre el contexto regional 
por intervenir

En esta etapa se realizó un acercamiento a las ca-
racterísticas sociales y productivas de las zonas ob-
jeto de intervención por el PPT. Como insumo para 
esta etapa se consultaron los Planes de Desarrollo 
Municipal, los esquemas de ordenamiento territo-
rial, e información del Incoder y otras instituciones 
públicas. A su vez, se realizaron acercamientos 
con autoridades locales y se hizo una identifica-
ción inicial del grupo de productores beneficiarios 
del proyecto. Igualmente se realizaron acercamien-
tos con las organizaciones campesinas (Amcop 
en el Caquetá) o juntas de acción comunal de los 
territorios por intervenir, con el fin de promover el 
diálogo con la comunidad, facilitar la implementa-
ción del proyecto y acompañar el proceso.

II. Selección de beneficiarios

Para comenzar la definición de beneficiarios, los 
técnicos de la OIM solicitaron información al In-
coder y a las alcaldías sobre proyectos similares 
que se hubieran llevado a cabo en la región. 
Igualmente, se cruzó información con las organi-
zaciones de la zona y con las juntas de acción 
comunal. Una vez se tuvo un listado inicial de 
potenciales beneficiarios del proyecto, se estable-
cieron criterios de selección con el fin de elegir 
aquellos que dispusieran de predios y contaran 
con las características idóneas para su implemen-
tación. En este caso se plantearon tres criterios 
generales de selección: 

a) Los predios por elegir debían estar nuclea-
dos, es decir, que no presentaran una dis-
persión en su localización en el territorio 
seleccionado. 

b) Los ocupantes de los predios debían vivir en 
él o por lo menos en los centros poblados 
dentro de las ZRC. 

c) Los beneficiarios debían demostrar que sus in-
gresos económicos dependían de las activida-
des agropecuarias que realizan en el predio.  

En cuanto a la selección de beneficiarios, se usa-
ron diversos criterios y variables, como se descri-
be a continuación:

•	 Área: el predio del participante debía tener 
una extensión mínima de 2 hectáreas con con-
diciones agroecológicas óptimas (agua y sue-
lo) para implementar el sistema silvopastoril. 

•	 Condiciones técnicas del área: el área 
debía corresponder a potreros ya estableci-
dos para las actividades de ganadería. No 
eran aceptables actividades como tala y que-
ma con el propósito de incorporar áreas nue-
vas para ganadería. 

•	 Conservación de los sistemas pro-

ductivos: los beneficiarios debían compro-
meterse a dar continuidad a las labores rea-
lizadas durante el acompañamiento técnico.

•	 Insumos: los beneficiarios debían compro-
meterse a dar buen uso a todos los insumos y 
materiales entregados para el establecimiento 
y mantenimiento del sistema silvopastoril.

•	 Beneficiarios: la familia beneficiaria debía 
habitar en el predio o en los centros poblados 
en el marco de las ZRC. 

•	 Vocación de los beneficiarios: Tener voca-
ción para ejercer las actividades propias de la 
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ciones agroecológicas y socioeconómicas de las 
zonas de trabajo, se hizo una convocatoria a la 
comunidad seleccionada para darle a conocer el 
alcance del proyecto. En esta fase se privilegió la 
participación ciudadana en el diagnóstico buscan-
do corroborar la información secundaria obtenida 
previamente. Igualmente, mediante metodologías 
de “lluvia de ideas”, los potenciales beneficiarios 
realizaron sus observaciones y dieron a conocer 
sus perspectivas de la ejecución del proyecto. En 
esta etapa se tomaron decisiones conjuntas y com-
promisos entre los operadores y el grupo de benefi-
ciarios para el correcto desarrollo del proyecto, los 
cuales quedaron consignados en actas y formatos 
que permitieran el seguimiento.

IV. Asistencia técnica y transferencia  
de tecnología

La asistencia técnica consiste en el acompañamien-
to que presta a los productores una institución deter-
minada, oficial o privada, con el fin de mejorar sus 
conocimientos, tecnología y modelos de producción 
para actividades agropecuarias más efectivas y efi-
cientes. Busca la transferencia tecnológica y garan-
tizar el proceso de adopción de nuevas tecnologías 
para el mejoramiento de la producción, en un diálo-
go conducente al aprendizaje mutuo.

De acuerdo con el literal A del artículo 3 de la Ley 
607 de 2000, el servicio de asistencia técnica 
directa rural se entiende como “la atención inte-
gral, articulada, regular y continua a los produc-
tores agrícolas, pecuarios, forestales y acuícolas 
o pesqueros”, en los siguientes aspectos: 

a.	Aptitud de los suelos, selección del tipo de 
actividad por desarrollar y planificación de 
las explotaciones.

ganadería, como manejo de pasturas, manejo 
animal y uso eficiente de los recursos naturales.

•	 Aporte de los beneficiarios: representa-
do en mano de obra para el desarrollo de las 
diferentes actividades que requiere el estableci-
miento y mantenimiento del sistema productivo.

•	 Disponibilidad de tiempo: es el compro-
miso de los hogares beneficiarios para parti-
cipar en las jornadas de capacitación y para 
atender visitas de asistencia técnica previa-
mente programadas.  

Todos estos criterios se definieron en conjunto con 
las organizaciones representativas de la región 
haciendo el proceso abierto y participativo.

“La OIM y los técnicos del proyecto 
llegaron primero a Amcop, que 

reúne a todas las juntas de acción 
comunal de la zona. Allí nosotros, 

que conocemos las necesidades de 
la comunidad y sabemos quiénes 

son las personas trabajadoras 
y comprometidas que pueden 
aprovechar mejor el proyecto, 

propusimos a algunas familias que 
podían ser tenidas en cuenta. Ellos 
nos escucharon y el proyecto salió 

muy bien. La gente respondió”. Misael 
Güependo, presidente de Amcop, 

ZRC del Pato-Balsillas, Caquetá.

III.  Socialización del proyecto 

En esta etapa, una vez identificado el grupo de 
potenciales beneficiarios y revisadas las condi-
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b.	Aplicación y uso de tecnologías y recursos 
adecuados a la naturaleza de la actividad 
productiva.

c.	 Posibilidades y procedimientos para acceder 
al financiamiento de la inversión.

d.	Mercadeo apropiado de los bienes producidos.

e.	Promoción de las formas de organización de 
los productores.

Para la implementación de los modelos silvopas-
toriles que impulsó el PPT, la asistencia técnica fue 
esencial para alcanzar los objetivos previstos en este 
componente. Este acompañamiento consistió en rea-
lizar visitas predio a predio para asesorar, realizar, 
seguimiento y verificar las actividades ejecutadas 
entre cada encuentro, es decir, un acompañamiento 
personalizado orientado al fortalecimiento de capaci-
dades técnicas y productivas del agricultor.

Para la ejecución de este componente, la OIM, a 
través de una convocatoria pública, contrató or-
ganizaciones técnicas con presencia en los dife-
rentes territorios y con amplia experiencia en este 
tipo de proyectos. Para el Caquetá, la organiza-
ción que apoyó este componente fue el Comité 
de Ganaderos del Huila, y para el Guaviare, 
Eguapsagro Ltda. Los profesionales escogidos 
por ambas organizaciones para el desarrollo de 
las actividades eran técnicos en las áreas de las 
ciencias agrarias, oriundos de las dos regiones 
y conocedores de la idiosincrasia, la cultura y la 
geografía de los dos territorios intervenidos. 

Para el desarrollo de las diferentes actividades 
de la asistencia técnica se elaboró un cronogra-
ma de visitas según el recorrido y la distancia 

de las fincas para asegurar el cumplimiento de 
los compromisos y registrar la duración de cada 
visita. Igualmente se contó con una bitácora de 
la asistencia técnica, en el cual se consignó la 
situación inicial del predio, se dieron recomenda-
ciones al productor y se establecieron los compro-
misos para la siguiente visita. De esta manera se 
dispuso una carpeta (archivo) por predio, en la 
que se consignaron todos los memorandos de las 
reuniones realizadas, el material didáctico traba-
jado y demás documentos que permitían realizar 
la trazabilidad de la ejecución del proyecto por 
cada familia participante. 

Cada predio debía recibir como mínimo una vi-
sita técnica de acompañamiento al mes; sin em-
bargo, esto quedó supeditado a que se dieran 
condiciones favorables para acceder a los pre-
dios, como estado de las vías, clima, y que el 
participante o un delegado atendiera la visita y el 
orden público en la zona.

Actividades realizadas en el 
marco de la asistencia técnica

Como fase inicial de la asistencia, se realizó una 
caracterización de cada uno de los predios que 
participarían en el proyecto, en la cual se indaga-
ron y verificaron las condiciones de la finca con 
los siguientes requisitos:

•	 Verificación de las condiciones biofísicas del 
predio y el territorio: clima, altitud, localiza-
ción, disponibilidad de agua, entre otros. 

•	 Revisión de aspectos económicos: actividades 
agropecuarias ejercidas en el predio.
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53	 Procedimiento de limpieza de maleza o especies invaso-
ras de especies vegetales. 

•	 Análisis de aspectos ambientales: determinar 
si existen conflictos en el uso del suelo o mal 
uso de los recursos naturales. 

•	 Toma de muestra de suelo: actividad para de-
terminar propiedades químicas del suelo y ser 
insumo para decidir la aplicación de enmien-
das o fertilizantes.

•	 Comprobación de la tenencia de la tierra: 
acercamiento para ver la relación entre los 
ocupantes y la situación jurídica del predio. 

Una vez realizada la caracterización del predio 
de manera conjunta, los técnicos y productores 
procedieron a seleccionar 2 hectáreas para ser 
usadas en el proyecto de reconversión producti-
va. Posteriormente se procedió a la adecuación 
del terreno, en la cual se efectuó rocería, apilado 
y recolección de residuos presentes en el terre-
no53. Esta actividad dependió del tipo de vegeta-
ción presente en el lote. 

Dado que en algunos predios había importantes 
condiciones de compactación del suelo debido 
a las prácticas pecuarias tradicionales, por ejem-
plo, en el caso de las fincas de la ZRC del Gua-
viare, se buscó apoyo de las alcaldías para reali-
zar arado mecanizado del suelo y así oxigenarlo 
y facilitar la rocería. En estos mismos predios se 
realizó la aplicación de enmiendas54 con cal do-
lomita y roca fosfórica. En la ZRC de Pato-Balsillas 
no se aplicaron enmiendas, ya que los suelos se 
encontraban en mejores condiciones orgánicas. 

Una vez finalizado el proceso de adecuación de 
los predios, se continuó con el establecimiento del 
cercado eléctrico con el fin de aislar y realizar un 
mejor control sobre el material vegetal por sembrar 
y el posterior uso de los potreros. Esta actividad 
consistió en instalar una cerca eléctrica en todo el 
perímetro del lote seleccionado. Se contempló la 
ubicacion de estantillos, tendido del alambre y del 
panel solar, y las conexiones de los dispositivos 
utilizados en este tipo de cerramiento (batería, im-
pulsores, aisladores, pararrayos, entre otros). 

Como complemento el modelo silvopastoril, se es-
tablecieron viveros locales para la propagación del 
material vegetal y alimentación de las cercas vivas 
o los bancos de proteínas. Para la implementación 
de estos se requería que el terreno escogido estu-
viera cerca de la vivienda del cuidador, del sitio de 
plantación (modelo silvopastoril) y de una fuente de 
agua, protegido del viento, que no tuviera demasia-
da sombra y que contara con buen drenaje.

Una vez seleccionado el vivero en las fincas, se 
procedió a la siembra de semillas adquiridas con 

54	 Procedimientos para mejorar la oxigenación del terreno.

“En mi caso, escogí 2 hectáreas de 
mi finca y lo dividí en 17 lotes, cada 
uno de 20x50 metros. En estos ocho 

meses del proyecto he aprendido 
mucho en esas 2 hectáreas, por 

ejemplo, a utilizar mejor la boñiga, 
porque ya no la tengo regada por 

toda la finca; a usarla para fertilizar la 
tierra; a controlar el ganado y a hacer 
rotación de lotes. Me va mucho mejor 

así”. Alfonso Franco, ZRC de Pato-
Balsillas, Caquetá.
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proveedores certificados. En otros casos, se utilizó 
la siembra por estacas, las cuales se obtuvieron 
de árboles o arbustos sanos presentes en la re-
gión. Un vivero eficiente y productivo requiere de 
seguimiento y mantenimiento permanente, para lo 
cual se debe realizar de manera periódica control 
de plagas, riego, fertilización, control de arven-
ses (maleza) y limpieza de calles y sendas. 

La selección de combinaciones de especies se ade-
cuó a las condiciones agroecológicas de las zonas 
y al conocimiento de los participantes del proyecto, 
unidas a las recomendaciones de los técnicos.

un plan de fertilización, para lo cual se le en-
tregó a las familias un fertilizante recomendado 
para el manejo de pasturas. 

Es importante mencionar que en ambas zonas el 
periodo invernal se prolongó por dos meses más 
de lo normal y esto llevó a que la gente no sem-
brara cuando estaba planeado. No obstante, se 
logró cumplir con los tiempos establecidos.

Para la siembra del material vegetal producido en 
los viveros en cada finca (caso ZRC de Pato-Bal-
sillas) o el adquirido en los viveros comerciales 
(ZRC de Guaviare), se procedió a realizar las si-
guientes actividades: 

•	 Selección de material vegetal por altura y es-
tado fitosanitario

•	 Transporte al sitio definitivo

•	 Plateo del sitio donde se sembrará cada planta

•	 Ahoyado

•	 Siembra

•	 Fertilización

Para la fertilización, en el caso de la ZRC del 
Guaviare, se aplicaron correctivos una vez me-
canizado el lote seleccionado. Posteriormente, 
se realizó la aplicación de abono orgánico des-
pués de sembrado el material vegetal. En la ZRC 
de Pato-Balsillas se elaboró un plan de fertiliza-
ción para la recuperación de praderas y para 
aplicar al material vegetal sembrado. Para esta 
fertilización se tuvieron en cuenta los resultados 
obtenidos en el análisis de suelos, realizado en la 
caracterización de predios en la que se identificó 

“Sembramos botón de oro, euca-
lipto, sauce, sauco, arboloco, cha-
foruto, acacias y urapán. Las vacas 

también tienen derecho a sombra 
y antes no les habíamos dejado ni 

un arbolito”. Jaime Cotrino, ZRC de 
Pato-Balsillas, Caquetá.

En el caso de la ZRC de Guaviare, todo el mate-
rial vegetal fue adquirido en viveros comerciales 
localizados en el departamento, los cuales con-
taban con certificación en sus procesos de pro-
ducción de material vegetal. Una vez realizada 
la actividad de mecanización y aplicación de 
enmiendas en los lotes seleccionados por los be-
neficiarios del proyecto, se procedió a la siembra 
de pastos mejorados cuyas semillas fueron adqui-
ridas con proveedores especializados. 

En la ZRC de Pato-Balsillas (salvo casos espe-
ciales) no se realizó siembra de pastos mejora-
dos; allí se procedió a hacer una recuperación 
de las praderas mediante el establecimiento de 
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la necesidad de hacer control de arvenses para 
prevenir el “enmalezamiento” de las praderas. 
Sobre este aspecto, los técnicos del proyecto hi-
cieron recomendaciones a los participantes para 
el manejo de estas plantas invasivas, de forma 
mecánica o manual. 

establecer la división de potreros. Entre los ele-
mentos entregados se cuenta con alambre, aisla-
dores, panel solar y batería, varillas Copperwell, 
cable, entre otros. También se entregaron tanques 
bebederos, mangueras plásticas, tijeras podado-
ras, martillo diablo (mantenimiento cerca) y una 
fumigadora manual de espalda, como herramien-
tas indispensables para un buen manejo y mante-
nimiento de las 2 hectáreas del proyecto.

Es importante mencionar que la definición del 
paquete tecnológico fue concertada con los par-
ticipantes, quienes dieron a conocer sus expe-
riencias y expectativas para el diseño del mo-
delo técnico por implementar, los insumos por 
entregar —en este caso solo se entregaron las 
herramientas y el material vegetal, que respon-
dieran al diagnóstico, a las necesidades produc-
tivas del predio y al interés del productor—, y los 
lugares y fechas en las que se debían realizar las 
visitas y capacitaciones. Fue así como se tomó 
la decisión de modificar algunos insumos del pa-
quete tecnológico original y hacer un aporte que 
tuviera un impacto amplio en las familias. Esto 
ocurrió particularmente en la vereda Morras del 
municipio de San Vicente del Caguán, donde 
se entregaron baterías solares que no solo cu-
brieron las cercas de los sistemas agrosilvopas-
toriles, sino que alcanzan para dar energía las 
casas de los participantes. 

Esta manera concertada y participativa de de-
sarrollar el componente de reconversión en am-
bas zonas fue un elemento estratégico para el 
éxito y los logros alcanzados en esta actividad. 
Los participantes se sintieron involucrados, y sus 
aportes, tenidos en cuenta. Esto también contri-
buyó en gran manera a la apropiación de las 
actividades y al éxito en la transferencia de co-
nocimientos y tecnología.

“La mayoría de las tierras de El 
Retorno están compactadas por la 
presión que ha ejercido el ganado  

a lo largo de muchos años. Eso 
hace que sembrar pastos nuevos y 
de buena calidad sea muy difícil. 

Con el proyecto, la Alcaldía aportó 
maquinaria para ayudar en el 

proceso de descompactación de los 
suelos. En este nuevo periodo vamos 

a replicar el proyecto silvopastoril 
porque lo vemos muy útil”. Óscar 

Ospina Ortiz, alcalde de El Retorno.

En el caso de la ZRC de Guaviare, se utilizó un 
herbicida sistémico con el cual se controlaron las 
arvenses y se evitó la competencia con las semi-
llas de pasto mejorado sembradas; en este caso 
se hicieron las respectivas recomendaciones a los 
participantes sobre el uso adecuado de este tipo 
de agroquímico y cómo se debe realizar la dis-
posición final de envases utilizados. También se 
hicieron podas y recomendaciones sobre este tipo 
de prácticas para proteger el material vegetal sem-
brado, como maderables y arbustos forrajeros.

Como parte de los insumos requeridos para la 
implementación de los modelos silvopastoriles, el 
proyecto entregó material para el establecimiento 
de cercas eléctricas para la parte perimetral de 
los lotes seleccionados, al igual que material para 
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La asistencia técnica se constituyó en un elemen-
to estratégico para el desarrollo de los modelos 
silvopastoriles. Este acompañamiento permitió a 
los participantes un mejor conocimiento de su pre-
dio, su topografía, su vocación productiva, así 
como de maneras más eficientes para el uso de 
las fuentes hídricas y de los bosques y árboles 
presentes en su área. Esto fue de gran importan-
cia, teniendo en cuenta que al iniciar el proyecto 
ninguna de estas familias había establecido un 
sistema silvopastoril en su predio ni manejaba los 
conceptos de rotación de potreros, mejoramiento 
de pasturas y otras prácticas agropecuarias fun-
damentales para una ganadería sostenible. 

Capacitación con 
metodología Escuelas  
de Campo: el campo como lugar  
de aprendizaje

Como complemento a la asistencia técnica pre-
dial, se establecieron jornadas de capacitación 
grupal llevadas a cabo en parcelas seleccio-
nadas de consenso entre el grupo técnico del 
proyecto y los beneficiarios en las fincas de los 
participantes. Esta metodología se conoce como 
Escuelas de Campo (Ecas) y se caracteriza por 
ser participativa y vivencial, y estar basada en 
principios de aprender, experimentar y descubrir, 
para lograr una mejor toma de decisiones en el 
nivel productivo. Las Ecas, al igual que la asis-
tencia técnica, fueron desarrolladas por el Co-
mité de Ganaderos del Huila en el Caquetá y 
Eguapsagro Ltda., en el Guaviare.

En su implementación, las Ecas utilizan los principios 
de la educación informal de adultos, en la cual se 
considera que los productores participantes tienen un 
conocimiento valioso que han desarrollado desde su 

experiencia. Por lo tanto, en la educación a través de 
las Ecas no se trata de llenar de recomendaciones 
técnicas a las personas, sino de provocar cambios 
en lo que hacen, respetando lo que la gente sabe 
y hace bien en razón de su práctica (FAO, 2011). 

Para el desarrollo del aprendizaje en las Ecas se 
plantea el uso de diferentes herramientas de ense-
ñanza, el análisis agroecológico y experimentos, 
que generan los escenarios para la observación y 
el análisis de la realidad vivida, lo que lleva a la 
aplicación práctica del conocimiento en la toma 
de decisiones para resolver problemas específicos. 
Por su efectividad, las Ecas son una metodología 
de extensión útil para fortalecer las capacidades, 
promover el empoderamiento, los liderazgos loca-
les y facilitar el desarrollo de las comunidades. 

Al promover el intercambio de saberes, esta meto-
dología aprovecha la experiencia de las personas, 
estimula el aprendizaje práctico, facilita cambios 
de actitud, genera confianza en los conocimientos 
adquiridos y presenta resultados concretos y evi-
dentes en el modelo productivo de las fincas.

“A mí me gustó mucho la 
metodología de las Ecas, porque 
es como aprender a través de un 

espejo. Aprendo de mis vecinos y 
ellos aprenden de mí. Finalmente, 
todos somos del campo y siempre 
hemos trabajado en las fincas. A 
mí me conviene conocer qué está 

haciendo mi vecino de arriba, qué 
cosas nuevas tiene, de eso me 

puedo aprovechar, él también de 
mi”. José Eleázar, ZRC de Pato-

Balsillas, Caquetá.
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Todas las jornadas de las Ecas se desarrollaron en 
núcleos veredales buscando lugares equidistantes 
para facilitar la participación y el intercambio de 
todos los participantes. En la primera jornada de ca-
pacitación se convocó la comunidad por medio del 
presidente de la junta de acción comunal de cada 
una de las veredas y se explicaron los objetivos de 
las capacitaciones y la metodología de trabajo.

En cada sesión de capacitación se realizaban di-
námicas rompehielos y de integración para iniciar 
las jornadas. Posteriormente, el técnico presenta-
ba el tema, y los participantes compartían, sus 
experiencias sobre el mismo. Este espacio servía 
para aclarar dudas, precisar aspectos técnicos, 
dar orientación y recomendaciones. Antes de fi-

Temario de las Escuelas de Campo

nalizar, se revisaba la comprensión del tema por 
medio de preguntas con el fin de afianzar los con-
ceptos y darle claridad al tema de las Ecas. 

Una vez finalizada la jornada, se concertaba 
con todos los participantes el sitio para la si-
guiente capacitación. Es importante destacar 
que este tipo de metodología, al tiempo que ayu-
da a afianzar el conocimiento desde la experien-
cia y el trabajo práctico, es flexible al permitir 
que si un participante no podía estar presente 
en alguna de las sesiones fuera remplazado por 
algún miembro de su núcleo familiar. Todas las 
personas que participaran en las Ecas tenían el 
compromiso de replicar con su familia lo apren-
dido en las diferentes jornadas.

“En las Ecas participamos todos: niños, niñas, señores, señoras. En una reunión 
anterior se escogía el lugar y entre todos organizábamos la comida. Aprendí mucho 

porque podía ver lo que el vecino estaba haciendo y me copiaba. Además, para 
que no nos atrasáramos con las tareas, como vivo sola, los vecinos me ayudaron 

mucho. Ahora tengo el ganado mejor alimentado y más sano”.  
Ana Tulia, El Retorno, vereda Santa Bárbara. 

Durante las Ecas se suministraba 
un refrigerio y almuerzo a cada 
participante, ya que las jorna-
das de capacitación eran ex-
tensas. Por otro lado, con el fin 
de brindar la mejor orientación 
y asesoría, para cada módulo 
de capacitación se buscaba lle-
var un experto diferente, lo que 
también ayudó a mantener la 
motivación de los participantes 
y evitar la deserción.
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Giras de intercambio  
de experiencias

La metodología diseñada incluyó giras técnicas con 
algunos de los participantes del proyecto a otros mu-
nicipios o departamentos con condiciones similares 
a las de sus predios, con el propósito de afianzar 
los conocimientos sobre la implementación y manejo 
de sistemas silvopastoriles y, especialmente, motivar 
a los participantes a continuar con esta transferencia 
de tecnología y transmitir lo aprendido a otros parti-
cipantes del proyecto o a sus vecinos.

Los sitios donde se llevaban a cabo debían cumplir 
con unas condiciones mínimas para que sirvieran 
como vitrina a los productores del proyecto. Por un 
lado, debían ser novedosos, demostrativos y que 
mostraran cambios positivos en los procesos produc-
tivos; por el otro, que sirvieran de ejemplo para repli-
car en los predios de los participantes del proyecto. 

Para la selección de las personas que representa-
rían a las familias en la gira técnica, se tuvo en 
cuenta que los participantes escogidos sobresa-
lieran por su compromiso, tuvieran una participa-
ción activa en las Ecas, ejecutaran a tiempo las 
recomendaciones hechas por el equipo técnico, 
hicieran un buen uso y manejo de los insumos 
entregados y sembraran de manera apropiada el 
material vegetativo, además de contar con la dis-
ponibilidad y actitud para compartir y aprender. 
La escogencia se hizo de manera compartida con 
el grupo de participantes, lo que dio transparen-
cia y generó confianza en el proceso.

Con las giras técnicas se buscaba que los 
participantes pudieran identificar la importancia 
del sistema silvopastoril en la altillanura 
colombiana como alternativa a la deforestación 
de la Amazonía, tanto en el Caquetá como en 

Guaviare. También se pretendía dar a conocer 
diferentes modelos silvopastoriles implementados 
en otros contextos, mostrar la distancia de 
siembra, fertilizaciones y ciclos del cultivo.

Las giras también permitieron reconocer las diferentes 
especies forrajeras existentes, sus características 
principales, sus ventajas y desventajas. También 
sirvieron para observar la articulación entre los 
bancos energéticos y proteicos utilizados en la 
granja y para incentivar el conocimiento de los 
pequeños productores, mostrando alternativas que 
pudieran ser puestas en funcionamiento de manera 
práctica por los participantes del proyecto.

La primera gira técnica se llevó a cabo en mayo 
de 2015, en los municipios de Facatativá y 
Guatavita, Cundinamarca. Esta experiencia se 
enfocó en los participantes del sector de Alto Pato 
(ZRC de Pato-Balsillas), que por las condiciones 
biofísicas de su territorio ejercen una ganadería 
de leche en clima frío y sus condiciones de 
producción eran similares a las de las regiones 
escogidas en el departamento de Cundinamarca.

Durante esta gira, se visitó el predio Megaleche en 
Facatativá, Cundinamarca, donde los participantes 
pudieron ver un sistema silvopastoril para el manejo 
de ganadería de leche, que cuenta con mejoramien-
to genético, donde se  implementan buenas prácti-
cas ganaderas, se da un manejo semiestabulado 
del ganado55 y es un buen ejemplo de un adecua-
do manejo administrativo de una finca ganadera. 

55	El manejo estabulado del ganado se refiere a mantener el 
ganado en un establecimiento o lugar donde pasan la ma-
yor parte de su tiempo. Un manejo semiestabulado se refiere 
a la práctica de mantener el ganado parte del tiempo en 
establos o lugares cerrados y la otra parte en el campo. 
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En la visita al municipio de Guatavita, específica-
mente a la Cooperativa de Lecheros de Guatavita 
Colega, los participantes pudieron conocer y apre-
ciar las prácticas, métodos, normas y circunstancias 
aplicadas por esta,  especialmente en sus aspectos 
asociativos, tecnológicos, empresariales y de servi-
cios, y el impacto generado para la comunidad en 
términos de desarrollo social, mejoramiento de la 
calidad de vida y de convivencia. A esta gira asis-
tieron 25 participantes.

cosecha de aguas lluvia, el registro de informa-
ción de desempeño productivo de la ganadería, 
el manejo sanitario y el bienestar animal. 

En el Centro de Investigación Nataima de Corpoica 
se conocieron casos exitosos de manejo de ganade-
ría doble propósito con tecnologías silvopastoriles a 
través de plantas nativas así como el establecimien-
to de bancos mixtos forrajeros; también fue posible 
visitar una colección de plantas forrajeras de zonas 
secas y ver el manejo de sorgo forrajero y otros. A 
esta gira asistieron 34 participantes.

Los participantes del componente de reconversión 
productiva en el Guaviare también participaron de 
dos giras de intercambio de experiencias. En la pri-
mera visitaron la Granja Integral Agrovida, ubica-
da en el departamento del Guaviare. Allí se logró 
observar el manejo de la ganadería tecnificada a 
través del uso de sistemas silvopastoriles, bancos de 
proteína y energéticos. Igualmente, esta gira fue im-
portante para ver cómo en el mismo departamento 
del Guaviare se hacía un aprovechamiento del sue-
lo con tecnologías eficientes y autosostenibles. 

Esta visita dejó una experiencia enriquecedora en 
los asistentes, ya que en solo 4 hectáreas de terre-
no se encontró un manejo de una gran variedad 
de cultivos como plátano, cítricos, cacao, maíz, 
pastos de corte, caña, especies forrajeras para la 
ganadería y otras especies nativas con un alto va-
lor nutricional. Aquí fue posible ver cómo cada uno 
de los componentes de la granja son indispensa-
bles para la producción orgánica y sostenible. A 
este intercambio asistieron 22 participantes.

La segunda gira en la que participaron los 
beneficiaros del componente de reconversión 
productiva de la ZRC de Guaviare fue la sede 
de Corpoica La Libertad, en Puerto López, Meta. 

“Cuando estuvimos en Colega, 
nos dimos cuenta de que hay 

mucho que debemos hacer para 
prepararnos para los efectos del 
Tratado de Libre Comercio y que 
si no mejoramos la calidad de la 
leche nos vamos a quedar atrás. 
Tenemos que mejorar en buenas 
prácticas ambientales, mejor uso 
de establos, en algún momento 

comprar máquinas de ordeño, poner 
a funcionar la cooperativa para 

reactivar la cadena de frío. En fin, 
el proyecto fue muy bueno, pero fue 

solo el comienzo”. Jaime Cotrino, 
ZRC de Pato-Balsillas, Caquetá.

La segunda gira tuvo como destino el departamen-
to del Tolima, tomando como referencia el Centro 
de investigación Nataima de Corpoica. Sin em-
bargo, al igual que en la gira anterior, se aprove-
chó el recorrido para visitar la Finca La Brasilia, 
en el municipio de Alvarado. Esta finca está vin-
culada al Programa de Ganadería Colombiana 
Sostenible y es pionera en modelos de ganadería 
sostenible para zonas secas. En ambas fincas se 
destacan, entre otros, el uso de tecnologías silvo-
pastoriles eficientes, la diversificación forrajera, la 
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La Libertad es un centro de investigación situado 
a 17 kilómetros de la vía a Puerto López, en el 
municipio de Guamal, Meta. Dentro del centro se 
visitó la finca Buenavista, donde los participantes 
tuvieron la oportunidad de conocer y observar 
los beneficios que trae la implementación de un 
sistema silvopastoril; por ejemplo, pudieron medir 
la capacidad de carga por hectárea, la utilidad de 
la creación de potreros pequeños, la manera como 
se puede implementar una rotación adecuada de 
praderas y cómo mejorar la alimentación de los 
animales a través de los bancos de proteína.  

una raza que se formó en el piedemonte llanero, 
con grandes bondades en rusticidad, tolerante 
a ectoparásitos y a condiciones extremas de 
temperatura y humedad, gran capacidad de 
vivir en grandes extensiones donde los forrajes 
son escasos, constituyéndose así en patrimonio 
biológico y económico para la provisión eficiente 
de alimentos. A esta gira asistieron 30 participantes.

“Lo que más me gustó del 
proyecto fue la gira técnica, porque  
pude conocer otras partes del país. 

Además pude ver cómo era un 
sistema silvopastoril como el que 

estamos montando aquí pero que 
lleva más años. Sacan de todo de 
un área muy pequeña. Y nosotros 

aquí con estas extensiones, las 
estamos desaprovechando”. 

Eberardo López, vereda Santa 
Bárbara, El Retorno, Guaviare.

Así mismo, tuvieron la oportunidad de visitar otro 
predio, la finca El Diamante, situado en Guamal, 
Meta, donde se observaron las diferentes 
implementaciones de sistemas silvopastoriles con 
árboles nativos y el manejo del cultivo de maíz 
forrajero, entre otros temas. 

El centro de investigación Corpoica, además 
de llevar una investigación constante en la 
implementación de especies nativas y arbóreas 
para el uso del sistema silvopastoril, cuenta con 
un pie de cría de ganado criollo san martinero, 
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El principal logro del proyecto de la OIM en el 
componente de reconversión productiva fue per-
suadir a los productores acerca de las bondades 
que obtendrían para su predio a través de la adap-
tación de alternativas silvopastoriles frente al mo-
delo tradicional de ganadería extensiva. Teniendo 

Logros del proyecto
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en cuenta que los campesinos llevaban años de 
estas prácticas tradicionales, que aprendieron de 
sus padres y estos de sus abuelos, la transforma-
ción cultural y la aceptación y adopción de nue-
vas tecnologías se convierte en un logro de gran 
valor para estas comunidades.

De igual manera se destaca el modelo 
pedagógico utilizado, que contribuyó a la 
socialización exitosa de la idea, al trabajo 
participativo y consensuado y al logro de los 
objetivos planteados. Los participantes conceden 
alto valor al acompañamiento realizado (al menos 
diez meses de seguimiento) y la transparencia de 
la oferta técnica. Igualmente, la recuperación de 
la confianza y credibilidad fueron importantes 
factores de éxito para el establecimiento de los 
modelos de reconversión productiva. 

Otro aspecto remarcable del proyecto fue el control 
participativo de las comunidades de la inversión 
de los recursos del proyecto. En la ZRC de Pato-

Balsillas, por ejemplo, aunque la idea inició con 
la conformación de un comité veedor que hiciera 
seguimiento a la ejecución de los recursos, por 
razones internas de las organizaciones este no 
se implementó. Sin embargo, los beneficiarios 
estuvieron haciendo un seguimiento cercano de la 
planeación y ejecución general de las actividades 
con el apoyo de las juntas de acción comunal. 
Esto contribuyó a que los agricultores mostraran 
confianza en la oferta técnica propuesta por el 
proyecto, al igual que en la transparencia de los 
procedimientos de gestión de recursos. 

Por otro lado, el PPT contribuyó a demostrar que 
a través de los modelos silvopastoriles es posible 
incrementar la productividad ganadera, al lograr 
que todos los campesinos participantes que imple-
mentaron el proyecto hasta el final pasaran a tener 
de seis a ocho cabezas de ganado por hectárea, 
cuando el sistema tradicional extensivo solo permi-
tía una capacidad de carga de 0,5 cabezas de 
ganado por hectárea.
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Estos evidentes logros del modelo silvopastoril lleva-
ron a que varias familias, por iniciativa propia, ha-
yan ido más allá, ampliando el área de cobertura 
con al menos media hectárea más de la acordada 
en el diseño inicial. Otros productores han optado 
por incluir nuevos bebederos para los animales.

En cuanto a la metodología utilizada para la im-
plementación del proyecto, los campesinos consi-
deran que las Ecas fueron otro aspecto clave para 
el éxito de las acciones de reconversión produc-
tiva, así como el acompañamiento técnico conti-
nuo y el cumplimiento de los compromisos por la 
OIM y la organización acompañante. 

En relación con la asistencia técnica, durante la 
implementación del proyecto de reconversión 
productiva se realizaron 1.680 visitas a los 140 
participantes de la ZRC de Guaviare, y 1.200 
visitas de asistencia técnica en la ZRC de Pa-
to-Balsillas. Al finalizar el proyecto, para al ZRC 
de Guaviare, los 140 participantes establecie-
ron una división de cuatro potreros en el lote 
seleccionado, lo que facilitó su manejo y una 
rotación que permite contar con alimento dispo-
nible en cualquier época del año. 

La metodología de las Ecas también generó un efecto 
positivo en las ZRC, ya que los recursos técnicos 
utilizados, las charlas orientadas a la práctica, los 
espacios de integración y la motivación que se 
buscó en todas las capacitaciones hicieron que 
las familias participantes mostraran un alto grado 
de compromiso al poner en práctica lo aprendido 
en las Ecas en cada uno de sus predios. Esta 
metodología y el conjunto del proyecto en 
general permitieron influenciar positivamente a 
varias familias circunvecinas que iniciaron el 
proceso de adopción y de la reconversión de la 
producción ganadera en sus predios y con sus 

propios recursos a través de la implementación de 
los sistemas silvopastoriles. 

Las visitas de intercambio de conocimiento y ex-
periencias, también fueron un componente estra-
tégico para complementar el proceso de apren-
dizaje de las Ecas, el cual debería ser tenido en 
cuenta por las entidades públicas o privadas que 
realizan proyectos en el sector rural, puesto que 
con ello, se motiva al campesino a continuar las 
actividades que están implementando y se logra 
demostrar que la transferencia de tecnología es 
posible, no solo para el mediano o gran produc-
tor. A su vez, se convierte en una demostración 
práctica sobre los temas por tratar en un proyecto.

Las temáticas y metodología utilizadas en las dos 
ZRC para las capacitaciones fueron de interés 
para los participantes. Esto se demuestra en el 
porcentaje de asistencia, que estuvo por encima 
del 80% (OIM, 2015). De esto es necesario acla-
rar que el porcentaje más bajo se dio en el primer 
módulo dictado. Se capacitó a 240 familias par-
ticipantes del proyecto mediante la metodología 
Ecas, en un total de 64 encuentros. Con estas 
actividades de capacitación y giras técnicas se 
motivó al campesino a innovar en su finca, y así 
contribuir no solo a la generación de ingresos, 
sino a un mejor ordenamiento del predio, lo cual 
repercute en el mejoramiento de la calidad de 
vida del campesino y sus familias y en el buen uso 
de los recursos naturales. 

Con respecto a este último punto, de acuerdo 
con las encuestas realizadas a participantes 
del componente de reconversión productiva 
de Caquetá y Guaviare, el 80,7% (21 de 26 
encuestados) respondió que sentía que hacer parte 
del PPT había mejorado en forma positiva sus 
condiciones de vida. Igualmente, el 85% (23 de 
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56	Encuesta diligenciada por 26 participantes del proceso de 
reconversión productiva en el marco de la sistematización 
del PPT. Enero-febrero 2016, Caquetá y Guaviare.

26) consideró que su trabajo y conocimientos sobre 
su actividad productiva habían mejorado gracias 
al trabajo realizado en el marco del proyecto56.

Desafíos de cara a la 
implementación de modelos 
productivos sostenibles

La situación de seguridad y la prevalencia de los 
cultivos ilícitos son aún un desafío para la imple-
mentación de alternativas innovadoras para la 
producción agropecuaria. Infortunadamente, la 
rentabilidad que genera la coca no se compara 
con la de otras alternativas de producción, y este 
cultivo, aunque ha disminuido considerablemente 
en ambos territorios, aún se mantiene en algunos 
sectores, especialmente en el Guaviare. Esto, su-
mado a la decisión de detener las fumigaciones 
aéreas con glifosato, ha hecho que los cultivos de 
coca vuelvan a crecer. Esta situación se convierte 
en un desafío para mantener a los campesinos 
entusiastas y enfocados en los modelos silvopasto-
riles, así como para garantizar su sostenibilidad.

En Caquetá, la mayor dificultad que se ve aún es 
el pago de vacunas que deben hacer los cam-
pesinos a la guerrilla que hace presencia en la 
zona, pues esto desestimula el interés por mejorar 
la producción lechera. Con los acuerdos de paz 

y la perspectiva del posconflicto, hay expectativa 
en que esta situación mejore y los campesinos 
puedan mejorar, ampliar y tecnificar sus modelos 
productivos sin este tipo de preocupaciones.

Otra dificultad que empieza a ser notoria en la 
zona es la falta de relevo generacional de los pro-
ductores debido a la alta migración de los jóvenes 
a las ciudades y a la presión ejercida por el con-
flicto, que obligó a muchas familias a abandonar 
sus predios y desplazarse a nuevos territorios. Este 
aspecto, si no se aborda con políticas claras para 
la generación de empleo, arraigo y buenas con-
diciones de los campesinos en las zonas rurales, 
puede llevar a importantes desafíos más adelante 
para mantener los niveles de producción del país.

Por otro lado, se encuentran las amenazas de cli-
ma cada vez menos predecible y de extremos, 
una de las grandes problemáticas que enfrentó el 
proyecto de manera directa. El periodo invernal 
se prolongó por dos meses más de lo normal y 
esto llevó a que la gente no sembrara cuando 
estaba planeado, por lo que hubo un retraso en 
las actividades. Para mejores resultados, es im-
portante que los proyectos tengan en cuenta los 
periodos de invierno, verano, altas lluvias y se-
quías y se cuente con flexibilidad para ajustar las 
acciones, si se requiere, con el fin de conseguir 
los objetivos propuestos.
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y buenas prácticas ambientales
SEGURIDAD alimentaria



Introducción

Desde hace varios años, Colombia ha venido ha-
ciendo un gran esfuerzo para disminuir los niveles de 
pobreza e indigencia del país a través de progra-
mas sociales de alto impacto que apuntan a generar 
mejores condiciones de vida de la población vulne-
rable a través de la provisión de bienes y servicios. 
De acuerdo con cifras aportadas por la Anif (Dinero, 
2014), los datos de pobreza absoluta registraron 
“un esperanzador valor del 29,3% de la población 
total a mediados de 2014 frente al 32,2% de 2013 
o el 39% de 2010”. 

De otra parte, de acuerdo con datos del Dane, 
la pobreza multidimensional, otra forma de medir la 
pobreza que combina indicadores de educación, 
salud y trabajo, entre otros, también bajó de “24,8% 
en 2013 a 21,9% en 2014. Esto significa que de 
11.564.000 personas en situación de pobreza en 
2013 se pasó en 2014 a 10.336.000, es decir, 
1.228.000 menos” (El Tiempo, 2015). En este con-
texto, la seguridad alimentaria57 juega un rol clave 
en las políticas públicas de reducción de la pobreza 
extrema por ser un aspecto que incide de manera 
directa en el desarrollo del potencial humano y, por 
lo tanto, de su crecimiento social y económico.

57	Según la definición de la Cumbre Mundial sobre la Alimentación 
de 2009, “existe seguridad alimentaria y nutricional cuando 
todas las personas tienen en todo momento acceso físico, 
social y económico a alimentos inocuos, cuyo consumo es 
suficiente en términos de cantidad y calidad para satisfacer 
sus necesidades y preferencias alimentarias, y se sustenta en 
un marco de saneamiento, servicios sanitarios y cuidados 
adecuados que les permiten llevar una vida activa y sana”. 
Documento técnico de la situación en seguridad alimentaria 
y nutricional (SAN). Ministerio de Salud FAO, 2013, p. 19. 
Igualmente se acepta la existencia de cuatro dimensiones en 
la seguridad alimentaria: (a) garantizar  la disponibilidad de 
alimentos, en condiciones de variedad, cantidad y calidad; (b) 
el aprovechamiento nutricional de los mismos debido a buenas 
prácticas de salud y alimentación; (c) el acceso económico 
a estos, y (d) el  acceso continuo en el tiempo (estabilidad). 
FAO. La seguridad alimentaria: información para tomadores 
de decisiones. Guía práctica. Recuperado de: http://www.
fao.org/docrep/014/al936s/al936s00.pdf.
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Actualmente, Colombia cuenta con un importante 
marco de política pública, planes y programas 
orientados a asegurar a la población el acceso 
a los alimentos en forma oportuna, adecuada y 
de calidad, y lograr la integración, articulación y 
coordinación de las diferentes intervenciones in-
tersectoriales e interinstitucionales. En consecuen-
cia, publicó el documento Conpes Social 113 de 
marzo de 2008, con el cual estableció y puso en 
marcha el Plan Nacional de Seguridad Alimenta-
ria y Nutricional 2012–2019 (PNSAN) y creó el 
Comité Intersectorial de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional (Cisan).

De igual forma se han priorizado los programas 
de desarrollo rural y de fomento al campo, recono-
ciendo la inversión en la agricultura como una fuen-
te importante para la generación de crecimiento 
económico, para el abastecimiento de alimentos, 
la creación de empleo y, en general, para mejorar 
las condiciones de vida de la población rural.

No obstante, debido a la vulnerabilidad del sector 
agrario colombiano, resultado de la combinación 
de múltiples factores externos e internos como el 
incremento en la devaluación  del peso frente al 
dólar, la caída de los precios y rentas minero-
energéticas, la dependencia de las importaciones 
de productos agrícolas e insumos  básicos,  una 
mayor inflación, el aumento en el precio de 
insumos y combustibles, desastres naturales, el 
cambio climático, entre otros factores limitantes, 
se hace necesario continuar con los esfuerzos por 
garantizar la seguridad alimentaria. 

La situación de la seguridad alimentaria en Co-
lombia muestra que aún existe un alto porcentaje 
de la población que no tiene acceso adecuado a 
alimentos, lo que repercute de manera directa en 
el desarrollo económico y social del país. En este 

sentido, las cifras de la Encuesta Nacional de la Si-
tuación Nutricional en Colombia (Ensin 2010) pre-
sentan los siguientes datos generales (Asociación 
de Bancos de Alimentos en Colombia, 2014): 

üü El 42,7% de los hogares se encuentra en inse-
guridad alimentaria, lo cual significa que no 
pueden acceder a la cantidad y calidad de los 
alimentos que requieren para llevar una vida 
sana. Solo el 28,1% de la población entre 5 y 
64 años consume diariamente verduras.

üü El 17,5% de la población entre 5 y 17 años 
y el 51,2% de la población entre 18 y 64 
años están en sobrepeso u obesidad, lo 
cual aumenta el riesgo de otros problemas 
de salud que puede disminuir su capacidad 
productiva y calidad de vida.

üü El 13,3% de la población menor de 5 años 
y el 10% de la población entre 5 y 17 años 
están en desnutrición crónica o tienen un re-
traso en su talla para la edad, siendo más 
severo en los hijos de mujeres sin educación.

üü El 60% de niños y niñas entre 6 y 11 meses 
tiene prevalencia de anemia, lo que condi-
ciona de manera negativa el adecuado y 
suficiente desarrollo.

üü En Colombia, los departamentos que pre-
sentan mayores índices de inseguridad 
alimentaria son Nariño (67,7%), Chocó 
(64,2%), Sucre (62,9%), Bolívar (61,7%) y 
Magdalena (61,4%).

Los territorios donde intervino el PPT a través de 
este componente presentan índices de pobreza 
e inseguridad alimentaria altos. El Caquetá, por 
ejemplo, de acuerdo con cifras del Dane, para 
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2014 el porcentaje de personas en situación de 
pobreza fue de 39% (Gobernación del Caque-
tá, 2012). El departamento del Guaviare, por su 
lado, tenía un índice de pobreza multidimensional 
del 75% en 2005, cuando el porcentaje para el 
país era de 49% para la misma fecha. En los de-
partamentos del Atlántico y Bolívar, los índices de 
pobreza en 2013 fueron de 32,4% para el pri-
mero y de 41,8% para el segundo (DNP, 2015).

En un escenario de posconflicto como al que se 
acerca Colombia, en el cual se espera dar solucio-
nes estructurales a problemas que han exacerbado 
la pobreza y la violencia, el fortalecimiento de los 
procesos de ordenamiento territorial, el acceso a 
la tierra, la formalización de la propiedad rural y 
los incentivos para la tecnificación y la productivi-
dad son fundamentales para hacer del campo un 
verdadero motor de desarrollo. En igual medida, la 
seguridad alimentaria juega un rol clave para ase-
gurar las condiciones de la población campesina, 
generar arraigo e inclusión y brindar un espacio 
para la integración y la reconciliación.

“La paz empieza en el campo, y no habrá paz sin 
seguridad alimentaria ni seguridad alimentaria sin 
paz”, de acuerdo con Graziano da Silva, direc-
tor general de la FAO. Teniendo en cuenta que el 
conflicto armado afecta especialmente las zonas 
rurales, y en ellas, a los pequeños productores 
y campesinos más vulnerables, en el marco del 
posconflicto es importante orientar las acciones 
para aumentar la inversión, fomentar el empleo, 
generar oportunidades para los jóvenes, articular 
mercados y acercar las ciudades al campo. En 
este sentido, la seguridad alimentaria es un as-
pecto clave para promover el desarrollo y evitar 
la prolongación de la desigualdad y de las cau-
sas que llevaron al conflicto. 

Seguridad alimentaria y 
buenas prácticas ambientales 

Es en este marco de política pública en que se 
inscribe el PPT. Desde la estrategia de interven-
ción regional abordada por el proyecto, el orde-
namiento territorial es visto como el eje central 
para la promoción del desarrollo del campo, 
siendo el ordenamiento productivo y ambiental 
un aspecto estratégico que favorece la producti-
vidad agropecuaria, la seguridad alimentaria y 
la competitividad local.

Con el componente de seguridad alimentaria, el 
proyecto buscó asegurar la producción de bie-
nes agrícolas orientados a la buena nutrición y 
al consumo familiar. De igual manera, se propen-
dió por mejorar las prácticas de alimentación en 
las familias, así como la comercialización de sus 
excedentes. Con esto se buscaba finalmente la 
sostenibilidad familiar, la generación de arraigo y 
el cumplimiento de la función social de las tierras 
baldías rurales58.

58	De acuerdo con la Corte Constitucional de Colombia, 
la función social de las tierras baldías se “traduce en la 
obligación de explotarla económicamente y destinarla ex-
clusivamente a actividades agrícolas, en no explotar el 
terreno si está destinado a la reserva o conservación de 
recursos naturales renovables, etcétera; en otras palabras, 
la función social consiste en que el derecho de propiedad 
debe ser ejercido en forma tal que no perjudique sino que 
beneficie a la sociedad, dándole la destinación o uso 
acorde con las necesidades colectivas y respetando los 
derechos de los demás”. Corte Constitucional, Sentencia 
C-595/95. Recuperado de: http://corteconstitucional.
gov.co/relatoria/1995/C-595-95.htm
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 “La seguridad alimentaria es tan importante que ya la mayoría de nosotros 
estamos evitando comprar las verduras y demás hortalizas, porque las estamos 
produciendo. Además, antes no comíamos mucho de esas cosas, pero ahora 

que nosotros mismos las cultivamos en la casa, es más fácil. Además, nada 
sobra ni se daña, porque si no lo consumimos nosotros, se lo damos a los 

animales”. Édgar Zuluaga, ZRC de Pato-Balsillas. 

para la Investigación, el Desarrollo Sostenible y 
la Promoción Social (Corprogreso), para la zona 
de Cartagena del Chairá, y Epsuagro Ltda., para 
el Guaviare. A finales de 2015, las acciones se 
extendieron al Canal del Dique con el apoyo de 
Prodesarrollo Ltda.

Para llevar a cabo la operación de las activida-
des de seguridad alimentaria en los territorios de 
Guaviare, Caquetá y el Canal del Dique, la OIM 
adelantó una licitación pública que fue otorgada 
a la Asociación de Municipios del Pato-Balsillas 
(Amcop), para la ZRC del Caquetá; Corporación 
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59	Teniendo en cuenta que el tamaño de los predios tiene 
una relación importante con los sistemas de producción, la 
Unidad Agrícola Familiar (UAF), establecida actualmente 
para la ZRC del Caquetá, tiene un rango entre 58 a 
78 hectáreas. En el caso del Guaviare, la UAF varía 
dependiendo de las zonas; en Calamar, comprende una 
extensión de 163 a 220 hectáreas; en el municipio de 
El Retorno, entre 75 y 101 hectáreas; en San José del 
Guaviare, entre 52 y 71 hectáreas en tierra firme; en la 
vega del río Guayabero, entre 130 y 175 hectáreas, y 
en la vega inundable del río Guaviare, entre 101 y 137 
hectáreas. Resolución 041 de 1996.

Al iniciar la intervención, el trabajo se centró en 
la ZRC de Caquetá en Pato-Balsillas y en el muni-
cipio de Cartagena del Chairá. Esta ZRC cuenta 
con un plan de desarrollo sostenible en el cual 
se da prioridad a la planificación de modelos 
productivos59 que permitan la generación de in-
gresos, fortalezcan los aspectos de conservación 
y restauración y promuevan la seguridad alimen-
taria, siendo a su vez sustentables, lo que implica:

üü Asegurar el acceso de alimentos requerido 
por la unidad familiar durante todo el año.

üü Planificar de manera escalonada en el tiem-
po la oferta en cantidades suficientes para 
satisfacer las necesidades alimentarias de la 
unidad familiar, al tiempo que se aportan ali-
mentos para la cría de especies pecuarias.

üü Diversificar las especies para contribuir al 
mejoramiento nutricional de las familias.

üü Tener en cuenta los hábitos alimentarios de 
las familias para definir las especies.

üü Buscar la recuperación de especies tradicio-
nales y ancestrales usadas para autoconsu-
mo y para usos medicinales y culturales.

üü Cría de especies menores domésticas.

üü Hacer un uso sostenible de la biodiversidad 
de fauna y flora.

üü Establecer tecnologías para la producción, 
preparación y conservación de alimentos.

üü Contribuir a la generación de excedentes 
para la venta o el intercambio familiar, de 
tal modo que ayude a asegurar la oferta de 
alimentos en lo local, pero de manera colec-
tiva (autosuficiencia alimentaria colectiva).

Para el caso del Canal del Dique, la seguridad 
alimentaria es un elemento que se incorpora en 
los planes de desarrollo de los departamentos y 
municipios desde la dimensión social y a la que 
se le da prioridad para enfrentar los altos índices 
de pobreza que enfrenta la región y que afectan 
directamente las posibilidades de desarrollo.

Es así como el PPT diseñó las actividades de 
seguridad alimentaria —huerta doméstica y 
buenas prácticas ambientales—, buscando res-
ponder a los lineamientos de dichos planes. En 
total se atendieron 992 familias distribuidas de 
la siguiente manera:

124
ejecutor

familias

Amcop ZRC Pato-Balsillas

Logros del proyecto



152

FASE 

I.

115

ejecutor

familias

Corpogreso

Municipio Cartagena 
del Chairá (Caquetá)

Morelia, Valparaíso, 
Albania y Florencia

276

ejecutor

familias

Prodesarrollo Ltda.

Canal del Dique

150

ejecutor

familias

Eguapsagro Ltda.

ZRC Guaviare

Inicialmente, el componente de seguridad alimen-
taria se diseñó de manera articulada al de for-
malización de predios rurales, de manera que la 
población campesina que participara en este pro-
ceso, de forma paralela a la revisión a su solicitud 

de legalización de su propiedad,  fuera acom-
pañada y recibiera apoyo técnico e insumos 
para la producción de alimentos para el consu-
mo doméstico a través del desarrollo de huertas 
familiares. Esto fue posible parcialmente debido 
a las dificultades institucionales asociadas al pro-
ceso de titulación de predios baldíos, que limitó 
en alguna medida los alcances del componente 
de formalización. Teniendo en cuenta esta si-
tuación, se decidió ampliar las actividades del 
componente a los territorios del Guaviare y de 
Canal del Dique.

Modelo de 
intervención

Para empezar, los socios ejecuto-
res realizaron la caracterización 
general de las regiones y micro-
rregiones preseleccionadas con 
base en información primaria y se-
cundaria obtenida a través de di-
versas fuentes, como los planes de 
desarrollo municipales y departa-
mentales, así como de estudios so-
cioeconómicos llevados a cabo en 
dicho territorio. Para esto se utiliza-
ron documentos del Incoder (solici-
tudes de adjudicación y actas de 
inspección ocular) y experiencias 
de implementación de proyectos 
similares en las regiones. Esta acti-
vidad se puso en marcha en todas 
los territorios donde se intervino 
con este componente.

327
familias

familias 992total
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Posteriormente se escogieron las familias que participarían de la actividad, lo cual se hizo 
de manera concertada con la comunidad y con el apoyo de los presidentes de las juntas 
de acción comunal. Los criterios para escoger las familias fueron:

i.	 Para el caso de Caquetá, que fueran familias campesinas sujetos de reforma agraria. 

ii.	 Que tuvieran condición de asalariado rural, fueran minifundistas o tenedores de la 
tierra.

iii.	 Que fueran familias cuyo patrimonio fuera inferior a 1.000 salarios mínimos mensuales.

iv.	 Que no fueran propietarios o poseedores de otros predios rurales en el territo-
rio nacional.

v.	 Aquellos que habiendo sido adjudicatarios de tierras no hubieran vendido dentro de 
los 15 años siguientes a la adjudicación.

vi.	 Que explotaran productivamente y de manera directa el predio.

vii.	 Que el predio rural dispusiera de un área mínima de 400 metros cuadrados de 
terreno de vocación agrícola para la implementación del proyecto de seguridad 
alimentaria.

viii.	Que manifestaran un compromiso familiar de participar en las diferentes activida-
des definidas para la implementación de las actividades.

Gran parte de los criterios anteriores corresponden a los propios del proceso de solicitud 
de titulación de baldíos, que, como se mencionó anteriormente, era la actividad principal 
a la cual se articulaba la seguridad alimentaria. No obstante, en su mayoría también fue-
ron asumidos para la selección de los beneficiarios del Guaviare y del Canal del Dique.

Al respecto de este proceso, Pedro Hernández, presidente de la Junta de Acción 
Comunal de la vereda Chaparral de El Retorno, Guaviare, manifiesta: “El rol de 
las juntas de acción comunal en el proceso de identificar las familias para la 
actividad fue muy importante, ya que nosotros somos los que sabemos cuáles son 
las necesidades de la comunidad y las personas trabajadoras que más lo van a 
aprovechar. Esto ayudó a que las cosas salieran bien o mejor de lo que hubieran 
resultado si no se hubiera dado ese filtro”.

FASE 

II.
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Una vez escogidas las familias, se realizó un diagnóstico rápido participativo 
o diagnóstico familiar y predial asociado a la seguridad alimentaria y buenas 
prácticas ambientales, en el caso del Canal del Dique, que se llevó a cabo 
a través de grupos focales y entrevistas a actores claves de cada una de las 
áreas de implementación. Con esto se buscaba determinar la situación actual 
de las familias participantes y sus predios, y permitir un entendimiento común 
sobre las situaciones que se querían modificar.

Para el caso de Pato-Balsillas, el diagnóstico arrojó que la agricultura es la acti-
vidad principal de los pobladores de la zona y solo el 15% tiene la ganadería 
como actividad complementaria. También se evidenció que el 80% tienen ingre-
sos inferiores a un salario mínimo y que el 80% tiene huerta casera, de las cuales 
el 45% está en regular estado, el 25% en mal estado y solo el 5% en buen estado. 
El área promedio de la huerta o parcela de seguridad alimentaria para la ZRC del 
Caquetá es de 45,8 metros cuadrados (Amcop, 2015).

En el caso de las familias beneficiarias de Cartagena del Chairá, a través 
del diagnóstico se encontró que el 70% no cuenta con huertas o cultivos 
necesarios para una seguridad alimentaria adecuada y que solo en algunos 
casos (30%) los participantes cuentan con una huerta pequeña en aceptables 
condiciones para producir alimentos para su seguridad alimentaria (Corpro-
greso, 2015). Por otro lado, el diagnóstico también sirvió para identificar que 
los principales alimentos consumidos en estas regiones son granos, cereales, 
arroz, plátano, yuca, fríjol, azúcar, panela y maíz, en su mayoría, comprados 
por las familias para el consumo del hogar.

Para las 115 familias participantes en los municipios de  Morelia, Valparaíso, 
Albania y Florencia, se evidenció en el diagnóstico que los principales cultivos 
que tienen en sus fincas son plátano, yuca y maíz, caña y frijol,  los cuales en 
promedio se encuentran de 0,5 ha a 1 ha, en regulares condiciones, ya que 
no se utilizan técnicas adecuadas en la siembra, manejo y cosecha de dichos 
productos, por lo tanto lo producido es para el auto consumo y como alimento 
para algunos animales. Se puede evidenciar que en estos municipios al igual 
que el resto del departamento de Caquetá la ganadería sigue siendo una de 
las principales actividades económicas en las familias campesinas, lo cual ha 
generado impactos a nivel ambiental especialmente en temas de deforesta-
ción para ampliar la frontera agropecuaria.

En el caso del departamento del Guaviare, las 150 familias seleccionadas 
viven dentro del área que comprende la ZRC, y la actividad económica princi-
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pal de la que dependen está relacionada con prácticas agropecuarias, especialmente 
la ganadería y cultivos de pancoger. En esta zona, el 100% de las familias vive en sus 
predios y a la hora de la visita de  diagnóstico, menos del 30% tenía o había tenido 
recientemente una huerta, a causa de la temporada seca que se presentó a finales del 
año 2015, cuando se inició la intervención en este departamento.

Para la zona del Canal del Dique, la intervención se focalizó en cinco municipios; 
en Bolívar se centralizaron actividades en Mahates; en Atlántico se focalizaron en 
Candelaria, Campo de la Cruz, Suan y Santa Lucía.

El inicio de actividades se realizó a finales de 2015, lo que evidenció las consecuen-
cias de la extensa temporada de sequía que duró alrededor de nueve meses en la 
región del Caribe colombiano, y que solo a mediados de mayo de 2016 dio inicio 
a una temporada de lluvias. De acuerdo con esto, se registraron fuertes problemas de 
seguridad alimentaria en esta zona del país, al punto que prácticamente el 100% de 
los predios visitados no contaba con actividades agrícolas. Así mismo, las familias que 
manejaban algún tipo de ganadería en la zona en el momento de la visita de diagnós-
tico estaban siendo apoyadas por programas de alimentación para el ganado bovino 
con recursos del Estado, los cuales fueron un paliativo, ya que no se podía asegurar la 
disponibilidad de alimento para el ganado debido a la fuerte sequía que prácticamente 
agotó los pastos que crecen en estos territorios.

“Este verano ha sido muy fuerte; nos estamos secando todos, hasta los animales. 
Aquí nos abastecemos del arroyo, pero ahora es un hilito nomás. Nos toca comprar 

agua en el pueblo para la casa. Necesitamos urgente un acueducto para toda la 
zona, pero no ha habido poder humano para que los políticos se comprometan a 

construirlo”. Celedonio Rincón Guerrero, El Retorno, vereda Santa Bárbara.

Con respecto a la infraestructura, el servicio de conexión eléctrica es casi inexistente en 
la ZRC del Caquetá, mientras la prestación del servicio mejora en Cartagena del Chai-
rá, en Guaviare, Atlántico y Bolivar. No obstante, en términos de alcantarillado, acue-
ducto y recolección de basuras o tratamiento de residuos sanitarios, las cuatro regiones 
se encuentran en condiciones muy precarias, lo que pone en alto riesgo la salud de las 
familias. Por otro lado, las condiciones de vivienda en todas las regiones presentan alto 
grado de deterioro y precariedad, y en su mayoría, sin servicios sanitarios adecuados. 
Para el caso de los beneficiarios del Canal del Dique, aún son perceptibles los estragos 
de la ola invernal de 2010, en la que el 20% de población todavía no cuenta con una 
vivienda en mínimas condiciones. 
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Una vez concluido el diagnóstico y recuperada toda la información que este ejercicio 
produjo, las organizaciones ejecutoras, en conjunto con los participantes, elaboraron los 
planes de mejoramiento, con los cuales se identificaron aquellos aspectos que cada fami-
lia podía optimizar en términos de seguridad alimentaria y buenas prácticas ambientales. 
Fue así como se realizó un trabajo comprometido por ellas para incrementar o mejorar 
la producción de hortalizas, frutales y especies menores; buscar la diversificación de la 
alimentación en el hogar para una mejor nutrición, y hacer un manejo adecuado de los 
residuos sólidos. 

El establecimiento de las huertas domésticas siguió las etapas descritas a continuación:

i.	 Encerramiento

ii.	 Preparación del terreno

iii.	Elaboración de eras o sitio de cultivo

iv.	Siembra de material vegetal

v.	 Seguimiento permanente: control de plagas y enfermedades, aplicación de abo-
nos, elaboración de compost60 y biopreparados61 y manejo de arvenses (maleza)

Durante el proceso se promovió el uso de semillas de zanahoria, cebolla cabezona, 
cilantro, tomate de mesa, acelga, repollo, lechuga batavia, pimentón, pepino cohombro, 
espinaca, remolacha, cebolla larga y lechuga crespa. En relación con los árboles frutales 
se sembró arazá, tomate de árbol, naranja tangelo y mandarina arrayana. Mientras los 
primeros son cultivos transitorios de producción rápida, los segundos tomarán de dos 
en tres años en crecer y dar fruto. Sin embargo, con buen cuidado y mantenimiento, la 
huerta puede ser sostenible a largo plazo.

Es importante anotar que la siembra de las semillas de hortalizas y árboles frutales se 
hizo de acuerdo con las características agrológicas de cada una de las zonas; es decir, 
que los participantes solo sembraron aquellas especies y variedades que respondieran 
adecuadamente a las condiciones de sus predios. 

60	El compostaje se define como el proceso de descomposición biológica aeróbica de la materia orgánica, contenida en los 
residuos, en condiciones de temperatura, pH, aireación y humedad controladas, y que tiene como objeto su transformación 
en un producto orgánico (abono) utilizable para la mejora de suelos en agricultura.

61	 Un biopreparado es una combinación o mezcla de sustancias que tiene propiedades nutritivas para las plantas y 
repelentes o atrayentes de insectos, así como para el control de diferentes enfermedades.
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“Lo que más siembro es cebolla, porque aquí 
se da muy bien, pero con el proyecto empecé a 
sembrar otras cosas y todas están respondiendo. 

Ahora siembro arracacha, zanahoria, varios 
tipos de lechuga, tomate, espinaca. Las 

ensaladas en mi casa ahora son muy variadas y 
eso como que les gusta”. Odilia Celada, vereda 

Las Morras, Pato-Balsillas, San Vicente del 
Caguán, Caquetá.

FASE 
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Las Ecas son una metodología ampliamente usada en diferentes partes del mundo, donde el 
aprendizaje se basa en los principios de valoración del conocimiento y experiencia de los 
participantes, en el intercambio de saberes y en el aprender haciendo. Las capacitaciones di-
rigidas a fortalecer la huerta doméstica se orientaron en proveer de herramientas a las familias 
para su mantenimiento y sostenibilidad. 

Entre los temas que se abordaron en las capacitaciones están la planificación de la finca, 
el papel del huerto, el manejo integral de la parcela familiar, la siembra de frutales, la lom-
bricultura, la extracción y conservación de semillas, las buenas prácticas ambientales, el  de 
residuos sólidos orgánicos e inorgánicos, entre otros.

“Todo el proceso de seguridad alimentaria fue muy interesante, y 
los talleres pedagógicos, muy exitosos, porque los campesinos hemos 

aprendido de lo que les vimos hacer a nuestros papás. Cuando hay un 
fortalecimiento del conocimiento con metodología, material pedagógico 
y material visual, eso mejora las técnicas de siembra y de producción”. 

Misael Güependo, presidente de Amcop.

Por otro lado, como complemento a las capacitaciones y con el fin de afianzar el aprendizaje, 
se llevaron a cabo giras técnicas a fincas demostrativas que fueran ejemplos exitosos de mo-
delos productivos fácilmente replicables. En el caso de la ZRC Pato-Balsillas y de Cartagena 
del Chairá, los participantes visitaron el Centro Educativo Piloto Agroecológico (Cepa), de la 
Fundación Viracocha, ubicada en San Agustín, Huila. En este caso, fue posible observar un 
modelo eficiente que combinaba el aspecto agropecuario con el forestal, en condiciones si-
milares a las del territorio de los participantes. Las giras también ayudaron a que los asistentes 
pudieran conocer temas innovadores que pueden ser útiles y fáciles de implementar en sus pro-

En el caso de la zona del Canal 
del Dique, el modelo de seguridad 
alimentaria hizo énfasis en la siembra 
de semillas de plátano, no solo como 
opción para la alimentación, sino para 
que las familias pudieran proyectarse en 
el establecimiento de un cultivo que les 
genere ingresos a mediano plazo y de 
fácil comercialización en la región.
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pias fincas, como los biodigestores o alternativas 
de saneamiento básico, como las letrinas secas 
familiares, entre otras.

Es importante anotar que si bien en las diferentes 
zonas del proyecto se acostumbra que las familias 
tengan huertas caseras, modalidad tradicionalmen-
te utilizada por los sistemas productivos de las eco-
nomías familiares o campesinas, lo que se detectó 
en el PPT es que estas no siempre están en buen 
estado, hay desconocimiento sobre cómo darles 
un mantenimiento adecuado, y en épocas de ve-
rano o invierno, frecuentemente son abandonadas 
debido a climas extremos. Todas estas circunstan-
cias fueron abordadas por el proyecto, buscando 
realzar el valor de las huertas para proveer de ali-
mentos sanos, orgánicos y de fácil producción.

Por otro lado, con la promoción de las huertas 
domésticas y de las buenas prácticas ambienta-
les, se logró la vinculación activa de los diferentes 
miembros de las familias, buscando que todos 
se apropiaran de este espacio, lo aprendieran a 
cuidar y a proteger, al tiempo que transformaran 
conductas y crearan ambientes más sanos. Fue 
así como las mujeres lideraron el desarrollo de 

“Otro tema muy importante fue 
el intercambio de experiencias. 

Vinieron con ideas nuevas 
para implementar. Fueron a 

San Agustín, a la Fundación 
Viracocha. Allá lo que hay 

es un sistema de manejo de 
suelo muy interesante. Nosotros 
deshierbamos y quemamos; en 

cambio allá deshierban y los 
deshechos se dejan sobre el 

suelo para que haya sombra y 
no se pierda la humedad, lo que 

termina alimentando el suelo”. 
Participante de una de las giras.



159

esta actividad, no solo a través del cuidado de la 
huerta, sino incorporando los diferentes alimentos 
en la preparación de las comidas.

“Antes no comíamos acelga, ni apio ni ahuya-
ma, ahora ya la estamos comiendo y le estamos 
echando al caldo y hasta regalamos. Antes pen-
sábamos que era algo solo para purgar, pero ya 
lo estamos comiendo y ya nos acostumbramos. 
Nos dimos cuenta de que no es comida para 
conejos”. Édgar Zuluaga, ZRC de Pato-Balsillas. 

Buenas prácticas ambientales 

De otro lado, se realizaron diversas acciones 
para mejorar las condiciones sanitarias de varias 
de las viviendas de los participantes, según la 
priorización hecha previamente, dando prelación 
al cambio de los fogones de leña tradicionales 
por las cocinas ecoeficientes, consiguiendo un 
mayor rendimiento a través de un menor consumo 
de combustible. Con esto se buscaba un efecto 
positivo en la salud de las mujeres, niños y de la 
familia en general, así como la disminución de la 
exposición a focos de contaminación.

En el componente de buenas prácticas ambientales, 
el proyecto promovió el uso de la estufa ecoeficiente, 
mesones, alacenas y armarios paneleros, todos estos 
elementos esenciales para mejorar los espacios de 
preparación y manipulación de los alimentos. 

La estufa ecoeficiente favorece el rendimiento 
energético, reduciendo hasta en un 50% los tiem-
pos de cocción, ahorrando al menos 60% de 
leña, generando menos humo y menos hollín, y, 
por ende, disminuyendo la contaminación; tienen 
un diseño resistente, durable y de fácil manejo.

“Me ha encantado la estufa nueva. 
Calienta muy bien, no consume 

tanta madera, además puedo asar 
plátanos y tortas, y algo buenísimo 

es que no tengo que estar 
pendiente de ella; puedo dejar la 

olla ahí mientras estoy haciendo 
otras cosas y no se quema la 

comida. La cocina ahora no se 
llena de humo. El cambio fue muy 

bueno”. Ernestina Pedraza, vereda 
Las Morras, Pato-Balsillas, San 
Vicente del Caguán. Caquetá.

Las estufas fueron entregadas a los núcleos familia-
res que participaron en la actividad de seguridad 
alimentaria, no obstante, en el caso del Canal del 
Dique, debido a que las condiciones de vivienda 
de algunas fincas no era óptima par su conser-
vación, se decidió entregar cubiertas o techos, 
teniendo en cuenta que esta era una necesidad 
apremiante para la zona. Fue así como 56 fami-
lias se favorecieron  con esta alternativa.

Para el manejo de residuos sólidos orgánicos e 
inorgánicos se dispuso de un espacio para la 
elaboración del compost (en aquellas fincas don-
de esta área aún no estaba identificada) y otro 
diferente para depositar los desechos inorgáni-
cos. Esta práctica contribuye a cerrar el ciclo de 
energía y materiales en el predio. Para comple-
mentar las actividades de montaje de la huerta 
casera y de buenas prácticas ambientales, se 
realizaron capacitaciones con la metodología 
de Ecas, con el fin de motivar en las familias 
el desarrollo de una agricultura sana y amigable 
con el medioambiente. 
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Resultados  

La seguridad alimentaria es un componente estra-
tégico del ordenamiento productivo que contribuye 
no solo al acceso y disponibilidad continua de ali-
mentos para la familia, sino a la promoción de la 
productividad agropecuaria de los territorios. Las re-
giones donde se llevó a cabo esta actividad son im-
portantes productores de alimentos y tienen un gran 
potencial para convertirse en abastecedores de pro-
ductos para zonas cercanas y otras partes del país. 

Promover acciones de seguridad alimentaria 
impulsa el desarrollo rural territorial al mejorar 
las condiciones de vida de los pobladores. La 
población tiene más acceso a alimentos ricos, 
nutritivos y sanos, gracias a la implementación de 
las huertas domésticas; además, cuentan con el 
conocimiento y las herramientas para su cuidado 
y mantenimiento, con lo cual pueden disponer de 
este tipo de alimentos de manera continua.

Por otro lado, si bien el proyecto no contó con 
herramientas que facilitaran la evaluación o me-
dición de los cambios logrados en la transforma-
ción de las dietas de las familias, a través del 
diálogo con los usuarios para el proceso de sis-
tematización es posible evidenciar que hubo un 
aumento en el consumo de hortalizas y verduras 
frescas adecuadamente producidas.

Adicionalmente, se promovió la siembra de 
hortalizas y árboles frutales correspondientes a 
las características de cada zona y a los hábitos 
de consumo de alimentos de los pobladores, 
lo que favoreció la recuperación de especies y 
plantas tradicionales de los diferentes lugares, 
Se promovió la siembra del pepino común 
o alchucha, frijol cacha, maní, maíz común, 
pimentón común, cocona (lulo amazónico), 

diferentes variedades de yuca y plátano, especies 
aromáticas y medicinales, bore, borojó, badea, 
piña amazónica y arazá, entre otros. Igualmente 
se impulsó el uso de tecnologías ecológicas e 
innovadoras que contribuyeran a la sostenibilidad 
de las huertas y sirviera para la elaboración 
de compost, bocashi, insecticidas y fungicidas 
orgánicos, entre otros. 

Aunque dado el alcance de la sistematización no 
es posible cuantificar el ahorro de una familia al 
consumir sus propias hortalizas y verduras, es claro 
que los usuarios en su narrativa asocian este pro-
yecto con una reducción ostensible en la compra 
de estos productos en el mercado o, incluso, la 
posibilidad de tener un excedente de alimentos 
para compartirlos con sus vecinos. Es importante 
mencionar que las acciones de seguridad alimen-
taria se orientaron a población en condiciones de 
vida precarias y muy bajos ingresos, con lo cual se 
pretendía contribuir al mejoramiento del bienestar y 
calidad de vida de las familias beneficiarias. 

La metodología Ecas y las giras técnicas apor-
taron al éxito de las acciones de seguridad ali-
mentaria, pues se valoraron el conocimiento y la 
experiencia de los participantes, se estimuló el in-
tercambio de saberes y se afianzó el aprendizaje 
a través de la práctica. En este proceso se reafir-
ma, además, a la mujer y la familia en general 
como un apoyo importante para las actividades 
productivas, siendo la huerta casera un espacio 
ideal para el intercambio de saberes entre padres 
e hijos y transferencia de valores y conductas. 

También es importante considerar la participación 
de la comunidad en el diseño de la actividad 
en sus diferentes fases: definición de los benefi-
ciarios, implementación de la huerta y desarrollo 
de las capacitaciones, con lo cual se facilitó la 
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acogida y apropiación del proyecto. Fue eviden-
te que un trabajo mancomunado con las juntas 
de acción comunal ayuda a que las actividades 
se orienten realmente a las necesidades de la 
población y se cuente con el apoyo de los be-
neficiarios. Cabe resaltar el apoyo que brinda-
ron las administraciones locales en la zona del 
Canal del Dique y en el Guaviare, para lo cual, 
en ocasiones, funcionarios de la Alcaldía (Umata) 
participaron en las jornadas de capacitación o 
colaboraron con información o recomendaciones 
para el trabajo en los territorios.

En cuanto a la implementación de la huerta, se 
encontró que preparar, adecuar el terreno y sem-
brar en los tiempos correctos es esencial para 
conseguir una buena producción de alimentos. 
No tener en cuenta los ciclos estacionales puede 

llevar a que esta actividad fracase y aumente el 
riesgo en seguridad alimentaria.

De la experiencia se destaca la importancia de 
que este tipo de proyectos también provean de 
infraestructura mínima complementaria que ayu-
de a la protección de la huerta en épocas de 
invierno y verano; por ejemplo, plásticos para 
invernadero para proteger del exceso de agua, 
o malla polisombra para proteger del exceso de 
radiación solar. 

Para finalizar, se debe tener en cuenta que los 
cambios en patrones y conductas para mejorar 
las condiciones de vida en temas de higiene y 
medioambiente no son fáciles de generar y se re-
quiere de acompañamiento y orientación regular 
que ayuden a arraigar estos nuevos patrones. 
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Introducción

Una sociedad civil activa, participativa, empode-
rada y responsable, es clave en el proceso de for-
talecer la gestión del desarrollo local en aras de la 
construcción de la paz en los territorios. En el esce-
nario previsible de posconflicto (posacuerdos) que 
se aproxima para Colombia, generar alternativas 
sostenibles de reconstrucción de tejido social y for-
talecer el rol de la sociedad civil en los asuntos pú-
blicos se convierte en una apuesta estratégica para 
crear mecanismos eficaces conducentes a la trans-
formación y la cohesión social, la recuperación de 
la confianza, la solidaridad y la superación de las 
heridas generadas por el conflicto armado interno.

La construcción de paz se encuentra entre los 
objetivos estratégicos previstos en el Plan Indica-
tivo de Trabajo de la OIM en Colombia 2015-
2019. Desde allí, articulado con el Plan Nacio-
nal de Desarrollo 2014-2018 en su componente 
de movilidad social, establece la necesidad de 
identificar y fortalecer experiencias exitosas de 
organización solidaria e inclusión social para la 
construcción o reconstrucción del tejido social. 
En el mismo sentido, desde los resultados espe-

rados y estrategias del Plan Indicativo se estable-
ció como prioridad apoyar la divulgación de ins-
trumentos y metodologías para facilitar el acceso 
de las víctimas a sus derechos, a los beneficios 
del proceso de atención, asistencia y reparación 
integral, así como a la oferta institucional.

En este contexto, el PPT considera el fortaleci-
miento de organizaciones sociales y las expre-
siones organizativas comunitarias un proceso 
inherente a la puesta en marcha de los acuer-
dos del proceso de negociación en La Haba-
na, así como la implementación de las políticas 
públicas de tierras y desarrollo rural. En con-
sonancia, en el marco del resultado 5 del PPT, 
denominado “Fortalecimiento de Organizacio-
nes sociales para la participación en instancias 
locales y regionales en la planificación y el 
ordenamiento”, se diseñó una estrategia para 
trabajar con líderes comunitarios y organizacio-
nes sociales en la construcción de capacidades 
para incidir de forma efectiva en el plantea-
miento de políticas públicas, con conocimiento 
de los mecanismos, normas y leyes que guar-
dan relación con el contexto y la problemática 
de sus comunidades y grupos de interés. 

FORTALECIMIENTO
de organizaciones sociales para la participación 
en instancias locales y regionales  
en la planificación y el ordenamiento del territorio 
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De igual forma, desde el PPT se apoyó el fortaleci-
miento de los Consejos Municipales de Desarrollo 
Rural (CMDR), en particular el de San José del 
Guaviare y El Retorno, como espacios valiosos 
de concertación y de diálogo para la promoción 
del sector agropecuario y el desarrollo territorial. 

Este capítulo recoge ambas experiencias, el fortale-
cimiento de organizaciones sociales de base y de 
los CMDR como espacios de representación del 
sector público, del privado y de la sociedad civil.

Organizaciones participantes 
de la intervención

Las acciones de fortalecimiento iniciaron con la 
identificación y el diagnóstico de las condiciones 
de las organizaciones y asociaciones en los terri-
torios. Como resultado, posterior al proceso de 
socialización de la propuesta de fortalecimiento, 
fueron identificadas 20 asociaciones (Ver listado 
al final de este capítulo) en tres municipios de 
Magdalena y de Bolívar: Plato y Tenerife (Bajo 
Magdalena), y Mahates (Canal del Dique). Adi-
cionalmente, debido a la importancia de las ac-
ciones de fortalecimiento, estas se extendieron a 
organizaciones comunitarias que participaron en 
el componente de reglamentación de uso y ma-
nejo de terrenos comunales, en los casos de las 
ciénagas de Sato y Machado (Calamar y Arroyo-
hondo, Bolívar) y de la ciénaga de Sábalo (Can-
delaria, Atlántico), experiencia que se menciona 
en un aparte posterior de este capítulo. 

El proceso de selección no fue sencillo, debido en 
parte a la desconfianza de muchas de las organi-
zaciones con respecto a la efectividad de este tipo 
de intervenciones y a la apatía que existe hacia la 
participación en espacios de articulación con auto-

ridades locales e instituciones. A esto se suma que 
la mayor parte de las zonas intervenidas se vieron 
altamente afectadas por la violencia y acciones ar-
madas en el marco del conflicto, lo que generó el 
miedo de sus habitantes durante décadas. 

La gran mayoría de las organizaciones surgieron 
en medio de la necesidad de unirse para dar 
respuesta a problemáticas compartidas por el 
colectivo, por lo cual algunas eran relativamente 
nuevas o venían funcionando informalmente, con 
baja o ninguna organización administrativa, y al-
gunas sin registro formal. Estos vacíos limitaban 
su capacidad de acción e incidencia, por cuanto 
muchos de estos aspectos son correquisito para 
acceder a la oferta institucional. En este sentido, 
el proceso formativo se orientó a apoyarlas en 
la formalización, consolidación de su estructura 
organizativa, procedimientos internos, visión de 
desarrollo y aspectos organizativos y administra-
tivos en general, a la par con los talleres sobre 
marco normativo y empoderamiento político. En 
este proceso, la OIM contó con el Instituto Latinoa-
mericano para una Sociedad y un Derecho Alter-
nativos (Ilsa) como socio estratégico, cuyo equipo 
diseñó la ruta pedagógica y metodológica para 
este componente. 

Metodología y etapas del 
proceso 

La propuesta pedagógica y metodológica para el 
acompañamiento tuvo en consideración el resulta-
do de los diagnósticos de las organizaciones, las 
condiciones de cada territorio y aquellos temas 
de política pública particularmente sensibles para 
la intervención en materia de desarrollo y ordena-
miento territorial, según la caracterización de la 
población y el territorio. 
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Teniendo en cuenta este contexto, el equipo técnico de la 
OIM e Ilsa diseñó un plan de trabajo orientado a la forma-
ción de las organizaciones en cuatro, temas desarrollados 
en igual número de talleres, cada uno con una duración de 
dos días, así:

Gráfico 2. Estructura de talleres del  
componente de fortalecimiento.

Aplicación del Índice de Capacidad 
Organizacional (ICO) y los planes 
de fortalecimiento 

Ilsa y los profesionales de la OIM aplicaron las encuestas 
de Índice de Capacidad Organizacional (ICO), instrumento 
diseñado por el Departamento para la Prosperidad Social 

(actualmente Prosperidad Social). Estos 
insumos permitieron la construcción de 
los planes de fortalecimiento organiza-
tivo como instrumento de hoja de ruta 
para la consolidación de las organiza-
ciones campesinas, y fueron entrega-
dos a las asociaciones. 

Los planes de fortalecimiento tuvieron 
la siguiente estructura: 

1.	 Presentación 

2.	Sobre la relación entre asociación 
y organización 

3.	 La importancia de las asociaciones 
en los contextos rurales 

4.	El entorno de la asociación 

5.	La asociación:

a.	Diagnóstico de necesidades 

b.	Plan de fortalecimiento organi-
zativo

c.	 Estrategias de seguimiento al 
plan de fortalecimiento 

6.	Recomendaciones generales para 
el fortalecimiento de las asociacio-
nes rurales 

a. Problemas más frecuentes de las 
asociaciones en los contextos 
rurales 

Ley 1448 de 2011 y sus decretos regla-
mentarios (énfasis en procesos de restitución 
de tierras y espacios interinstitucionales lo-
cales de participación, como los Comités 
Territoriales de Justicia Transicional, CTJT).

Ley 160 de 1994 y sus decretos reglamen-
tarios (énfasis particular en los temas rela-
cionados con la titulación de baldíos).

Normatividad, funcionamiento y actores 
que participan en espacios locales de pla-
neación e incidencia en temas relacionados 
con tierras y desarrollo rural (énfasis en los  
CMDR o CTJT).

Participación e incidencia de población vul-
nerable o víctimas del conflicto armado en 
procesos locales de planeación y decisión, 
en especial en las temáticas de tierras y de-
sarrollo rural (énfasis en CMDR o CTJT).

1er

2do

3er

4to

ta
ll

e
r
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Según el Ilsa (2015), “[…] los planes permitirán a 
las organizaciones ampliar su conocimiento sobre el 
entorno en el que se desenvuelven, tener una mirada 
hacia adentro de sus propios procesos e identificar 
elementos pertinentes para la planificación de su 
trabajo a futuro, en aras de que los procesos aso-
ciativos se configuren como organizaciones sociales 
fortalecidas. De igual forma, los planes permiten a 
las asociaciones conocer su entorno más próximo, 
así como tener elementos de contexto para la inter-
locución con autoridades locales”. 

Finalmente, se espera también que los planes 
sirvan para una consolidación orgánica que les 
permita posteriormente a las asociaciones la eje-
cución de propuestas económicas y proyectos 
productivos en sus áreas de interés. 

El objetivo era que las comunidades identificaran 
fortalezas, debilidades y oportunidades. Este ejer-
cicio fue muy útil para las organizaciones para 
consolidar objetivos, misión, visión, su propia es-
tructura orgánica, así como para formalizar pro-
cesos y procedimientos administrativos esenciales 
en la gestión institucional.

La metodología del proceso de formación se ca-
racterizó por ser participativa y por invitar a la 
acción desde el primer momento. Fue así como 
a la par que se iban llevando a cabo los talleres, 
se fueron realizando actividades de incidencia en 
los diferentes municipios como la promoción de 
reuniones de rendición de cuentas de las alcal-
días salientes, exposición de propuestas políticas 
de los candidatos a alcaldías, entro otras. De esta 
manera se buscó activar los CMDR62, los CTJT63 

 y se promovió una relación más estrecha con las 
oficinas territoriales de la Unidad de Víctimas y 
la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 
Restitución de Tierras Despojadas.

También se buscó vincular desde el principio a 
los jóvenes y a las mujeres, con el fin de hacer un 
proceso incluyente, que diera fuerza y animara a 
la acción a grupos poblacionales generalmente 

dirigidos al desarrollo de los territorios rurales. En este 
sentido, facilitan la participación de los habitantes rurales 
en la toma de decisiones que les afectan, pero además 
son un espacio para el ejercicio de una ciudadanía 
comprometida en la gestión, ejecución, seguimiento y 
control del desarrollo rural en los municipios. Definición 
tomada de la Corporación Latinoamericana Misión Rural, 
del proyecto Consejos Municipales de Desarrollo Rural 
realizado en conjunto con el Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural. Recuperado de: http://www.
misionrural.net/experiencia/consejos/secciones/que_
son/index.htm.

63	Los comités territoriales de justicia transicional (CTJT) 
son la máxima instancia de coordinación, articulación 
y diseño de política pública en el departamento, 
municipio o distrito, presididos por el gobernador 
o alcalde, respectivamente (artículo 173 de la Ley 
1448/11). Son los encargados de elaborar los planes 
de acción en el marco de los planes de desarrollo, 
a fin de lograr la atención, asistencia y reparación 
integral a las víctimas; coordinar las acciones con 
las entidades que conforman el Sistema Nacional de 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas, en los 
niveles departamental, distrital y municipal; articular 
la oferta institucional para garantizar los derechos de 
las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación; 
materializar las garantías de no repetición; coordinar 
las actividades en materia de inclusión e inversión 
social para la población vulnerable, y adoptar las 
medidas conducentes a concretar la política, los 
planes, los programas y las estrategias en materia de 
desarme, desmovilización y reintegración. Guía para la 
conformación y funcionamiento de Comités Territoriales 
de Justicia Transicional. Ministerio del Interior,  Ministerio 
de Justicia y del Derecho y la Unidad para la Atención 
y Reparación Integral para Víctimas. Recuperado de: 
http://www.mininterior.gov.co/sites/default/files/
noticias/guia_para_conformacion_y_funcionamiento_
de_comites.pdf.

62	Los Consejos Municipales de Desarrollo Rural (CMDR) 
son espacios de participación creados por la Ley 101 de 
1993 para la concertación de las políticas y programas 
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marginados. Fue un logro importante del proyecto 
la permanencia y la participación activa de los 
jóvenes durante todo el proceso de formación. 

Como herramienta pedagógica que resultó del 
proceso de fortalecimiento, se diseñó una caja 
de herramientas que lleva por título “La participa-
ción política de las comunidades rurales: eje de 
construcción de los Nuevos Territorios de Paz”, 
compuesta por cuatro módulos: 

1.	 La Ley 1448 de 2011 y la restitución de las 
tierras campesinas. Guía básica sobre el resta-
blecimiento de los derechos de las víctimas del 
despojo y el abandono forzado en Colombia 

2.	Los Comités Municipales de Justicia Transicio-
nal (CMJT): un escenario de incidencia políti-
ca y participación efectiva de las víctimas del 
conflicto armado en Colombia

3.	 La participación y los Consejos Municipales 
de Desarrollo Rural (CMDR) 

4.	 Adjudicación de predios baldíos: mecanismo 
para el acceso a la tierra

Adicionalmente, producto de los planes de forta-
lecimiento y posterior a los talleres, se llevaron a 
cabo dos jornadas de capacitación, las cuales 
tenían un carácter interno para las organizacio-
nes. Estas fueron: 

üü Teorías organizativas y dinámicas de las 
organizaciones rurales

üü Formulación de proyectos rurales en el mar-
co de la economía solidaria

Inicialmente, se pensó en estas herramientas para 
ser usadas como apoyo del proceso formativo, pero 
luego se acordó que fueran resultado del trabajo 
con las comunidades, y que su diseño contemplara 
los elementos de contexto y caracterización de las 
asociaciones. De esta forma, se entregó el compen-
dio de cuatro módulos a cada uno de los participan-
tes una vez finalizados los talleres, quienes habien-
do apropiado el conocimiento en las distintas áreas 
podrán usar estos manuales como herramienta para 
hacer réplicas o adelantar acciones de incidencia 
posteriores al proceso de formación. 

Fortalecer, empoderar, construir capacidad son 
con frecuencia conceptos que adquieren un valor 
nominal al ser usados como parte de procesos que 
tienen un inicio y final en el cual no es posible verifi-
car las condiciones posteriores a las intervenciones 
para identificar transformaciones en el entorno, en 
los procesos y en las personas sujeto de la interven-
ción. En aras de profundizar en estos cambios, se 
entabló un diálogo con participantes del proceso 
de fortalecimiento durante la sistematización de la 
experiencia, indagando sobre su valoración de 
cómo este había modificado su realidad.

Si bien en todos los lugares se siguió la ruta trazada 
para la formación en los cuatro ejes, cada experien-
cia fue única por el cúmulo de elementos diferencia-
dores de los territorios. En el marco de este diálogo, 
se conocieron sus apreciaciones, anécdotas, resulta-
dos vistos desde la aplicación de los conocimientos 
adquiridos y sus expectativas en torno a cómo este 
conocimiento puede generar cambios a futuro. A 
continuación, se presentan algunos elementos del 
análisis de estos diálogos de las comunidades de 
Mahates, en el Canal del Dique (Bolívar), y de Plato 
y Tenerife, en el Bajo Magdalena.  
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La experiencia de Mahates, 
Canal del Dique: participación, 
incidencia política y empoderamiento 
ciudadano 

Según Velásquez (1986), la participación es en-
tendida como un proceso social que resulta de la 
acción intencionada de individuos y grupos en 
busca de metas específicas, en función de intere-
ses diversos y en el contexto de tramas concretas 
de relaciones sociales y de poder. Es, en suma, 
“un proceso en el que distintas fuerzas sociales, 
en función de sus respectivos intereses (de clase, 
de género, de generación), intervienen directa-
mente o por medio de sus representantes en la 
marcha de la vida colectiva con el fin de mante-
ner, reformar o transformar los sistemas vigentes 
de organización social y política” (p. 22). 

Este concepto “implica además que la participa-
ción no es solo un problema de eficacia del siste-
ma político; es, centralmente, una práctica de la 
democracia que queremos, en la que son indispen-
sables los más amplios procesos de participación, 
para que el pueblo soberano concilie de forma 
pacífica sus conflictos y guíe a través de su delibe-
ración activa los principales destinos de la nación 
y del Estado” (p. 22). En este sentido, construir de-
mocracia solo es posible con ciudadanía activa y 
consciente, y la participación es una herramienta 
formativa de primer orden para este propósito.

Lo anterior se refleja en el estudio del caso de la 
comunidad de Mahates (Bolívar), donde a par-
tir del proceso de fortalecimiento se produjo un 
cambio en la forma que los líderes y sus organi-
zaciones asumen los procesos de participación 
ciudadana e incidencia política, y se perciben 
como sujetos activos del cambio que demandan, 

corresponsables como individuos y como colecti-
vo en las decisiones que toman los gobernantes. 
Para los representantes de las organizaciones, 
las acciones de fortalecimiento han cambiado su 
percepción de su rol como líderes en sus orga-
nizaciones, adoptando una postura que implica 
pensar en el corto, mediano y largo plazo en for-
ma más cohesiva, planificada y en consenso con 
su grupo comunitario. 

“Ojalá la vida me hubiera dado la 
oportunidad de conocer antes lo que 
conozco ahora, porque yo del tema 

de leyes manejaba muy poquito y las 
cosas que hacía quedaban inconclusas. 

Eso que tiene que ver con incidencia 
política; yo no sabía qué era eso. 

Andaba a ciegas. Cosas como esas 
me han fortalecido como persona, y a 

los miembros de la asociación, muchos 
de los cuales ahora manejan el tema. 
Somos cinco los que estuvimos en este 

proceso”. Participante de Mahates.

La apropiación de las herramientas normativas y 
el conocimiento de los mecanismos de participa-
ción han dado lugar no solo al fortalecimiento 
de las organizaciones ya constituidas, sino que 
han promovido la articulación de las asociacio-
nes más allá del trabajo centrado en sus territorios 
o grupos de población objetivo, para tener ma-
yor incidencia y ejercer el “poder ciudadano”. Es 
así como, por ejemplo, resurge el capítulo local 
de la Asociación Nacional de Usuarios Campe-
sinos (Anuc), en la cual converge buena parte de 
las organizaciones de este territorio, y que sirve 
como punto de encuentro para la planeación de 
acciones conjuntas de incidencia y participación. 
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En la actualidad, los representantes centran sus 
acciones en la interlocución con el nuevo gobier-
no local, y se preparan para participar del pro-
ceso de diseño del Plan de Desarrollo Municipal 
2016-2019. Para esto, con el apoyo de otras or-
ganizaciones acompañantes en el marco de NTP, 
han formulado un documento con el diagnóstico 
de la problemática del municipio en las principa-
les áreas, junto con propuestas de política pública 
para dar respuestas a estas64. 

La formación de los líderes ha tenido, además, 
como resultado un mayor y mejor nivel de 
representatividad de las comunidades en estos 
escenarios de participación. Es diciente el caso 
de uno de líderes que después del proceso de 
formación decidió lanzarse como candidato al 
Concejo de Mahates: “Fue un gran aprendizaje”, 
expresa. Este interés puede interpretarse como 
un indicador de cambio y resultado, teniendo en 
cuenta que, al inicio del proceso de fortalecimiento, 
se observó como una de las mayores dificultades 
para la participación la desconfianza manifiesta de 
las poblaciones en la gestión pública, traducida en 
pérdida de legitimidad y credibilidad del ejercicio 
de la política (Ilsa, 2015). 

A todas les hemos llegado, y hemos 
crecido. Con los compañeros hemos 

aprendido que somos un equipo, que 
una sola asociación no camina. Y 

ahora, con la ayuda de una guía como 
la que ya tenemos (los módulos), […] 
con la asesoría, con las enseñanzas, 

con las leyes, me he atrevido incluso a 
lanzarme al Concejo (municipal), porque 

me sentía con la suficiente capacidad 
de hacerlo. No logré el objetivo, pero 
aprendí mucho. Hoy me siento distinto. 

Mi meta es que nuestro municipio y 
nuestras comunidades sean diferentes”. 

Participante de Mahates

64	El documento “Diagnóstico participativo municipio de 
Mahates y propuestas de políticas públicas sociales 
para incluir en el Plan de Desarrollo 2016-2019” fue 
elaborado por las comunidades de distintas veredas de 
Mahates, con el apoyo de Promodique y otras organiza-
ciones que acompañan a las organizaciones sociales en 
el marco del programa NTP.

“De este proceso surgió la idea de 
revivir la Anuc. Empecé yo, y ya somos 

85 personas afiliadas a esta asociación. 
Logramos integrarnos con todas las 

asociaciones que están en el municipio. 

Esta misma desconfianza propició la apatía 
de muchos miembros de la comunidad hacia 
los procesos organizativos, razón por la cual la 
acción de los líderes comunitarios era solitaria 
y poco efectiva al no contar con el respaldo de 
aquellos cuyos intereses querían representar. Sin 
embargo, expresaron que a partir de las acciones 
de fortalecimiento, en la medida en que replicaron 
la información y comunicaron acerca de la 
importancia de la participación, de los derechos 
ciudadanos que les cobijan y los mecanismos de 
exigibilidad, entre otros aspectos, las personas se 
animaron a participar, lo cual se tradujo en una 
mayor cohesión social. 

La cohesión social podría considerarse un efecto 
indirecto pero perceptible de la intervención. 
Se observa, no solo en el discurso de cada uno 
de los líderes entrevistados para el proceso de 
sistematización, sino en la interacción misma 
entre líderes de distintas organizaciones, un 
creciente nivel de coordinación de sus acciones 
de incidencia para propiciar un desarrollo más 
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participativo, transparente y equitativo. Esta 
transición de un liderazgo centrado en intereses 
que atañen únicamente al entorno comunitario 
y social próximo del líder a uno que incorpora 
una visión macro del sentido de pertenencia y 
corresponsabilidad comunitaria produce, además, 
una movilización social más organizada, a mayor 
escala y, por ende, más visible y efectiva. 

blar una relación horizontal con las autoridades, 
cualquiera que sea el caso. 

“Personas que no creían en eso, que 
estaban en la asociación pero no tenían 

el interés […] ya se han involucrado. 
Ahora estamos más unidos, nos sentimos 

más seguros de lo que queremos […] 
ya los asociados con sus familias se 

están plasmando otras metas en ellos. 
Estamos pensando en hacer nuestra 

sede […] Cada día más personas de la 
comunidad se interesan en participar”. 

Participante de Mahates.

En cuanto a la construcción de capacidades 
para que las comunidades agencien su desarrollo 
a partir de sus recursos intrínsecos y usando los 
mecanismos disponibles, los líderes entrevistados 
manifestaron cómo haber conocido acerca de sus 
derechos y de la importancia de la participación 
y los espacios en los cuales esta se ejerce les ha 
ayudado a ganar confianza en sí mismos y en 
sus habilidades para comunicar ideas e intervenir 
en asuntos públicos. La percepción de sí mismos 
que tienen los ciudadanos rurales, en cuanto no 
se consideran interlocutores válidos de personas 
con un mayor nivel educativo o a quienes consi-
deran superiores en razón de su cargo, hace que 
se marginen de escenarios de debate político y 
rendición de cuentas. Por esta razón, cobra espe-
cial importancia el empoderamiento como factor 
asociado a la capacidad de los líderes para enta-

“Esta fue quizá la mayor ganancia 
que tuvimos. Nos sentimos en 

capacidad de enfrentarnos a ellos 
(las autoridades locales). Antes 

no lo hacíamos ‘porque ellos eran 
estudiados y nosotros no, entonces 

no nos iban a prestar atención’, pero 
aprendimos que todos somos capaces 

y todo es el empeño y la dedicación 
que cada uno le ponga. Que todos 

éramos capaces de hablar con ellos y 
plantearles nuestros temas, decirles qué 
nos estaba pasando y que nos dieran 
respuesta. Qué se podría hacer, qué 

se estaba haciendo. Pienso que es un 
avance excelente, porque cada uno se 
superó y sabe que tiene la capacidad 

para en cualquier momento llamar 
a un funcionario y pedirle que le 

rinda cuentas, que siempre nos estén 
dando informes. Eso es la rendición 
de cuentas, lo que se está llevando 
a cabo en el municipio, porque es 

un derecho que tenemos todos”. 
Participante de Mahates.

En este aspecto, el del conocimiento de sus derechos 
y la percepción del antes y el después, los entrevis-
tados durante los grupos focales se refirieron a un 
“gran cambio” (expresado en escala de 1 a 5), ya 
que sienten que ahora pueden hablar con propiedad 
de asuntos sobre los que antes no tenían ningún co-
nocimiento, lo cual es un elemento que traerá trans-
formaciones positivos a las condiciones de vida de la 
comunidad y a la efectividad de las organizaciones. 
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En relación con el fortalecimiento de las organizaciones co-
munitarias, los participantes consideran que los talleres y el 
acompañamiento que brindó el proyecto PPT, desarrollado 
por la OIM a través de Ilsa, contribuyeron a que estas hicie-
ran ajustes en materia administrativa y de planificación, y 
cambió la forma en que veían el rol que debían cumplir los 
líderes de los procesos comunitarios. 

Finalmente, se preguntó sobre la forma 
en que el conocimiento adquirido ha 
mejorado o podría mejorar las condi-
ciones de vida de las comunidades, 
y de qué forma. Algunos menciona-
ron que debido a la importancia de 
la formación en temas como Concejos 
Municipales de Desarrollo Rural, meca-
nismos como los derechos de petición, 
la formulación de proyectos, entre 
otros, podrían asegurar que las polí-
ticas públicas se diseñaran teniendo 
en cuenta las verdaderas necesidades 
para el desarrollo de cada comunidad 
y territorio. De igual forma, creen que 
pasar de “pedir” a entender los dere-
chos como inalienables a la condición 
ciudadana, y por tanto exigibles, ha 
cambiado por completo su concepto 
de ciudadanía y le ha dado una nueva 
perspectiva del alcance de la partici-
pación (ver Gráfico 5). 

Para esto, los líderes se refieren a la caja 
de herramientas que contiene los mó-
dulos de formación, como un elemento 
que les permite replicar la información, 
empoderar a las comunidades e incluso 
“capacitar” a los funcionarios públicos. 

Pese a los avances, los participantes 
reconocen que aún queda mucho 
por hacer para consolidar sus 
procesos organizativos y de desarrollo 
comunitario. Por esto sugieren que se 
extiendan las acciones de formación 
a temas como la formulación de 
proyectos, el manejo de computadores 
y cómo mejorar la gestión financiera 
de las asociaciones. 

Gráfico 3. Percepción de cambio en el conocimiento de 
derechos y la oferta institucional.

Percepción acerca del mejor conocimiento y garantía de goce de 
sus derechos y de la oferta institucional propiciado por el PPT

Gráfico 4. Percepción de mejora en las organizaciones a partir 
del proceso de fortalecimiento.
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La experiencia del Bajo Magdalena 
(Plato y Tenerife): movilización social y 
escenarios de participación

Las organizaciones de Bajo Magdalena, focalizadas en la 
zona rural de los municipios de Plato y Tenerife, están conforma-
das por personas dedicadas a la producción agrícola y pecua-
ria en pequeña escala, y han surgido en medio de condiciones 
adversas de gobernabilidad, infraestructura y seguridad a raíz 
de coyunturas específicas relacionadas en su mayoría con el 
interés de acceder a proyectos en la oferta institucional, o im-
pulsadas por los gobernantes para este fin. Así lo cuentan en 
sus relatos sobre la historia de las organizaciones. 

Este carácter circunstancial dio lugar a procesos organizativos 
atomizados, en los que no se estableció un norte para el tra-
bajo conjunto de las asociaciones y tampoco se vio beneficia-
da la participación ciudadana, pues el objetivo inmediato era 
acceder a los proyectos productivos que oferta el Estado. En 
este sentido, se observa cómo el proceso formativo reactivó 
las asociaciones, promoviendo acercamientos entre sus miem-

bros y dando un nuevo sentido a dicha 
asociatividad desde el control social, 
el cooperativismo y la construcción de 
apuestas de desarrollo económico local 
en modelos solidarios. 

A partir del proceso de acompaña-
miento propiciado por el PPT en el 
marco de este resultado, se dio un 
acercamiento entre los líderes y las co-
munidades, se abrieron espacios para 
la discusión de la problemática de sus 
veredas y corregimientos y se busca-
ron soluciones en forma participativa. 
Adicionalmente, parte del proceso de 
formación incluyó una experiencia de 
intercambio con las autoridades loca-
les, a manera de rendición de cuentas. 

En el caso de Tenerife, este ejercicio 
fue productivo y le dio a la comunidad 
confianza en su capacidad para en-
tablar un diálogo de “tú a tú” con sus 
gobernantes. Esto, pese a que en un 
mismo periodo tuvieron siete alcaldes 
encargados, muestra de los serios pro-
blemas de gobernabilidad. 

Las comunidades intervenidas en el 
proyecto muestran en el diálogo una 
avidez de conocimiento, de acompa-
ñamiento y de herramientas que les 
permitan autogestionar su desarrollo 
e influir en las decisiones que toman 
las autoridades locales. El ejercicio 
de la participación lleva a la gente a 
preocuparse más por los asuntos pú-
blicos, a intervenir más directamen-
te en los procesos de planeación, a 
pensar en proyectos para su entorno, 

Gráfico 5. Percepción de probabilidad de cambio en las 
condiciones de vida, a partir del proceso formativo.
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Percepción acerca de la facilitación y mejoramiento del trabajo que 
lleva a cabo la entidad/organización propiciado por el PPT

su vereda, su corregimiento, a fisca-
lizar el desempeño de las autoridades 
públicas, y a emprender iniciativas co-
lectivas para resolver los problemas de 
su entorno inmediato.

de consulta e iniciativas, y se convierte en agente protagonis-
ta de las decisiones de inversión en su entorno.

Este aspecto, el de la planeación participativa, tiene espe-
cial importancia en el desarrollo y el ordenamiento territorial 
rural. Por eso, es de resaltar el efecto que ha tenido el pro-
ceso formativo en la visión que tienen las asociaciones de 
espacios de planeación como los CMDR, que han pasado 
de ignorar por completo su funcionamiento a interesarse por 
ser incluidos en este y asumirlo como escenario deliberativo 
y de toma de decisiones que les competen. 

Sin embargo, es preciso que los agentes gubernamentales 
estén dispuestos a promover la participación y a crear las 
condiciones para su ejercicio, basados en la consideración 
de que ella es una condición necesaria para enfrentar los 
asuntos colectivos. Además, es fundamental que la gente la 
reconozca y sienta que quienes están desempeñando car-
gos públicos le apuestan a la participación.

Los participantes entrevistados en los grupos focales consi-
deraron que el proceso formativo incidió en una mejora sig-
nificativa de las capacidades individuales y colectivas para 
desempeñarse como asociación. 

Gráfico 6.Percepción de mejora en las organizaciones a partir 
del proceso de fortalecimiento.
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“Por desconocimiento estábamos así. 
Porque el que sí tiene conocimiento 

opaca al que no tiene nada. Recursos 
que van para el campo, para la 

educación en las escuelas no llegan. 
Como no sabíamos cómo averiguar 

qué pasó con eso, pues se quedaba 
así. En este punto, ya tenemos 

una relación más cercana con las 
alcaldías, porque ese dinero que 

llega ahí es dinero de nosotros, de los 
impuestos que pagamos. Entonces, 
imagínese, tenemos que exigir. No 
quejarnos. Tenemos que reunirnos, 

que coordinar lo que vamos a hacer 
y cómo vamos a pedir respuestas”. 

Participante municipio de Plato. 

Se ha ganado mucho en organización 
y movilización social, pero no se ha 
avanzado lo suficiente en la creación 
de confianzas interinstitucionales e inter-
personales que permitan articular esfuer-
zos en pos de objetivos compartidos. 
Persiste cierta fragmentación social, la 
que en algunos municipios se ha acen-
tuado a raíz de la estrategia desarro-
llada por las autoridades municipales, 
encaminada a frenar y a controlar el 
alcance de los procesos participativos 
y quitarles peso a la planeación parti-
cipativa y a otros escenarios en los que 
la población suele trascender los niveles 
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Con respecto a los espacios de participación y 
la incidencia política, los líderes manifestaron la 
importancia de este último módulo de formación, 
considerándolo el más aleccionador, al abrirles 
la puerta al conocimiento de la forma como su 
falta de participación los hace corresponsables 
en el atraso que presentan sus comunidades 
y el desgobierno en el uso de los recursos 
públicos. Un caso interesante ocurrió en Plato 
(Magdalena), ya que, durante el grupo focal 
que se llevó a cabo, surgió la iniciativa de 
presentar conjuntamente un derecho de petición 
para conocer sobre el cronograma de las mesas 
de diseño del Plan de Desarrollo Municipal y su 
interés en participar de este espacio. De igual 
forma, se habló sobre la solicitud de inclusión en 
los CMDR, y de la programación de veedurías 
para el seguimiento a las obras que se planteen. 

El uso de este lenguaje, el de la incidencia y la 
participación, muestra cómo, sin importar el ni-
vel educativo, la condición socioeconómica o 
el carácter organizativo, es posible y pertinente 
emprender acciones para el desarrollo local de 
la mano del fortalecimiento de la capacidad de 
los ciudadanos para ser agentes activos de estos 
procesos, y no simplemente subsidiarios de las 
decisiones que se tomen.

El proceso de apoyo a la reglamentación del uso 
y manejo de los terrenos comunales de las cié-
nagas de Machado y Sato en Bolívar, y la de 
Sábalo en el Atlántico65.

Entre los meses de julio y agosto, se llevaron a 
cabo cuatro jornadas de talleres por cada una 
de las ciénagas, en las que participaron las or-
ganizaciones comunitarias y las asociaciones de 
pescadores activas e interesadas en la reglamen-
tación en cada una de estas áreas. Los objetivos 
buscados fueron: 

a.	Socializar entre las comunidades y las organiza-
ciones vecinas de las ciénagas los insumos nor-
mativos que definen la reglamentación del uso y 
manejo de los terrenos comunales en el país.

b. Retroalimentar, con el apoyo del conocimiento 
comunitario local, los insumos y los avances 
realizados por el equipo de profesionales en-
cargados de la elaboración del informe técni-
co de cada una de las ciénagas. 

c.	 Socializar entre las organizaciones campesi-
nas y de pesca el procedimiento, los objetivos 
y la ruta administrativa para la reglamenta-
ción del uso y manejo de los terrenos comu-
nales de estas áreas.

d.	Promover entre las organizaciones campe-
sinas la buena gestión la conservación y la 
recuperación de los recursos de las ciénagas, 
mediante el despliegue de actividades produc-
tivas sostenibles y viables en el área. 

e.	Elaborar, con base en las características parti-
culares de cada área de intervención, la ruta 
administrativa que le facilite al Incoder la re-
glamentación de los terrenos comunales de 
las tres áreas de intervención.

Adicionalmente, se valoró en terreno el estado y 
la percepción de las organizaciones y las comu-
nidades participantes sobre el proceso, se reco-

65	Adaptación del documento “Experiencias del proceso 
de reglamentación del uso y manejo de terrenos comu-
nales”. Ilsa, octubre de 2015. 
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noció el área y los conflictos característicos en 
cada una de las ciénagas y se acordaron con 
los participantes los arreglos logísticos necesarios 
para el desarrollo de las actividades propuestas. 

El proceso y las acciones de apoyo al Incoder 
para la reglamentación de los terrenos comunales 
de estas tres ciénagas se basó en lo establecido 
por la Ley 160 de 1994 para regular la ocupa-
ción y el aprovechamiento de las tierras baldías de 
la nación, así como en el Acuerdo 114 de 2007 
del Incoder, por medio del cual se reglamenta el 
uso y los manejos de los terrenos comunales en 
el país. Para su realización, el apoyo a la regla-
mentación de las ciénagas de Sato, Machado y 
Sábalo se estructuró en tres componentes: técnico, 
administrativo y de aprestamiento social.

El componente técnico se dirigió a construir, orga-
nizar y sistematizar toda la información necesaria 
para desarrollar el ordenamiento del territorio y 
consignarla en un documento final. Este trabajo 
comprendió la caracterización social, ambiental 
y administrativa de las ciénagas, el establecimien-
to del estado de los procesos administrativos de 
deslinde y recuperación, la verificación de la ocu-
pación y tenencia de la tierra, el levantamiento 
de la información cartográfica existente sobre los 
predios y sus colindantes, la sistematización de la 
información poblacional y ambiental de las áreas, 
la difinición de los esquemas de ordenamiento y 
usos del suelo para cada ciénaga, y la identifica-
ción de las zonas de riesgo, preservación o con-
servación y demás categorías necesarias para el 
ordenamiento del territorio.

La información quedó consignada en los informes 
técnicos que para las tres ciénagas fue elaborado 
por la OIM, y que posteriormente fueron entrega-
dos a la Subgerencia de Tierras del Incoder, a 

las Corporaciones Autónomas Regionales de los 
departamentos de Bolívar y Atlántico, y las Procu-
radurías Agrarias, así como a las comunidades 
participantes del proceso. 

Por su parte, el componente administrativo com-
prendió apoyar a las direcciones territoriales del In-
coder de los departamentos de Bolívar y Atlántico 
en el proceso de convocatoria e inscripción para 
el registro de los aspirantes para ocupar los terre-
nos comunales, según lo establecido por el Acuer-
do 114 de 2007. En el marco del proyecto solo 
se diseñó una pieza comunicativa como apoyo a 
esta actividad. Durante su desarrollo se advirtió la 
necesidad de socializar y retroalimentar con las 
comunidades y las organizaciones vecinas de las 
ciénagas el proceso tendiente a reglamentar el uso 
y manejo de estas, lo que implicó: 

a) Hacer la caracterización socioeconómica de la 
zona y de los ocupantes.

b) Triangular y validar con las organizaciones y las 
comunidades (aplicando la cartografía social 
como recurso) los avances de los informes técni-
cos elaborados para cada una de las ciénagas. 

c) Socializar entre las organizaciones campesinas y 
de pesca el procedimiento, los objetivos y la ruta 
administrativa para la reglamentación del uso y 
manejo de los terrenos comunales de estas áreas.

El Ilsa diseñó una ruta metodológica para el com-
ponente de alistamiento social, que constó de 
cuatro talleres, llevados a cabo en un periodo de 
tres meses, así:

Taller 1: Cartografía social y acercamiento a 
la cartografía técnica realizada por el equipo de 
OIM–NTP, para ser desarrollado sobre la zonifi-
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cación realizada por la OIM, como parte de la 
validación y la retroalimentación del proceso de 
ordenamiento, ampliación de deslindes y otros in-
sumos conforme a los resultados de cada ciénaga.

Taller 2: Reglamentos de uso y manejo de 
playones comunales, para precisar el alcan-
ce de la normativa (Ley 160 y Acuerdo 114) 
sobre la base de los derechos y deberes de 
los usuarios seleccionados, así como de la 
conformación de las juntas de defensa de los 
terrenos comunales.

Taller 3: Gestión de los recursos y activida-
des productivas sostenibles en la ciénaga, para 
promover la conservación y recuperación de los 
bienes de uso público, así como las actividades 
productivas sostenibles viables en la zonificación, 
realizadas por el equipo técnico de la OIM-NTP.

Taller 4: Entrega de resultados finales y pre-
sentación de elementos de exigibilidad de dere-
chos para la conservación del terreno comunal 
y preservación del reglamento de uso y manejo.

Lo anterior tuvo como resultado: 

üü La apropiación significativa por las comunida-
des y organizaciones vecinas de las ciénagas 
de Sato, Machado y Sábalo de los referentes 
normativos para la reglamentación de los te-
rrenos comunales de estas áreas.

üü El reconocimiento de la importancia y los bene-
ficios socioambientales que los procesos de re-
glamentación permiten para el afianzamiento 
y la construcción de sus identidades colectivas, 
en relación con el buen uso y manejo del espa-
cio social, en el cual y con el cual proyectan su 
territorialidad, entendida como la construcción 

significativa de sus vínculos con su entorno, el 
cual es físico, social, cultural, productivo, am-
biental y, sobre todo, institucional, por tratarse 
de áreas rurales que constituyen baldíos de la 
nación, con respecto a las cuales pueden par-
ticipar en calidad de gestores y coadministra-
dores locales del territorio. 

Resultados como estos permitieron identificar al 
final del proceso una mayor disposición del gru-
po de participantes a la interlocución con las 
entidades estatales con jurisdicción en las áreas 
de ciénagas de sus municipios y departamentos 
(Incoder, Procuradurías Agrarias y Ambientales, 
Corporaciones Autónomas Regionales y alcal-
días municipales), para lograr una reglamenta-
ción de uso que, en sus propios términos, permi-
ta “salvar las ciénagas”.

Consejos Municipales de 
Desarrollo Rural. La experiencia en 
el departamento del Guaviare

En el marco del posconflicto y frente a la nueva 
estructura institucional que se estableció para el 
sector agropecuario (Agencia Nacional de Tie-
rras, Agencia de Desarrollo Rural y Agencia de 
Renovación del Territorio), los CMDR, estableci-
dos en el artículo 89 de la Ley 160 de 1994, 
tienen una importancia estratégica como espacio 
de concertación y participación en los territorios 
y posiblemente, si se fortalece su rol y campo de 
acción, podrán incidir de manera significativa en 
el desarrollo territorial. 

Los CMDR son espacios de participación creados 
para la concertación de las políticas y programas 
dirigidos al desarrollo de los territorios rurales. En-
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tre sus funciones principales está promover la par-
ticipación y la toma de decisiones de los diversos 
sectores que inciden en el sector agropecuario y 
en el ámbito rural.

De acuerdo con el artículo 19 de la Resolución 164 
de 2004, los CMDR tienen entre sus funciones: 

1.	 Coordinar la definición de las demandas 
locales frente a los servicios agropecuarios, 
pesqueros, forestales comerciales y de desa-
rrollo rural, y promover su satisfacción por las 
entidades responsables.

2.	Evaluar, discutir y aprobar el plan de desarro-
llo agropecuario, pesquero, forestal comercial 
y de desarrollo rural municipal, como parte 
del plan de desarrollo municipal, elaborado 
por la comisión técnica bajo el liderazgo de 
la secretaría de agricultura municipal o por la 
Umata, en caso de que no exista.

3.	Concertar las prioridades en materia de in-
versión pública agropecuaria, pesquera, fo-
restal, comercial y de desarrollo rural a nivel 
municipal y de los proyectos susceptibles de 
cofinanciación con otros niveles del Estado, y 
presentarlos al Consejo Seccional de Desarro-
llo Agropecuario (Consea) para su validación.

4.	Crear las comisiones de trabajo conforme a lo 
previsto en la ley, las reglamentaciones y las pro-
pias necesidades del CMDR, con el fin de facili-
tar el cumplimiento de las funciones estratégicas 
del sistema y la generación de sus productos.

5.	Coordinar los esfuerzos públicos, privados 
y comunitarios para agenciar las soluciones 
de los problemas agropecuarios y de desa-
rrollo rural locales.

6.	Realizar el seguimiento a la ejecución de 
los planes, programas y proyectos secto-
riales y de desarrollo rural desarrollados a 
nivel local.

7.	 Las demás que le asigne el Ministerio de Agri-
cultura y Desarrollo Rural.

Hacen parte del CMDR representantes de las 
siguientes entidades:

üü Alcaldía

üü Concejo Municipal 

üü Entidades públicas departamentales, regio-
nales y nacionales que adelantan acciones 
de desarrollo rural en el municipio

üü Organizaciones campesinas legalmente 
constituidas con presencia en el municipio

üü Gremios agropecuarios con presencia en el 
municipio

üü Representantes de las comunidades rurales 
del municipio (indígenas, afrocolombianos y 
campesinos)

Los CMDR cumplen una función estratégica en la 
planeación del territorio así como en la gestión 
de bienes públicos rurales y en el fortalecimiento 
de las capacidades productivas. Igualmente, 
son una instancia importante para promover 
el mejoramiento de la calidad de vida de la 
población rural a través del impulso a proyectos 
para la generación de ingresos, así como para 
discutir y buscar solución a conflictos y tensiones 
presentes en la región. 
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Pese a que la estructura y normatividad de los 
CMDR se encuentra claramente delineada, la rea-
lidad de su implementación en los territorios es 
muy diferente. De acuerdo con la experiencia del 
PPT, fue evidente que existe un desconocimiento 
en la estructura, conformación y funcionalidad de 
estos espacios; los mismos participantes no tienen 
claridad del porqué, para qué y cómo funcionan 
los CMDR. Esto hace que tales espacios pierdan 
efectividad, tiempo y oportunidades para el terri-
torio. Tampoco existe una metodología definida 
que facilite la definición de agendas compartidas 
y la concertación y toma de decisiones alrededor 
de intereses comunes. Esta situación termina por 
hacer difícil la funcionalidad de estos espacios. 
Adicionalmente, no existe una conexión real entre 

el nivel nacional y los CMDR, lo que, además de 
entorpecer el desarrollo de políticas públicas rele-
vantes, redunda en la pérdida de oportunidades 
para fortalecer el sistema nacional agropecuario.

Por otro lado, el hecho de que la mayoría de los 
CMDR sean creados por decreto hace que termi-
nen respondiendo a una lógica política en la que 
se generan exclusiones frente a algunos sectores 
o comunidades. Esto afecta la participación, ya 
que como no se refleja en la toma de decisiones, 
se pone en duda la capacidad real de incidencia 
de este espacio.

Otro desafío que tienen los CMDR es que no 
cuentan con recursos para su desarrollo, lo que 
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dificulta enormemente la logística, convocatoria e 
implementación de estos espacios. Esta situación 
se presenta en buena parte por la falta de cono-
cimiento de las instituciones sobre la existencia 
de estas plataformas de concertación, las cuales, 
muchas veces, como se mencionó anteriormente, 
se crean por decreto más para responder a solici-
tudes hechas desde el nivel central.

En el marco del PPT, la OIM apoyó directamente 
el fortalecimiento de los CMDR de los municipios 
de San José del Guaviare, El Retorno y Miraflo-
res. Este acompañamiento consistió primero, en 
la elaboración de una guía metodológica para el 
fortalecimiento de estos espacios, que explica en 
detalle en qué consisten los CMDR, qué funciones 
tienen, quiénes lo componen, cómo se convoca, 

qué tipo de quorum existe (decisorio, deliberativo, 
etcétera), cómo se concertan las agendas y se in-
cluyen los temas, entre otros aspectos relevantes. 
En el marco del proyecto se elaboró la guía, se 
entregó y se socializó con los actores principales. 

En segunda instancia, el proyecto también con-
tribuyó a la elaboración de cuatro documentos 
de apoyo para la implementación de los CMDR. 
Se elaboraron formatos para actas, convocatoria, 
solicitud de inclusión de temas y fichas de segui-
miento. Estos documentos son esenciales para for-
malizar este espacio, visibilizar las discusiones y 
fijar los acuerdos.

El proyecto también contribuyó a la metodología 
de formulación de programas de desarrollo rural 
integral, con la cual se brindaron herramientas 
a las alcaldías y a la gobernación para orientar 
estratégicamente la planeación en este ámbito. 
Entre los logros se encuentra la incorporación del 
tema en los planes departamentales y municipales 
de desarrollo del periodo 2016-2020.

Para fortalecer los CMDR, el proyecto realizó ta-
lleres previos a la comunidad y a las instituciones 
explicando en qué consisten estos espacios y su 
importancia para el desarrollo territorial. En estos 
se ayudó en temas logísticos, convocatoria, cartas, 
transporte y refrigerios, así como en la organiza-
ción de la agenda, la metodología para la discu-
sión de temas y el manejo de tiempos. 

Cabe destacar el importante rol del Alcalde de El 
Retorno en el desarrollo del CMDR de este munici-
pio, quien logró una convocatoria importante de 
los diferentes líderes gremiales, comunitarios y del 
sector agropecuario, movilizando una agenda sig-
nificativa para los intereses de su región.
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tan), dándoles una estructura práctica, funcional 
y dinámica, con una agenda específica, metas, 
indicadores y un sistema eficiente de información 
y seguimiento, de forma que cumplan con su ob-
jetivo y sean un punto estratégico para la demo-
cratización del campo colombiano.

20

4

20

4

Organizaciones 
fortalecidas

Capacitaciones 
por organización

Apoyo a organizaciones de pescadores

CMDR

Plato y Tenerife, 
Bajo Magdalena y 
Mahates, Bolívar.

Tenerife, San José del Guaviare,  
El Retorno Miraflores

Teorías organizativas y 
formulación de proyectos

Talleres relacionados con los reglamentos de uso y manejo 
de terrenos comunales

•	 Guía metodológica para el fortalecimiento 
de los CMDR

•	 Documentos metodológicos de apoyo

•	 Metodología para la formulación de 
proyectos de desarrollo rural integral 

Fortalecimiento 
 de los CMDR

Productos metodológicos

Logros del proyecto

Como resultado de la intervención, se puede decir 
que, debido a que los CMDR son el único punto 
de encuentro entre las autoridades locales, las co-
munidades rurales y las entidades públicas para la 
planeación del desarrollo rural, es preciso promo-
ver su conformación (en los casos en que no exis-
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Resultados 

Este componente tuvo diversos e importantes 
resultados, algunos directos como parte de la 
intervención en los territorios, y otros indirectos, 
como resultado de la interacción entre los po-
bladores y de un proceso de fortalecimiento del 
tejido social comunitario que se dio a lo largo 
del acompañamiento brindado. A continuación 
se mencionan los más relevantes: 

En un escenario de participación que se caracteriza 
por la apatía ciudadana y la poca credibilidad que 
tienen los mecanismos existentes, la intervención 
facilitó el acercamiento entre las comunidades, sus 
organizaciones sociales y las autoridades locales, 
generando espacios de rendición de cuentas, 
de diálogo en torno a las problemáticas de las 
poblaciones, y afianzando  la capacidad para 
relacionarse en estos espacios con conocimiento 
de sus derechos en las instancias participativas. 

El proceso de fortalecimiento favoreció el empo-
deramiento de las comunidades participantes, 
al afianzar en estas la importancia de la acción 
ciudadana para garantizar políticas públicas perti-
nentes, transparencia en su implementación, y nive-
les de representatividad ciudadana que impulsen 
los procesos democráticos en la Colombia rural. 

La acción del PPT en este componente contribuyó 
a la consolidación de organizaciones sociales 
comunitarias que eran de facto, mas no tenían una 
estructura organizativa y administrativa con registro 
formal según lo establece la ley. Esto impedía 
que pudiesen tener representación en espacios 
como los CMDR, o acceder a oferta institucional 
del Estado. Como resultado de la formación que 
recibieron los líderes comunitarios, varias de las 

organizaciones participantes tuvieron la iniciativa 
de obtener su personería jurídica, lo cual ha 
fortalecido su capacidad de acción e incidencia. 

Al finalizar el proyecto, las comunidades se sentían 
en capacidad de agenciar con sus capacidades 
proyectos de desarrollo, y de hacer uso de 
mecanismos de exigibilidad de sus derechos, 
como los derechos de petición, a través de los 
cuales indagaron por asuntos relacionados con su 
participación en los espacios de construcción de los 
planes de desarrollo de sus municipios y su inclusión 
en los CMDR, al igual que sobre otros temas de 
interés para sus veredas y corregimientos. 

El componente tuvo un impacto positivo en el 
fortalecimiento de la cohesión social. Se encontró 
en los espacios de capacitación una nueva forma 
de relación con otras asociaciones en veredas 
y corregimientos distintos, pero que compartían 
problemáticas e interés en propender por su 
desarrollo. En este sentido, se dio acompañamiento 
a las acciones conjuntas que surgieron como 
iniciativa de las mismas asociaciones, en el caso 
de los derechos de petición a las autoridades y 
orientación para el trabajo cooperativo. 

Adicionalmente, las asociaciones incrementaron su 
acción y visibilidad en su entorno, lo cual fortaleció 
el tejido social. Las comunidades ven a los líderes 
comunitarios y las asociaciones como referentes 
para la comunicación, el diálogo, la articulación 
y la apuesta común para avanzar como colectivos 
y no solo de manera individual. poblaciones 
entrevistados expresaron que las asociaciones han 
cambiado la dinámica de relaciones al interior de 
las comunidades y han creado un nuevo sentido de 
pertenencia y corresponsabilidad de las personas 
que las integran. 
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Lista de organizaciones fortalecidas

Organización Municipio

1.	 Asociación de Víctimas del Conflicto Armado del Corregimiento de 
Malagana, ASOVICOAMA

Mahates

2.	 Asociación de Productores Agropecuarios, Forestales, Pesqueros del 
Corregimiento de San Joaquín, ASPAFOSAN. 

Mahates

3.	 Asociación de Desplazados Costa Caribe, Tierra y Territorio Mahates

4.	 Asociación Campesina La Unión del Paraíso Víctimas del Conflicto Armado Mahates

5.	 Asociación de Desplazados del Municipio de Mahates, ASODEMABO Mahates

6.	 Asociación de Mujeres Agricultoras del Fondo Sonrisa Mahates

7.	 Asociación Integral para el Desarrollo Integral del Campesino del Municipio 
de Mahates, ASODEINCA 

Mahates

8.	 Asociación de Productores Agropecuarios de la Vereda Sonrisa, 
AGROSONRISA

Tenerife

9.	 Asociación de Productores Agropecuarios de la Vereda La Imagen, APAVI Tenerife

10.	 Asociación de Productores Agropecuarios del Corregimiento El Consuelo, 
ASOPROCOC

Tenerife

11.	 Asociación de Productores Agropecuarios de la Vereda El Chimilo, 
AGROCHIMILO

Tenerife

12.	 Asociación de Productores Agropecuarios de la Vereda Manuel Barrios, 
ASOPROMAB

Tenerife

13.	 Asociación de Productores Agropecuarios de la Vereda el Senado, 
AGROSENADO  

Tenerife

14.	 Asociación Agropecuaria y de Pesca del Corregimiento Buena Vista, 
AGRIPESCA

Plato

15.	 Asociación Agropecuaria y de Pesca del Corregimiento del Carmen del 
Magdalena, AGRIPECA

Plato

16.	 Asociación de Campesinos Pescadores y Mujeres del Corregimiento de los 
Pozos, ASOCAMPOZ

Plato

17.	 Asociación de Campesinos Paz del Campo, ASOPAZ Plato

18.	 Asociación de Productores Agropecuarios de la Vereda del Torito, 
ASOVERTORITO

Plato

19.	 Asociación de Productores Agropecuarios de la Vereda Toro, 
ASOCAMTORO

Plato

20.	 Asociación de Recolectores de Residuos Plásticos de Plato, Magdalena, 
ASOMBIRPLAST 

Plato
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acceso

sostenible

sustentables
productivopaz

seguridad
territoriouso

LECCIONES
aprendidas

Como se ha visto en los capítulos anteriores, este 
documento, además de recoger la experiencia del 
PPT, explicar brevemente la normatividad básica 
para cada componente y describir su modelo 
de intervención, también señala las lecciones 
aprendidas que se obtuvieron durante la ejecución 
en los diferentes territorios. A continuación se 
presentan los aprendizajes más importantes 
de cada resultado técnico, con el fin de dar a 
conocer aquellos aspectos fundamentales que 
fueron identificados como fortalezas o debilidades 
del proceso y que pueden servir de referente para 
próximos proyectos en estos temas.

Restitución del derecho a la tierra 
a hogares víctimas del despojo

i.	 Con el PPT y la experiencia de impulsar 
una oficina territorial para la restitución 
de tierras, se reconoció la importancia 
de una buena articulación y coordina-
ción institucional, tanto a nivel local como 
nacional, para facilitar el proceso admi-
nistrativo y judicial, así como promover 
un retorno al campo en condiciones pro-
picias de la población víctima del con-
flicto. También se vio la importancia de 
demostrar total transparencia del proceso 
de restitución para blindarlo de posibles 
amenazas y ofrecerles garantías a la po-

blación víctima, a segundos ocupantes u 
otros actores interesados. 

ii.	 Es fundamental reconocer que las víctimas 
son el eje central del proceso, y su parti-
cipación debe ser promovida durante to-
das las etapas de la restitución. Aunque 
el desarrollo de la ruta administrativa tiene 
un componente documental importante, la 
vinculación de las familias desde el inicio, 
la información que esta brinda y su acom-
pañamiento en campo son fundamentales 
para recopilar información actualizada, ge-
nerar confianza e impulsar el conocimiento 
de la ruta y del proceso de restitución en 
general en las comunidades. Igualmente, la 
apropiación de las víctimas de la normati-
vidad permite un mayor control y garantiza 
la transparencia del proceso.

Acompañamiento para la 
formalización de predios a 
favor de campesinos vulnerables 
o víctimas del conflicto en los 
Nuevos Territorios de Paz

i.	 Los procesos de formalización demandan 
tres fuentes de información: catastral, de re-
gistro y de ordenamiento ambiental y territo-
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mencionar que se producen efectos contra-
producentes que minan la credibilidad y 
afectan el tejido social al no cumplir con 
las expectativas que se generan a las co-
munidades o participantes en el proceso de 
formalización. Por tanto, se requieren de re-
glas de juego y mecanismos legales que 
anticipen este tipo de escenarios y permitan 
que los planes de acción trazados fluyan 
sin contratiempos pese a estos cambios.

iv.	 Llevar a cabo la titulación de predios 
baldíos requiere de un proceso de sen-
sibilización que transforme las narrativas 
construidas en torno a su importancia y 
beneficios, particularmente en zonas rura-
les apartadas donde la informalidad en la 
tenencia de los predios es parte de la cons-
trucción social que en muchos aspectos es 
consuetudinaria, como en el caso de los 
instrumentos informales que se usan para 
certificar la compra-venta de un predio, que 
son, en general, transacciones basadas en 
el principio de buena fe. En este sentido, 
muchas personas, al ser invitadas a los pro-
cesos de formalización, prefieren mantener 
su estatus de ocupante o poseedor, mas no 
de propietario, con base en un discurso 
social que se aparta de la regulación del 
Estado en sus comunidades, en ocasiones 
también fundamentado en el temor al ma-
nejo que se dé a la información y la forma 
en que esto podría afectar sus condiciones 
de seguridad según la zona.   

v.	 En el marco de los procesos de formali-
zación, se identificó como un obstáculo 
para que la gente acceda a las diferen-
tes rutas los costos que esto conlleva. 
Las transacciones que se hacen en los 

rial. Sin embargo, la información catastral y 
la de registro se encuentran desasociadas, 
lo que dificulta acceder a datos precisos que 
se requieren para los procesos de formali-
zación; de allí, el alto margen de error que 
estos pueden presentar. En algunos casos, la 
información es insuficiente, mientras que en 
otros hay multiplicidad de datos de las distin-
tas fuentes institucionales, que no son coinci-
dentes. Esto dificulta la acción misma de las 
entidades y el acompañamiento técnico que 
organizaciones como la OIM pueden brin-
dar para formular las rutas de formalización. 

ii.	 Si bien existe un procedimiento legal para 
llevar a cabo los procesos administrativos 
en el caso particular de la titulación de 
baldíos, este no siempre se adapta a las 
condiciones particulares de cada zona 
de intervención, por lo cual puede no ser 
pertinente como mecanismo si se aplica 
sin variaciones. Un ejemplo de esto son 
los mecanismos de comunicación y di-
fusión en los procesos de adjudicación, 
pues algunas zonas rurales del país no 
cuentan con medios masivos de comuni-
cación, con lo cual no se garantiza el ac-
ceso de los interesados a la información 
sobre el proceso (ejemplo, publicación 
del Auto de Aceptación). 

iii.	 La itinerancia de los funcionarios públicos 
en algunas instituciones dificulta la conti-
nuidad de los procesos. Lo mismo puede 
decirse en referencia a las transiciones que 
se dan en los cambios de gobierno en los 
entes territoriales. En ambos casos se ven 
limitados el alcance y la efectividad de las 
iniciativas de acompañamiento técnico y 
fortalecimiento al Estado por terceros, sin 
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predios entre pobladores rurales gozan 
de plena legitimidad entre la comuni-
dad, lo que deriva en que las acciones 
de protocolización y registro se vean 
como actuaciones costosas e innecesa-
rias o, incluso, que las acciones judi-
ciales para la formalización (Ley 1561) 
que demandan representación jurídica 
se consideren inasequibles. 

vi.	 Es fundamental promover la participación 
de las comunidades ubicadas en las zo-
nas focalizadas, para dar legitimidad al 
proceso, asegurar su apropiación por los 
campesinos, contribuir al conocimiento de 
las rutas administrativas y judiciales, en 
especial, para facilitar el trabajo de los 
equipos técnicos en el terreno.

vii.	 La relación de los campesinos con sus 
predios se ve reflejada en múltiples tipos 
de tenencia, lo que implica que no existe 
homogeneidad en las rutas de formaliza-
ción. Esto quiere decir que cada caso par-
ticular varía según las condiciones fácticas 
y jurídicas, subjetivas y objetivas del caso 
en particular. 

viii.	 En parte, los conflictos en la situación 
de tenencia obedecen a la intervención 
ineficaz de la autoridad administrativa, 
particularmente en lo relacionado con los 
procesos de adjudicación de baldíos y la 
regularización de los predios del Fondo 
Nacional Agrario. Esto se evidencia en 
situaciones como la falta de registro de los 
títulos de adjudicación, la no asignación 
definitiva de las parcelas del Fondo y la 
falta regularización de las ocupaciones de 
hecho sobre los bienes adquiridos por el 

Incora o Incoder para el propósito de la 
reforma agraria. 

ix.	 La formalización debe comprender rutas 
de regularización de los usos sobre las 
tierras productivas con condiciones am-
bientales especiales, en donde si bien no 
puede haber titulación de la propiedad en 
estricto sentido, sí es posible promover un 
uso sostenible de estas tierras que mejore 
las condiciones de vida de las comunida-
des vulnerables, tal como lo provee el mar-
co jurídico en relación con los playones y 
sabanas comunales. 

x.	 Explorar la posibilidad de establecer alian-
zas en etapas tempranas del proceso con 
los consultorios jurídicos de las universi-
dades, de manera que estas instituciones 
y sus estudiantes puedan asegurar en el 
tiempo el desarrollo de las diferentes eta-
pas de las rutas jurídicas de formalización 
de predios rural, en especial cuando fina-
liza el apoyo específico de organismos 
privados o de cooperación internacional.

Reglamentos de uso  
de terrenos comunales 
i.	 El proceso de acompañamiento técnico 

para la reglamentación de uso y mane-
jo de los terrenos comunales ha dejado 
en los líderes y pobladores que partici-
paron un mayor sentido de comprensión 
y apropiación con respecto al manejo 
ambiental de este recurso. Nunca han 
tenido acompañamiento de las institu-
ciones competentes que les orienten en 
torno a la importancia de la conserva-
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ción del terreno comunal, como parte 
del componente social del Estado de 
los procesos administrativos y la gestión 
de los bienes públicos, de forma articu-
lada con la comunidad. 

ii.	 El Acuerdo 114 de 2007 prevé que las 
comunidades que hacen uso de los terrenos 
comunales tengan un mecanismo de orga-
nización, veeduría, e interlocución con las 
instituciones, mediante la figura de Juntas de 
Defensa de Terrenos Comunales. Sin embar-
go, este mecanismo no ha sido impulsado 
por el Estado, y actualmente requiere de 
una reglamentación normativa para su im-
plementación. Además, en algunos casos se 
observa que la comunidad construye otras 
formas de asociación informal para la re-
gulación del uso y cuidado de los terrenos, 
especialmente en el caso de las ciénagas y 
en torno a la actividad pesquera. Las formas 
organizativas y de autorregulación siguen 
siendo fundamentales para la conservación, 
recuperación y posterior reglamentación de 
los terrenos comunales. 

iii.	 La comunidad se muestra abierta a hacer 
cambios en su actividad productiva, y la for-
ma como esta se lleva a cabo, entendiendo 
que no solo se trata de la recuperación y 
conservación del terreno comunal y su uso 
ajustado a la ley, sino que es preciso adap-
tar las formas de producción a las variacio-
nes climáticas de la región. Para esto, no 
obstante, se requiere acompañamiento de 
otras instituciones y organizaciones que lle-
ven a cabo procesos de formación y dejen 
capacidad instalada en la comunidad para 
nuevos emprendimientos productivos con es-
tándares ajustados al contexto. 

iv.	 La reconversión productiva tiene como reto 
un cambio en la cultura y percepción en 
torno a las cuales se ha construido la idea 
de la ganadería como una mejor opción 
frente a la agricultura pese a que esta crea 
un conflicto de uso del suelo, sumado al 
perjuicio ambiental que esta causa. 

v.	 El agua como recurso central para la recu-
peración de las ciénagas y como eje del 
desarrollo en estas zonas, es a su vez un 
factor de conflicto. Las acciones de los pro-
pietarios de terrenos colindantes tienden a 
desecar las ciénagas al desviar el curso de 
los caños que le alimentan o taponarlos, sin 
que se tomen medidas por las Corporacio-
nes Autónomas Regionales como entidad 
reguladora. Otra de los conflictos se asocia 
con la ausencia de regulación del manejo 
de las compuertas que en los periodos secos 
contribuye al desecamiento de las ciénagas, 
al desviar el escaso recurso hídrico con el 
que estas cuentan durante esta época.  

vi.	 El Acuerdo 114 de 2007, como instrumen-
to de ordenamiento territorial, debe ser ar-
ticulado por los gobiernos locales a través 
de sus oficinas de planeación en sus Planes 
de Ordenamiento Territorial, de manera 
concertada con las autoridades del nivel 
regional con competencias en temas como 
la CAR y la Agencia Nacional de Tierras. 
En los casos estudiados en el marco de este 
componente se encontraron esquemas de 
ordenamiento territorial desactualizados 
que no incorporan las actuaciones admi-
nistrativas y ambientales de las entidades 
competentes mencionadas, lo que causa 
un conflicto en las decisiones sobre el uso 
del suelo y la administración del territorio. 
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vii.	 Pese a que el Acuerdo 114 se creó desde 
el año 2007, no existía antecedente de 
implementación en las direcciones territoria-
les de las zonas intervenidas en Atlántico 
y Bolívar, en parte debido a la falta de so-
cialización, capacitación y directrices con 
respecto a su contenido y la ruta para la 
implementación desde el nivel central. En 
el contexto de la política pública agraria, 
esto no se estableció como prioridad, por 
lo cual no hace parte de los planes de ac-
ción y metas trazadas para los funcionarios 
que intervienen en temas de ordenamiento. 

Reconversión para el 
ordenamiento productivo en 
Zonas de Reserva Campesina
i.	 La reconversión productiva y el uso de 

nuevas tecnologías en las formas de pro-
ducción pueden articularse de forma efi-
ciente y armónica al saber ancestral de las 
comunidades campesinas a fin que este 
tipo de intervenciones sean sostenibles y 
sustentables en el tiempo y en uso eficiente 
de los recursos naturales. La falta de adap-
tación de sistemas de producción acordes 
al uso adecuado del suelo puede llevar 
a la exclusión de familias campesinas en 
el mercado, sumado a la afectación que 
esto genera a la planeación del ordena-
miento en el territorio. 

ii.	 A través de la intervención se observó un 
cambio de percepción con respecto a la 
conveniencia de seguir trabajando bajo 
el modelo productivo y de uso del suelo 
actual. Aunque en las familias campesi-
nas existe un arraigo cultural construido 

en parte desde el conocimiento empírico 
durante generaciones en torno a las acti-
vidades productivas y el uso de los recur-
sos naturales, se observa cómo estas son 
susceptibles de modificarse si se trabaja 
en procesos de formación y acompaña-
miento técnico para transferir tecnologías 
de fácil adopción en las condiciones que 
presentan estos territorios. 

iii.	 El trabajo con comunidades rurales campe-
sinas requiere de la construcción de mode-
los pedagógicos para la transferencia de 
conocimiento, versátiles, dinámicos y adap-
tables, pensados para incentivar la partici-
pación de esta población y poner en un 
lenguaje común temas que podrían tener un 
carácter técnico que no resulte familiar a los 
productores. Esto implica también que estos 
modelos contemplen un intercambio de sa-
beres como parte del enfoque, pues no se 
pueden desconocer los conocimientos ad-
quiridos por los campesinos en la práctica 
o rediseñar modelos de producción que los 
ignoren. Parte del éxito de la intervención 
estuvo asociado a que el acompañamiento 
a los productores fue diseñado teniendo en 
cuenta estos criterios y tomando elementos 
de la metodología Escuelas de Campo 
(Ecas), junto con la lectura de cada con-
texto en particular, lo que permitió construir 
relaciones de confianza que facilitaron el 
diálogo, la construcción de acuerdos y la 
participación activa de las comunidades.

iv.	 La experiencia obtenida durante el acompa-
ñamiento a la puesta en marcha de los mo-
delos silvopastoriles mostró cómo se puede 
incrementar la productividad ganadera a 
través de estos, al lograr que todos los cam-
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pesinos participantes que implementaron el 
proyecto hasta el final entendieran cómo en 
un área de una hectárea pueden llegar a 
manejar de seis a ocho cabezas de gana-
do, versus el sistema tradicional extensivo, 
que solo permite una capacidad de carga 
de 0,5 cabezas de ganado por hectárea. 
Una vez las familias entienden las ventajas 
de la adopción de este tipo de tecnologías, 
son capaces por sí mismas y con capital 
propio de dar continuidad a estos modelos 
en sus predios, siendo a su vez un referente 
para los demás productores, lo que produ-
ce un efecto de réplica en la adopción de 
este tipo de acciones. 

v.	 En el modelo de desarrollo rural en Colom-
bia, es posible evidenciar que los temas de 
extensión son muy débiles y más en aque-
llos territorios donde la presencia institucio-
nal es precaria, tanto a nivel público como 
privado, lo que debe conducir a una res-
tructuración de modelos de extensión que 
vayan más allá de la asistencia técnica. Es 
decir, la asistencia técnica debe articularse 
a programas integrales de intervención en 
los que se vinculen la institucionalidad, los 
centros de investigación, el sector privado 
y demás actores con competencias en te-
mas de desarrollo rural y ordenamiento te-
rritorial. Parte de esta integralidad implica 
trazar un periodo sostenible para que el 
acompañamiento dure el mínimo de tiempo 
necesario, de forma que se puedan eviden-
ciar las transformaciones esperadas. 

vi.	 Las zonas intervenidas tenían como co-
mún denominador la escasa asistencia 
técnica recibida, debido a factores de 
tipo institucional, de orden público y a 

la falta de consolidación de procesos 
que promuevan la asociatividad o el 
cooperativismo entre comunidades de 
productores, especialmente en la Zona 
de Reserva Campesina del Guaviare. 
Este último punto, la asociatividad, es un 
factor crítico para el desarrollo rural, ya 
que los procesos organizativos que agru-
pan a los productores son catalizadores 
de cambio y facilitan la transferencia de 
conocimiento, a la vez que fortalecen la 
apuesta común de las comunidades por 
el desarrollo. Por lo tanto, debe hacerse 
énfasis en el acompañamiento a estas, 
incluyendo el fortalecimiento de sus ca-
pacidades administrativas, de gestión 
de recursos humanos y financieros, de 
relación entre sus miembros y, por su-
puesto, teniendo como eje transversal la 
transferencia de conocimiento y nuevas 
tecnologías para el mejoramiento de su 
actividad productiva de forma que favo-
rezca la competitividad. 

vii.	 Las visitas de intercambio de conocimiento 
y experiencias contribuyen a complementar 
el proceso de aprendizaje y transferencia 
de conocimiento. Para los productores cuyo 
saber se deriva de la experiencia, es muy 
importante relacionarse con prácticas simi-
lares que se convierten en referentes de la 
viabilidad de la implementación y adapta-
bilidad de estos modelos y tecnologías a 
las condiciones de sus predios y su terri-
torio. Los productores que participaron en 
este tipo de intercambios tuvieron un balan-
ce positivo de estos y mostraron cambios 
en sus narrativas e interés por replicar en 
sus territorios lo evidenciado teniendo, en 
cuenta sus condiciones particulares. 
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viii.	 La reconversión productiva debe estar en 
concordancia con los temas de zonificación 
ambiental y lo estipulado en los planes de 
desarrollo de los territorios, particularmente 
en aquellas zonas ambientalmente sensi-
bles ecosistémicamente, como Caquetá y 
Guaviare. La zonificación permite clarificar 
las condiciones bajo las cuales se deben 
dar las actividades productivas y de qué 
tipo deben ser. Esto debe convocar a las 
instituciones con competencias ambientales 
en el país, a nivel central y regional, a un 
trabajo conjunto para la planificación del 
territorio teniendo en cuenta este aspecto 
crítico del desarrollo sostenible. 

Seguridad alimentaria y 
buenas prácticas ambientales 

i.	 La seguridad alimentaria es un componen-
te estratégico del ordenamiento produc-
tivo, que contribuye no solo al acceso y 
disponibilidad de alimentos, sino a la pro-
moción de la productividad agropecuaria 
de los territorios, especialmente en las 
zonas intervenidas. Esta no se reconoce 
como un factor esencial dentro de la es-
tabilidad socioeconómica de una región, 
en parte debido al desconocimiento de la 
importancia que esta tiene para el bienes-
tar de los individuos y la sociedad, más 
allá de las actividades económicas y de 
generación de ingresos. 

ii.	 Promover las actividades agrícolas y de 
sostenimiento alimentario requiere de un 
mayor incentivo y apoyo técnico y finan-
ciero para su implementación. Los campe-

sinos perciben menores ventajas compara-
tivas en esta actividad versus la ganadería 
o actividades ilegales como el cultivo de 
coca, en las que los rendimientos financie-
ros son mayores y el nivel de exigencia y 
riesgo es en apariencia menor. Cambiar 
esta percepción implica demostrar las 
bondades y la importancia que para una 
familia, región y sociedad tiene asegurar 
el acceso y la disponibilidad de alimentos 
de forma permanente. 

iii.	 Promover iniciativas de seguridad alimen-
taria en zonas rurales pasa por un proceso 
de cambio de patrones culturales de ali-
mentación, sin que estos transgredan las 
tradiciones, mas las adapten a partir de 
un proceso de sensibilización que enseñe 
a las comunidades por qué es necesario 
diversificar su dieta para mejorar su cali-
dad de vida, haciendo uso del potencial 
del suelo en sus territorios para incorporar 
nuevas variedades, especialmente hortali-
zas que usualmente están ausentes en la 
tradición gastronómica de las comunida-
des rurales en ciertas zonas. 

iv.	 Es importante agregar a los componentes de 
seguridad alimentaria una transferencia de 
conocimiento que les permita a las familias 
campesinas tener una producción perma-
nente y escalonada en sus predios, que ga-
rantice el acceso a estos alimentos y la posi-
bilidad de tener excedentes de producción 
que se puedan convertir en una fuente de 
ingreso adicional en la economía familiar. 

v.	 En el imaginario social de las comunidades 
rurales, la mujer tiene un rol asociado al 
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cuidado del hogar. Sin embargo, la expe-
riencia en este componente muestra que es 
posible involucrar al núcleo familiar alrede-
dor de la seguridad alimentaria como un 
asunto vital para la familia, en el cual todos 
pueden hacer un aporte y tienen correspon-
sabilidad en el manejo de la huerta, que 
no es excluyente o relegado a roles de gé-
nero. Esto promueve, además, un cambio 
en el paradigma cultural en relación con el 
papel de la mujer en el sector rural. 

vi.	 Las acciones de seguridad alimentaria re-
percuten de forma directa en la economía 
familiar; por una parte, disminuyen los cos-
tos asociados a la compra de alimentos, 
que en zonas rurales pueden ser altos. Por 
otro lado, les permite a las familias diversi-
ficar sus actividades productivas y generar 
excedentes, sumado a un efecto positivo 
en el fortalecimiento del tejido social y los 
modelos solidarios que se dan en las co-
munidades rurales. La huerta es un espa-
cio para el intercambio de saberes entre 
miembros de familias y comunidades, al 
igual que de los alimentos. 

vii.	 En este componente, las metodologías 
de las Ecas y las giras técnicas aportaron 
al éxito de las acciones de seguridad 
alimentaria, pues se valoraron el 
conocimiento y la experiencia de los 
participantes, se estimuló el intercambio 
de saberes y se afianzó el aprendizaje a 
través de la práctica. 

viii.	 Para el trabajo en territorios como 
estos, es preciso identificar las distintas 
expresiones organizativas comunitarias, 

ya que pueden ser aliados estratégicos 
para la difusión, sensibilización y 
convocatoria a las actividades que se 
adelanten. En el caso particular de este 
componente, las juntas de acción comunal 
fueron determinantes para acceder a 
las familias de productores, generar 
confianza y apropiación, y conocer con 
mayor precisión las características de las 
comunidades y el territorio, de forma que 
estos aspectos se tuviesen en cuenta en la 
metodología y las estrategias. 

ix.	 Las intervenciones relacionadas con las 
actividades agrícolas deben estar supe-
ditadas a la temporalidad de las lluvias 
y épocas secas que se presentan en la 
región, de forma que los resultados obte-
nidos sean los planeados, y de esta for-
ma se minimicen los riesgos derivados de 
eventualidades climáticas. 

x.	 Para la puesta en marcha de modelos de 
seguridad alimentaria, especialmente en 
su etapa inicial, se debe garantizar la dis-
ponibilidad de insumos básicos que facili-
ten el desarrollo de todas las actividades 
planeadas, como, por ejemplo, aquellos 
destinados a la adecuación del área don-
de se implementa la huerta y su posterior 
mantenimiento. Sin embargo, si bien las 
acciones de sensibilización y transferencia 
de conocimiento implican que se provea 
a las familias de todos los elementos nece-
sarios para instalar las huertas, es preciso 
que el modelo incluya énfasis en la apro-
piación que estas deben hacer de mode-
lo, para asegurar su continuidad una vez 
termine la asistencia técnica. 
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xi.	 Las alternativas para el mejoramiento de 
las prácticas medioambientales asocia-
das a la producción de alimentos, como 
el consumo de leña para la cocción, son 
bien recibidas por las comunidades si se 
comunican de manera efectiva sus be-
neficios, desde el punto de vista del uso 
adecuado de los recursos naturales, al 
igual que en relación los beneficios para 
la salud de los individuos y comunidades 
en el corto y largo plazo. Las estufas eco-
eficientes incluidas en este componente 
como complemento a la intervención 
en seguridad alimentaria modificaron 
la percepción de las familias sobre la 
conveniencia de uso de la leña, pese a 
ser una práctica tradicional, y demostró 
cómo algunos elementos tecnológicos 
sencillos contribuyen a un uso eficiente y 
racional de los recursos naturales, y me-
joran la calidad y expectativa de vida 
de las familias. 

Fortalecimiento de 
organizaciones sociales para 
la participación en instancias 
locales y regionales en la 
planificación y ordenamiento

i.	 Se promovió la participación de organiza-
ciones de veredas alejadas para hacer in-
cidencia de manera que se pudiera cons-
truir una visión de territorio incluyente, con 
una representación amplia de las pobla-
ciones rurales más pobres y vulnerables.

ii.	 Se contribuyó a romper el miedo a exigir 
los derechos y a participar activamente 
en la toma de decisiones, planifica-
ción y gestión del territorio. Por muchos 
años, las comunidades del Bajo Mag-
dalena, Bolívar, Atlántico y la costa en 
general fueron perseguidas, amedranta-
das y forzadas a abandonar sus tierras, 
lo que poco a poco fue cercenando su 
liderazgo y su voz. De esta manera, la 
ayuda que brindó el Proyecto para for-
talecer liderazgo en la región, así como 
para recuperar la confianza entre las 
diferentes partes e incentivar espacios 
de veeduría y control social al trabajo 
de las instituciones, se convierte en un 
aspecto clave para dinamizar la región 
y promover su desarrollo.

iii.	 Entre las lecciones que se destacan del 
proceso, se encuentra que, en muchos 
casos —si no en la mayoría—, tanto la 
comunidad como las organizaciones des-
conocen el rol y la importancia de los 
Consejos Municipales de Desarrollo Rural 
o de los Consejos Municipales de Justicia 
Transicional, y estos solo funcionan cuan-
do hay proyectos o para cumplir el requi-
sito y lo que determina la ley, mas no son 
realmente espacios constructivos. En este 
sentido, se está perdiendo una oportuni-
dad importante para, a través de estos 
espacios de articulación interinstitucional, 
realizar un acompañamiento que potencie 
y promueva la generación de iniciativas y 
proyectos de desarrollo productivo, econó-
mico y social para la región. 
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Las recomendaciones que surgen del PPT, 
con el fin de fortalecer las políticas 

públicas de tierras y desarrollo rural, son presenta-
das de acuerdo con cada componente del proyec-
to y están definidas de forma que apoyen la labor 
tanto de autoridades nacionales como autoridades 
territoriales y locales. 

Teniendo en cuenta la reciente creación de una nue-
va arquitectura institucional para la implementación 
de las políticas de tierras y desarrollo rural, se consi-
dera que las siguientes propuestas pueden ofrecer, 
desde la práctica, una mirada de las realidades 
territoriales que enfrentarán las nuevas instituciones. 

Estas recomendaciones deben verse a manera de 
propuestas escritas de forma general, sin especifi-
car territorios, por lo cual es importante cotejarlas 
con las necesidades de las regiones donde se 
considere pertinente ponerlas en práctica.

Restitución de tierras

1.	 Se sugiere revisar la posibilidad de articular 
dentro de futuros planes de desarrollo de los 
municipios y departamentos la definición de 
un capítulo específico orientado a la restitu-
ción de tierras y al restablecimiento económi-
co de las víctimas en el marco de los planes 

RECOMENDACIONES
de política pública

de acción territorial de asistencia, atención 
y reparación integral a las víctimas (Decreto 
4800, artículo 252), los cuales son diseña-
dos por los Comités Territoriales de Justicia 
Transicional (CTJT), según se establece en la 
Ley 1448 de 2011 (artículo 173).

2.	El efectivo cumplimiento de los fallos de resti-
tución de tierras y de sus órdenes requiere de 
una estricta coordinación entre las agencias, 
entidades públicas de carácter nacional, des-
centralizadas y territoriales, a fin de propen-
der por la observancia del criterio transforma-
tivo enunciado en la Ley 1448 de 2011. Esto 
implica fortalecer los espacios de concerta-
ción y articulación, como los CTJT, Consea, 
CMDR y CTP, y garantizar el diálogo y la 
concertación con otras instancias.

3.	Si bien son claros la reglamentación y los tiem-
pos de la fase administrativa del proceso de 
restitución de tierras (Decretos 4829 de 0211 
y 1071 de 2015), es urgente reglamentar las 
fases y la temporalidad del mismo proceso en 
su fase judicial.

4.	Realizar una profunda evaluación de los resul-
tados y el impacto del componente reparativo 
en relación con los proyectos productivos, de 
bienes y servicios públicos, ordenados por los 



193

seguridad
territorio Formalización de predios 

rurales 

1.	 Descentralizar y profundizar en los procesos 
de formalización o regularización de la 
propiedad rural, mediante el diseño de 
programas y proyectos regionales que 
promuevan el acceso, la clarificación de la 
propiedad, el saneamiento y la formalización 
masiva de tierras y territorios. 

2.	 Incluir en los planes de desarrollo y en los pla-
nes de ordenamiento territorial municipales, 
programas, proyectos o estrategias de orde-
namiento social de la propiedad, asociados 
a la regularización de los derechos de propie-
dad y a la actualización catastral, buscando 
mejorar la gestión integral territorial y contribu-
yendo a incrementar los ingresos fiscales de 
las entidades territoriales.

3.	Es urgente la puesta en marcha de una jurisdic-
ción agraria a la que puedan tener acceso los 
pequeños propietarios, con el fin de facilitar 
los procesos de clarificación y saneamiento de 
la propiedad rural. Para ello se recomienda te-
ner como modelo la jurisdicción de restitución 
de tierras creada por la Ley 1448 de 2011.

4.	Es fundamental avanzar en un mecanismo de 
articulación institucional entre el catastro y el 
registro, sustentado en un sistema completo de 
información e interrelación de sus bases de da-
tos, que permita superar el problema de la in-
dependencia entre los sistemas de información 
de cada entidad, con niveles de interrelación 
inadecuados y estáticos, y falta de coinciden-
cia entre sus datos (linderos y áreas).

jueces y magistrados de restitución de tierras, 
con miras a realizar los ajustes pertinentes para 
que las víctimas puedan acceder al goce efec-
tivo de sus derechos.

5.	En consonancia con lo anterior, es preciso reali-
zar un diagnóstico y un plan de acción de las ne-
cesidades y expectativas de las víctimas (que se 
debe desarrollar de manera participativa), para 
definir las actividades desde sus conocimientos y 
experiencias, con el fin de diseñar e implementar 
desde las regiones planes de capacitación y for-
mación para el trabajo dirigidos al desarrollo de 
actividades productivas, tanto para las víctimas 
como para sus familias. 

6.	Crear un fondo de reactivación económica 
no reembolsable para apoyar el estableci-
miento de las diferentes actividades producti-
vas para la población víctima que retorne o 
se reubique.

7.	 Crear mecanismos de monitoreo y evaluación 
para el seguimiento efectivo y sistemático a 
las medidas de restablecimiento económico 
en cada una de las regiones por un comité 
que debe estar integrado por el Ministerio 
de Agricultura, las universidades, organismos 
internacionales y organizaciones de la socie-
dad civil en las que estén representadas las 
organizaciones de víctimas. 

8.	Promover alianzas regionales en el marco de 
iniciativas de responsabilidad social empresa-
rial o de los contratos-plan, con el fin de forta-
lecer la financiación, ejecución y alcance de 
los programas y proyectos de restablecimien-
to productivo.
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5.	Es necesario fortalecer la gestión administra-
tiva de las instituciones con competencia en 
procesos agrarios y la interoperabilidad de 
los sistemas de información, para que los 
procedimientos que estas llevan a cabo sean 
más eficientes y se pueda responder en tiem-
pos adecuados con la información requerida, 
de manera que cada caso pueda llevarse a 
buen término.

6.	Asegurar la convergencia entre el ordena-
miento rural y productivo con el ordenamiento 
ambiental. Para esto es necesario reforzar la 
coordinación interinstitucional entre las en-
tidades del nivel nacional, así como ajustar 
la reglamentación, las herramientas y los pro-
cedimientos para resolver la transposición de 
figuras jurídicas en el nivel territorial, que limi-
tan la eficiencia en la implementación de las 
políticas públicas del sector rural.

7.	 Fortalecer la capacidad de las autoridades lo-
cales para la toma de decisiones con respecto 
a las áreas de reserva minera y los procesos 
de selección objetiva para el otorgamiento de 
concesiones en los territorios, de conformidad 
con lo dispuesto por la Corte Constitucional 
en la Sentencia C-035 de 2016. Esto implica 
que las autoridades locales cuenten con sufi-
ciente información y conocimiento en relación 
con la selección de las áreas de reserva mine-
ra, y puedan entablar un diálogo horizontal e 
informado con las autoridades locales, mante-
niendo el “principio de coordinación, concu-
rrencia y subsidiariedad”, como lo menciona 
dicha sentencia. 

8.	Es necesario diseñar intervenciones integra-
les en el territorio que, desde una orientación 
dada por el Estado y puesta en práctica por 

las instituciones territoriales, avancen de la 
mano con el ordenamiento y la planeación te-
rritorial, permitiendo que los recursos se asig-
nen y ejecuten conforme a la convergencia de 
necesidades, a fin de maximizar el impacto 
de las acciones orientadas al desarrollo rural.

9.	Las políticas públicas deben pensarse, dise-
ñarse e implementarse desde un enfoque de 
territorio, donde se tengan en cuenta la espe-
cificidad de los diferentes contextos, las ne-
cesidades y los recursos. De otra manera, se 
incurre en el error de implementar medidas, 
instrumentos y procedimientos homogéneos 
que por lo general no responden a las reali-
dades de cada región.

10.	 Con la creación de las nuevas entidades 
para el sector agropecuario (Agencia Na-
cional de Tierras, Agencia Nacional de De-
sarrollo Rural y Agencia para la Renovación 
del Territorio), se hace urgente la definición 
de mecanismos de coordinación claros en los 
territorios entre las entidades responsables del 
registro, la gestión y la administración de tie-
rras del Estado y los particulares. 

Reglamentos de uso y manejo 
de terrenos comunales

1.	 En tanto estos bienes públicos son comparti-
dos por varios departamentos y municipios, es 
pertinente, en desarrollo de la Ley 1454 de 
2011, que los programas de reglamentación 
del uso y manejo de estos ecosistemas sean 
coordinados y financiados mediante formas 
de asociatividad territoriales señalados por 
esta ley y por las del Plan Nacional de Desa-
rrollo (fondo regional para los contratos-plan).
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2.	Es preciso incluir los procesos de reglamenta-
ción de uso y manejo de terrenos comunales 
en los planes y esquemas básicos de ordena-
miento territorial, así como en los planes de 
gestión ambiental regional, a fin de asegurar 
las herramientas vinculantes y la asignación 
de recursos para estas acciones. 

3.	Mejorar la participación en espacios de diá-
logo y toma de decisiones en el nivel terri-
torial es esencial para hacer seguimiento a 
las acciones en materia de reglamentación e 
impulsar medidas que busquen avances con-
cretos y prácticos en la implementación de 
reglamentos de uso de bienes públicos. 

4.	Se propone el diseño de incentivos de conser-
vación y uso sostenible de los recursos, entre 
los que pueden destacarse incentivos econó-
micos, de mercado y de no mercado, al igual 
que institucionales y reglamentarios para la 
conservación y uso sostenible de estos terre-
nos comunales.

5.	 Los centros provinciales agroempresariales 
(Decreto 2980 de 2004) —que cubren los 
municipios y departamentos en los que se 
hallan estos ecosistemas— se deben especia-
lizar en la provisión de asistencia y transferen-
cia tecnológica adaptadas a las condiciones 
del medio biofísico y sociocultural y de su ofer-
ta ecosistémica. Con ello se busca garantizar 
el uso y el aprovechamiento sostenible de las 
ciénagas, playones y sabanas comunales. 

6.	Se requiere del diseño y puesta en marcha 
de un programa de formación orientado a 
los funcionarios responsables del tema, que 
actualice y provea herramientas sobre los as-
pectos legales, ambientales, socioculturales y 

económicos de los terrenos comunales, para 
fortalecer las capacidades institucionales de 
las entidades en lo referente a la reglamenta-
ción de uso y manejo de estos bienes. 

7.	 Revisar, actualizar y consolidar el inventario 
cartográfico y, en particular, realizar un diag-
nóstico que dé cuenta del estado de estos 
ecosistemas con el objetivo de identificar ac-
ciones conducentes a su recuperación, pro-
tección y uso sostenible.

8.	 La sostenibilidad del proceso de reglamenta-
ción de uso y manejo de terrenos comunales 
y la recuperación ambiental de las ciénagas 
requieren de la participación activa de las 
comunidades, por lo cual es necesario hacer 
prácticos los mecanismos y procedimientos 
de participación y de control social de su ad-
ministración66.

9.	Armonizar los instrumentos y productos de pla-
nificación en el territorio, muy especialmente 
entre el plan de gestión ambiental regional 
(coordinado por la autoridad ambiental) y el 
plan de ordenamiento territorial municipal, así 
como con el plan de ordenación y manejo 
de cuencas hidrográficas, para garantizar las 
acciones y efectividad de la reglamentación 
del uso y manejo de terrenos comunales67.

66	Para ello se deben utilizar los mecanismos vinculantes es-
tablecidos en el artículo 2 de la Ley 1757 de 2015.

67	Acuerdo 114 de 2007. Artículo 23. Ordenación 
ambiental. Las regulaciones sobre conservación, 
preservación, uso y manejo del medioambiente y de los 
recursos naturales renovables, las disposiciones producidas 
por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad 
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10.	 Incorporar al trámite de zonificación y 
reglamentación de uso de los terrenos 
comunales y playones una metodología 
integral que abarque el análisis jurídico, 
cartográfico, ecosistémico y socioeconómico 
de estos, tal como lo demostró el éxito de 
las acciones de este componente en el PPT. 

11.	Ajustar a las categorías administrativas con las 
que se abordan institucionalmente ecosistemas 
como las ciénagas y humedales, de manera 
que se pueda realizar un trabajo coordinado 
e integral que permita conciliar y armonizar los 
objetivos de desarrollo rural con los de gestión 
ambiental para la sostenibilidad. 

12.	Definir, homogenizar y estandarizar la carto-
grafía de los terrenos comunales, ciénagas 
y playones —en lo posible de alta escala 
(mínimo 1:25.000)—, para una implemen-
tación efectiva de los programas y proyec-
tos de la nueva institucionalidad de tierras 
y desarrollo rural, a fin de identificar los lin-
deros y límites administrativos, y de gestión 
ambiental y rural de estos ecosistemas, y 
aclarar competencias entre las entidades, en 
particular, entre las CAR, los municipios y los 
departamentos.

13.	Incluir un capítulo de formalización dentro 
de los planes locales o regionales para el 

proceso de deslinde y reglamentación de los 
terrenos comunales en cabeza del Estado. 

14.	Diseñar un plan de aprovechamiento soste-
nible comunitario, posterior a la expedición 
de los reglamentos de uso y manejo de te-
rrenos comunales, para garantizar la pro-
ductividad biológica de estos ecosistemas. 

15.	De igual forma que se precisa de la vigilan-
cia, el seguimiento y el control de las au-
toridades ambientales y administrativas, es 
necesario que las asociaciones de pescado-
res/agricultores, en conjunto con las juntas 
de acción comunal, sean coveedoras y par-
tícipes en la planeación e implementación 
de procesos que conducen a la aplicación 
de los reglamentos de uso, y las acciones 
encaminadas al desarrollo en las comunida-
des que habitan los terrenos comunales. 

16.	Teniendo en cuenta que dentro de estos te-
rrenos comunales se evidencia la existencia 
de asociaciones de productores, se consi-
dera necesario la promoción de modelos 
asociativos de productividad y gestión co-
munitaria, con el objetivo de acompañar, 
apoyar y potenciar la participación de sus 
habitantes en su propio desarrollo integral.

17.	Mejorar la participación en espacios de 
diálogo y toma de decisiones en el nivel te-
rritorial es esencial para hacer seguimiento 
e impulsar acciones que busquen avances 
concretos y prácticos en el tema de regla-
mentos de uso de bienes públicos. Darles 
valor y dinamizar los Consea puede ser un 
gran paso para promover la participación; 
no obstante, se requiere de herramientas 
vinculantes a fin de que las autoridades 

ambiental de la respectiva jurisdicción, en cuanto a la 
reserva, conservación, alinderamiento, administración, 
manejo de suelos, cuencas hidrográficas, en los respectivos 
terrenos comunales, son de obligatorio cumplimiento para 
el Incoder en el proceso de autorización de uso, y para 
los usuarios seleccionados, en el manejo que le den una 
vez autorizados por el Incoder.



197

cumplan a cabalidad con las responsabili-
dades frente a este espacio y los acuerdos 
que allí se den. 

18.	Partiendo de la premisa de que no puede 
existir desarrollo rural sin ordenamiento te-
rritorial, es importante que haya un diálogo 
armónico entre los planes de desarrollo y los 
planes de ordenamiento territorial, y si es po-
sible, en el futuro definir un único plan maes-
tro de desarrollo y ordenamiento del territorio. 

19.	Para el cumplimiento efectivo de las medidas 
coercitivas y de sanción que existen para las 
personas que infringen la normatividad rela-
cionada con la reglamentación de uso y ma-
nejo de terrenos comunales, se propone, por 
un lado, fortalecer el conocimiento de las au-
toridades locales frente al tema y, por el otro, 
establecer un plan de seguimiento estricto 
para contrarrestar estas acciones violatorias.

Reconversión productiva

1.	 Se recomienda poner en marcha medidas 
que incentiven la conservación de las zonas 
protegidas ambientales y los ecosistemas en 
general, ya sea mediante la exención o re-
ducción del impuesto predial u otros mecanis-
mos de subsidio y fomento a los productores 
comprometidos con metas locales y regiona-
les de conservación de bosques68. 

2.	Consultar e incluir como criterios relevantes 
en los planes de ordenamiento territorial y en 
los programas de desarrollo departamentales 
y municipales los estudios y recomendacio-
nes del Igac y de la Upra de construcción 
de mapas de aptitud en aspectos agrícolas, 
pecuarios y forestales con el fin de diseñar y 
promover zonas especiales de reconversión 
productiva. 

3.	 Incorporar los modelos silvopastoriles en los 
planes de desarrollo local (en el programa 
de desarrollo rural o agropecuario) y verificar 
su coherencia o alineación con los planes de 
ordenamiento territorial y los planes de ges-
tión ambiental local y regional, con el fin de 
estabilizar la frontera agrícola, enriquecer los 
agroecosistemas y garantizar su conectividad 
con los ecosistemas naturales adyacentes. 

4.	Robustecer los programas de asistencia téc-
nica, capacitación y seguimiento, como me-
dida importante para promover el tránsito de 
la ganadería extensiva hacia modelos más 
eficientes y sostenibles.

5.	Diseñar, promover y poner en marcha progra-
mas y proyectos para el fortalecimiento de la 
reconversión productiva, el lo que se identifi-
quen claramente responsabilidades, recursos 
y metas de forma conjunta entre todos los ac-
tores involucrados en esta actividad. 

6.	Fortalecer los programas de extensión rural y 
transferencia tecnológica con participación 
de universidades, centros de investigación pú-
blicos y privados y entidades especializadas 
del Estado, con el fin de brindar una mejor 
asistencia a los campesinos en materia de re-
conversión productiva. 

68	Ley 135 PND, artículo 160. Adquisición por la nación 
de áreas o ecosistemas de interés estratégico para la 
conservación de los recursos naturales o implementación 
de esquemas de pago por servicios ambientales u otros 
incentivos económicos.
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7.	 Promover la difusión de la información de los 
diferentes centros de investigación, las univer-
sidades, organizaciones no gubernamentales, 
centros provinciales y organizaciones presta-
doras de servicios de asistencia técnica, con 
el fin de fortalecer el conocimiento y promover 
la generación y transferencia tecnológica de 
los modelos o sistemas agroforestales. 

8.	 Incorporar los modelos silvopastoriles en 
los programas institucionales y promoverlos 
como alternativas para favorecer la eficien-
cia y sostenibilidad de la ganadería como 
una manera de evitar que continúe la expan-
sión de la frontera agraria y se modifiquen 
prácticas nocivas para el medioambiente, 
como la quema.

9.	 Se requiere fortalecer los programas de asis-
tencia técnica con recursos, líneas de crédito 
favorables para los campesinos, capacita-
ción y seguimiento, como medida para in-
centivar el tránsito de la ganadería extensiva 
a modelos más eficientes y sostenibles.

10.	Definir e implementar planes de promoción 
y fortalecimiento de la reconversión produc-
tiva, en los que se identifiquen claramente 
responsabilidades, recursos y metas entre 
todos los actores involucrados en esta ac-
tividad (entidades de índole nacional que 
aportan lineamientos de política, entidades 
territoriales con programas y proyectos que 
incentivan la reconversión, instituciones de 
asistencia técnica, universidades y centros 
de investigación volcados en proveer apoyo 
técnico para mejorar la productividad de los 
diferentes proyectos). 

11.	Es importante articular los modelos 
de reconversión productiva con temas 
relacionados con la tenencia y uso de la tierra, 
así como con los planes de ordenamiento 
territorial de cada zona, con el fin de evitar la 
continuidad de conflictos por la tierra.

Seguridad alimentaria

1.	 Es importante que el Estado promueva una po-
lítica de capacitación en materia de agricultu-
ra limpia y tecnologías agroecológicas con el 
apoyo de Corpoica, los gremios empresaria-
les, las organizaciones no gubernamentales, 
las universidades y los centros provinciales de 
desarrollo agroempresarial.

2.	Se recomienda enfocar acciones hacia la 
articulación entre la institucionalidad regional, 
las asociaciones campesinas, las Umatas y 
las juntas de acción comunal, con miras a 
fortalecer la seguridad alimentaria, ya que 
esto puede ayudar a que los programas y 
servicios lleguen con más facilidad a todo el 
territorio y que los impactos y resultados sean 
mayores en las comunidades.

3.	Crear programas que promuevan el empleo 
y el fortalecimiento de las capacidades de 
los jóvenes rurales, con el fin de abordar las 
problemáticas derivadas de la falta de relevo 
generacional.

4.	Promover la agricultura familiar de peque-
ña escala como mecanismo para favorecer 
la compra de productos a zonas prioritarias 
para el posconflicto, como las ZRC.
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5.	Fortalecer la articulación de los planes, pro-
gramas y proyectos de seguridad alimentaria 
promovidos desde el nivel central con los pla-
nes de seguridad alimentaria y nutricional de 
los entes territoriales.

Fortalecimiento de 
instancias y mecanismos de 
participación y fortalecimiento 
asociativo

1.	 Es importante fortalecer y dinamizar los CMDR 
como espacios de participación para el 
desarrollo y la planeación territorial rural, a 
través de la destinación de recursos específicos 
para esta actividades, la definición de agendas 
de trabajo que incluyan metas específicas y 
proyectos, de forma que estos espacios sean 
funcionales y cumplan su verdadera misión. 

2.	 Orientar acciones al fortalecimiento de las 
asociaciones productivas y organizaciones 
de base comunitaria en el uso de los 

mecanismos de control social, con el 
fin de prevenir, proponer, acompañar, 
sancionar, vigilar y controlar la gestión 
pública, sus resultados y la prestación de 
los servicios suministrados por el Estado y 
los particulares. 

3.	 Fortalecer mecanismos como las audiencias 
públicas, veedurías ciudadanas y rendición 
de cuentas, y conocer sus marcos normativos 
(Ley 850 de 2003, por medio de la cual 
se reglamentan las veedurías ciudadanas, 
Ley 152 de 1994, Ley Orgánica del Plan de 
Desarrollo; Ley de Planeación Participativa 
y sus decretos reglamentarios; Ley 472 de 
1998 sobre las acciones populares y de 
grupos; Ley 489 de 1998, que reglamenta las 
audiencias públicas como mecanismos para 
la rendición de cuentas y la comunicación 
entre ciudadanos y gobernantes). 

4.	 Promover el uso de metodologías de planea-
ción participativa para incorporar actores 
rurales en la elaboración, implementación y 
seguimiento a los planes de desarrollo rural 
con enfoque territorial. 
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